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PRÓLOGO



A pesar de la importancia creciente de las políticas públicas en los discursos políticos, administrativos y académicos en América Latina, estas no han tenido una difusión especializada similar, sobre todo, si se compara con la circulación de los aportes, propuestas, debates y discusiones que los especialistas en políticas públicas hacen en sus redes académicas y en sus revistas especializadas, principalmente en Estados Unidos y en Europa. Además, aunque durante los últimos años se han multiplicado los programas de formación en Análisis de Políticas Públicas (APP) en la región, resulta alarmante la poca disponibilidad en idioma castellano de textos de numerosos autores considerados como referencias indispensables en esta peculiar disciplina. Como respuesta a esta preocupación, este libro intenta, modestamente, contribuir a la difusión de la reflexión de algunos de estos autores. El interés que ha suscitado tanto la edición original (2010) como las dos reimpresiones (2017, 2018) de este libro ha motivado esta reedición en versión digital, la cual ha contado, gracias a la labor de Unijus, con un trabajo de revisión ortográfica y estilística. Por lo demás, hemos decidido mantener el libro en su forma y contenido originales. Seguramente, futuras publicaciones permitirán continuar con la labor de presentación, análisis y divulgación iniciada con esta obra1.


Este libro ha sido resultado de dos momentos de mi vida académica, en los que concebí la idea de realizar un compendio de textos que le facilitara a los lectores hispanohablantes el acceso a síntesis y reflexiones personales sobre los diferentes enfoques usados en el APP. En primer lugar, es el producto del esfuerzo realizado por los estudiantes del seminario de Teoría y Análisis de Políticas Públicas —que, en el año 2009, estuvo a mi cargo y se ofreció en el programa de Doctorado en Estudios Políticos y Relaciones Internacionales (EPRI) de la Universidad Nacional de Colombia (sede Bogotá)— y de las discusiones y presentaciones realizadas en el grupo de investigación Análisis de las Políticas Públicas y de la Gestión Pública (APPGP) que lidero.

Y, en segundo lugar, es el resultado de diversos encuentros académicos organizados en el país, en particular, el I Coloquio Internacional sobre Políticas Públicas: Análisis y Evaluación de Políticas Públicas. Debates y Experiencias en Colombia, organizado en diciembre de 2007 por el grupo de investigación APPGP en la Universidad Nacional de Colombia (sede Bogotá); el I Congreso de Ciencia Política, organizado por la naciente Asociación Colombiana de Ciencia Política en octubre de 2008 en la Universidad de los Andes en Bogotá, y el I Seminario sobre Políticas Públicas en Sistemas Críticos: El Caso Latinoamericano, organizado en abril de 2009 por el grupo de investigación Gestión y Políticas Públicas Territoriales —coordinado por el profesor Juan Antonio Zornoza— en la Universidad Nacional de Colombia (sede Medellín)2. Estos encuentros nos permitieron afianzar una red conformada por colegas y estudiantes avanzados pertenecientes a diversas instituciones del país, como la Universidad del Valle, en Cali; la Universidad Eafit, la Universidad de Antioquia y la Universidad Nacional de Colombia, en Medellín; la Universidad Externado de Colombia, la Pontificia Universidad Javeriana y la Universidad Nacional de Colombia, en Bogotá.

El libro está compuesto, por una parte, por capítulos concebidos como largas reseñas críticas de textos que hemos considerado importantes para la comprensión de la disciplina y el estado del debate en curso3. Estos trabajos son el fruto de las actividades de los estudiantes que asistieron al seminario doctoral ya mencionado durante el segundo semestre del año 2009. Esos textos son “El análisis del desarrollo institucional (IAD) de Elinor Ostrom”, de Jenny López y Federico Parra (capítulo cuatro); “El advocacy coalitions framework (ACF) de Paul A. Sabatier: Un marco de análisis de política pública basado en coaliciones promotoras”, de Rocío Rubio Serrano y Alfredo Rosero Vera (capítulo sexto); “El enfoque discursivo y deliberativo de Frank Fischer” de Mireya Camacho y Alejandra Cerón (capítulo noveno); “Política discursiva y prácticas deliberativas: un balance crítico de los aportes de Frank Fischer”, de Miguel Ángel Herrera Zgaib (capítulo décimo); y, finalmente, “La perspectiva narrativa de Emery Roe”, de Deisy Arrubla, Magnolia del Pilar Ballesteros y Alberto Martínez (capítulo undécimo).


El capítulo duodécimo, resultado de un trabajo realizado por estudiantes de doctorado que cursaron el seminario de Metodología de la Investigación en Políticas Públicas, que orienté durante el primer semestre del año 2010, se titula “Metodologías para el análisis de las políticas públicas” y fue escrito por Luis Hernando Barreto, Alejandra Cerón y Ana María Fernández. En este mismo sentido, hay que mencionar que el capítulo segundo, “La perspectiva de H. D. Lasswell (1902-1978) para el análisis de las políticas públicas”, escrito por Alejandra Calderón Romanov, es el producto de una investigación desarrollada en el margen de su tesis de Maestría en Estudios Políticos del Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales, IEPRI, de la Universidad Nacional de Colombia, bajo mi tutoría. Por otra parte, hemos contado con el compromiso y el trabajo muy valioso de colegas de otras universidades del país que aportaron a este libro textos de su autoría con un enfoque particular. Se trata del capítulo tercero, “Análisis neoinstitucional de políticas públicas”, de Adolfo Eslava; el capítulo quinto, “Enfoque de redes de política. Instrumento explicativo, analítico e investigativo”, de Juan Antonio Zornoza Bonilla; el capítulo séptimo, “El enfoque retórico del análisis de políticas públicas”, de Luisa Fernando Cano; y el capítulo octavo, “¿Existe un enfoque francés de política pública?”, de Jean-François Jolly.

Todos estos trabajos fueron presentados en junio 2010, con ocasión del Seminario Avanzado: “Teorías y Métodos para el Análisis de las Políticas Públicas”, organizado por el Grupo de investigación APPGP, con el apoyo del programa de Doctorado EPRI y del Instituto Unidad de Investigaciones Jurídico Sociales Gerardo Molina (Unijus), en la Universidad Nacional de Colombia (sede Bogotá). Es preciso señalar que el capítulo primero, “Las políticas públicas y sus enfoques analíticos”, de mi autoría, retoma y amplía la introducción que realicé durante este seminario. El volumen concluye con un texto del profesor Jorge Iván Cuervo, que tuvo la amabilidad y la dedicación de redactar unos comentarios finales.

Esperamos que este esfuerzo académico colectivo resulte útil para los estudiosos de las políticas públicas y cumpla con el propósito de fomentar la deliberación sobre los enfoques y el quehacer del APP. Aprovecho este espacio para agradecer a los miembros del grupo APPGP, los profesores, colegas y estudiantes del Doctorado Interfacultades en EPRI y de la Maestría del IEPRI, a los miembros del personal académico y administrativo de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales y, por supuesto, a los autores, por haber dedicado el tiempo, la energía y el entusiasmo necesarios, para que, con sus aportes valiosos, esta publicación existiera. Igualmente, expreso mis agradecimientos sinceros a los miembros del Comité Asesor del Programa de Doctorado Interfacultades en EPRI, a la Decanatura de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, al Unijus y a su Comité de Publicaciones que, cada uno desde su ámbito de competencias y sin reservas, han apoyado y permitido la publicación de este libro.


ANDRÉ-NOËL ROTH DEUBEL

Bogotá, septiembre de 2010

Actualizado abril de 2020



1 Ver por ejemplo: Roth Deubel, A.-N. (ed.) Análisis de políticas públicas: perspectivas pragmáticas, interpretativas, de redes y de innovación pública, Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, Unijus, 2017

2 A partir de estos encuentros se publicaron dos libros: Análisis y evaluación de políticas públicas. Debates y experiencias en Colombia, dirigido por André-Noél Roth Deubel (2009), y Políticas públicas en sistemas críticos: el caso latinoamericano, compilado por J. A. Zornoza Bonilla, S. Arroyave Alzate y N. S. Rodríguez (2009).

3 Las bibliografías de los autores que componen este documento y que aparecen en pie de página en cada capítulo, corresponden a la situación del año 2010.


ANDRÉ-NOËL ROTH DEUBEL1

LAS POLÍTICAS PÚBLICAS Y SUS PRINCIPALES ENFOQUES ANALÍTICOS

Introducción

Para analizar las políticas públicas, así como para cualquier otro objeto de estudio, es preciso disponer de un marco teórico y conceptual y de herramientas que nos sirvan como un lente o un tamiz para orientar la labor investigativa2. Estos lentes permiten leer, seleccionar, organizar e interpretar factores, variables, datos y hechos pertinentes de manera coherente para la elaboración de una explicación e interpretación con pretensión científica. El trabajo científico consiste, en buena parte, en proponer teorías, enfoques y marcos conceptuales para explicar fenómenos (como, por ejemplo, las políticas públicas) e intentar, mediante demostraciones, argumentos, evidencias y pruebas empíricas, comprobarlos o refutarlos. Confrontar y debatir los distintos enfoques elaborados para conocer es una tarea fundamental, puesto que la realidad siempre es esquiva y el conocimiento de esta es parcial. Ahora bien, cualquier marco o teoría actúa como un tamiz que selecciona unos elementos en vez de otros. De modo que el conocimiento que tenemos de la realidad de un hecho es indisociable de las herramientas teóricas y metodológicas usadas, así como de la sociedad que las creó, de ahí que permita legitimar formas de actuar. En este sentido, hay que tener en cuenta que los hechos científicos son hechos construidos e históricamente situados que nos dicen solo una parte de la realidad.


Los estudiosos de las políticas públicas no han sido ajenos a esta labor. Sin embargo, en América Latina, los conocimientos sobre el desarrollo académico y teórico realizado desde la Ciencia Política en este campo de estudio son relativamente precarios (véase Valencia y Álvarez, 2008). Debido a esto, este capítulo y este libro le ofrecen al lector un panorama sintético, aunque forzosamente selectivo e incompleto, de los principales enfoques o marcos de análisis construidos por politólogos e investigadores activos en esta disciplina, tradicionalmente muy abierta a los aportes de otras disciplinas, para analizar la acción pública, en particular los marcos posteriores al muy conocido ciclo de política3. Para lograr este objetivo, el capítulo inicia proponiéndole al lector unos elementos para la definición del objeto de estudio —las políticas públicas— y una síntesis del desarrollo de su estudio. Enseguida, se revisa el enfoque secuencial —el ciclo de política—, para luego presentar una discusión de diferentes enfoques de análisis bajo una clasificación personal en tres grupos discriminados según su perspectiva epistemológica: los enfoques tradicionales, los enfoques integracionistas y, finalmente, los enfoques interpretativistas. En la conclusión, se esbozan unas pistas para el desarrollo futuro de la disciplina.

¿Qué son las políticas públicas?

La política pública, como un campo académico particular de análisis y de investigación, se desarrolló inicialmente en el contexto norteamericano a mitad del siglo XX. El hecho de que el idioma inglés separe conceptualmente el concepto de política en tres términos diferenciados (polity, politics y policy), si no fue determinante, probablemente tuvo un efecto facilitador. En inglés, polity se refiere a la esfera política en general; politics hace alusión a las actividades políticas realizadas para lograr el control del poder político (el juego electoral, los debates en el Congreso, las movilizaciones, los cargos, etc.); y, finalmente, policy designa las actividades resultantes de las politics (sus consecuencias, resultados o sus outputs). De modo que la policy —término que tiene en inglés el significado de curso de acción, de programa de acciones adoptadas por una persona, grupo o gobierno, o serie de principios sobre los cuales están basadas estas acciones— combinada con el concepto de public (esto es, public policy o política pública) expresa el proceso de elaboración y de puesta en marcha por autoridades públicas o gubernamentales de programas de acción pública. En cambio, los idiomas de raíces latinas no ofrecen una distinción terminológica y conceptual tan clara en esta materia, por lo que tienden a enfatizar en la estrecha relación existente entre estas tres actividades. Sin embargo, el concepto castellano de política pública traduce perfectamente el concepto inglés de public policy, siempre y cuando se entienda por este la actividad o el curso de acción puesto en marcha por las autoridades y, en particular, las gubernamentales.


Obviamente, la reflexión sobre la acción pública no se inició en el siglo XX. En una perspectiva histórica, Michel Foucault (2006) considera que, a partir del siglo XVII, el arte de gobernar consistió en “manipular, mantener, distribuir, restablecer relaciones de fuerza, […] en un espacio de competencia que implica un desarrollo competitivo”, es decir que “se despliega en un campo relacional de fuerzas” (pp. 355-356). Para ello, era preciso que los gobernantes europeos desarrollaran “dos grandes conjuntos de tecnología política”: de una parte, una serie de procedimientos para el mantenimiento del equilibrio europeo (la diplomacia y los ejércitos profesionales para el exterior); y, de otra, para el interior, la policía, que se entendía como “una forma de comunidad regida por una autoridad pública” y, a la vez, como el “conjunto de los actos que van a regir […] estas comunidades bajo la autoridad pública” (p. 356).

De este modo, de acuerdo con Foucault (2006, pp. 355 y ss.), es posible remontar los orígenes de la política pública moderna a las ciencias de policía (en alemán, Polizeiwissenschaft) y, en particular, a las ciencias camerales prusianas, que se desarrollaron durante la segunda parte del siglo XVIII. Johann Heinrich Gottlob von Justi, uno de sus principales representantes, en 1756, en su obra Principios de la ciencia policial (en alemán, Grundsätze der Policey-Wissenschaft)4, propuso varios principios de acción para “velar por los individuos que viven en sociedad”, que buscaban “consolidar la vida cívica en vista del reforzamiento del poderío del Estado” (Lascoumes y Le Galès, 2004, p. 17). Estas ciencias de policía proyectaban la organización concreta de la sociedad a partir de una visión política basada en la filosofía de la Ilustración (en alemán, Aufklärung combinada con los principios racionales de administración de los asuntos de la ciudad. Se trataba de buscar una unidad en el ejercicio del poder, integrando atributos de la soberanía con la administración del día a día y asociando las “dimensiones de orden público, de bienestar y de cultura” (Foucault, 2004, p. 17).


A partir de esto, como lo muestra Foucault (2006; 2007, pp. 15-41), el problema del gobierno, de la práctica gubernamental, ya no tenía que ver con la cuestión fundamental por la legitimidad o ilegitimidad de este, sino con “cómo no gobernar demasiado” o cómo aplicar el “principio del máximo y del mínimo necesario” para alcanzar el deber ser del Estado. La pregunta moderna ya no consistía en saber si la intervención pública en un tema era legítima o no, sino en saber qué tanto y cómo se debía intervenir, teniendo en cuenta la finalidad del ya mencionado “reforzamiento del poderío del Estado”. El instrumento general desarrollado para definir y racionalizar las modalidades de esta intervención será, en adelante, la economía política, definida no en su sentido estrecho de “análisis […] de la producción y circulación de riquezas”, sino en su sentido más amplio, como “todo método de gobierno en condiciones de asegurar la prosperidad de la nación” (Foucault, 2007, p. 30)5. En este sentido, las ciencias camerales, de policía, asociadas al desarrollo de la economía política pueden ser consideradas como el crisol de las políticas públicas modernas.

Ahora bien, de los términos Policey y Polizei, en alemán, police en francés o policía en español, se derivan hoy una gran cantidad de definiciones del concepto inglés de policy, entendido como política, de las más amplias a las más restrictivas. En 1951, para Harold Lasswell, pionero en la construcción de una moderna ciencia de la política (en inglés, policy science; a propósito, véase la contribución de A. Calderón en este libro), el término policy designaba “las elecciones más importantes de la vida organizada y de la privada” (Lasswell, 1992, p. 83), por lo que la orientación de esta nueva ciencia enfatiza “en los problemas fundamentales del hombre en sociedad, más que en los tópicos del momento” (p. 89).

Varias décadas después, el interés por esta disciplina se ha acrecentado de manera extraordinaria, lo que ha conllevado, a su vez, que sus definiciones también se hayan multiplicado. Por ejemplo, para algunos de los autores más destacados en el área, la política pública se corresponde con el “trabajo de las autoridades investidas de legitimidad pública o gubernamental” (Thoenig, 1997, p. 19). Para otros autores, esta se corresponde con “todo lo que un gobierno decide hacer o no hacer”6 (Dye, 1976) o con “una acción gubernamental dirigida hacia el logro de fines fuera de ella misma” (Heclo y Wildavsky, 1974, p. xv); mientras que otros han considerado necesario especificar más el concepto y definirlo como un “programa de acción de una o varias autoridades públicas en un sector o en un territorio definido” (Mény y Thoenig, 1989, p. 130). Más recientemente, Deborah Stone definió la política pública como “algo que las comunidades tratan de realizar en cuanto comunidades” (Stone, 2002, p. 18), de manera que la política pública desborda el ámbito estrictamente gubernamental o estatal. En la literatura colombiana, Vargas (1999) ha propuesto considerar las políticas públicas como “el conjunto de sucesivas iniciativas, decisiones y acciones del régimen político frente a situaciones socialmente problemáticas y que buscan la resolución de las mismas o llevarlas a niveles manejables”. Por nuestra parte, propusimos la siguiente definición:


Un conjunto conformado por uno o varios objetivos colectivos, considerados necesarios o deseables, y por medios y acciones, que son tratados, por lo menos parcialmente, por una institución u organización gubernamental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores individuales o colectivos para modificar una situación percibida como insatisfactoria o problemática. (Roth Deubel, 2002, p. 24)



Consideramos que el gobierno contemporáneo si bien no dispone del monopolio exclusivo sobre la acción pública, sí tiene la legitimidad necesaria para decidir si interviene o no en cualquier tema, a solicitud o no de alguna parte de la ciudadanía, en la medida que lo considere oportuno para alcanzar la “felicidad” de la sociedad y de sus habitantes o para el logro de los fines del Estado. En este sentido, el paradigma de los derechos humanos es hoy el marco fundamental que legitima la acción pública y las intervenciones públicas se sitúan así entre “lo máximo y lo mínimo necesario”, como señaló Foucault (2006).

Como instrumento de transformación o mantenimiento del orden social, las políticas públicas son fundamentales para el ejercicio de la dominación, porque, mediante la movilización de ciertos actores y medios, ofrecen una respuesta a necesidades colectivas o a las que se consideran como tales. En este sentido, las políticas públicas son instituidas (Giraud y Warin, 2008, pp. 8-9). De modo que, para los gobernantes, el análisis de las políticas públicas, en su perspectiva top-down tradicional, es una herramienta que ofrece soluciones de ingeniería social e institucional. Esta es la perspectiva dominante en los policy analysis anglosajones. Desde otra perspectiva, se puede considerar también a las políticas públicas como instituyentes. En efecto, interesarse por la manera como se construyen y se median las relaciones de fuerzas entre distintos actores e intereses en una sociedad permite, primero, develar los mecanismos mismos de la dominación, ofreciendo un punto de apoyo para su crítica; segundo, cuestionar la práctica política instituida de definición de los problemas sociales y de regulación de los conflictos (Giraud y Warin, 2008, p. 9); y, tercero, cuestionar, mediante el análisis de política, el papel del Estado y las instituciones políticas en su definición de la realidad social, para ofrecer otra lectura posible que cuestione el marco normativo y cognitivo instituido dominante. Muchos trabajos de análisis académicos europeos se inscriben en esta línea. De este modo, el análisis de política desde una perspectiva democrática radical, por un lado, reintroduce la política y la exigencia democrática en el centro de los procesos políticos y administrativos, y, por el otro, abre una puerta hacia una refundación democrática e institucional más emancipadora o libertaria. Pero, desde una perspectiva opuesta, también puede ser una herramienta para la legitimación del orden dominante.


Originalidad y desarrollo de la política pública como un campo de estudio

La originalidad del concepto de política pública se encuentra en que permite enlazar, con un mismo término, tanto la producción normativa de las instituciones públicas (planes, leyes, decretos, resoluciones, ordenanzas, acuerdos, fallos jurídicos, etc.) como las actividades políticas y administrativas realizadas tanto por actores políticos y sociales como por autoridades públicas para la elaboración, decisión, implementación y evaluación de esta producción (el proceso de la política o policy process), así como sus efectos en la sociedad y en la actividad política misma. Por eso, la política pública es un fenómeno complejo en el cual interactúan, frecuentemente mediante redes estructuradas de agentes, no solo los elementos institucionalizados, sino también las reglas formales, las ideas, los intereses y las instituciones políticas (Capano, 2009, p. 18). De modo que hay que entender la política pública como un conjunto compuesto por elementos y procesos que, con el concurso activo o voluntariamente inactivo7 de alguna institución gubernamental o autoridad, se articulan racionalmente entre sí para lograr el mantenimiento o la modificación de algún aspecto del orden social. Tomados por separado, cada uno de estos elementos es frecuentemente objeto de análisis de diversas disciplinas (como el Derecho, la Administración, la Sicología, la Ciencia Política, la Economía, la Sociología, etc.). Sin embargo, la especificidad del campo de estudio de Análisis de Políticas Públicas (APP) consiste precisamente en analizar el proceso de la acción pública bajo diversas modalidades, enfoques y métodos, enlazando diversas disciplinas académicas tradicionales. Con este sentido, Dunn (1981) definió esta disciplina como “una ciencia social aplicada que, mediante el uso de múltiples métodos de investigación y argumentos, produce y transforma una información pertinente sobre la política pública para que pueda ser usada por el sistema político para resolver problemas de política pública”. Se trata, entonces, según una expresión que hizo carrera, de entender el Estado en acción o, más precisamente, el gobierno o, aún mejor, la gobernanza en acción.


Uno de los reconocidos pioneros en esta reflexión es, sin duda alguna, Harold Lasswell. En su texto fundador La orientación hacia las políticas, publicado en 1951, consideró necesario desarrollar unas ciencias de la política (policy sciences), o sea, unas “ciencias del curso de acción”, para “usar de la manera más eficiente la fuerza de trabajo, las instalaciones y los otros recursos del pueblo norteamericano” con el fin de “resolver las necesidades políticas” apremiantes de la época. Para el autor norteamericano, se trataba de “avanzar en la averiguación científica del proceso de producción y ejecución de las políticas”, para entender mejor la elección del ser humano (los procesos de decisión) y “mejorar la racionalidad del proceso político”, gracias a la aplicación de los mejores métodos científicos8. En este planteamiento Lasswell coincide con la idea del “buen uso de las fuerzas del Estado”, expresada por von Justi ya en el siglo XVIII (véase la nota 5).

De forma sintética, Lasswell propuso que las ciencias de la política se distinguen de las investigaciones realizadas por las otras disciplinas por ser una actividad

• investigativa, es decir, orientada hacia la resolución de los problemas, puesto que los problemas de políticas deben ser situados en un contexto específico que tiene que ser tomado en cuenta en el análisis, en el uso de los métodos y en las recomendaciones emitidas;

• multidisciplinar en sus enfoques, debido a que cualquier problema social o político es una composición de múltiples elementos que no le corresponde a ninguna disciplinar en particular;

• y claramente normativa u “orientada por valores”; en particular, la disciplina debe ser orientada por los valores democráticos y el respeto a la dignidad humana.

Lasswell (1951) llamó también a este nuevo campo de estudio las “ciencias de las políticas de la democracia” (en inglés, policy sciences of democracy), ya que tenían como finalidad el diseño de políticas que estuvieran orientadas democráticamente, lo que indica así la conexión existente entre el trabajo gubernamental, la teoría política y la construcción de instituciones y de un Estado de derecho enfocados a la realización, en sus palabras, “de la dignidad humana”. Esto lo podemos interpretar, a nuestro juicio, como la garantía de los derechos humanos9, considerados como los fines últimos del Estado democrático contemporáneo. Por eso, Lasswell confiaba en que las ciencias de la política aportaran el conocimiento necesario para “mejorar” la democracia. En este sentido, el APP rechaza la pretensión de objetividad científica en su actividad. Justamente porque el trabajo del analista debe estar orientado por valores (la dignidad humana) y debe tener una clara pretensión de formación y de ilustración, para que la ciudadanía sea (más) deliberante. Obviamente, para Lasswell, era claro que esta disciplina académica nueva debía también permitir, en el contexto de la llamada Guerra Fría, defender o demostrar la superioridad de los valores de la democracia liberal, particularmente de la norteamericana. En este contexto se desarrolló el muy conocido enfoque de las etapas o fases, denominado también enfoque secuencial (véase el texto de Calderón en este volumen).


El enfoque secuencial

El primer marco conceptual, el más popular e influyente, sigue siendo sin duda el modelo clásico del ciclo de política o modelo secuencial, también llamado el enfoque de los libros de textos10. Este modelo, inicialmente sugerido por Lasswell (1956) y luego desarrollado por Jones (1970), permitió realmente “lanzar” el APP como un campo académico específico. Por lo regular, la política pública se presenta como un objeto de análisis que puede ser subdivido en varias etapas que, a su vez, se pueden estudiar separadamente (lo que es el resultado de la influencia del positivismo y el neopositivismo). Estas etapas son, por lo general y en este orden, la definición del problema y la construcción de la agenda pública, la formulación de soluciones, la toma de decisión (o legitimación), la implementación y, finalmente, la evaluación. Este enfoque permitió, sobre todo hasta los años ochenta, la realización de innumerables investigaciones especializadas en una u otra etapa específica o en todo el proceso que, por entonces, era concebido como una sucesión (lógica) de etapas. Igualmente, este enfoque facilitó la elaboración de teorías parciales para cada una de las secuencias del proceso. Esta es, al mismo tiempo, la fuerza del modelo, pero también su mayor debilidad, puesto que se tiende a perder de vista el proceso en su conjunto.


Para la identificación de problemas y la construcción de la agenda se destacan, por ejemplo, los modelos propuestos por Cobb y Elder (1972), Kingdon (1984) y Garraud (1990). La secuencia de formulación y legitimación de las políticas públicas ha sido particularmente discutida y analizada por autores tales como Simon (1959), Lindblom (1959), Allison (1971), March y Olson (1972), Sfez (1976), entre otros, cuyos nombres están relacionados con el ámbito de la teoría de la decisión (véanse las nociones de racionalidad absoluta y limitada, incrementalismo, garbage can model, etc.). El estudio de la fase de la implementación de la política pública conoce una obra pionera con Selznick (1949) y va a tener un importante desarrollo en la década de los años setenta con las investigaciones realizadas por autores como Pressmann y Wildavsky ([1973]1998), Bardach (1977), Elmore (1978), Sabatier y Mazmanian (1979) (sobre esto, véase Roth Deubel, 2002).

Por último, la evaluación de las políticas públicas ha generado prácticamente la creación de un campo profesional específico, casi autónomo del APP, con su institucionalización en numerosos países. Los diferentes enfoques teóricos para la evaluación han recorrido un camino que va desde una perspectiva objetivista, cuantitativista, centrada en la medición —dominada por el pensamiento positivista o mecanicista— hasta unos enfoques que fueron integrando, paso a paso, mayor cantidad de criterios, de variables, particularmente cualitativos y de puntos de vista, a medida que se percibieron los límites y las lagunas del enfoque inicial. De la evaluación centrada en la búsqueda de causalidades simples se pasó a proponer la evaluación pluralista o múltiple, más comprensiva e interesada en los impactos o en la satisfacción de los usuarios o de los ciudadanos (véase Guba y Lincoln, 1989; Monnier, 1992; Rossi y Freemann, 1993; Kessler, Lascoumes, Setbon y Thoenig, 1998; o Roth Deubel, 2009). Sin embargo, en la actualidad, con la introducción del hábito de la medición en la gestión pública (introducida por la reforma del Estado a partir de los años ochenta y la nueva gestión pública o new public management), la práctica evaluativa tiende a concentrarse en la evaluación cuantitativa de la eficiencia (por ejemplo, en los análisis de costo-beneficio) y los resultados, en las auditorías y en la rendición de cuentas. Desde una perspectiva más crítica, Guba y Lincoln (1989) ofrecen, sin embargo, una vía interesante de renovación y de democratización de las prácticas de evaluación, alejándose de las tradicionales posturas positivistas y tecnocráticas que suelen dominar la actividad o profesión.


El cuestionamiento del enfoque secuencial

Los desarrollos iniciales de la investigación en políticas estuvieron muy influenciados por la epistemología positivista y la pretensión de objetividad científica. Stone (2002) denomina a esta tradición (que considera fallida) el proyecto racionalista (rationality project), que, además, se aleja de la perspectiva lasswelliana de fundar claramente en valores los análisis y las recomendaciones. Esta tradición positivista en el APP condujo a favorecer posturas tecnocráticas por parte de los analistas. Fundamentalmente, esta perspectiva, aún muy arraigada hoy en día, consiste en buscar


técnicas de ingeniería política que permitan tapar brechas, arreglar desperfectos o solucionar averías de la máquina estatal. En este camino se oye de ampliaciones, reformas legales, nuevos mecanismos de control, cambios de cultura, transformaciones en los mecanismos de representación y alianzas institucionales. (Roiz, 2007, p. 9)11




Solo hasta los años setenta, y sobre todo los ochenta, se volvió a reconsiderar y reconocer la importancia de los valores en el APP. En particular, para mostrar los límites de los análisis de corte positivista, como el análisis de sistemas, simbolizados en el rotundo fracaso de los analistas en el caso de la guerra de Vietnam, y a la luz de las consideraciones epistemológicas pospositivistas de Thomas Kuhn (1962). Dror (1970) propondrá una nueva aproximación analítica a la que llamará el análisis de políticas, en vez de ciencia de la política. Dror consideraba, en efecto, que el análisis de políticas requería de una metodología diferente a la metodología científica tradicional, ya que era necesario reconocer en los procesos de política, más allá de la reivindicada multi o interdisciplinariedad, el papel importante jugado por los elementos extrarracionales (como la creatividad, la intuición, el carisma, etc.) o irracionales (como las motivaciones profundas). Más tarde, Majone ([1989]1997) señalará con mucha claridad que los problemas de políticas no son simples y que, por tanto, no se pueden resolver como se hace en los laboratorios, sino que son frecuentemente problemas transcientíficos, reacios al análisis y tratamiento científicos habituales12. Se trataba, entonces, de considerar los problemas de la elaboración de políticas a partir de una metodología que alentara la percepción de los fenómenos estudiados y la invención de nuevos diseños sociales, para la producción de políticas y propuestas de políticas alternativas (al respecto, véanse también las importantes contribuciones críticas de Lindblom, 1999). Igualmente, Majone consideró ilusoria la pretendida objetividad o neutralidad científica (el objetivismo) de los estudios de políticas. Es decir que, desde su perspectiva, el investigador de política no podía pretender abstraerse del contexto político en el cual desarrollaba sus labores, con lo que se resalta que la acción de gobernar es más un arte13 que una ciencia exacta.

Debido a los límites conceptuales y las importantes críticas que sufrió el enfoque secuencial, en particular la ausencia de teoría causal, el hecho de que el enfoque se basara en una concepción idealizada y racional con un sesgo top-down (de arriba hacia abajo) y legalista, y, por lo tanto, ideal para los tecnócratas y otros ingenieros sociales (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993), muchos analistas consideraron que el modelo secuencial había cumplido su ciclo de vida y que debía ser reemplazado por “mejores teorías” (Sabatier, 1999, p. 7). En ese momento, la caja de herramientas o el recetario analítico producido por el enfoque secuencial y racional resultó ser un instrumento, en el mejor de los casos, incompleto o carente de capacidad explicativa (es decir, no puede contestar por qué cambian las políticas), y, en el peor de los casos, inefectivo y antidemocrático por su sesgo tecnocrático positivista o neopositivista. Por eso, para muchos analistas, fue clara la necesidad de introducir elementos provenientes de las perspectivas pospositivistas, críticas o construccionistas para efectuar una renovación profunda del campo del análisis de políticas. En su concepto, este cambio permitiría, con la reintroducción clara de los aspectos valorativos —el llamado giro argumentativo, es decir, propiamente político—, dar un nuevo impulso al APP (DeLeon, 1994; DeLeon y Vogenbeck, 2007).

Majone ([1989]1997) mostró de manera magistral las limitaciones intrínsecas de los enfoques y las técnicas de análisis convencionales, tendencialmente disciplinarios y centrados en el cálculo, como, por ejemplo, el uso del análisis costo-beneficio, que tiende aún a ser dominante en la actualidad, para el análisis y la elección de las políticas públicas en muchos trabajos científicos y académicos, así como en la práctica de las administraciones públicas y de los gobiernos. Los resultados de estos estudios pretenden ser considerados como insumos certeros (evidencias) para la elaboración de políticas y la toma de decisiones. Así, Majone mostrará, en particular, de acuerdo con los avances contemporáneos de la epistemología, las inconsistencias de este “decisionismo” tecnocrático14, la imposibilidad de disponer de evidencias científicas inequívocas para la acción pública y la necesidad de tener en cuenta, y con más razón en una democracia, tanto la complejidad de las acciones y de sus efectos como los aspectos argumentativos y persuasivos inscritos en los procesos de formulación y toma de decisiones. En este sentido, Majone sugiere una reinterpretación de los estudios sobre teoría argumentativa y retórica de Aristóteles. Esta perspectiva (re)introduce la importancia de la argumentación en los procesos de políticas, rehabilita, de paso, la centralidad de la participación y deliberación ciudadanas en aras del interés mismo de la investigación racional y, de esta forma, acerca el análisis de políticas a los debates contemporáneos en teoría política —democracia radical, deliberativa, participativa— (Fischer, 2003). Majone ([1989]1997) considera el análisis de políticas como una contribución a la “deliberación pública mediante la crítica, la defensa y la educación”, ya que un buen análisis debe proveer, además de datos, “normas para la argumentación y una estructura intelectual para el discurso público” (p. 41)15. En cierto modo, la orientación inicial dada por Lasswell en los cincuenta, específicamente, su consideración frente a los valores —minimizada por la mayoría de los analistas profesionales de los años sesenta y ochenta, dominados por el proyecto de racionalidad (Project of Rationality) y su pretensión de una supuesta objetividad y positividad de la ciencia de la política—, vuelve a cobrar hoy en día una gran importancia y validez con los enfoques pospositivistas, posempiricistas o construccionistas.


Actualmente, la mayoría de los autores reconocen la existencia de varios tipos de factores explicativos de la acción pública. Es decir, se reconoce la importancia no solo de los factores objetivos o racionales (las evidencias científicas) —lo que no es necesario discutir, según Aristóteles—, de los intereses, sino también de los factores institucionales y de los factores cognitivos (ideas, valores) en los procesos de construcción e implementación de las políticas públicas y, más generalmente, en la política. De esto, cabe concluir que la acción pública (y política) es compleja y difícilmente reducible a unos cuantos datos que se pueden medir objetivamente de forma cuantitativa y que se consideran determinantes universales o cuasi universales. Sin embargo, la integración en los análisis de estos múltiples factores —las racionalidades económicas (los intereses) y científicas, las instituciones y las ideas16— implica el uso de marcos de análisis y metodologías más complejos, lo que resulta, por lo tanto, más trabajoso. De acuerdo con esto, en términos muy generales y demasiado esquemáticos, podemos considerar hoy que las diversas corrientes del APP se dividen en tres grupos.

Un primer grupo de teorías, que llamamos tradicional, enfatiza en los factores y variables objetivos que permiten explicar las políticas públicas. Un segundo grupo, que podemos llamar integracionista o mixto, considera imposible limitarse solamente a las variables objetivas, medibles, para explicar las políticas públicas. En este segundo grupo se mantiene el esquema general explicativo de las políticas públicas, pero con la pretensión de complementarlo, de forma variada y con más o menos importancia, con la integración en su marco explicativo de variables valorativas o subjetivas (referenciales, creencias, comunidad epistémica, ideas, etc.). Finalmente, un tercer grupo, que llamamos interpretativista, considera que el análisis tradicional —objetivista y neopositivista— ha fracasado en sus objetivos de construir una ciencia de la política con validez universal, por lo que apunta a reincorporar de manera central en sus propuestas analíticas los fundamentos valorativos presentes en Lasswell y desarrollar un marco de interpretación (más que de explicación) de las políticas públicas, basado principalmente en la importancia de la argumentación (el giro argumentativo), de la retórica17, de la subjetividad y de los discursos.


Como ya lo anotábamos en otro texto (Roth Deubel, 2008a), el APP es un insumo fundamental para el debate político que se debe concebir como una erística, es decir, como un diálogo combativo, un pugilato verbal, basado tanto, o más, en argumentos como en evidencias y pruebas científicas, en el que la persuasión a los auditorios pertinentes es un elemento fundamental para imponer una política. Y con más razón en regímenes democráticos. Por este motivo, consideramos que es preciso integrar esta dimensión interpretativa en el análisis. Parafraseando una célebre expresión de Bourdieu, se puede decir, entonces, que el análisis de política es, así como la sociología, un deporte de combate. Ahora bien, a continuación se presentará, de manera sucinta, una serie de enfoques teórico-conceptuales, que intenta situarse en una perspectiva renovadora del análisis de políticas frente al tradicional ciclo de políticas. Por lo tanto, en adelante se hará mayor énfasis en las perspectivas de los grupos bautizados como integracionista e interpretativista.

Los enfoques tradicionales

Como se mencionó, los enfoques tradicionales se apoyan en teorías “objetivistas” que hacen énfasis en los factores objetivos medibles. Este es el caso de los enfoques basados en una epistemología neopositivista y, frecuentemente, en las teorías de la elección racional, de la elección pública o public choice y de los principios de la economía neoclásica y del individualismo metodológico. Además, estos son la corriente dominante del APP, generalmente adoptada por las instancias gubernamentales e internacionales para el análisis y la evaluación de las políticas públicas desde los años sesenta y setenta hasta hoy en día. Autores como Stokey y Zeckhauser (citados en Majone, [1989]1997, p. 47) consideran que el tema central del análisis de política es el mismo que el de la ciencia económica: el problema de la distribución de recursos escasos entre distintos fines. Gran parte de los trabajos de consultoría se realizan también en esta perspectiva18. Estos análisis se sitúan en la tradición (neo)positivista de la investigación, por lo que sus autores consideran que sus análisis son objetivos y de carácter científico, ya que se basan en datos medidos y pretenden aportar pruebas y evidencias empíricas. Esta postura, que es también una estrategia discursiva o retórica, lleva a difundir y persuadir que sus conclusiones tienen una validez universal, aunque ya no se habla de “ley social”, de verdades o de pruebas, sino, más modestamente, de “lecciones aprendidas”.


Una concepción común a esta vertiente, de un lado, es la consideración de que las políticas públicas no son más que el resultado de una lucha, de una competencia entre los distintos intereses objetivos de los individuos o de grupos de interés (pluralismo liberal, teorías elitistas) presentes en una sociedad. De otro lado, se trata de una lucha de clases o fracciones de clases (teorías marxistas y neomarxistas más o menos refinadas) por el control legítimo sobre el Estado (Mény y Thoenig, 1992, p. 58). Así, desde una perspectiva neomarxista, Offe (citado en Mény y Thoenig, 1992, p. 60) considera, por ejemplo, que las políticas sociales del Estado de bienestar contribuyen a eliminar las disfunciones sistémicas que aparecen entre la economía y las estructuras de socialización que inculcan la lealtad al sistema. Por su parte, Pulantzas considera que la función del Estado, a través de sus políticas, consiste en “perpetuar las relaciones capitalistas de producción” (citado en Mény y Thoenig, 1992, p. 62). A pesar de representar posturas ideológicas diferentes, estas perspectivas comparten la idea de que su análisis es objetivo y, por lo tanto, verdadero, “científico”. En este sentido, las investigaciones empíricas realizadas a partir de estos fundamentos buscan, en lo esencial, confortar y reafirmar la validez de sus postulados de base, es decir, proteger su “núcleo duro”.


Los enfoques integracionistas

El segundo grupo, que hemos llamado integracionista o mixto, es muy amplio y variado. Va de unas perspectivas neoinstitucionales neopositivistas, cercanas a las teorías del primer grupo, hasta posturas que se alimentan de las epistemologías pospositivistas y de la teoría crítica. Podemos situar en este grupo, en particular, los enfoques neoinstitucionalistas, el marco de las coaliciones de causa o advocacy coalitions framework (ACF) de Sabatier y Jenkins, los enfoques de redes y el enfoque por los referenciales de Jobert y de Muller (véanse los textos relacionados en este libro).

Muchos de los analistas que pertenecían al primer grupo, a partir de los años ochenta y noventa, se han desplazado de las explicaciones basadas en los factores objetivos tradicionales hacia posturas que integran factores de tipo institucional o cognitivo. Los enfoques comúnmente llamados hoy neoinstitucionalistas se centran, por una parte, en el papel fundamental que juegan las instituciones (en una definición renovada) y, por la otra, en la comprensión y la explicación de la acción pública y de los comportamientos humanos. Se desarrollaron en los años ochenta como reacción a las perspectivas conductistas dominantes durante el periodo anterior. Peter Hall y Rosemary Taylor (1996), en un texto de referencia para la disciplina politológica, subrayan que en el neoinstitucionalismo, aunque no constituye un cuerpo teórico unificado —lejos de eso—, es posible distinguir tres grandes vertientes para la ciencia política contemporánea: la histórica, la de elección racional (o económica) y la sociológica.

El neoinstitucionalismo, como lo indica su nombre, consiste en una renovación, desde inicios de los años ochenta, del institucionalismo (véase Roth, 2015). Se inscribe generalmente en la perspectiva neopositivista (en particular, en su vertiente economicista). Tradicionalmente, el análisis institucional se centraba en un énfasis descriptivo de las constituciones, de los parlamentos y del poder ejecutivo (Parsons, 1995). Esa era la perspectiva que generalmente se consideraba como “ciencia política” en las Facultades de Derecho. En ruptura con y en reacción a esta perspectiva descriptiva, el desarrollo de la ciencia política y del APP en los años sesenta inicialmente minimizó la importancia del contexto institucional en el curso de acción política para centrarse en el sistema político como un todo. La “restauración” liberal de los años ochenta (es decir, el neoliberalismo) sirvió de catalizador para evidenciar el papel de las instituciones: para los neoliberales era necesario reformar las instituciones políticas, justamente porque estas sí tenían impacto. Se atribuye con frecuencia a March y Olson (1984, 1989) el mérito de haber puesto en evidencia la importancia de las instituciones en la actividad política, con la publicación de su obra Redescubriendo las instituciones. Según estos autores, “las reglas y los entendimientos (generados por las instituciones) son los que dan marco al pensamiento, restringen las interpretaciones y dan forma a la acción” (March y Olson, 1997, p. 43).


El enfoque neoinstitucional propuesto inicialmente por estos autores se centra en el estudio del papel de las instituciones, considerándolas como un elemento determinante y esencial de los comportamientos individuales, de la acción colectiva y, por lo tanto, de las políticas públicas (institutions do matter). Los autores pretenden superar el institucionalismo tradicional para pasar a una perspectiva de interdependencia entre instituciones sociales y políticas consideradas como relativamente autónomas. Por eso, la definición de las instituciones que proponen los autores no se limita a la estructura formal de las instituciones. Para ellos, se debe incluir en la definición del concepto no solamente las organizaciones como tales (ministerios, etc.), sino también, por una parte, las reglas de procedimiento, los dispositivos de decisión, la forma de organización, las rutinas y el tratamiento de la información, y, por la otra, las creencias, los paradigmas, las culturas, las tecnologías y los saberes que sostienen, elaboran y a veces contradicen estas reglas y rutinas. Las instituciones, desde esta perspectiva, son tanto un factor de orden como de construcción de sentido para las acciones realizadas por los actores. La interrogación central del enfoque, en sus tres vertientes principales —histórica, económica y sociológica— (Hall y Taylor, 1996), se sitúa en el análisis de las condiciones de producción y de evolución de estas instituciones y en cómo estas, a su vez, influyen en las dinámicas sociales, permitiendo así pensar el Estado en interacción (Muller y Surel, 1998). Este enfoque es revelador también de un fenómeno de la sociedad creciente que considera o constata que las instituciones estatales, en general, se encuentren debilitadas frente a los ciudadanos y a las organizaciones privadas y sociales, más y mejor informados. Esta evolución obligaría al Estado a negociar o, por lo menos, a tener en cuenta en el ejercicio de su autoridad a otras instituciones (Lane, 1995). Esta percepción está también presente en las teorías de las redes y en el uso creciente del término gobernanza, para subrayar y legitimar la importancia de formas de gobierno compartido entre varios actores o instituciones.

El neoinstitucionalismo histórico

El enfoque histórico se centra en la necesidad de aprehender el Estado en una perspectiva de largo plazo y de manera comparativa, situándolo en el centro del análisis. Los investigadores que se inscriben en esta corriente buscan conceptualizar la relación entre las instituciones y el comportamiento individual en términos relativamente amplios. Ellos prestan particular atención a las asimetrías de poder que derivan de la acción y del desarrollo de las instituciones. Además, tienden a percibir el desarrollo institucional como el resultado de una dependencia del sendero (path dependence) y de consecuencias imprevistas. El concepto de dependencia del sendero describe la existencia de movimientos cumulativos que cristalizan los sistemas de acción y las configuraciones institucionales propias de una política pública o subsistema particular. Esta situación determina con siempre más fuerza un camino específico para la acción pública. En otras palabras, la herencia institucional y política pesa sobre la selección de la acción pública: no hay tabula rasa. Finalmente, los investigadores intentan asociar el análisis institucional a la influencia que pueden ejercer factores cognitivos, como las ideas o la cultura, sobre los procesos políticos (Muller y Surel, 1998). Los principales temas de investigación han sido, por el momento, el análisis en una perspectiva comparativa de las políticas sociales y macroeconómicas.


El neoinstitucionalismo económico

El origen de la vertiente económica del neoinstitucionalismo se encuentra en la pretensión de construir una teoría general de la interacción entre los intereses y las instituciones válida para el sector público. Se incorpora en la escuela de la elección racional (racional choice), como una dimensión complementaria centrada en la función de las instituciones como reductoras de incertidumbre y como factor determinante para la producción y la expresión de las preferencias de los actores sociales. Este enfoque parte de dos postulados, primero, que los actores pertinentes tienen una serie de preferencias y gustos y, segundo, que se comportan de manera instrumental, con base en una estrategia calculada, es decir, racional, con el fin de maximizar sus posibilidades de satisfacer sus preferencias (Muller y Surel, 1998). En esta perspectiva, la más cercana a un enfoque epistemológico positivista tradicional, la permanencia de las instituciones se explica por el apego de los actores a estas, ya que reducen la incertidumbre y facilitan a los actores pertinentes satisfacciones duraderas que neutralizan la competencia en el sector.


El neoinstitucionalismo sociológico

La vertiente sociológica del neoinstitucionalismo se inserta en una renovación de las orientaciones y conclusiones de la sociología de las organizaciones. Contraria a esta, la sociología neoinstitucional postula que la mayoría de las formas y los procedimientos pueden ser entendidos como prácticas particulares de origen cultural, parecidas a los mitos y las ceremonias inventadas en numerosas sociedades. Al integrar el estudio de las variables culturales en la aprehensión de las condiciones de formación y de funcionamiento de las organizaciones, el análisis de las organizaciones permite comprender que las disposiciones institucionales en la sociedad moldean el comportamiento humano. Desde esta perspectiva ampliada, se puede concluir que los factores culturales son instituciones (Muller y Surel, 1998) y que, por tanto, es posible analizar los elementos cognitivos, entendidos como instituciones culturales, que pesan sobre los comportamientos individuales y las ideas (Parsons, 1995). Olson señala en particular que



las instituciones disponen de autoridad y poder, pero también de sabiduría y ética colectivas. Proporcionan el contexto físico, cognitivo y moral para la acción conjunta, la capacidad de intervención, los lentes conceptuales para la observación, la agenda, la memoria, los derechos y obligaciones, así como el concepto de justicia y los símbolos con los que puede identificarse (Olson citado en Lane, 1995)



A partir de los años ochenta, se puede notar la importante influencia del neoinstitucionalismo económico en el auge de las políticas neoliberales19. Es también sintomática la influencia casi hegemónica del pensamiento económico en la teoría política desde esta época y, en particular, de la teoría de la elección racional, la teoría de juegos y la escuela de la elección pública o public choice, en inglés. Esta última es definida por uno de sus más prominentes representantes como 


la aplicación de la teoría económica (economics) a la ciencia política. Su objeto de estudio es el mismo de la ciencia política: la teoría del Estado, las reglas del voto, el comportamiento electoral, la política de partidos, la burocracia, etc. La metodología del public choice es la de la economía (Mueller citado en Lane, 2005)



Por eso, la mayoría de los estudios neoinstitucionales se han desarrollado bajo la sombra de las políticas neoliberales y han servido a su legitimación. Sin embargo, es pertinente recordar que la perspectiva neoinstitucional es mucho más amplia, puesto que las investigaciones pueden perfectamente llevarse a cabo desde orillas ideológicas distintas. Se puede ver, por ejemplo, la sugerente obra de la antropóloga Mary Douglas (1986), que ofrece una crítica contundente a la teoría de la elección racional; o el trabajo de Ostrom (2005), que señala que la validez de la teoría de la elección racional y de la teoría de los juegos en el análisis de la acción pública se limita a unos casos muy particulares, excepcionales. En la mayoría de los casos de acción pública, estas teorías son insuficientes para dar una explicación satisfactoria o para producir un resultado eficiente (en particular, sostenible a largo plazo).


Un ejemplo de un marco de análisis neoinstitucional

En la actualidad, la mayoría de los analistas de políticas públicas adoptan con más o menos énfasis algunos aspectos del análisis neoinstitucional en sus marcos de análisis20. En particular, se destacan los trabajos de la politóloga norteamericana Elinor Ostrom (2005), ganadora del Premio Nobel de Economía en 2009 (véase el capítulo dedicado a ella en este libro). Ostrom busca entender cómo las instituciones afectan los comportamientos individuales de los actores inscritos en procesos de políticas públicas. Y para ello, ha desarrollado un marco de analítico al que ha llamado análisis del desarrollo institucional (IAD), que se fundamenta principalmente en la tradición de la nueva economía institucional desarrollada por autores como North y Williamson, es decir, en una perspectiva híbrida del neoinstitucionalismo económico e histórico. El marco pone en su centro una arena de acción en la cual se interrelacionan actores individuales y colectivos, en una situación que se corresponde con el arreglo institucional específico y concreto operante para la política pública. En un primer momento, el análisis de estas interrelaciones, desde la perspectiva de la elección racional, permite explicar las características de una política pública (the resulting outcomes) para luego, en un segundo momento, entender los factores que influyen sobre la estructuración misma de la arena de acción. Para ello, el modelo considera tres tipos de factores: las reglas utilizadas por los participantes para ordenar sus relaciones (rules-in-use), las características materiales y físicas del contexto pertinente (estado del mundo) y, finalmente, lo que aleja un tanto el marco del IAD de un neopositivismo reductor, esto es, las particularidades culturales propias a la comunidad de política (attributes of community).

El enfoque de redes

La emergencia de la noción de red (network) en el análisis de las políticas públicas se corresponde con la insatisfacción creciente en relación con los enfoques tradicionales, centrados en el examen de los elementos formales de las estructuras y en arreglos político-administrativos. En los años sesenta y setenta, la visión de un proceso de política pública, esencialmente pensado como jerárquico, instrumental y formalista (top down), reñía con las evidencias de los análisis. Justamente porque las políticas estaban formuladas en instancias políticas informales externas a las instituciones convencionales, del tipo parlamento o de administración pública. La idea de red propone una nueva manera de concebir el mundo.


En vez de intentar explicar la realidad como la consecuencia de una serie de relaciones causales lineales determinadas por fuerzas externas, las teorías de redes perciben la sociedad como si se realizara mediante la interacción de individuos que intercambian información y otros recursos. El meollo de esta perspectiva está en que considera los conceptos de organización social y de gobernanza (governance) de manera descentralizada (Marin y Mayntz, 1991, p. 26). De hecho, aunque esta perspectiva no era totalmente nueva en la ciencia política de la época, solo empezó a tener un auge a partir de la década de los años setenta. Inicialmente, las perspectivas neocorporativistas se concentraron en el estudio de las relaciones triangulares y estructurales entre el gobierno, la administración y los grupos de interés. Luego, esta idea fue ampliada por Heclo (1978), quien introdujo el concepto de red de controversia (issue network) para designar las complejas redes que incluyen un gran número de actores en el proceso de política pública, en particular en problemas públicos “nuevos”. Lo que predominó, entonces, fue la visión de un proceso a lo largo del cual se establecen relaciones más informales, descentralizadas y horizontales.

Según Kenis y Schneider (citados en Marin y Mayntz, 1991, pp. 33 y ss.), el surgimiento de esta concepción del mundo no fue casual, pues fue el resultado de distintas transformaciones, primero, en la realidad de la hechura de las políticas públicas; segundo, en desarrollos teóricos y conceptuales en el área, y, tercero, en progresos en las herramientas metodológicas. Para el primer aspecto, los autores señalan el crecimiento del carácter organizado de la sociedad (véase Mayntz, 1982) y la extensión de los dominios de intervenciones públicas (extensión del Estado de bienestar y surgimientos de nuevos problemas); la elevación de la complejidad social y la creciente interdependencia entre las organizaciones, con saberes más dispersos o fragmentados; la tendencia a la descentralización y a la fragmentación del Estado; la atenuación de la frontera entre público y privado, y la creciente transnacionalización de las políticas nacionales.

En forma paralela, la importancia de la información ha crecido y el desarrollo de la tecnología informática generó una demanda de cientifización de las políticas. Además, el segundo aspecto mencionado por los autores se relaciona con el abandono de una concepción analítica demasiado centrada en el Estado y las decepciones producidas por las fallas de la planificación en sus propósitos de transformar la sociedad. En particular, se evidenció el viacrucis de la implementación top down de las políticas (Pressmann y Wildavsky, [1973]1998), lo que puso en duda la validez de la distinción entre formulación (planificación) e implementación planteada por el modelo secuencial tradicional y dominante, incluso en la reactualización realizada por la nueva gestión pública (NGP), promovida a partir de los principios políticos neoliberales. De igual forma, las herramientas informáticas permitieron desarrollar nuevas posibilidades de formalización, modelización y tratamiento matemático y estadístico de los datos, lo que implicó mayores capacidades de análisis para los investigadores sociales.


Las redes de política son entendidas como una nueva forma de gobierno —la gobernanza—, que refleja el cambio de naturaleza en las relaciones entre Estado y sociedad (Kenis et al., 1991, p. 41). Además, estas redes son mecanismos de movilización de recursos políticos en temas en los cuales las capacidades y la información necesarias para formular, decidir o implementar programas de acción pública21 son diseminadas entre muchos actores públicos y privados, algunos con poder de “veto”. Las redes de actores establecen, así, un puente entre las jerarquías administrativas, los actores sociales y la lógica del mercado. En este sentido, se reconoce que el Estado no sabe todo, ni es capaz de saberlo todo, y no debe imponerse en la sociedad mediante un proceso de implementación vertical de tipo comando-control autoritario. Por esta razón, se produce un proceso de reconocimiento de necesidad mutua de los actores: la gobernanza.

De manera general, se puede decir que con esta nueva manera de actuar, los costos de formulación resultaron ser más altos (concertación, participación, costos de decisión, tiempo —los mal vistos costos de transacción del neoinstitucionalismo económico—). No obstante, con ello se facilitó la implementación, ya que la participación de las redes en la elaboración y, eventualmente, la implementación de determinada política permitió que esta tuviera una mayor legitimidad y aceptación (reducción de la separación entre formuladores e implementadores).

Sin embargo, los éxitos de un proceso de política basado en redes no son determinables a priori, ya que se trata de una cuestión empírica. El enfoque de redes ofrece principalmente una serie de herramientas para describir y explicar los procesos de políticas públicas, tanto en las etapas clásicas (modelo secuencial) como en un proceso continuo. Permite también el desarrollo de estrategias analíticas comparativas para explicar las diferencias entre políticas, por las variaciones existentes en la conformación y dinámica de las redes en cada caso. Si el análisis de redes se ha considerado principalmente hasta aquí como una estrategia de análisis, es de señalar también la posibilidad de utilizar este enfoque desde una perspectiva normativa, es decir, como un modelo para la acción o la intervención pública (Kenis et al., 1991, pp. 44-48; Zornoza, en este libro).


El concepto de red puede entenderse como un término genérico para señalar una configuración para la cooperación entre actores interesados en un mismo tema. Rhodes (citado en Faure y Pollet, 1995, p. 112) ha propuesto una tipología con base en un continuum en el cual se ubica, de un lado, los issue networks, como redes cercanas a la teoría pluralista, de competición abierta, en donde las organizaciones participantes quedan autónomas; y, del otro lado, las policy communities, las comunidades de política, que se caracterizan por establecer y mantener fuertes vínculos entre ellas hasta acercarse casi a la lógica corporativista (véase Roth Deubel, 2002, pp. 34-35).

En forma de conclusión, como lo señala Zurbriggen (2004), se puede decir que la perspectiva de redes ha contribuido a la elaboración de un enfoque “que trasciende la distinción tradicional entre agente y estructura […], [entre] las visiones socio-céntricas y estado-céntricas”, gracias a un “concepto flexible diseñado para capturar el complejo juego entre actor e institución en el proceso de elaboración de políticas sectoriales” (p. 183).

El enfoque advocacy coalition (AC) y el cambio de política

El origen del enfoque AC, representante emblemático de la perspectiva de análisis “mixta”, remonta, según Sabatier (1999, pp. 117-120), su propio autor, a los años 1981-1982. En ese momento, con la intención de proponer una alternativa al enfoque secuencial entonces dominante, Sabatier buscaba, por un lado, sintetizar los mejores dispositivos aportados por los enfoques top down y bottom up, en el estudio de la implementación, y, por el otro, integrar de manera más satisfactoria el papel de las informaciones técnicas en los procesos de política. De esta manera, el autor se proponía construir un marco de análisis para explicar el cambio de política. Estas labores culminaron en 1993 con la publicación, en colaboración con Jenkins-Smith, de un libro que incluyó unos estudios empíricos basados en dicho modelo de las AC (véase Rubio y Rosero en este libro).

Este modelo se basa en cinco premisas. Primero, las teorías sobre proceso o cambio de política deben ser capaces de tener en cuenta de mejor forma la información relativa a los problemas. Segundo, es necesario ver los procesos de política en una perspectiva temporal de larga duración (unos diez años o más). Tercero, la unidad de análisis no puede limitarse a la estructura gubernamental, sino que además debería develar la existencia de un “subsistema de política”. Este subsistema, como parte del sistema político, está compuesto por una variedad de actores, públicos y privados, que están activamente implicados o interesados en un problema de política o en una controversia. Cuarto, dentro del subsistema, es preciso incluir no solo a los actores, sino también a periodistas, investigadores y analistas de políticas, por el papel importante que juegan estos en la difusión de ideas, así como a los demás actores de todos los niveles gubernamentales activos en el proceso de formulación e implementación (se integra allí la teoría de las redes). Finalmente, la última premisa consiste en considerar que las políticas públicas incorporan teorías implícitas sobre la manera de alcanzar sus objetivos. Estas teorías pueden ser entendidas como sistemas de creencias, que incluyen valores prioritarios, percepciones de relaciones causales y la importancia del problema, y apreciaciones en cuanto a la eficacia de los instrumentos de política utilizados, que son incorporados por los miembros de coaliciones de actores “militantes” o coaliciones de “causa” (las AC). La posibilidad de introducir tanto elementos subjetivos, por ejemplo, las creencias y los valores, como elementos más objetivos relativos al contexto y a los intereses de los actores en un único esquema-guía ofrece, así, la posibilidad de seguir a través del tiempo la influencia sobre la política pública de varios elementos: actores, contexto, ideas, información, cambios tecnológicos.


En estos subsistemas de política, los actores se estructuran en comunidades de política22 (por lo general, entre una y cuatro), cada una basada en un sistema de creencias específico (similar a un paradigma), que compiten entre ellas para influir sobre las decisiones públicas usando de manera instrumental los recursos que les procure el entorno del subsistema. Ese entorno influye sobre el subsistema y sus actores, y actúa como un proveedor de coerciones, limitaciones y recursos. A su vez, el entorno está compuesto por factores estables, como las reglas constitucionales, las condiciones socioculturales o naturales, y otros más dinámicos, como las condiciones socioeconómicas, la opinión pública, la mayoría parlamentaria o de gobierno.

Un aspecto importante de este modelo tiene que ver con la distinción que propone entre cambios fundamentales y cambios secundarios en la política. Los primeros son asimilados a un cambio de comunidad de política dominante en el subsistema. Se asemeja, haciendo una analogía con la epistemología kuhniana, a un cambio de paradigma en la política. Estos cambios fundamentales son relativamente poco frecuentes23. Puesto que, en efecto, la mayoría de los cambios ocurren, no en el núcleo mismo de la política (policy core), sino en un nivel periférico, en los aspectos “secundarios” de la política24, es decir, en reglamentaciones y cambios institucionales que no cuestionan el núcleo o fundamento de la política (policy core) ni el núcleo de las creencias (deep core) de la comunidad dominante acerca de la política en cuestión.


Posteriormente (Sabatier, 1999, pp. 147-148; 2007), los autores aportaron correctivos a su modelo inicial atribuyendo más importancia a los cambios en la opinión pública, como un factor dinámico, y tomando en consideración el grado de consenso necesario (variable según los países) para realizar un cambio profundo de política. En conclusión, para el enfoque de las AC los cambios de política ocurren debido a dos causas: una de orden cognitiva y otra de orden más objetiva. De una parte, porque existen cambios en los valores fundamentales de los miembros de las coaliciones de actores y, por otra, porque son consecuencia de perturbaciones externas a la política (Sabatier, 1999, p. 151). Para este autor, estas últimas generalmente son un elemento desencadenador en un proceso de cambio de política.

Desde entonces, el problema de la explicación del cambio de política ha tomado una gran importancia en la investigación en política pública. Al lado del marco de las AC propuesto por Sabatier, otros dos marcos de análisis dominan el debate en este campo particular: el enfoque de la teoría del equilibrio puntuado, propuesto por Baumgartner y Jones (1993)25, y el enfoque de las múltiples corrientes de Kingdon (1984)26.


El marco de análisis por el referencial (enfoque de la escuela francesa)27

Otra perspectiva, cercana a la anterior, es la propuesta desarrollada por el francés Pierre Muller (véase el capítulo de Jolly en este libro). Al entender las políticas públicas como configuraciones de actores, Muller (2006, pp. 67 y ss.) enfatiza tres puntos: 1) el problema de la racionalidad de los actores, 2) el papel de la administración pública y 3) las redes de actores. Sobre el primer punto, Muller señala la incertidumbre y la complejidad de los procesos de decisión, basándose en autores clásicos como H. Simon, C. Lindblom o Cohen, March y Olson.

En el segundo punto, Muller se fundamenta en lo que llama, para el caso francés, el medio decisional central. Este medio está configurado por cuatro círculos de decisión. Por el primer círculo transitan todas las decisiones (por ejemplo, el primer ministro, el ministro de hacienda, el presidente). El segundo círculo está compuesto por las administraciones sectoriales (ministerios) que intervienen en un campo específico. El tercer círculo está conformado por los socios externos del Estado, como los gremios, las grandes empresas privadas, las asociaciones, las organizaciones no gubernamentales (ONG), entre otros (véase Muller, 2006, p. 74). Por último, el cuarto círculo integra los órganos políticos como el Congreso, la rama judicial (Corte Constitucional o la Corte Suprema de Justicia en Colombia). Justamente, en el “marco de negociaciones interministeriales”, los diferentes puntos de vista se expresan y pesan sobre la decisión, la cual aparece como un proceso de elaboración, por “poda sucesiva”, de un “consenso mínimo entre los protagonistas” (Muller, 2006, pp. 75-76).

Finalmente, el tercer punto, se centra en mostrar cómo las redes de actores se constituyen en “redes de políticas públicas”. Es decir, se trata de “identificar los actores susceptibles de actuar en la interfaz entre las diferentes redes”, en la medida en que serán estos los que ejerzan “la función estratégica de integración de las diferentes dimensiones de la decisión” (policy brokers, mediadores, empresarios políticos). Estas redes de políticas públicas, que se expresan en foros o comunidades de políticas públicas, son el lugar de la “producción de la significación de las políticas públicas” (Muller, 2006, p. 76). Con esto, Muller busca integrar el carácter irreducible de la dimensión global que obra en la formación de las políticas públicas. Para lo cual es necesario integrar el papel de las ideas. Según Muller (2006), las políticas públicas no son solamente un proceso de decisión, sino el “lugar donde una sociedad dada construye su relación con el mundo” (p. 95). Una política pública es entonces también la construcción de una “imagen de la realidad sobre la cual se quiere intervenir” (p. 95). Es el referencial de la política pública. Este articula cuatro niveles de percepción del mundo (valores, normas, algoritmos e imágenes) y se descompone en tres elementos: el referencial global, el referencial sectorial y los operadores de transacción llamados la relación global-sectorial (RGS) (p. 100). El referencial global es “una representación general alrededor de la cual van a ordenarse y jerarquizarse las diferentes representaciones sectoriales” (p. 100); el referencial sectorial “es una representación del sector, de la disciplina o de la profesión” y los operadores de transacción “corresponden a los algoritmos”. Para Muller, estos referenciales constituidos por “ideas, creencias y visiones del mundo tienen un estatuto equivalente al de los recursos monetarios u organizacionales” (p. 106), es decir, son ideas en acción (p. 107). En la acción política surgen “mediadores”, como agentes de cambio que buscan afirmar su hegemonía y liderazgo en un sector, que establecen el puente o realizan los ajustes entre el referencial global y el sectorial. Este proceso de ajustes y desajustes entre referenciales constituye entonces una dinámica continua de cambio en las políticas públicas28.


Los enfoques interpretativistas

Con los marcos de análisis de las AC (Sabatier, 1993) y de los referenciales (Jobert, Muller, 1987; Muller, 1996) se ha introducido aspectos cognitivos para explicar las políticas públicas. Así, desde los años ochenta, con el giro neoliberal, estos autores y otros, insatisfechos con las explicaciones ofrecidas por las estrategias analíticas “racionales”, buscaron entender el papel de las ideas en estos procesos29. Al respecto, las investigaciones realizadas por Jobert y Muller (1987), Haas (1990), Sabatier y Jenkins-Smith (1993) y Hall (1993) fueron claves para demostrar el impacto de las ideas en los cambios de políticas y para desarrollar y comprobar nuevos marcos de análisis. Sin embargo, para unos analistas, la lógica de los intereses objetivos de los actores individuales y colectivos, esto es, la perspectiva utilitarista, privilegiada en la mayoría de los análisis tradicionales e incluso “reforzada” o sofisticada con la perspectiva neoinstitucionalista (las AC o el referencial), no era suficiente para explicar las políticas públicas y sus cambios. Estos analistas consideraron que aquellas perspectivas seguían apostándole de todas maneras al paradigma de una ciencia globalmente neopositivista, empiricista, es decir, que solo es capaz de encontrar explicaciones científicas basadas en evidencias, aunque estas estuvieran enriquecidas por elementos cognitivos.


A partir de allí, un tercer grupo de analistas (Roe, 1994; Yanow, 2000; Fisher, 2003), muy crítico de la perspectiva objetivista y empiricista tradicional, se fundamenta en los postulados del construccionismo o de la teoría crítica para poner enfatizar los factores cognitivos, discursivos, argumentativos, retóricos y narrativos en sus análisis. De esta forma, asumen una postura epistemológica posempiricista que, por un lado, minimiza la importancia de los tradicionales factores objetivos e institucionales y que, por el otro, resulta ser muy crítica con las pretensiones generalizadoras basadas en el empirismo. Esta perspectiva implica también, en términos epistemológicos, un diálogo con tesis relativistas30, o basada en el anarquismo metodológico (véase Roth Deubel, 2007c).

Esta tendencia del análisis político ha logrado, sin embargo, un cierto impacto en la medida en que ha puesto en evidencia el efecto de las estrategias discursivas y de las representaciones (creencias, símbolos, metáforas) sobre el comportamiento político y la toma de decisión. De hecho, se está redescubriendo, tal como hemos señalado, la importancia de la retórica, la argumentación, la narrativa y el storytelling en la actividad política en general (Salmon, 2007) y, por lo tanto, también en las políticas públicas31. Esta postura se acerca más a la de Aristóteles y se aleja de la de Platón. En la perspectiva de Aristóteles (2005), la retórica, entendida como teoría de la argumentación persuasiva y no como mero ornamento lingüístico (Perelman, 2002), ocupa un lugar central en la acción y decisión humanas (Roth Deubel, 2007c). Para él, el racionalismo científico es incapaz de dar razón de todo. Si fuera así, en ausencia de evidencias científicas, solo quedarían argumentos que buscan convencer o persuadir al auditorio sobre un curso de acción probable (véase también el capítulo de Cano en este libro). Justamente, ese es el espacio de la política y también de las políticas públicas: las pruebas científicas sobre los méritos de las acciones públicas son, por su complejidad, por lo general escasas, como lo demostró Majone ([1989]1997)32.


Por lo tanto, en el análisis, es imposible dejar a un lado los aspectos retóricos o argumentativos33 —de allí la importancia de la comunicación— que se encuentran en los fundamentos de cada política pública; es más, estos aspectos resultan ser primordiales. Esta corriente pretende así volver a dar importancia a la tercera característica de la propuesta inicial formulada por Lasswell: unas ciencias de la política como una actividad claramente orientada por valores. Sobre esta característica, olvidada o minimizada por la orientación predominantemente empiricista, positivista y tecnocrática de los analistas, esta corriente legitima su “filiación” en la disciplina, al mismo tiempo que critica esta orientación positiva que la ha conllevado, según esa perspectiva de análisis, a un impasse.

Un pionero de esta corriente claramente construccionista es sin lugar a duda Emery Roe (1994). Para este autor, basándose, entre otros, en su experiencia con proyectos de desarrollo en África, las políticas públicas deben ser consideradas como relatos. Otro autor, Hajer (2003, p. 102), las identifica, por su lado, con coaliciones discursivas. Estos conceptos que, tal como los que hemos visto como referenciales y sistemas de creencias, tienen en común que dan “importancia a los valores, a las ideas y a las representaciones en el estudio de las políticas públicas” (Muller, Surel, 1998, p. 48). Se reconoce, de esta manera, la existencia y la importancia de “matrices cognitivas y normativas” que influyen en la determinación y concepción de las políticas públicas. La introducción de estos conceptos se relaciona, además, con la importancia creciente tomada por la epistemología construccionista en las ciencias sociales (Berger y Luckmann, 1975). De esta manera, se insiste en “la importancia de las dinámicas de construcción social de la realidad en la determinación de los marcos y prácticas socialmente legítimos en un momento preciso” (Muller y Surel, 1998, p. 47).



Como exponentes de esta corriente que radicaliza el giro argumentativo o interpretativo, se destacan autores como John Forester (1993) y Franck Fischer (1993; 2003). Apoyándose en propuestas teóricas de Habermas y Foucault, estos autores han desarrollado importantes trabajos en relación con la planeación de políticas y la democracia (véase los textos de Camacho y Cerón y de Herrera en este libro), que recogen las posibilidades de democratización de la formación de las políticas públicas, en particular con lo que tiene que ver con los jurados o foros ciudadanos como mecanismos de participación o deliberación pública. Otro autor, Roe (1994), considera que los relatos usualmente utilizados para describir y analizar las controversias de políticas públicas representan por sí mismos una fuerza que debe ser considerada explícitamente (véase el texto de Arrubla, Ballesteros y Martínez en este libro). De manera que esos relatos de políticas se resisten a cambiar o modificarse, incluso en presencia de datos empíricos o evidencias que los contradicen, ya que continúan subyaciendo y persistiendo en las creencias de los actores y de quienes deciden, particularmente en casos de gran incertidumbre, complejidad y polarización. Para Roe, justamente, en estos casos las evidencias y conocimientos científicos resultan ser escasos, cuando intervienen muchas variables interdependientes o cuando hay una polarización fuerte entre los diferentes actores que participan en una controversia, por lo que es particularmente pertinente realizar un análisis narrativo de las políticas públicas.

Según Roe (1994, pp. 155-156), un análisis narrativo procede en cuatro etapas. Primero se trata de identificar las principales historias o relatos en relación con la controversia de política, cada una con su particular inicio, desarrollo y final, es decir, su guion. Luego, es necesario identificar los relatos alternativos a los que dominan en la controversia, o sea, los contrarrelatos. En la tercera etapa, se trata de comparar estas dos series de relatos con el fin de generar un metarrelato. Finalmente, el analista debe determinar en qué medida este metarrelato permite replantear el problema de la manera más amena, en comparación con lo que le permite hacer las tradicionales herramientas del análisis de las políticas públicas provenientes de la microeconomía, el derecho o la gestión pública. Debido al grado elevado de incertidumbre y complejidad del problema en cuestión, estas herramientas no son capaces de aportar una solución consensual. Metodológicamente, la generación de los relatos se obtiene mediante la realización de entrevistas abiertas y el análisis de los discursos de los actores activos en la controversia de la política pública. En este sentido, el analista ya no se considera como un investigador objetivo y distante, sino como un actor más del debate público.

Como es notorio, esta corriente analítica pone de relieve la importancia de los discursos y las ideas como determinantes o condicionantes de la acción y la decisión públicas. Pero, ¿de dónde provienen las ideas? En la medida en que las ideas y los valores “no flotan libremente” en el espacio (Risse citado en Palier, Surel, 2005), sino que son productos de una situación humana particular, nos parece que podría ser también fructífero introducir la noción de habitus, desarrollada por Pierre Bourdieu, para servir de puente entre el condicionamiento estructural (ideas, instituciones, evidencias científicas) y las actitudes y decisiones de los agentes (interés condicionado). Bourdieu (1997, p. 164) considera precisamente que su concepto de habitus tiene la función de devolver a los agentes un poder a la vez generador y constructor, pero recordando que esta capacidad de construir la realidad social está también socialmente construida por una práctica adquirida en el curso de una experiencia social situada y fechada. Según este autor, la noción de habitus permite descartar, de un lado, el positivismo mecánico de la coacción de las causas externas y, del otro, el finalismo que considera que la acción del agente es un producto autónomo, libre, de un cálculo racional (elección racional). De este modo, el habitus permitiría comprender las prácticas de percepción, de apreciación y de acción de los agentes



fundamentadas en el reconocimiento de los estímulos condicionales y convencionales a los cuales están dispuestos a reaccionar, y de engendrar, sin posición explícita de fines ni tampoco de cálculo racional de los medios, estrategias adaptadas y siempre renovadas, pero en los límites de las coerciones estructurales de las cuales son el producto y que las definen. (Bourdieu, 1997, p. 166)



Es decir, el individuo tendría una suerte de “autonomía limitada” o, mejor aún, “autolimitada”.

Por eso, consideramos que la construcción de un enfoque analítico que retome el concepto de habitus —en su intento de articular los condicionamientos estructurales que pesan sobre los agentes y de tomar en consideración su capacidad creativa, limitada por su experiencia social, asociada con el concepto de campo, como espacio de posicionamiento de los agentes en la estructura social de la política considerada— podría entonces ofrecer también nuevas pistas analíticas en un campo que Bourdieu solamente analizó de manera marginal (Bourdieu y Christin, 1990). Para el analista, este podría ser un “plan seguro”, es decir, uno de esos caminos intermedios entre el determinismo y el relativismo absolutos buscados por Majone ([1989]1997, p. 80).

Para concluir: hacia el análisis y la construcción deliberativos de las políticas

El recorrido por esta peculiar disciplina muestra la búsqueda de una renovación y una diversificación profundas de las perspectivas de análisis. Si tradicionalmente, desde una perspectiva top-down, se consideraba que la política pública era un producto de la actividad política (politics), actualmente existen muestras claras de que también la policy determina la politics, y no solo al revés. Debido a la pérdida de centralidad de los partidos políticos y al debilitamiento de la democracia representativa, el escenario decisivo de la política parece haberse desplazado hacia las políticas públicas y, en particular, a la valoración de sus resultados y efectos, puesto que las políticas públicas son la concreción de ideas y valores. Un síntoma de este desplazamiento, de esta pérdida de centralidad del sistema político tradicional y nacional, se evidencia en la intervención creciente de las instancias judiciales, de los tribunales, en el ámbito de las políticas públicas, esto es, la tan mencionada “judicialización de lo político” (Shapiro, Stone, 2002; Commaille, 2010), que se observa también en Colombia (Uprimny Yepes, 2007).


En un contexto de globalización, las políticas públicas nacionales y locales resultan también del desarrollo de las trasferencias internacionales en materia de saber hacer concepciones, ideas y modelos de políticas (policy transfer). Esto es cierto tanto para los gobiernos (en América Latina, las políticas de ajuste estructural de los años ochenta y noventa son un buen ejemplo de estas transferencias en las tecnologías de gobierno) como para las organizaciones sociales y políticas no gubernamentales o las instituciones internacionales como la Organización de Naciones Unidas (por ejemplo, las políticas de derechos humanos) (Delpeuch, 2008). La adopción de modelos de políticas públicas de un país en particular por otros representa, así, una prueba del poder o la influencia de este en la competición internacional para la imposición de valores sociales y políticos (Dezalay y Garth, 2002)34. Pues, en efecto, los valores, las opiniones públicas y las identidades políticas tienden a forjarse también mediante la experiencia práctica vivida de y en la política pública.

La perspectiva posempiricista de análisis abre así nuevas pistas para la intervención política. Mientras que la principal corriente de análisis considera la información ofrecida por los análisis de política pública como útil solo para los decisores políticos —en una perspectiva top-down netamente tecnocrática si no autoritaria—, los aportes realizados por la teoría crítica, el construccionismo y la corriente de análisis interpretativa permiten reintroducir los valores y el debate democráticos en el proceso mismo de las políticas y de la acción pública. Es decir, que este enfoque reafirma el carácter fundamentalmente político, “en valor”, del análisis frente a una ilusoria pretensión de objetivismo científico y apolítico. De esta forma, subraya el valor del debate político, donde se confrontan diferentes puntos de vista, frente a unas ciencias de la política que pretenden quedar separadas de la política y que desembocan, debido al enfoque epistemológico investigativo escogido, en un elitismo y una tecnocracia —en una ingeniería política— que frecuentemente están al servicio de los “poderosos” o de los grupos dominantes.


Ahora bien, el análisis interpretativo señala nuevos horizontes para el desarrollo de modalidades alternativas de gestión pública (véase también Hood, 1998), que promueven un marco de acción más incluyente y democrático, y que reconocen el valor del saber profano, para que todas las partes involucradas en un problema público participen y deliberen en el proceso de formulación y de decisión pública en pie de igualdad (véase Torgerson, 1986). Dicho de otro modo, el análisis deliberativo de política pública abre el camino para construir una democracia participativa y deliberativa como una alternativa a la democracia representativa hoy desgastada y desprestigiada (véase Fischer, 2003; Hajer, 2003), y que tiende a encarnar, además, un modelo de representación social y política y de gestión pública excluyente, elitista y vertical, frecuentemente oligárquico y plutocrático.

En este sentido, el análisis de política, renovado por su perspectiva posempiricista y deliberativa, permite abrir las vías para refundar tanto la disciplina en sí misma como la práctica política y las instituciones de la democracia, reintroduciendo y legitimando en estas la participación y la deliberación de la ciudadanía como un modo de construcción e implementación de las decisiones públicas. Así suele practicarse esta disciplina frecuentemente en espacios locales en América Latina, en particular, como complemento a la representación política. Esta última, como práctica política tradicional, basada en el ritual democrático delegacionista y representativo (elecciones parlamentarias), se ha transformado en un juego político siempre más parecido a un proceso mercantil y publicitario. La deliberación argumentada y el debate político entre ciudadanos han sido desplazados a favor de una democracia de mercado, que actúa como un espectáculo orquestado por medios de comunicación. En este tipo de democracia, bajo la influencia de poderosos grupos de intereses (lobbies), también activos en los medios de comunicación, el ciudadano es sustituido por el consumidor o el espectador. De modo que la actividad política vuelve un entertainment, un divertimiento o entretenimiento mediático.

Hoy el poder emancipador que la investigación científica y la razón moderna han significado desde la Ilustración se ha mermado. La pérdida de autonomía de los científicos frente a los poderes religiosos, políticos y económicos, así como ante las burocracias del Estado, está propiciando una ciencia globalmente al servicio de los intereses dominantes (Bourdieu, 2001, pp. 5-8). Actualmente, que gran parte de la investigación científica haya perdido su autonomía se debe a una dependencia financiera condicionada por intereses empresariales y burocráticos (políticas de integración universidad-empresa, desarrollo de la investigación privada, políticas públicas de ciencia y tecnología orientadas a sectores productivos y a problemas específicos, los dogmas de la “pertinencia”, de la utilidad inmediata, etc.). Una clara muestra de la instrumentalización creciente de la actividad de investigación científica por intereses burocráticos, políticos y económicos se observa, por ejemplo, en el desarrollo de la evaluación de política. Esta práctica profesional de investigación social, estandarizada por la difusión internacional de modelos y metodologías, promovida y financiada por organismos internacionales y oficinas gubernamentales, con su reclutamiento de científicos sociales a cambio de remuneraciones y reconocimientos simbólicos, se muta de facto frecuentemente en una estrategia de legitimación de las políticas públicas de los gobiernos de turno (véase Roth Deubel, 2009) mediante el uso retórico de un lenguaje científico.


Al contrario, el desarrollo de un análisis de política deliberativo o participativo debería facilitar, desde una postura crítica y radical, la escritura de una nueva página al servicio de procesos emancipatorios, tanto para la ciudadanía como para la misma disciplina, que por demasiado tiempo ha estado ligada a los intereses establecidos y a los poderes y saberes del Estado (Dryzek, 1993; Fischer, 1993). El reto es, como ya lo señalábamos en 2002 (Roth Deubel, 2002, p. 218), avanzar hacia la construcción de una sociedad posestatal, es decir, de una organización de la sociedad que supere la visión de una institución tutelar, top-down, que nos domina, supuestamente, por nuestro bien35. Para ello, es preciso promover la experimentación de modelos institucionales de democracia participativa y deliberativa, así como de democracia directa, en los que las instituciones públicas, el “Estado”, asumen más bien el rol de proveedoras de medios y recursos, y de organizadoras de una deliberación en condiciones de igualdad entre las partes involucradas en la formación de las políticas, y no de actores políticos que buscan imponer un punto de vista. Se trata, entonces, de generalizar y profundizar las experiencias de acción pública ya existentes, mediante las cuales se favorecen mecanismos participativos y deliberativos entre ciudadanos y expertos y ciudadanos, como los foros ciudadanos, los presupuestos participativos, etc. (véase Fischer, 1993; Torgerson, 1986), que permitan democratizar el trabajo de las instituciones administrativas y gubernamentales.


Finalmente, cabe resaltar la poca contribución latinoamericana al desarrollo de marcos y teorías para el análisis de la acción pública, a pesar de la existencia de un gran número de experiencias participativas en la formación de la acción pública estos últimos años (Roth Deubel, 2008b). Consideramos, en particular, que ya es tiempo de que la academia latinoamericana participe en el debate relativo al lugar y la tarea del análisis y la evaluación de las políticas públicas en la sociedad, aportando desde su contexto cultural, social y político específico elementos que generen, de un lado, un fructífero diálogo entre tradiciones académicas diferentes; y, de otro, de manera fundamental, un fortalecimiento de la cultura y las prácticas democráticas deliberativas en la acción pública de la región, como contribución a las importantes experiencias políticas innovadoras que se viven en varios países latinoamericanos. En este sentido, tenemos la convicción y la esperanza de que el análisis de políticas públicas debe retomar un camino que lo comprometa radicalmente como una herramienta para la formación y participación ciudadanas y populares, la emancipación, la transformación y el progreso sociales basados en valores y prácticas democráticos. Como decía el mismo Lasswell: una disciplina orientada por los valores democráticos y el respeto a la dignidad humana.
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1 Es politólogo, magíster en Ciencia Política y doctor en Ciencias Económicas y Sociales con mención en Ciencia Política de la Universidad de Ginebra (Suiza). Actualmente, es profesor investigador asociado adscrito al Departamento de Ciencia Política y es coordinador del programa de Doctorado Interfacultades en Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de la Universidad Nacional de Colombia, sede Bogotá. Es líder del grupo de investigación Análisis de las Políticas Públicas y de la Gestión Pública (APPGP).

2 En otros textos (Roth Deubel, 2007a, 2007b, 2007c, 2008b), he expuesto los cuatro paradigmas vigentes en las Ciencias Sociales que se adosan a los distintos enfoques usados para el análisis de las políticas públicas.

3 Tal vez sea útil aclarar que se trata aquí de discutir los enfoques o marcos conceptuales construidos para analizar las políticas públicas y no para establecerlas o construirlas. Por esta razón, habría que distinguir, por una parte, los enfoques para el análisis y, por otra, las teorías, ideas, creencias e hipótesis usadas para establecer y construir las políticas públicas concretas, aunque es claro que existe una relación estrecha entre estas dos actividades. Justamente, porque señalar las variables importantes significa también indicar cuáles son las variables claves para modificar o transformar, en este caso, la política pública. Por lo tanto, la selección de un abordaje teórico conceptual frente a otro tiene una dimensión política o ideológica.

4 El término policía (en alemán, Policey) era definido por Justi como el “conjunto de las leyes y reglamentos que conciernen en el interior de un Estado y se consagran a consolidar y acrecentar su poder y hacer un buen uso de sus fuerzas” (en Foucault, 2006, p. 359).

5 Rousseau, en la Enciclopedia, definió la economía política como “una suerte de reflexión general sobre la organización, la distribución y la limitación de los poderes en una sociedad” (citado en Foucault, 2007, p. 30).

6 Esta definición hace eco de la división que estableció Jeremy Bentham entre agenda y no agenda; es decir, entre las cosas que se deben hacer y las que no se deben hacer desde el gobierno para incrementar la felicidad (citado en Foucault, 2007, p. 28).

7 El laissez-faire, el hecho de no actuar, intervenir o regular, es también una elección de política pública realizada por las autoridades gubernamentales.

8 Se puede apreciar en estas motivaciones, en particular, en el principio de la eficiencia y el uso de la experimentación científica, claras similitudes con los fundamentos que motivaron a Frederick Taylor (1911) a desarrollar sus principios de organización científica del trabajo a inicios del siglo xx.

9 Stone (2002) considera que los objetivos (goals) de las políticas públicas pueden organizarse alrededor de cuatro conceptos que las justifican: equidad, eficiencia, seguridad y libertad. Por nuestra parte, agregaríamos a estos el concepto de justicia, pues toda autoridad pública moderna, todo Estado, justifica sus decisiones y acciones en la prosecución de estos cuatro o cinco conceptos. Además, nos parece que hoy en día los derechos humanos expresan, desarrollan y buscan los mismos objetivos.

10 En Colombia, al igual que en otras partes del mundo, tanto la estructuración de los programas curriculares como los principales textos de introducción al estudio de las políticas públicas en el mercado usan generalmente también esta perspectiva. Los principales libros de texto empleados en Colombia son los de Aguilar Villanueva (1992), Mény y Thoenig (1992), Vargas Velásquez (1999), Salazar Vargas (1999), Roth Deubel (2002) y Muller (2002).

11 En el mismo sentido he utilizado la metáfora del Estado relojero para señalar esta perspectiva de soluciones mecanicistas (Roth Deubel, 2007d).

12 Retomando a Alvin Weinberg, Majone ([1989]1997) define lo transcientífico como el conjunto de “cuestiones de hecho que pueden enunciarse en el lenguaje de la ciencia, pero que, en principio o en la práctica, es imposible que esta los resuelva” (p. 37).

13 La palabra arte viene del latín ars que significa habilidad, oficio y conocimiento técnico. Durante el Medioevo no se distinguían las artes de las ciencias.

14 Majone ([1989]1997) considera que, con el paso del tiempo, “la eficiencia técnica como meta o como criterio de elección ha sido sustituida por la eficiencia económica” (p. 48).

15 Cómo lo señala Aristóteles en su Retórica, es necesario deliberar sobre “todo lo que puede ser de otra manera” (2005).

16 Se conoce esta clasificación bajo el nombre de las “tres íes”, por las iniciales de las palabras intereses, instituciones e ideas.

17 En este momento, tal vez es preciso recordar la clara relación existente entre el desarrollo de la retórica, como arte de la persuasión y del escuchar bien, y el florecimiento de la democracia. La democracia instaura el diálogo persuasivo y la deliberación como los modos de tomar decisiones, en vez de tomar decisiones unilaterales y autoritarias. Como lo señala Ramírez (2001), “la retórica es necesaria como antídoto de la mentalidad tecnocrática” (p. 73).

18 La práctica general del APP ampliamente ha desnaturalizado la ambición inicial de ser una actividad ilustradora y formativa para los ciudadanos, capaz de fortalecer los valores e instituciones democráticas, para volverse una práctica profesional de expertos ligados a las instancias gubernamentales, las universidades y las organizaciones privadas (los llamados “tanques de pensamiento” o thinks tanks). El resultado es una actividad empobrecida, en la que se ha minimizado tanto el estudio de los problemas como la importancia de la multidisciplinariedad, y que se pretende objetiva o apolítica, que hace del análisis un ejercicio frecuentemente tecnocrático e instrumentalizado que ofrece “recetas” para los gobiernos de turno en busca de reforzar su legitimidad.

19 En su concepción, una política neoliberal se caracteriza por fomentar la competición entre individuos y (eventualmente) organizaciones. Se parte de la idea que esta competición generará una distribución más eficiente de los recursos públicos. Por lo que se privilegia así la constitución de una sociedad basada en la lucha de todos contra todos y el individualismo (en particular, para obtener contratos y empleos públicos) y se desincentivan las acciones públicas que favorecen la ayuda mutua, la solidaridad y la cooperación entre individuos o grupos sociales.

20 Incluso las grandes instituciones internacionales (como el Banco Mundial, el Banco interamericano de desarrollo [BID], el Fondo Monetario Internacional, etc.) usan una perspectiva neoinstitucional para promover sus reformas pos-Consenso de Washington, aunque sus modelos simplificados de análisis son más bien pobres frente al potencial de esta perspectiva analítica. Compárese, por ejemplo, BID (2006) con Ostrom (1990; 2005).

21 En la literatura francesa, en particular, el concepto de acción pública tiende a remplazar el de política pública, como lo hace el de gobernanza con el de gobierno, para señalar la necesidad que tiene el Estado contemporáneo de coordinar sus intervenciones con otros actores, públicos, privados o asociativos, para formular e implementar sus decisiones. Específicamente, se puede decir que la acción pública tiende a privilegiar una mirada en interacción del tipo bottom up, que incluye a actores no estatales, mientras que la política pública se situaría más en una perspectiva top down, centrada en las actividades propias de las instituciones gubernamentales (Lascoumes y Le Gales, 2007, pp. 7-13).

22 Sabatier (1988) define una comunidad de política como “el conjunto de actores, personas pro- venientes de varias organizaciones tanto públicas como privadas […] que comparten una serie de valores y de creencias acerca de algún problema y que se coordinan en su actividad y en el tiempo para alcanzar sus objetivos”. En este sentido, las comunidades de política están en la base de las coaliciones de “militantes” (AC).

23 Al aplicar este modelo a la política ambiental colombiana (Roth Deubel, 2002, pp. 167-209), hemos detectado dos cambios paradigmáticos desde que el tema entró en la agenda pública ocurridos en 1936 y 1993. En cuanto a la política de derechos humanos, utilizando un modelo un tanto diferente, se consideró que el cambio paradigmático que ocurrió hacia 1990 y con la nueva Constitución de 1991 se quedó prácticamente en el plano discursivo, pues no logró consolidarse posteriormente (Roth Deubel, 2006). Al respeto, Surel (1998, p. 176) señala que, a diferencia de lo que ocurre con los paradigmas científicos, un paradigma “societal” no es remplazado totalmente por otro, sino que existen “retraducciones” de elementos, “mecanismos de resistencia” y de “adaptación” complejos y a veces contradictorios.

24 La lectura del trabajo de Cortés (2010), en el que se usa el marco de las advocaycoalitions (AC) para analizar los cambios ocurridos en la política pública para población afrodescendiente en Colombia, me ha sugerido una hipótesis explicativa relativa a la muy común brecha existente entre formulación e implementación: los cambios de política en Colombia ocurren sin que se modifiquen las normas o políticas generales en relación con un tema; lo que cambia es la coalición que domina el subsistema, generalmente luego de que ocurra un cambio en los factores dinámicos, como un cambio de gobierno, un evento externo o un simple cambio de un alto funcionario, cuyo impacto político administrativo es amplificado por las lógicas clientelistas. A partir de este cambio de coalición se inicia un proceso de modificaciones, más o menos paulatino, en la ejecución de la política mediante cambios más o menos discretos en la orientación operativa de la política, en el personal, en el presupuesto y su direccionamiento, y en normas de nivel inferior (decretos, reglamentación, procedimientos, etc.), que terminan aumentando la brecha entre las normas generales superiores que siguen vigentes y la implementación concreta, es decir, entre lo que se dice y lo que se hace. Este proceso genera una ampliación incremental de la brecha hasta que esta resulta ser “insoportable” y se logra un cambio en la política y las normas generales que la sustentan discursivamente. La brecha también puede mantenerse por años, en la medida en que aparezca como una especie de “fatalidad”, de “situación casi natural” o de “impotencia”. En cualquier caso, la formulación de las políticas, o sus principios, queda así relegada a un deber ser, cuya concreción queda siempre postergada.

25 La punctuated-equilibrium theory (PET) considera que una política pasa por fase de estabilidad e inestabilidad. La política cambia cuando los actores políticos logran redefinir la “imagen” de esta política e imponer así una nueva definición de la política a las instituciones. Al respecto, véase también True, Jones y Baumgartner, en Sabatier 2007).

26 El multiple streams approach se centra en el proceso de puesta en agenda, en el que se abre una “ventana de oportunidad” cuando convergen simultáneamente tres corrientes independientes (problemas, soluciones de política y contexto político), lo que provoca así el cambio de política. Al respecto, véase Zahariadis, en Sabatier 2007 y Roth Deubel (2002) y el número especial de la Journal of Comparative Policy Analysis (2009).

27 Esta sección corresponde a una versión ligeramente modificada que publicó el autor en Roth Deubel (2008a).

28 Un ejemplo de aplicación del marco de los referenciales al problema del estacionamiento vehicular urbano se encuentra en Meyer y Roth Deubel (1993).

29 Es de anotar que considerar que las ideas cuentan no es tan nuevo. El liberalismo del siglo xix estaba convencido de que las ideas cambiaban el mundo. Igualmente, Keynes creía en la primacía de las ideas sobre los intereses en los asuntos humanos: “I am sure that the power of vested interests is vastly exaggerated compared with the gradual encroachment of ideas” (Keynes citado en Parsons, 1995, p. 169).

30 El epistemólogo francés Latour (2005, p. 15) considera que el relativismo no es el enemigo de la ciencia, sino su mejor aliado, ya que las ciencias son relativistas por completo. Negar el relativismo es caer en su contrario: el absolutismo. La ciencia, la moral, la política avanzan cuando se ponen en relación con otros puntos de vista, lo que, sin embargo, no quiere decir que todo vale por igual.

31 En este sentido, vale la pena señalar con Hood (1998, p. 176) el carácter retórico, argumentativo y claramente no científico de la muy influyente obra de Osborne y Gaebler (1992). Basándose en unos pocos ejemplos exitosos bien seleccionados (conocida figura de la retórica) de reforma privatiza- dora a la gestión pública, los autores se proponían “reinventar el gobierno”. Este texto sirvió como “evidencia” para legitimar la reforma neoliberal del Estado y de la gestión pública, en particular en América Latina.

32 Es pertinente señalar que Majone 5([1989]1997) se distancia explícitamente del anarquismo metodológico, considerando que es necesario encontrar para el análisis (calificado por él más como un arte que como una ciencia) un camino, un “plan seguro entre el extremo de la certeza absoluta y el del anarquismo metodológico” (p. 80).

33 Latour (2005, pp. 81y ss. y 146-151) muestra también como la retórica, entendida como el estudio de la manera como se persuade a la gente de creer algo o de comportarse de una cierta manera, es la forma habitual de los debates, y que estos favorecen, a través de una retórica científica, el desarrollo de la ciencia.

34 Existe toda una corriente de investigación en política pública que se interesa particularmente en las prácticas y consecuencias de la globalización en las políticas públicas, en particular el import-export, la transferencia de políticas, la política internacional, que no hemos tratado en este libro, al igual que el análisis comparado de las políticas públicas.

35 Al respeto, nos parecen interesantes las reflexiones de Roiz (2008) sobre el curso particular del establecimiento del Estado occidental moderno a partir del siglo xin, concebido como un resultado de la constitución de una sociedad “vigilante”, que se caracteriza por considerar la vida como una guerra incesante y que termina identificando la política con la guerra. Su propuesta alternativa consiste en construir una nueva ciudadanía basada en la recuperación de la antigua tradición retórica mediterránea de Marco Fabio Quintiliano y Giambattista Vico.
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LA PERSPECTIVA DE HAROLD D. LASSWELL (1902-1978) PARA EL ANÁLISIS DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS (APP)

Introducción

Este capítulo presenta a Harold D. Lasswell, uno de los más importantes teóricos de la ciencia política, sus conceptos, métodos de análisis más importantes y sus principales aportes para la fundamentación epistemológica y metodológica del análisis de políticas públicas (APP). 

El modelo de Harold D. Lasswell es determinante para el APP, porque establece que es posible comprender y estudiar las decisiones del gobierno a través del análisis de sus funciones o prácticas, así como se hace con cualquier otro proceso social. Este modelo, a pesar de numerosas críticas, aún continua vigente, tras su difusión y ampliación por parte de Charles O. Jones, a partir de 1970, como el policy process model.

Los procesos políticos de decisión, según Lasswell, pueden ser estudiados como una serie de acciones individuales o colectivas encaminadas a influenciar la obtención de determinados valores (influence process) y pueden ser descritos, a su vez, a través de siete prácticas o funciones: información (intelligence), promoción (promotion), formulación (prescription), adopción (invocation), implementación (application), finalización (termination) y evaluación (appraisal). El modelo de Lasswell es normativo, ya que establece que los valores son los propósitos de la decisión individual y fundamentan el proceso político de decisión. De acuerdo con esto, los individuos toman decisiones con el objeto de adquirir valores determinados en un marco institucional, mediante el uso de sus propios recursos y a través de estrategias de manipulación (manipulative strategies), de persuasión o coerción.


La función de los modelos normativos no es solo explicar las decisiones políticas, sino también proporcionar recomendaciones a las instituciones gubernamentales para optimizar el logro de alguna utilidad o valor político. Justamente, esta última es la aplicación que proponemos para el modelo de Lasswell, que tendría dos momentos: el análisis de las funciones de la acción gubernamental y la recomendación para la acción gubernamental.

El acierto de este modelo está en su capacidad de contener un gran número de elementos dentro de la categoría de la decisión individual y política; pero entre sus limitaciones está que el marco de valores propuesto es, a la vez, el punto de partida, el origen y la consecuencia de la decisión política. No obstante, la aproximación normativa al análisis de los procesos políticos de decisión proporciona un enfoque dinámico y estructurado para la comprensión y el APP, y, por ello, el modelo de Lasswell se mantiene vigente, hoy en día, como fundamento esencial para el estudio de la ciencia política y para el APP.

Antecedentes de la ciencia política en los Estados Unidos

Para pensar cómo orientar el APP en Colombia, es preciso revisar sus orígenes, que se encuentran en los modelos de investigación de la ciencia política estadounidense, pues, evidentemente, los discursos sobre las políticas públicas en Colombia no son propios, sino que pertenecen al contexto político y económico norteamericano (Jolly y Cuervo, 2007, p. 19). En primer lugar, entonces, es necesario recordar el contexto histórico que motivó la aparición de determinados conceptos y métodos epistemológicos en los Estados Unidos.

La Segunda Guerra Mundial dejó al mundo dividido en dos grandes bloques ideológicos que se disputaban, por así decirlo, el significado y la propiedad de la verdad política. Cada uno pretendía defender la validez de sus instituciones y de sus prácticas políticas, lo que demandaba un esfuerzo conjunto de sus dirigentes, científicos, artistas y de los ciudadanos en general. Esto significó que, tanto en la Unión Soviética como en los Estados Unidos, las instituciones gubernamentales enfocaron sus esfuerzos en defender la validez de sus ideas y valores. En Estados Unidos este contexto convirtió en un imperativo la defensa de los valores americanos liberales, tales como la democracia, la libertad de expresión y la propiedad privada frente a la amenaza del totalitarismo.


La academia no fue ajena a esta situación y los investigadores en el campo de la Ciencia Política se unieron en la defensa de los valores liberales, que, junto a la creciente preocupación por el avance científico de la disciplina, propició la creación de una disciplina muy particular que no pretendía quedar relegada a los muros de las universidades, sino que buscaba colaborar con el gobierno en la construcción de los valores democráticos y en la resistencia a los valores totalitarios del Estado soviético.

Con la llegada, durante los años treinta, de un considerable número de académicos extranjeros, principalmente refugiados alemanes, los métodos de investigación de la sociología y la psicología europeas comienzan a emplearse en el estudio de los procesos políticos norteamericanos, transformando radicalmente la aproximación al estudio de los fenómenos políticos (Dahl, 1961, p. 764). Es así como, en estos años, la Ciencia Política en los Estados Unidos no se constituyó, únicamente, como un proyecto académico o científico, sino que fue influenciada por las necesidades económicas, políticas y militares de este momento específico, lo que conllevó a que se apoyara en dos proyectos: un proyecto científico, que buscaba una mejor comprensión de la conducta y la opinión públicas (el comportamiento político de los grupos de interés, las preferencias de los votantes) y de las instituciones (los procesos de decisión del congreso y de las cortes); y un proyecto político nacional, que pretendía mejorar las condiciones sociales de los ciudadanos, proteger a la nación de las naciones enemigas, hacer crecer la economía y fortalecer la democracia. Estos dos proyectos fueron inseparables (Prewitt, 2005, p. 15).

Con el tiempo, el interés de la Ciencia Política viró hacia temas como las relaciones internacionales o los movimientos sociales, enfocándose principalmente, en la participación de la nación norteamericana en asuntos internacionales (Prewitt, 2005, p. 15). Al constituirse la Ciencia Política en dos proyectos entrecruzados, uno científico y otro político, esta enfocó toda su atención y energía en tratar de comprender y mejorar las prácticas políticas americanas (Prewitt, 2005, p. 15). Los responsables, en gran medida, de este proyecto fueron el profesor Charles E. Merriam (1874-1953), de la Universidad de Chicago, y uno de sus alumnos más brillantes y significativos para la Ciencia Política, Harold D. Lasswell (1902-1978).

Para Charles E. Merriam, era evidente que mientras las ciencias naturales, como la física y la biología, progresaban trayendo con esto un incalculable beneficio a la civilización (Crick, 2001), la ciencia política apenas se estaba preguntando por su objeto de estudio y por sus métodos. Por ello, esta debía apresurar su desarrollo y contribuir, al igual que las otras ciencias, al desarrollo de la democracia liberal y de sus instituciones políticas. La democracia liberal, para Charles E. Merriam, se encontraba en evidente peligro ante la presión de las ideologías totalitarias, como el nazismo y el comunismo, y por eso, para sobrevivir a sus embates, debía blindarse científicamente, apoyándose tanto en el método de la ciencia como en los auténticos valores liberales, como la libertad y la dignidad humanas. Por eso, según Merriam, con el fin de consolidarse definitivamente, la ciencia política debía ajustar sus métodos de investigación de acuerdo con la de metodología científica; es decir, estudiar los hechos políticos y los actores políticos a través de la observación y la cuantificación, para originar de ahí sus propios conceptos e hipótesis y, de esta manera, mejorar sus resultados de investigación.


Además, la figura de Charles E. Merriam fue de gran importancia para la investigación disciplinar, pues ayudó a promoverla a través de organizaciones y comités científicos, como la American Political Science Association, el Committee on Political Research y la National Conference on the Science of Politics. Del mismo modo, gracias a los esfuerzos de ThCharles E. Merriam, el Social Science Research Council fue fundado en 1923 (Crick, 2001).

Puede decirse, por tanto, que Charles E. Merriam representa el consenso acerca de los valores básicos de la sociedad norteamericana (Crick, 2001, p. 146) y la defensa de los métodos empíricos y cuantitativos para el estudio de los procesos políticos de decisión y, además, que fundamentó el marco epistemológico y metodológico de la ciencia política y su desarrollo en los siguientes treinta años.

La figura de Harold D. Lasswell

Harold Lasswell nació en 1902 en Donnellson, Illinois. Su infancia transcurrió en pequeños pueblos de Illinois e Indiana, donde su padre, un pastor presbiteriano, desarrollaba sus labores. En 1918 ingresó a la Universidad de Chicago, donde obtuvo su major en Economía. En 1927 recibió su doctorado de la misma institución con la tesis titulada Las técnicas de la propaganda en la I Guerra Mundial, obra fuertemente influenciada por el profesor Charles E. Merriam. Este trabajo será, posteriormente, reconocido como uno de los estudios más importantes en la teoría de la comunicación. Para su elaboración, Lasswell viajó a Europa, donde hizo trabajo de campo y se entrevistó con funcionarios de gobierno e investigadores.

En 1926 es nombrado profesor asistente (assistant professor) de Ciencia Política en la Universidad de Chicago y a partir de ese momento se dedica de lleno a la investigación en las líneas de Psicología y Política. Sus publicaciones, desde 1925 a 1929, en el American Journal of Psychiatry y en el American Political Science Review, reflejan de lleno su interés en la psicopatología y la política, que culmina con la publicación de Psicopatología y política en 1930. Esta obra representa el primer estudio sistemático y empírico de H. D. Lasswell, de los aspectos psicológicos del comportamiento político; en esta aparece el tema que persistirá a lo largo de la carrera de este académico: la ciencia política tiene la obligación de descubrir e inventar “una política de la prevención” de los sistemas políticos autoritarios, y debe aspirar a consolidar la dignidad humana y la libertad en el mundo a través de la detección y el tratamiento de las alteraciones de conducta y la personalidad de los individuos (Almond,1987, pp. 254-256).


En 1934, Lasswell publica World politics and personal insecurity, donde las proposiciones teóricas de la psicología y la política son explicadas a la luz de conceptos como el proceso político, los valores y las élites. En esta obra aparece, por primera vez, su fórmula más famosa: “la política es el estudio de quién obtiene qué, cuándo y cómo” (politics is the study of who gets what, when, and how) y se refiere, principalmente, a que el proceso político está constituido por un conflicto entre las élites por la distribución de los principales valores: la riqueza, el respeto y la seguridad. Esta obra representa el comienzo del análisis de los valores en el marco de la política pública, investigación que se consolidará en sus trabajos en conjunto con Myres McDougal, en la Escuela de Derecho de la Universidad de Yale en años posteriores (Almond, 1987, pp. 257-258).

En 1936, aparece el libro La política como reparto de influencia (Politics: who gets what, when and how), donde Lasswell presenta en una forma mucho más esquemática y sintética las proposiciones principales de World politics and personal insecurity.

A partir de 1938 y durante los años de la Guerra, la carrera académica de Lasswell transcurre en Washington D. C. donde se desempeña como consultor de la Office of War Information; la Office of Strategic Services; el Foreign Broadcast Monitoring Service of the Federal Communications Commision y la Army’s Psychological Warfare Branch.

En 1951, aparecen sus reflexiones sobre estos años de guerra en torno de la ciencia política en The Policy Sciences, que escribió en colaboración con D. Lerner. Este texto ha llegado a constituirse en uno de los textos de referencia obligatorios para el estudio de los fundamentos epistemológicos de la Ciencia Política.

Finalmente, en 1946 comienza a enseñar en la Facultad de Derecho de la Universidad de Yale. Allí se consolida su asociación con Myres McDougal, que converge en importantes innovaciones teóricas como el esquema funcional para el análisis de la decisión política en el interior de un marco de valores definido. En 1948, publica Power and Personality, donde subraya las relaciones de la personalidad en el marco de los procesos de decisión política. En Yale, Lasswell permanece hasta el momento de su retiro y hasta el día de su muerte; su productividad académica es formidable —escribe, edita más de cincuenta libros— y su contribución a journals de ciencia política, de sociología, de psicología, de psiquiatría y de derecho es enorme.


H. D. Lasswell recibió un gran número de reconocimientos durante su carrera (Almond, 1987, p. 267) y se desempeñó como presidente de importantes asociaciones como The American Political Science Association (1956) y The American Society of International Law (1966-1968) y participó activamente en The Committee for economic development, The Commission on the Freedom of the Press, The Rand Corporation, The American Association for the Advancement of Science y muchas otras. Lasswell muere el 18 de diciembre de 1978 en Nueva York, después de una brillante y productiva carrera académica.

La ciencia política como Instrumento para el desarrollo de un sistema de valores democráticos

Es el periodo posterior a la Segunda Guerra Mundial el que determina las pretensiones de Lasswell de aumentar la racionalidad de las decisiones políticas: “la evidente crisis de la seguridad nacional y la urgencia de la defensa nacional […] obliga a usar de manera más eficiente la fuerza de trabajo, las instalaciones y otros recursos del pueblo norteamericano” (Lasswell y Lerner, 1992, p. 79). Es de vital importancia pensar en “cómo crear una integración completa de los objetivos y métodos de la acción pública y privada” (Lasswell y Lerner, 1992, p. 79). Este contexto implica igualmente, “que el proceso de la política (policy process), su elaboración y realización, es objeto de estudio por derecho propio, fundamentalmente con la esperanza de aumentar la racionalidad de las decisiones” (Lasswell y Lerner, 1992, p. 80). Es evidente, para Lasswell, el avance de las disciplinas que cuentan con métodos cuantitativos, como la economía y la psicología, que no solo están consolidando sus métodos de investigación, sino que son las que prestan el mejor servicio al desarrollo y a la defensa de la nación; la psicología, a través del diseño de pruebas de inteligencia que alcanzan gran notoriedad después de la Primera Guerra Mundial, y la economía, a través de aplicaciones que buscaban aumentar la eficiencia del ejército norteamericano (Lasswell y Lerner, 1992, p. 84). Por ello, es innegable que el avance de las ciencias sociales se debe al método empírico y esto evidencia, para Lasswell, la imperiosa necesidad de elevar la competencia metodológica de las ciencias de la política para ampliar su contribución a la defensa de los valores nacionales y permitir que todos sus recursos se encaucen hacia los conflictos básicos de la civilización (Lasswell y Lerner, 1992, p. 89). Por este motivo, señala Lasswell que “la orientación hacia las políticas” no apunta meramente hacia las políticas, sino más específicamente hacia las ciencias de políticas de la democracia (Lasswell y Lerner, 1992, p. 83).

La democracia, para Lasswell, es un producto de la cultura de los Estados Unidos:



La tradición norteamericana dominante defiende la dignidad del hombre, no la superioridad de una clase de hombre. Es por ello que puede vislumbrarse que todo mi énfasis se pondrá en el desarrollo del conocimiento que permita la realización más completa de la dignidad humana. Llamémosle a esto, por conveniencia, el desarrollo de las ciencias de políticas de la democracia. (Lasswell y Lerner, 1992, p. 93)



Es así como la democracia y la dignidad del hombre son definidas como valores absolutos (Crick, 2001, p. 192), lo cual fundamenta el objeto y el método de la ciencia política al ser asumido el principio, para ambos, de que la elección de las metas últimas de la acción política no es objetiva.

Para Lasswell, el científico se ocupa, en primera instancia, de lo que debe ser. Por eso elabora y prescribe estándares éticos y valores para, posteriormente, y con la máxima objetividad posible, pasar a evaluar las decisiones y los sistemas políticos. Una vez que el científico ha tomado partido por una posición ética, puede proceder con la máxima objetividad y utilizar todos los métodos disponibles (Lasswell y Lerner, 1992, p. 95), para el desarrollo de la disciplina. Es evidente que la posición de Lasswell no deja de ser problemática en este aspecto, ya que, como lo menciona B. Crick, la ética y el método científico se confunden en Lasswell, lo que deja sin ningún método a la ciencia política, fuera de un puñado de postulados éticos (Crick, 2001, p. 192). Sin embargo, el contexto norteamericano de principios del siglo pasado es determinante para Lasswell, al igual que la influencia de Charles E. Merriam, en la construcción de los fundamentos de la Ciencia Política, donde esta era considerada como una disciplina estéril si no estaba en consonancia con la principal necesidad del Gobierno norteamericano: la defensa de la nación de ideologías totalitarias. Por ello, para R. Dahl la crítica de B. Crick, entre otras, al enfoque de Charles E. Merriam y Lasswell es irrelevante, ya que es preciso comprender, en primera instancia, los propósitos de la ciencia política. En 1951, señala R. Dahl, David D. Truman ya había establecido claramente los objetivos de las ciencias de la política al señalar que


en la investigación de las ciencias de la política, como en las ciencias naturales, los valores del investigador son importantes para la selección de los objetos y líneas de investigación. Una de las principales razones de cualquier investigación sobre el comportamiento político es […] la de indicar las consecuencias […] de una determinada política pública, existente o propuesta, para el mantenimiento o el desarrollo de un sistema preferido de valores políticos. (Dahl, 1961, p. 768)



Todavía cabe considerar, según H. D. Lasswell, que las investigaciones de la psicología conductista o de las ciencias conductistas (behavioral sciences) demostraron que las motivaciones de los individuos en la toma de decisiones, en el interior del proceso social, no se reducen a la búsqueda de beneficios económicos, sino también a la búsqueda de afecto, respeto, rectitud, educación y bienestar (Lasswell, 1957, p. 6). Por ende, los procesos sociales no pueden ser reducidos a procesos económicos, sino que deben contemplarse las múltiples motivaciones, a nivel consciente e inconsciente, que determinan la toma de decisiones (Lasswell, 1957, p. 7). Los valores son, entonces, aquellos eventos u objetivos preferidos o deseados (Lasswell y Kaplan, 1950, p. 16) y son clasificados por Lasswell en ocho: el poder, la ilustración, la riqueza, el bienestar, el arte, el afecto, el respeto y la rectitud. El poder se refiere a la participación en la toma de decisiones importantes en un contexto social. La ilustración es la libertad de opinión, de información y de expresión. La riqueza es la posesión, producción y distribución de bienes y servicios. El bienestar es el acceso a los servicios de salud y el derecho a la vida, la seguridad y la libertad. El arte es la oportunidad de adquirir y ejercer la excelencia en una labor concreta, así como la libertad de escogerla. El afecto es dar y recibir amor, amistad y lealtad. El respeto es el derecho a recibir reconocimiento. La rectitud se refiere a la responsabilidad de las acciones y decisiones propias, y al deber de respetar las ajenas (Lasswell y McDougal, 1992, pp. 335-338). En otras palabras, para Lasswell el propósito de la ciencia política es la determinación ética de los procesos políticos, a través de la observación crítica del presente y del pasado, con el fin de descubrir en qué grado las tendencias y los procesos se aproximan a los valores deseados (Dahl, 1961, p. 768).


Si aceptamos la premisa de que el desarrollo del APP ha sido y es una respuesta a las crisis políticas y a los problemas prácticos de las sociedades (Dunn, 2008, p. 44), para Lasswell, el APP está determinado por la crisis de la democracia y el advenimiento del Estado totalitario en el siglo XX. En 1943, Lasswell escribe:


Las tendencias dominantes de la política mundial han estado lejos de los símbolos y las prácticas de una sociedad libre y han tendido hacia las consignas, doctrinas y estructuras del despotismo. En las naciones donde han disminuido las condiciones democráticas, las instituciones democráticas, a su vez se han debilitado o han desaparecido. (Lasswell, 2009b, p. 25)



Es preciso, entonces que la ciencia se ocupe de mantener y consolidar el ideal de la democracia, ya que esta no sabe cómo vivir; parece ignorante de cómo mantener la voluntad y de cómo descubrir los medios para sobrevivir. Sin conocimiento, la democracia seguramente perecerá (Lasswell, 2009b, p. 1). ¿Cómo define Lasswell la democracia?


Un gobierno democrático puede definirse en términos de participación en el ejercicio del poder, una sociedad democrática en términos de la participación de sus integrantes del respeto, la seguridad y la riqueza. ¿Cuáles son los límites dentro de los que puede oscilar esta participación, en un gobierno o en una sociedad que tiene derecho a ser llamada “democrática”? Un gobierno democrático autoriza la participación de la mayoría en la toma de decisiones importantes. La mayoría puede expresarse directamente (legislación directa) o indirectamente (a través de la elección de representantes). Igualmente, permite la participación activa de la mayoría; dos tercios de la población deben ser aptos para votar y para participar en las elecciones. Además, la inmensa mayoría debe estar libre de intimidación. Por otra parte, el gobierno debe tener confianza en la capacidad de esta mayoría para ejercer un control efectivo sobre las decisiones. Por consiguiente, las sociedades son democráticas si se ajustan a estas especificaciones y son democráticas en el grado en el que se ajustan a éstas. (Lasswell, 2009b, p. 8)




Sin embargo, ¿cómo consolidar la democracia? Según Lasswell, a través de una adecuada formación política de aquellos que participarán en los procesos de decisión política. ¿Cuáles son los elementos esenciales de una adecuada formación política?


La formulación efectiva de políticas (la planificación y la aplicación) depende de la concepción clara de metas, el cálculo preciso de las probabilidades y un conocimiento competente de medios y cifras. Consideramos que una formación adecuada, por tanto, debe incluir experiencias que ayuden en el desarrollo de ciertas habilidades de razonamiento: razonamiento de metas, razonamiento de tendencias y razonamiento científico. El estudiante precisa aclarar sus valores morales en cuanto a los eventos deseados y objetivos sociales, igualmente necesita conocer las tendencias pasadas y las futuras probabilidades en el ámbito histórico y finalmente necesita adquirir el conocimiento científico y las habilidades necesarias para implementar los objetivos dentro del contexto de las tendencias contemporáneas. (Lasswell, H., 2009b, p. 30)



Es interesante ver cómo para H. D. Lasswell se precisa de un análisis de los valores morales por parte del estudiante, para su adecuada formación en ciencia política. En ese caso, ¿se podría afirmar que existen unos valores más adecuados para esta formación?, ¿esta formación no está dirigida a todos los individuos? Sin embargo, dejaré por el momento estos interrogantes para continuar exponiendo los conceptos esenciales de Lasswell en torno del análisis de políticas públicas.

Para consolidar la formación de los estudiantes de ciencia política es preciso, igualmente, que se adopten nuevas metodologías de investigación: “Por tradición los estudiantes de ciencia política son principalmente coleccionistas, hacen uso de registros de eventos que ellos jamás habían visto. Dependen de documentos históricos y de informes. Sin embargo, […] [para comprender] un contexto específico, es preciso basarse en un mayor grado sobre métodos directos de observación, como la entrevista o la participación directa” (Lasswell, 2009b, p. 4). Es decir, los estudiantes deben apropiarse de métodos empíricos de investigación que les permita tener un contacto directo con los fenómenos para, y a partir de allí, construir sus propias conclusiones que estén basadas en criterios propios y no en los de otros investigadores. Además, es preciso modificar el concepto de gobierno en el ámbito de la ciencia política:



Muchos estudiantes estadounidenses han identificado su campo de investigación con el estudio del gobierno, pero no han podido distinguir entre el significado del gobierno como una institución local y el gobierno como una función de la sociedad. Como una función de la sociedad, el gobierno es la elaboración de decisiones importantes. Lo que localmente se llama gobierno a menudo tiene muy poco que ver con esta función. Sabemos que lo que se denomina gobierno en una ciudad de molinos (milltown) puede ser la administración por parte de la Junta de Directores del molino. Si la función de gobierno function of government) es el tema de la investigación, los directores de molino son los que han de ser investigados. (Lasswell, 2009b, p. 6)



Para Lasswell, también es preciso erigir un consenso conceptual y terminológico en torno del concepto de gobierno: “la función del gobierno es el ejercicio del poder. El [ejercicio del] poder implica tomar decisiones importantes, y la importancia de estas decisiones se mide por su efecto en la distribución de los valores” (Lasswell, 2009b, p. 7). El poder de individuos y grupos, igualmente, se mide por el grado de participación de los mismos en la toma de decisiones que conciernen a la distribución de los valores.

En consecuencia, en el contexto norteamericano de los años 30 a los años 70, los valores individuales sí se constituyen en objetos de estudio por parte de la ciencia política y esta, por otra parte, a la vez que estudia los valores individuales está en la capacidad de determinar si estos contribuyen al mantenimiento y al desarrollo de un sistema reconocido de valores políticos. Es decir, el estudio de los valores individuales tiene un objetivo principal: determinar si estos contribuyen al fortalecimiento del sistema político democrático. Los valores no se estudian per se, sino con un objetivo preciso: preguntarse si permiten consolidar una determinada preferencia política. Con este objetivo en mente, dice Lasswell, se debe estudiar la conducta del hombre y desarrollar el APP, para establecer si estas conducen a la consolidación de la sociedad democrática.


El análisis de los procesos de decisión política

Los procesos sociales de decisión, de acuerdo con Lasswell están compuestos por las diferentes acciones individuales y constituyen el objeto de interés de la ciencia política, ya que la ciencia política es una rama del estudio del comportamiento humano (Lasswell y Kaplan, 1950, p. 3). Las acciones individuales, a su vez, están compuestas de fases, como la del impulso (impulse), la subjetividad (subjectivity) y la expresión (expression). Es por esto que el proceso social está integrado por las distintas acciones que desempeñan las personas de forma individual o colectiva con el objeto de alcanzar diversos valores, en el interior de determinadas instituciones y mediante el uso de diferentes recursos (Lasswell y McDougal, 1992, p. 336). El esquema que proporciona H. D. Lasswell, para ilustrar lo anterior, es el siguiente:

Proceso social (social process) - individuos (people)

+

valores (values)

+

instituciones (institutions)

+

recursos (resources)

Los procesos políticos de decisión, por consiguiente, pueden ser estudiados como una serie de acciones individuales o colectivas encaminadas a influir sobre la obtención de determinados valores (influenceprocess) (Lasswell y Kaplan, 1950, p. 71) y pueden ser descritos, a su vez, a través de siete prácticas o funciones. Este es el esquema (Lasswell y McDougal, 1992, pp. 358-361):

Funciones - información (intelligence)

+

Promoción (promotion)

+

Formulación (prescription)

+

Adopción (invocation)

+

Implementación (application)

+

Finalización (termination)

+

Evaluación (Appraisal)


Estas son las definiciones de cada una de estas prácticas o funciones:

• Información (Intelligence): es la recolección, el procesamiento y la difusión de información pertinente para la decisión.

• Promoción (Promotion): implica la promoción activa de alternativas políticas, y la toma de la iniciativa para asegurar la elaboración de disposiciones, decretos y/o leyes.

• Formulación (Prescription): corresponde a la formulación de políticas para la sociedad.

• Adopción (Invocation): implica emprender la aplicación de determinadas políticas y/o leyes.

• Implementación (Application): es el control de los resultados de las políticas y/o leyes puestas en marcha.

• Finalización (Termination): significa poner fin a las políticas y/o leyes al finalizar el periodo para el cual fueron elaboradas y autorizadas.

• Evaluación (Appraisal): es el estudio de la conveniencia de las decisiones tomadas y del proceso de decisión realizado. Esta fase incluye la recomendación de nuevos procedimientos para el desarrollo de nuevas metas y objetivos. (Lasswell y McDougal, 1992, pp. 411-412).

Estas siete funciones pueden ser llevadas a cabo por una organización o institución, por separado o simultáneamente, y pueden aplicarse a procesos políticos a nivel local, nacional o internacional (Lasswell, 2009b, pp. 14-16). Por ejemplo: un grupo de funcionarios puede ser responsable de la aplicación (application) de ciertas normas, pero también de la adopción (invocation) de las mismas e, igualmente, de la formulación (prescription) de otras que se consideren pertinentes. Este grupo de funcionarios, igualmente, puede desempeñar un papel activo en el análisis de proyecciones futuras o en la evaluación de los grados de conformidad de los ciudadanos con las leyes-decisiones propuestas (Lasswell y McDougal, 1992, pp. 358-361). Esto quiere decir que el proceso de decisión política, aun cuando pueda ser visto, a su vez, a través de diferentes procesos, no implica que estos no puedan darse por separado al mismo tiempo.

Los procesos políticos de decisión, de acuerdo con Lasswell, se caracterizan por las estrategias individuales de manipulación (manipulative strategies) de persuasión y/o coerción que son usadas con el objeto de influenciar los resultados finales. En el ámbito político internacional, las estrategias de persuasión se refieren a la diplomacia y las de coerción a la amenaza del uso de armas de destrucción masiva y de sanciones comerciales (Lasswell y McDougal, 1992, pp. 382-383). En el ámbito local, las estrategias de persuasión y de coerción, igualmente, no suelen estar libres de amenazas del uso de la fuerza o del uso de sobornos.


El proceso político para Lasswell es esencialmente normativo, ya que involucra la elección de las consecuencias o los fines deseados y las acciones o los procedimientos que serían empleados para su logro; un proceso basado, indudablemente, en razonamientos éticos. La elección de fines y de medios, no obstante, no requiere de una negociación de valores, tales como la seguridad, la libertad y la democracia, ya que, de acuerdo con Lasswell, estos ya son expresamente aceptados en una sociedad democrática, como, por ejemplo, la norteamericana. Lo que sí forma parte de la negociación política son los procesos encaminados al mantenimiento y la consolidación de estos valores, y los procesos de elección de funcionarios que desarrollarán y mantendrán estos mismos valores. Por consiguiente, el proceso político, como proceso normativo, implica un análisis normativo. El análisis normativo es una perspectiva para evaluar las afirmaciones acerca de la utilidad y el valor moral de las políticas públicas que se basa en el análisis de la decisión individual y colectiva, así como en la ética y en la filosofía política. La utilidad y el valor moral principal de las políticas públicas, como ya lo mencioné, están ligados a la democracia. El análisis normativo implica, igualmente, el examen de los procesos políticos de selección de procedimientos para la toma de decisiones. Podríamos pensar que esto implica un examen y una discusión colectiva permanente. ¿Plantea, Lasswell la necesidad de una discusión colectiva de los medios y de los fines de la decisión? De ninguna manera. Lasswell no desarrolla una evaluación de los resultados de una determinada política pública, tampoco lleva a cabo una discusión acerca de los medios preferibles para su desarrollo, ni plantea la necesidad de la misma, ya que el objetivo del análisis normativo está limitado a examinar cómo los individuos y/o instituciones gubernamentales toman decisiones (Lasswell y McDougal, 1992, pp. 368-369) que buscan alcanzar el mayor número de ventajas (maximization postulate).


El modelo: policy process model

La aproximación metodológica de Lasswell para la comprensión de los procesos de decisión política es retomada por Charles O. Jones, quien en 1970 publica An introduction to the study of public policy. Allí, el esquema de las fases-funciones del proceso de decisión política es transformado en el modelo del proceso político (policy process model), tal como lo conocemos en la actualidad. Charles O. Jones toma la concepción del análisis de las decisiones políticas como el de un conjunto de procesos de decisión en el que el énfasis está en el estudio de la conducta de los participantes. Además, enriquece el modelo con estudios empíricos que amplían el esquema y le aportan una fase original: la fase de la legitimación (Jones, 1974).

El modelo de Charles O. Jones fue definido en una época en la que, en los departamentos de Ciencia Política en los Estados Unidos,


la orientación hacia los procesos comenzó a consolidarse, y muchos de los cursos tradicionales en los programas de estudios de ciencia política se convirtieron en cursos de procesos. Posteriormente, se agregaron a los planes de estudio cursos de liderazgo, sobre el comportamiento de los votantes, acerca de los grupos de interés, sobre el comportamiento político y de métodos de investigación, entre ellos; la encuesta […]. Los cursos enfocados en el “proceso” tendían a subrayar el comportamiento de los individuos. El supuesto que estaba detrás de estos cursos era simplemente que lo que ocurre en una institución política se basa en patrones de conducta que pueden ser clasificados y explicados. Los factores legales e históricos, por otro lado, no eran rechazados en este análisis; simplemente se conjugaban con los factores sociales, económicos, psicológicos, en un intento por desentrañar los mecanismos a través de los cuales las decisiones eran tomadas en el interior de una determinada institución política. (Jones, 1970, p. 3)



Sin embargo, para Charles O. Jones no era suficiente con plantear solo un enfoque en los procesos de la política. Era necesario sumarle una perspectiva en “problemas políticos esenciales”:


Este énfasis […] obliga a considerar la posibilidad de relaciones inter-institucionales, ya que implica preguntarse: ¿cómo es el problema representado en el gobierno? Para responder de manera inteligente, se debe ver a dónde nos lleva el problema en lugar de limitarnos a una sola institución gubernamental. En la adopción de este enfoque, […] probablemente descubriremos que los grupos involucrados activamente en el problema examinado pueden encontrarse a partir del estudio de varias instituciones […]. Este tipo de enfoque […] permite analizar la naturaleza de los problemas públicos y de las alternativas políticas […]. Debemos hacer más que producir estudios de las instituciones políticas, los cuales son tan estériles que tienden a justificar y mantener el statu quo […]. El análisis sistemático de la naturaleza y de la manera de proceder de estas instituciones desarrolla la preocupación por la relevancia social de los estudios políticos. Naturalmente, es bastante legítimo simplemente analizar la acción gubernamental sin ningún propósito particular distinto al de incrementar el conocimiento individual y de aquellos con quienes se conversa. Pero, ¿por qué no ir más lejos y tratar de analizar de manera tal que los profesores, estudiantes y los encargados de formular las políticas públicas pueden determinar el valor social de las mismas? (Jones, 1970, p. 5)



Charles O. Jones, asimismo, recoge la idea de Lasswell de que

la política pública en un proyecto de valores y prácticas; el proceso de la política es la formulación, la promulgación y la aplicación de identificaciones, demandas y expectativas. Esta acción puede ser privada o social: puede afectar solamente al actor o sus relaciones con otras personas. Una acción en relación con otros se denomina la ‘política’ del actor. El campo de la política está constituido por relaciones interpersonales”. (Lasswell, 1950, p. 71)




Estas frases son difíciles de comprender si no tenemos en cuenta la concepción que tiene Lasswell de la ciencia política como “una rama del estudio de la conducta humana” y en la que lo esencial son las personas y sus actos, no los gobiernos y los estados. Términos como Estado, gobierno, ley y poder —el tradicional vocabulario de la ciencia política— son palabras de referencia ambigua, señala Lasswell, hasta que se vuelve claro cómo van a utilizarse para describir lo que la gente dice y hace (Lasswell, 1950, p. 71). Esta descripción puede desarrollarse a través del estudio de las elecciones hechas en el interior del proceso político (Lasswell, 1955, p. 381). Las elecciones, ocurren en


situaciones en las cuales la persona o el grupo tienen al menos un mínimo grado de libertad para seleccionar o interpretar objetivos y estrategias. [.]. En el sentido más amplio, una entidad política toma decisiones cuando la legislatura, el ejecutivo, los organismos administrativos y los órganos judiciales votan; cuando las guerras y los levantamientos triunfan o fracasan; y cuando al electorado se compromete en las urnas. Todas las decisiones son interacciones en el proceso social que implican la coacción de la comunidad [.]. La coerción en nombre de la comunidad toma muchas formas, tales como las formas de la privación de la vida, de la libertad y de la propiedad (Lasswell, 1955, p. 381).



Estas premisas acerca de los procesos de toma de decisiones políticas y privadas son recogidas y esquematizadas por Jones en un Catálogo de acciones del proceso político,


en un intento por identificar las principales acciones en la totalidad del proceso de la política el cual generalmente, forma patrones que pueden ser identificados como sistemas y/o procesos. Esto quiere decir que estas acciones representan algo coherente hasta el punto de que es posible llegar a identificar patrones definitivos. (Jones, 1970, p. 11)



Estas acciones se identifican como sigue:

• Percepción (Perception)

• Definición (Definition)

• Afiliación/Organización (Aggregation/Organization)

• Representación (Representation)

• Formulación (Formulation)

• Legitimación (Legitimation)

• Implementación/Administración (Application/Administration)

• Reacción (Reaction)

• Evaluación/Valoración (Evaluation/Appraisal)

• Resolución/Terminación (Resolution/Termination)


Es así, entonces, como Jones, basándose en la propuesta teórica de Lasswell, dice que la política pública se compone de un conjunto de procesos que hacen posible identificar prácticas determinadas, sean estas de los gobernantes y/o de aquellos a quienes estos representan. Estas prácticas describen lo que los sujetos dicen y hacen en el interior de procesos políticos, en torno de un problema político específico. Este último planteamiento es la contribución más importante de Charles O. Jones, ya que unifica el proceso político alrededor de un problema determinado, algo que no había hecho Lasswell, quien relacionó las metas del proceso de toma de decisión político con valores democráticos. Para Jones, el mecanismo unificador de las actuaciones —que tiene lugar en el interior del proceso político, y que impulsa su esquema y su posterior modelo— es la acción que surge impulsada por la necesidad de resolver un problema político. De esta manera, Jones asocia dos categorías metodológicas fundamentales —los problemas públicos (public problems) y las alternativas de decisión política (policy alternatives)— a los procesos de decisión, agrupando, de esta manera, las diez fases en cinco: identificación del problema (problem identification), formulación formulation), legitimación (legitimation), implementación (application) y evaluación (evaluation). De este modo, surge el ampliamente conocido policy process model (tabla 1).

La definición de problema político es compleja en Charles O. Jones, pues es la que le da sentido al proceso político y a la intervención del Gobierno. Sin la intervención de este último, el proceso político y público no tendría una naturaleza específica. Es así, entonces, como, a través de la sistematización de determinados presupuestos de Lasswell — una visión conductista y funcionalista del proceso de la política, unida a la inclusión de un nuevo concepto, el del problema político— se da origen al modelo del proceso político (policy process model) y a sus posteriores aplicaciones, como el análisis y la evaluación de las políticas públicas.

TABLA 1.EL POLICY PROCESS MODEL








	Fases del proceso político

	Policy process model




	Problema → Gobierno
• Percepción (Perception)
• Definición (Definition)
• Afiliación/Organización (Aggregation/Organization)
• Representación (Representation)
 

	Identificación del problema (Problem identification)




	Acción gubernamental 
• Formulación (Formulation)

	Formulación (Formulation)




	Legitimación (Legitimation)

	Legitimación (Legitimation)




	Gobierno → problema
 • Implementación/Administración
 (Application/Administration)

	Implementación (Application)




	Política pública → Gobierno
• Reacción (Reaction)
• Evaluación/Valoración (Evaluation/Appraisal)

	Evaluación (Evaluation)




	Solución del problema/cambio de perspectiva
• Resolución/Culminación (Resolution/Termination)

	Evaluación (Evaluation)






Los usos del modelo normativo de H. D. Lasswell

Si partimos del supuesto de que un buen análisis, eventualmente, puede producir mejores políticas públicas, ¿qué uso le podemos dar al análisis normativo? Entre las aplicaciones más importantes de los métodos analíticos de las políticas públicas encontramos los siguientes: la estructuración de los problemas, el pronóstico, la recomendación, el monitoreo y la evaluación (Dunn, 2008, pp. 57-58). Si el propósito de los modelos normativos no es solo explicar las decisiones políticas, sino también proporcionar recomendaciones a las instituciones gubernamentales que permitan optimizar el logro de alguna utilidad o valor político (Dunn, 2008, p. 87), este sería el uso que podríamos darle al modelo normativo de Lasswell: la aplicación del análisis de las funciones a la decisión gubernamental y la recomendación de objetivos. Este tendría dos momentos: el análisis de las funciones de la acción gubernamental y la recomendación para la acción gubernamental. El esquema sería el siguiente:

Análisis normativo - Análisis de funciones

+

Recomendación


¿En qué consiste el proceso de la recomendación? El propósito de este es determinar la probabilidad de que las acciones gubernamentales emprendidas traigan como consecuencia, o consecuencias, aquellos valores esperados por un grupo de individuos o por la sociedad en general (Dunn, 2008, p. 213). Esto implica que se debe contar, por un lado, con información acerca de los posibles resultados de las acciones gubernamentales (pronóstico de posibles resultados) y, por otro, ya debe existir un consenso acerca de los valores preferidos por parte de un grupo de individuos o por parte de la sociedad.

Los usos del análisis normativo de Lasswell, planteados de esta manera, no están libres de limitaciones que tienen que ver con el principal supuesto de que la política es la planeación de programas determinados por valores precisos (Lasswell y Kaplan, 1950, p. 71). ¿Este supuesto implica que debe existir un consenso previo entre los que participan en la toma de decisiones? Es posible que exista un consenso si los participantes son pocos, pero donde hay más de un agente la decisión se enfrenta a los múltiples intereses de los participantes y el acuerdo resulta, no pocas veces, imposible. Por ello, la determinación previa de los valores u objetivos de la acción política es un asunto complejo y más aún en una sociedad democrática. Este supuesto constituye, entonces, una condición importante para el análisis de la decisión política. Por otro lado, ¿es preferible que exista un consenso en torno de los valores que se constituyen en objetivos de la decisión política? ¿Cuáles son los criterios de recomendación del analista?

Conclusiones

H. D. Lasswell concibió los procesos políticos como fenómenos dinámicos compuestos por funciones concretas. Además, reconoció el conflicto, las estrategias de manipulación y los intereses de los participantes al interior de esos procesos.

Estos elementos pueden ser usados como características que permitan ajustar diferentes circunstancias de análisis y que sirvan para examinar en un mismo proceso diferentes categorías de actores, con diversas características de personalidad, incluso dándole espacio a actores con trastornos de la conducta.

Sin embargo, Lasswell parece promover el equilibrio en el interior de los procesos y de los sistemas políticos, a través de la sujeción a una búsqueda de metas políticas que no admiten discusión, tales como los valores democráticos. De alguna manera, este autor parece desconocer que los problemas políticos constituyen oportunidades para mejorar las condiciones existentes, pero también son subjetivos en la medida en que se abstraen de situaciones y se interpretan de acuerdo a los criterios del analista (Dunn, 2008, p. 75). No obstante, para Lasswell el problema de la fragilidad de la democracia en el siglo xx y su interpretación no es un problema subjetivo.


Por otra parte, la aproximación normativa al análisis de los procesos, a la vez que bloquea la entrada de categorías diferentes a las propuestas, proporciona un enfoque dinámico y estructurado para la comprensión y el APP. Por ello, la teoría de Lasswell para el análisis de procesos políticos se mantiene vigente como una herramienta esencial para el estudio de la política y para el APP.
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ADOLFO ESLAVA GÓMEZ1

ANÁLISIS NEOINSTITUCIONAL DE POLÍTICAS PÚBLICAS2

Introducción

El estudio de las instituciones depende de un trabajo teórico realizado en tres niveles de especificidad: enfoques o marcos, teorías y modelos (Ostrom, 2005). El enfoque o marco brinda una lista general de variables relevantes que permiten generar un conjunto de preguntas pertinentes para orientar la investigación; la teoría, a partir de proposiciones generales, permite diagnosticar el fenómeno objeto de estudio, explicar procesos y predecir resultados. El tercer nivel, en palabras del politólogo estadounidense Paul Sabatier (2007), se define como una representación de una situación particular que tiene un alcance más limitado que el enfoque y la teoría, y que debe contener supuestos específicos sobre los valores de las variables críticas y sobre la naturaleza de las relaciones particulares. Desde su estudio de políticas públicas, Parsons nos recuerda que es preciso “ser consciente de la manera en que los distintos marcos de análisis definen y discuten los problemas, y cómo estos chocan, convergen y cambian” (2007 [1997], p. 66).


Varias teorías pueden ser compatibles con un enfoque y varios modelos pueden ser compatibles con varias teorías. De tal forma, la apuesta por un enfoque obedece a un criterio envolvente encaminado a recoger esfuerzos en diversas direcciones con el fin de dar buena cuenta de futuros objetos de estudio, desde el soporte de una estructura conceptual amplia y fuerte. La propuesta que se presenta en los apartados siguientes se inscribe en la línea del nuevo institucionalismo y sienta sus bases sobre una visión ecléctica encaminada a brindar una fundamentación plural para un enfoque pertinente del análisis de políticas públicas (APP).

Es importante destacar que el estudio de las instituciones no solo indaga sobre el marco general de las interacciones que tienen lugar en el edificio social; también se ocupa de la incidencia institucional en el nivel micro de la vida ciudadana. Al momento de estudiar, asesorar, ejercer o evaluar la dinámica del proceso de toma de decisiones, esta perspectiva micro cobra mayor importancia, ya que cada conjunto de reglas puede variar sustancialmente entre casos concretos o sectores específicos de la decisión social. Si bien es posible encontrar coincidencias entre el marco constitucional y las reglas institucionales que tienen el propósito de brindar coherencia a los esfuerzos encaminados a la búsqueda del desarrollo de un territorio, los acuerdos de una política pública específica estarán afectados por las decisiones particulares que resultan de la interacción propia del subconjunto de actores e instituciones involucrados. Por tanto, es posible afirmar que este enfoque se centra en los detalles.

De igual manera, adoptar el enfoque neoinstitucional no implica olvidar que son las personas las protagonistas de la decisión social; este enfoque toma distancia de la conducta individual estrictamente competitiva y maximizadora del interés personal, con el fin de prestar mayor atención al comportamiento personal favorable a soluciones de cooperación social. Dado que el análisis neoinstitucional tiene en cuenta la influencia recíproca entre actores e instituciones, también abre la puerta de la perspectiva comparada, tanto de los marcos institucionales como de los arreglos organizacionales que las personas acuerdan tomando en cuenta su naturaleza humana, en la que el egoísmo no constituye la única motivación para participar en el juego colectivo.

Aquí no se trata de omitir las posibilidades del conflicto en la discusión pública, pero, en lugar de apoyarse en la bondad que se les otorga a los mecanismos competitivos para resolver las diferencias, se reivindican las instancias cooperativas de los procesos sociales. Al mismo tiempo, el analista institucional contempla las reglas escritas y no escritas, toda vez que la decisión social, muchas veces, tiene mayor asidero en la fuerza de las creencias y costumbres que en la fuerza de la coerción.


Por ejemplo, una política de lucha contra la pobreza puede incorporar componentes de la lógica del mercado (subsidios para garantizar acceso a servicios, transferencias monetarias para facilitar la compra de bienes, capacitaciones para promover la inclusión en el mercado laboral), que se fundamentan en la función distributiva de la acción gubernamental; pero también es preciso contar con la acción colectiva inspirada en la motivación social de dar sin esperar nada a cambio (caridad, voluntariado, responsabilidad social). No es lógico pretender que los problemas sociales se resuelven con la expedición de leyes. Es necesario que, al tiempo que se aprueban decretos y acuerdos, haya un esfuerzo por comprender las características (valores, percepciones y tradiciones) de las dinámicas sociales que enfrenta la política pública en su implementación.

La estructura de este capítulo tiene el propósito de brindar los conceptos básicos para abordar el APP desde la perspectiva del nuevo institucionalismo. En primer lugar, se plantean definiciones, críticas y contribuciones de la corriente neoinstitucional desde diferentes ángulos de las ciencias sociales. A continuación, se propone una aproximación a las políticas públicas desde una mirada que recoge las contribuciones claves de diferentes autores y disciplinas (North desde la historia económica, Ostrom desde la ciencia política y Acemoglu et al. desde la nueva economía política). También se afirma que la exploración analítica y la investigación empírica de las políticas públicas se pueden abordar desde la combinación de varias versiones del neoinstitucionalismo, con el fin de tener una comprensión más amplia de las relaciones de interdependencia entre actores e instituciones. Al final, se plantea que para lograr una política pública que cumpla con el propósito de reducir la incertidumbre propia del juego social, es necesario contar con un trabajo teórico que preste especial atención a categorías analíticas determinantes, como la comprensión de las políticas, su proceso y sus causas.

Neoinstitucionalismos

Desde la antigüedad, la formación de instituciones políticas tiene como propósito orientar el inestable e inconstante comportamiento individual hacia fines colectivos. La evolución de la filosofía política evidencia una fuente prolífica del pensamiento político en el análisis y diseño de las instituciones. Al respecto, Peters (2003) señala que “la ciencia política tiene sus raíces en el estudio de las instituciones” (p. 13).

Hablar de nuevo institucionalismo implica reconocer la existencia de una versión previa que fue objeto de modificaciones. El viejo institucionalismo constituye un aporte para la comprensión de la dinámica política y de los procesos de formación de políticas públicas (PFP), dado su carácter descriptivo que defiende la relevancia de los detalles de una institución y su impacto duradero en el comportamiento, tanto de las personas como de las mismas instituciones —Wilson (1906) y Bryce (1921), citados en Peters (2001)—, en lugar de asumir, por ejemplo, una caracterización del gobierno al estilo “caja negra” propio del análisis comparado de los conductistas, cuya utilidad radicaba en que presuntamente resultaba útil para el análisis de todo tipo de gobierno.


La metodología del viejo institucionalismo está orientada por la observación inteligente que intenta describir y comprender en términos concretos el mundo político que lo rodea. En tanto que el conductismo —basado en características socio-psicológicas— y la elección racional —basada en el cálculo de beneficios personales— conciben al individuo como un actor autónomo respecto a las instituciones. Los enfoques individualistas plantean la causalidad en una sola dirección: la economía y la sociedad inciden en la política y las instituciones, y los institucionalismos defienden la causalidad en ambas direcciones. Las instituciones se conciben, por tanto, como variables independientes de fenómenos políticos, económicos y sociales, y también como variables independientes que los condicionan. En este sentido, Peters sentencia: “Aunque el nuevo institucionalismo se fija más en estructuras y organizaciones que en la conducta individual, comparte con la tradición conductista la preocupación por la teoría y el desarrollo de métodos analíticos más adecuados” (2001, p. 306). Es importante anotar que el nuevo institucionalismo sienta sus bases sobre cinco críticas a los enfoques individualistas (tabla 1).

TABLA 1. CRÍTICAS A LOS ENFOQUES INDIVIDUALISTAS









	Crítica

	Descripción

	Omisión




	Contextualismo

	Subordinación de los fenómenos políticos al contexto (crecimiento económico, divisiones de clase, etc.).

	Mutua dependencia entre política y sociedad.




	Reduccionismo

	Reducción del comportamiento colectivo a la conducta individual.

	Influencia de las normas, reglas y valores.




	Utilitarismo

	Decisión valorada por lo que representa para el individuo.

	Valor intrínseco de la decisión.




	Funcionalismo

	Historia como proceso eficiente que avanza hacia el equilibrio.

	Disfuncionalidades de los procesos políticos.




	Instrumentalismo

	Predominio del resultado sobre el proceso.

	Compleja interacción del proceso político.





FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA BASADA EN PETERS (2003).


A pesar de que los diferentes institucionalismos se suelen asociar con la presencia del interés por parte de las estructuras del sector público como su común denominador, es posible asegurar que los elementos comunes de los institucionalismos tienen que ver con el hecho de asumir la institución como un rasgo estructural de la sociedad, o como una forma de gobierno que trasciende al individuo y que implica una interacción predecible según las relaciones específicas que existen entre los actores, como el ser estable en el tiempo, influyente en el comportamiento individual y garante de valores compartidos. Asimismo, es importante destacar que otro rasgo común de los neoinstitucionalismos consiste en llevar a cabo análisis que permitan recomendar los cambios necesarios para configurar un nuevo marco institucional que posibilite la obtención de mejores resultados sociales, así como predecir el desempeño futuro del conjunto de las interacciones que componen el objeto de estudio.

Los enfoques económico, sociológico e histórico han mostrado importantes avances en la consolidación de la teoría neoinstitucional; sin embargo, la ciencia política está llamada a pensar contribuciones teóricas y empíricas que le permitan ganar protagonismo en el desarrollo de la veta de conocimiento que constituye la aproximación neoinstitucional para las ciencias sociales y humanas. La participación política de los ciudadanos, las relaciones de poder, la obediencia a la Ley, las reivindicaciones sociales, entre muchos otros factores, son fenómenos políticos que resisten la aproximación neoinstitucional. En este texto, y desde el enfoque metodológico centrado en las instituciones, se tomarán las políticas públicas como un objeto de estudio en el que converge un grupo de categorías analíticas que revisten un particular interés para las ciencias políticas en particular, y para las ciencias sociales en general (tabla 2).

En cuanto a las definiciones, es posible establecer que no existe un consenso. La economía se inscribe en una aproximación contractual, en la cual la institución es un acuerdo encaminado a garantizar condiciones previsibles de intercambio; mientras que la sociología se sitúa en una perspectiva cultural que interpreta las instituciones como el conjunto de convenciones sociales que guían las acciones individuales. La historia, por su parte, obedece a una lógica de nivel macro que entiende las instituciones como la estructura formal e informal que fija las reglas del juego entre los actores.


TABLA 2. CINCO CORRIENTES DEL NUEVO INSTITUCIONALISMO EN DIÁLOGO CON LAS POLÍTICAS PÚBLICAS








	Corriente del nuevo institucionalismo

	Política pública




	Normativa

	Valores compartidos




	March y Olsen destacan el papel de las normas e invocan la lógica de lo adecuado como un medio para moldear el comportamiento de los miembros de la institución. Aquí, los valores institucionales penetran el marco referencial de las personas.

	Las instituciones se definen aquí como el conjunto de valores que dan forma a las decisiones y los comportamientos de sus miembros. Esto se puede llevar a cabo por agregación, cuando obedecen al intercambio y la negociación, o por integración, cuando se basan en la historia, la obligación y la razón. Este enfoque puede estar asociado al deber ser de las políticas públicas, por ejemplo, en una etapa de agenda y diseño institucional.




	De la elección racional

	 




	Weingast concibe las instituciones como reglas e incentivos en las que los individuos intentan maximizar su beneficio. Así, las instituciones son restricciones estructurales del comportamiento individual que surgen como solución a necesidades sociales y económicas y permiten alcanzar equilibrios sociales en presencia del egoísmo racional. Se trata, entonces, de una racionalidad limitada por estructuras exógenas que propicia procesos estables y predecibles de toma de decisiones.

	 




	Del intercambio y la negociación

	 




	Shepsle y Weingast entienden las instituciones como mecanismos de agregación de preferencias de individuos que tratan de maximizar sus propios intereses. Sin embargo, Ostrom propone unas reglas entendidas como prescripciones, que están aceptadas y son de uso común, encaminadas a ordenar relaciones interdependientes y repetitivas estableciendo qué acciones son requeridas, prohibidas o permitidas (1986: 5). Este es un planteamiento que ofrece luces al desarrollo de las políticas públicas, ya que brinda el marco que debe acatar el conjunto de actores involucrados en la ejecución de las decisiones.

	 




	Corriente del nuevo institucionalismo

	Política pública




	Histórica

	Path dependence




	En esta corriente, las decisiones políticas iniciales y sus compromisos institucionales concomitantes determinan el desarrollo de las políticas. Las políticas dependen del rumbo que tomen. Este es un determinismo histórico que se ubica al otro extremo de la crítica ahistoricista y no ofrece alternativas a la secuencia del desarrollo institucional.

	Thelen y sus colegas ofrecen una aproximación al Policy Process en la que consideran que las instituciones establecidas determinan los objetivos, definen los medios y proporcionan los criterios de evaluación de las políticas.




	Social

	Interdependencia




	Es el estudio de las interacciones entre grupos de interés y actores estatales. Comprende no solo las relaciones entre el Gobierno y la sociedad, sino también las que ocurren dentro del Gobierno. Los vínculos entre actores obedecen a factores institucionales que brindan una pauta estable de comportamiento entre ellos.

	Este enfoque entiende los vínculos entre actores como rasgos institucionales. En él, grupos de interés, redes o comunidades actúan en función de valores compartidos y de intercambios que le dan forma a una interacción mediada por las reglas. Puede dar cuenta de las prioridades de la agenda en las políticas públicas.




	Empírica o estructural

	Ruta crítica




	La estructura del Gobierno hace diferente las formas en que se toman las decisiones y se hacen las políticas. Las instituciones son un conjunto de nodos interconectados en los que puede bloquearse una determinada acción. Este enfoque ofrece elementos de respuesta frente al impacto de las instituciones en la formación de políticas.

	Pressman y Wildavsky ofrecen una interpretación ilustrativa de la ejecución de las políticas públicas, cuando aseguran que la implementación es un conjunto de procesos que cruzan una serie de puntos de autorización. Se trata, por lo tanto, de una figura similar a lo que Immergut denomina puntos de veto.






FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA BASADA EN PETERS (2001, 2003).

Desde el lenguaje de los economistas, la función principal de las instituciones es reducir la incertidumbre, ya que estas definen y limitan el conjunto de elecciones de los individuos mediante una estructura estable para la interacción humana (North, 1993). Los sociólogos, en cambio, señalan la capacidad de las convenciones sociales para determinar el comportamiento individual y asegurar la legitimidad de las organizaciones. Por su parte, los historiadores destacan las relaciones de poder que se hacen evidentes en el marco institucional para tomar decisiones colectivas (tabla 3).

El surgimiento de una institución está explicado por su contribución a la reducción de los costos propios de los términos del intercambio económico, por las características inherentes a las exigencias y reivindicaciones de la dinámica social, y por las decisiones políticas iniciales y sus contingencias ulteriores.


Con respecto al cambio institucional, es posible señalar que la economía comprende las modificaciones como respuesta al agotamiento de la función de las instituciones como incentivo del intercambio, en tanto que la sociología reconoce una serie de equilibrios interrumpidos por crisis ocasionadas por el desfase entre la estructura política y la dinámica social. Una tercera corriente explica la transformación institucional como el resultado del impacto de variables exógenas con la evolución del contexto.

TABLA 3. NEOINSTITUCIONALISMOS CLASIFICADOS POR DISCIPLINA
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FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA BASADA EN SUBIRATS ET AL. (2008).

Además, es importante destacar la propuesta descrita en Subirats et al. (2008), según la cual, la eficiencia orienta la innovación institucional bajo la forma de la emigración de los actores hacia mejores sistemas institucionales o por medio de un proceso de imitación de tales sistemas.

En el camino que puede recorrer la ciencia política para hacer contribuciones a la escuela neoinstitucional, dada la importancia de comprender el ciclo de vida de una institución (razones de estabilidad y transformación), así como las razones que explican el diseño institucional, puede resultar conveniente asumir las políticas públicas como un objeto de estudio, caso en el cual es preciso recoger las recomendaciones de Subirats et al. (2018), cuando aseguran que “el análisis de políticas públicas debe […] cuestionarse acerca de la estabilidad de las reglas institucionales formales e informales, los posibles conflictos entre ellas y la influencia que ambas puedan tener sobre las conductas políticas de los actores” (2008, p. 98).

De igual forma, para el analista de políticas públicas tienen gran relevancia tres pares de dimensiones analíticas de cara a su aplicación a una política específica, a saber: reglas formales y reglas informales, estabilidad y dinamismo de las instituciones, y comportamientos estratégicos y comportamientos compatibles con las normas sociales (cfr. Subirats et al., 2008, p. 101). También se debe tener en cuenta la explicación de los profesores europeos cuando resaltan la “necesidad de interpretar las conductas políticas como acciones estratégicas guiadas por normas sociales” (Subirats et al., 2008: 100). En particular, la creación y la innovación de las instituciones precisan de un estudio riguroso en virtud del cual sea posible comprender el proceso de las políticas: las relaciones de poder presentes en la agenda de prioridades, los mecanismos de decisión, la interacción entre actores e instituciones para implementar las decisiones, y los resultados de las políticas y sus impactos en la evolución del diseño institucional.


El juego de las reglas

El análisis institucional no permite aproximaciones improvisadas, por el contrario, exige rigor por parte del analista y la delimitación expresa del objeto de estudio, siendo las políticas públicas un terreno propicio para la comprobación de hipótesis de incidencia institucional. Las críticas3 que recibe el enfoque son razón suficiente para seguir avanzando en la construcción de marcos metodológicos cada vez más refinados que permitan la descripción, comprensión y predicción de los fenómenos sociales. A continuación se propone una aproximación a las políticas públicas desde una mirada que intenta recoger contribuciones claves de diferentes autores y disciplinas sociales (North desde la historia económica, Ostrom desde la ciencia política y Acemoglu et al. desde la nueva economía política).

Reglas. North asocia las reglas con las “limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la interacción humana” (1993, p. 13) y les otorga la función de reducir la incertidumbre. Pero, como reza el aforismo popular, “hecha la ley, hecha la trampa”; por tanto, el papel de las reglas así entendidas depende de los costos para conocer las faltas —el arbitraje— y para aplicar el castigo —la sanción—.

Ostrom (2005), por su parte, establece que las reglas pueden denotar cuatro campos de interacción: regulación, instrucción, precepto y principio. La regulación alude a la noción de autoridad, la instrucción hace referencia a la forma en que se puede resolver un problema, el precepto obedece al comportamiento prudente y moral, y el principio se refiere a las leyes físicas (tabla 4). La ganadora del Premio Nobel de Economía asocia estos campos con reglas, estrategias, normas y leyes físicas, respectivamente, para llamar la atención sobre la necesidad de plantear su origen y evolución como un objeto de estudio de las ciencias sociales.

TABLA 4. ALGUNAS DEFINICIONES DE INSTITUCIONES








	Fuente

	Definición




	Diccionario de la lengua española, de la Real Academia Española (RAE)

	Organismo que desempeña una función de interés público.




	Andrew Schotter (1981)*

	Equilibrios de un juego social subyacente.




	Douglas North (1993)

	Reglas del juego en una sociedad.




	Clauss Offe (2001)

	Reguladoras de la interacción de intereses.




	Elinor Ostrom (2005)

	Reglas, normas y estrategias usadas en situaciones repetitivas.




	Ha-Joon Chang y Peter B. Evans (2007)

	Son restrictivas, facilitadoras y constitutivas.**




	Royal Swedish Academy of Sciences (rsas) (2009)

	Son los conjuntos de reglas que gobiernan la interacción humana.






* CITADO EN ALESINA Y ALT (2001). OSTROM (1986) TAMBIÉN CITA AL ECONOMISTA ANDREW SCHOTTER DESTACANDO QUE EL ÉNFASIS NO ES SABER CUÁLES SON LAS REGLAS, SINO LO QUE LOS AGENTES HACEN CON ELLAS.

** HACE ALUSIÓN A LA DIMENSIÓN SIMBÓLICA DE LAS INSTITUCIONES POR MEDIO DE LA CUAL SE INCULCAN UNOS VALORES Y UNA VISIÓN DEL MUNDO EN LAS PERSONAS QUE SE RIGEN POR ELLAS.

FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.

Jugadores. Mientras la creación (aprovechar una oportunidad dada por las reglas existentes) y evolución (lograr objetivos que las alteran) de las reglas definen la forma en que se desarrollará el juego, los jugadores conforman equipos con el objetivo de ganar a partir de sus posibilidades y estrategias. En este sentido, es importante tener en cuenta la definición de organizaciones que ofrece North: “Individuos con alguna identidad común encaminados hacia ciertos objetivos” (1993, p. 15). A partir de esto, es posible asegurar que los jugadores incluyen cuerpos políticos, económicos y sociales; así como órganos educativos. Además, estos son los agentes del cambio institucional.

Con base en el enfoque analítico de Ostrom (Institutional Analysis and Development [IAD]), representado en la figura 1, la figura del jugador está asociada con el actor, en tanto actor corporativo o actor individual, el cual está caracterizado por un conjunto de variables relacionadas con los recursos de los que dispone, las valoraciones que hace, la información que usa y el proceso de decisión que adopta.
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FIGURA 1. ENFOQUE DEL IAD

FUENTE: OSTROM (2005, P. 829).

Terreno. Los jugadores se involucran en situaciones (caracterizadas por tener participantes, resultados, roles, nexos entre acciones y resultados, formas de control, información, y costos y beneficios) para configurar lo que Ostrom denomina la arena de acción, categoría con la cual se hace alusión al “espacio social en donde los individuos interactúan, intercambian bienes y servicios, resuelven problemas, se dominan unos a otros, sienten culpa o luchan, entre muchas otras cosas” (2005, p. 829). De esta forma, es posible asociar la arena de acción, de acuerdo con el objeto de estudio, a mercados específicos, relaciones de poder, escenarios políticos, ambientes de sociabilidad, así como a las diferentes formas de intermediación que existen en el intercambio humano.

Una vez identificada la arena de acción, tarea que solo compete al estudio empírico, el siguiente paso que Ostrom le propone al analista institucional es investigar los factores que la afectan, a saber, tres conjuntos de variables conformados por los atributos del contexto, los atributos de la comunidad y la reglas que se usan. Así, la columna del medio del enfoque del IAD (figura 1) constituye el punto de partida que recoge las preguntas acerca de los jugadores y el terreno de juego, luego se analizan las reglas y, por último, se observa el desenvolvimiento del juego.

Juego. El siguiente esquema (figura 2) muestra una estructura que permite establecer relaciones de causalidad entre las instituciones y su entorno. Allí se plantea que las instituciones económicas responden a la capacidad relativa de las fuerzas políticas vigentes, esto es, los grupos de interés que ostentan el poder político influyen en los factores económicos dominantes. Sin embargo, la distribución de los recursos asociada al comportamiento económico constituye una fuente de manifestación política por parte de los grupos desfavorecidos, que se verán en la necesidad de transformar las instituciones políticas y, con ello, dar origen a una distribución diferente de los recursos.
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FIGURA 2. ESTRUCTURA DE JUEGO

FUENTE: ACEMOGLU ET AL., 2004.

De esta forma, con base en la existencia de conflictos de intereses entre los actores, se encuentran dos líneas de evolución que influyen en los resultados económicos de una sociedad. Por un lado, las instituciones políticas determinan la distribución del poder político, lo que a su vez incide en la elección de instituciones económicas favorables a los intereses de los grupos con mayor poder político; así, se tiene un enfoque apto para comprender el desarrollo de un territorio en un momento dado. Por otra parte, también se tiene el poder político de facto que procede de la inconformidad en cuanto a la asignación de los recursos y que incentiva presiones sociales que se traducen en el rediseño de las instituciones políticas del futuro, con el fin de modificar la distribución actual de los recursos.

Así, las instituciones políticas y la política económica presentes explican el poder político actual, poder que, a su vez, determina las instituciones políticas y la política económica futuras. Luego, un arreglo institucional justo es una garantía de estabilidad, en tanto que las malas instituciones, aunque crean incentivos para su autosostenibilidad, son fuente de desigualdad, ergo, de inestabilidad (cfr. Acemoglu et al., 2004).

TABLA 5. EL JUEGO DE LAS DECISIONES SOCIALES









	Categoría

	Concepto

	Autor




	Reglas

	Regulación (+ normas + estrategias)

	North y Ostrom




	Jugadores

	Organizaciones, actores

	North y Ostrom




	Terreno

	Arena de acción

	Ostrom




	Juego

	La política importa

	Acemoglu





FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.


En breve, tomando el juego como caso ilustrativo de la interacción social en escenarios de toma de decisiones, se puede decir que las instituciones están compuestas por el reglamento, las condiciones de juego limpio y las tácticas y técnicas implementadas que asumen los equipos en cada cancha con el fin de alcanzar sus objetivos. Cabe anotar que, si bien la competencia entre equipos tiene cabida en el juego, la estrategia central debe estar encaminada a la cooperación. Esto es, el desarrollo del territorio se puede asumir como un torneo en donde cada partido arroja ganadores y perdedores, o bien, se puede asumir la tarea del desarrollo como un escenario de juego en el que la estrategia cooperativa consiste en conformar un solo equipo que camine en la dirección opuesta a la injusticia y a la exclusión resultantes del juego competitivo.


Conceptos institucionales en la práctica

Las instituciones entendidas como reglas del juego brindan un adecuado marco de comprensión para abordar el APP. Desde la perspectiva del análisis neoinstitucional, es posible resolver algunos interrogantes relacionados con la función promotora o restrictiva de las reglas institucionales: ¿el gobierno nacional facilita u obstaculiza la iniciativa local?, ¿la movilización social produce cambios institucionales?, ¿prevalece la tradición institucional al servicio de grupos de interés?, ¿cómo interactúan los actores de políticas públicas e instituciones?, ¿el análisis del entorno es una parte constitutiva del análisis institucional de políticas públicas?, ¿las instituciones dan forma al proceso de las políticas?

Tales cuestiones del análisis institucional toman los matices que impone la política pública específica (objetivos, instrumentos y resultados), pero mantienen el común denominador de las categorías analíticas (diseño, acuerdo o cambio institucional y poder e intereses de los actores) que permiten llevar a cabo análisis comparativos, el aprendizaje social y el mejoramiento de los procesos de toma de decisiones.

Por tanto, el análisis institucional de políticas públicas es una herramienta académica que, con base en su aplicación rigurosa al estudio de casos particulares, se convierte también en una herramienta de trabajo para los dirigentes y funcionarios responsables de tomar decisiones colectivas orientadas al bien común.

La exploración analítica y la investigación empírica se pueden abordar desde la combinación de varias versiones del nuevo institucionalismo, con el fin de tener una perspectiva más completa de las características de la estructura política y su influencia sobre los actores y las políticas públicas. Al respecto, Peters sostiene que “probablemente la adopción de un punto de vista algo ecléctico resulte más conveniente para la ciencia política que una adhesión estricta a una sola perspectiva” (2003, p. 15), en tanto que Subirats y sus colegas europeos sugieren que “las reglas institucionales pueden representar tanto obstáculos como oportunidades para los actores de las políticas públicas” (2008, p. 105), con base en la idea que combina la concepción jerárquica de las normas y la negociación de las mismas por parte de los actores.


Esta combinación entiende la jerarquía como la pregunta respecto a las reglas institucionales como limitantes o promotoras de la capacidad del Estado para concebir o aplicar políticas públicas, al tiempo que concibe a los actores públicos con la capacidad de influir en la deliberación acerca de los problemas sociales más apremiantes, en conjunción con los actores e intereses privados.

Mientras el homo politicus hace política respetando el marco constitucional y el homo oeconomicus toma decisiones políticas estratégicas, el neoinstitucionalismo le aporta a la ciencia política un homo institutionalus, que adopta conductas políticas en sintonía con los valores y expectativas de las reglas institucionales, al tiempo que produce modificaciones incrementales4 en las mismas (Subirats et al., 2008).

Cabe destacar que la corriente neoinstitucional analiza el efecto de las instituciones cuando estas adoptan formas de políticas públicas u otras decisiones, esto es, que además de los aspectos estructurales también intenta dar cuenta de la dinámica actual de las instituciones. Existe una discusión crucial que define el punto de partida del análisis neoinstitucional de las decisiones colectivas, a saber: es posible concebir las políticas públicas como el resultado de la arquitectura institucional con la que cuenta una sociedad, pero también tiene cabida la política pública como una institución que orienta la búsqueda de fines sociales.
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FIGURA 3. JERARQUÍA INSTITUCIONAL

FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA BASADA EN SUBIRATS ET AL. (2008).


El esquema de la figura 3 describe la visión top-down de las reglas institucionales: primero, un marco constitucional asociado con las constituciones políticas de los Estados que se aplica al conjunto de políticas públicas; segundo, la regulación de las organizaciones públicas —que son reglas institucionales que rigen el conjunto de actores públicos— y, por último, el acuerdo político administrativo —que es el contenido específico de la actuación coherente y coordinada de los actores—.

Esta visión de arriba hacia abajo puede interpretarse como una cadena de decisiones reglas-jugadores-juego que en la práctica tiene una connotación de dependencia instituciones-organizaciones-políticas que condiciona las políticas públicas5 a las decisiones jerárquicas. Subirats y sus colegas describen la aplicación de esta jerarquía al terreno de las políticas públicas, en los siguientes términos:


Esta interpretación de las reglas institucionales se basa de manera implícita en el argumento de que cuanto más elevado sea el nivel de decisión, más amplio será el ámbito de acción, y que cuanto menos directa es la relación de estas reglas con el contenido sustantivo de la política pública, menos frecuentes serán sus modificaciones. Debido a su gran estabilidad, las reglas constitucionales representan, sobre todo, obstáculos para los actores de una política pública. De hecho, esas reglas suelen traducir el proceso histórico de acumulación y sedimentación de las reglas de funcionamiento del Estado. Así, su operatividad se da en términos de estructuras preexistentes en el interior de las cuales toda política pública deberá encontrar (crear) su espacio. (2008, p. 108)



En términos del juego de las reglas descrito en el apartado anterior, el marco se puede asociar con las reglas; la regulación de organizaciones centra su atención en la capacidad de los jugadores en tanto que el acuerdo político refleja el desarrollo del juego, lo que tiene lugar en una arena de acción caracterizada por la interdependencia. En particular, esta noción de interdependencia permite abrir el horizonte más allá de la jerarquía, dado que puede cambiar la dirección de la causalidad de las relaciones entre las reglas, los jugadores, el terreno y el juego. Existen experiencias que ensanchan el marco constitucional desde la experiencia de la ejecución de políticas, lo cual constituye un campo de estudio de gran interés6 que se conoce como la institution killing policy7. Esta dinámica de resistencia a la institución por parte de la política pública tiene su principal soporte en la acumulación de capital, en términos de actores e innovaciones institucionales, de tal modo que convierte la institución en objeto de negociación. Así, en lugar de una dependencia instituciones-organizaciones-políticas, tiene lugar el reconocimiento de la interdependencia entre tales categorías como tema de trabajo para el analista de políticas públicas.


El siguiente esquema (figura 4) muestra la importancia de reconocer la interdependencia entre las categorías señaladas e introduce una categoría central del análisis: las personas y los valores que ellas consideran cruciales para la vida en comunidad. Dentro de estos valores se destacan, en particular, la confianza —rasgo inherente al buen funcionamiento institucional— y la noción de bien común. Hacia estos dos se orientan las prioridades sociales, ergo, las decisiones sociales.
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FIGURA 4. INTERDEPENDENCIA INSTITUCIONAL
 
FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.


Por último, es importante tomar en consideración las indicaciones que algunos expertos señalan como indispensables para abordar las instituciones como un objeto de estudio de las políticas públicas (tabla 6).

TABLA 6. RECOMENDACIONES PARA EMPRENDER EL APP







	¿Qué instituciones son necesarias para que el problema halle una solución específica?




	Identificar qué actores están involucrados, cuáles son sus intereses y cómo están conectados entre sí.




	Adoptar el punto de vista de los actores a quienes incumbe el problema social que enfrenta la política objeto de estudio.




	Identificar modalidades de actuación de los participantes, la información disponible, la conexión entre acciones e impactos y la asignación de premios y castigos.




	Identificar las reglas formales e informales a las que acuden los actores para manifestar sus intereses, manejar sus interacciones y garantizar la eficacia de las políticas.




	Predecir comportamientos e impactos previsibles dada la estructura de incentivos existente.





FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA BASADA EN OSTROM ET AL. (1993, P. 127), CITADO EN SUBIRATS ET AL. (2008, P. 111).

Categorías de partida para el análisis neoinstitucional de políticas

Teniendo en cuenta el enfoque metodológico adoptado en este texto, se asume que las políticas públicas pueden ser asumidas como “instituciones creadas por estructuras de poder [que] se imponen como directrices para abordar las prioridades de la agenda pública” (Eslava, 2008), en donde esta agenda puede tener un carácter impositivo y, desde diversos mecanismos de persuasión, fundamentar la pertinencia de directrices que no siempre coinciden con las preferencias ciudadanas.

Con esta definición se reconoce el papel que tiene el conflicto de intereses como un factor determinante de las decisiones sociales, en donde la resolución del mismo puede favorecer intereses privados en detrimento del interés común, pero también se plantea un referente cooperativo de decisión en el sentido de que una política pública de calidad, con vocación de largo plazo, debe convertirse en una institución favorable al desarrollo de los territorios. Además, es preciso destacar que la comprensión de las políticas públicas comporta una tarea de especial significado: comprender para revertir todo aquello que no funciona de acuerdo con las necesidades más sentidas de la población. La labor central del análisis consiste en conocer cómo están conjugados los verbos permitir, prescribir y proscribir con el fin de tomar las determinaciones que permitan alcanzar los objetivos formulados en clave de justicia y equidad.


El proceso

El proceso8 es una herramienta que permite delimitar el análisis de acuerdo con un conjunto de etapas que le dan forma al desarrollo de las políticas. En este sentido, una manera sencilla de abordar las políticas públicas consiste en identificar un antes, un durante y un después, simplismo útil cuando las restricciones para la comprensión -recursos económicos, lugar y tiempo- son determinantes para la toma de decisiones. En síntesis, la lógica consiste en deliberar, hacer y evaluar para volver a deliberar. No obstante, un análisis completo debe profundizar en detalles que no captura el conjunto tripartito en mención, toda vez que es preciso distinguir entre las intenciones de una acción y sus condiciones previas de deliberación y posteriores de ejecución.

Los interrogantes señalados en la tabla 7 con sus respectivos objetos de análisis (productos) sirven como guías para la cabal realización de una política pública de acuerdo con sus tres momentos principales: el antes se refiere a todo lo concerniente a la identificación, deliberación y priorización de los problemas sociales y sus alternativas de solución; el durante comporta la aplicación de decisiones para la generación de cambios; en tanto que el después constituye el momento donde se evalúan y se miran en perspectiva los impactos de las políticas públicas.

Las políticas públicas están orientadas a resolver un problema que la demanda social identifica como prioritario. Es posible asegurar que la etapa de deliberación y diseño de las políticas constituye un factor explicativo del desempeño del proceso subsiguiente, toda vez que es allí donde se debe prestar especial atención, siguiendo la apuesta de Peters y Linder (1993), a la comprensión de los instrumentos de gobierno seleccionados para sus intervenciones, y de las dimensiones de evaluación del logro de los objetivos trazados como norte de las políticas. Cabe anotar que el reconocimiento de la dimensión política, entendida como la pugna entre micropoderes propia de la ejecución o la deliberación para fijar criterios de efectividad, es la razón por la que la implementación o la evaluación pueden cobrar relevancia en el proceso de las políticas públicas. Sin embargo, la cuestión central gira en torno al papel de la agenda y la factibilidad como el antes de toda política, cuya tarea no solo comprende decidir, sino también dar cuenta de los mecanismos de ejecución, de evaluación y de sus contingencias correspondientes.


TABLA 7. PREGUNTAS DEL PROCESO









	Etapa

	Interrogantes

	Productos




	Antes

	¿Cómo se ha tomado conciencia del problema?  ¿Qué hace que el gobierno actúe frente al problema?  ¿Qué alternativas de solución se plantean?  ¿Qué proceso se sigue para tomar la decisión?

	Ideas / problema social. Alternativas de solución Política.




	Durante

	¿Se han aplicado las decisiones del Gobierno?  ¿Ha cambiado la decisión inicial?  ¿Quién incide en esos cambios?  ¿Existe coherencia y coordinación?

	Resultado de la intervención




	Después

	¿Cuáles han sido los logros de la política?  ¿Cuáles son los retos?

	Impacto. Terminación o retroalimentación





FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA CON BASE EN SUBIRATS ET AL. (2008).

TABLA 8. MOMENTOS CLAVE DEL PROCESO








	Momento

	Definición




	Agenda

	La conversación entre Estado y sociedad puede interpretarse como un intercambio entre preguntas y respuestas, que para los fines de las políticas pueden tomar la forma de problemas y soluciones. La transformación de la vida privada en una cuestión pública tiene lugar en el terreno de ese diálogo público. Esta conversación incluye también la pugna de intereses que da cuenta de la estructura de poder que predomina en el juego social. La agenda responde a un proceso de comunicación, cooperación, competencia y coordinación entre los diferentes agentes que intervienen en la interacción social. Su estudio exige distinguir varios momentos, como la formación de la cuestión social pública, la definición del problema y la evaluación de alternativas de actuación (cfr. Aguilar, 1996). La formación corresponde a la competencia de las cuestiones privadas por capturar la atención del gobierno, la definición parte de asumir los problemas como construcciones sociales, en tanto que la evaluación analiza las opciones de actuación u omisión.




	Factibilidad

	Este segundo momento se puede definir, en palabras de Peters y Linder (1993), como el diseño de políticas caracterizado por un análisis propositivo encaminado a la comprensión de la selección de instrumentos de gobierno y dimensiones de evaluación. En esta dirección, diseño, formulación o factibilidad se pueden entender como sinónimos de la etapa del proceso de las políticas, en la cual las principales cuestiones sociales necesitan enriquecerse con ideas orientadas a su resolución, y en donde “el analista creativo debe ser capaz de mantener una tensión dialéctica entre lo practicable y lo ideal, entre la investigación de los límites de la política y el esfuerzo por extender el campo de lo políticamente posible” (Majone, 2005, p. 110).




	Implementación

	La apuesta por las ideas entiende el momento de la argumentación como la fase definitiva del proceso de las políticas públicas. Sin embargo, el tiempo de actuar es considerado como el momento de verdad de toda la deliberación previa, puesto que la decisión omite aspectos relevantes que se hacen visibles tan solo en la acción. De acuerdo con Meny y Thoenig (1992), la gestión de las políticas públicas se acoge como una instancia de acción con margen de maniobra limitado y discrecionalidad nula. En este contexto, implementar significa decidir para asignar tareas que se comunican al ejecutor, que se encarga de materializar las directrices del tomador de decisiones. No obstante, existe autonomía para decidir discrecionalmente sobre los cursos de acción no previstos en las orientaciones consignadas en el componente operativo de la política. De esta forma, la implementación de la decisión se convierte en un escenario de pugna política entre micropoderes.




	Evaluación

	Confianza, conocimiento y consenso son los tres elementos que otorgan legitimidad al ejercicio evaluativo y lo convierten en un proceso de aprendizaje social. Una evaluación que genera confianza hace de sus hallazgos una fuente de conocimiento antes que una ocasión de condena, al tiempo que evidencia el potencial del momento posterior a la decisión en el sentido de racionalizar las políticas, institucionalizar las ideas y convertir una jugada aislada en un juego secuencial (Majone, 2001). Una evaluación con carácter plural debe incluir también unos criterios generales que aseguren la comprensión ciudadana de los beneficios que otorga la política pública, el concepto de teoría de cambio social subyacente -modificación de preferencias e incentivos para lograrlo- y la participación orientada a aprender de la experiencia.







FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.

Causalidad

Un aspecto central para comprender la selección de instrumentos y dimensiones evaluativas es la identificación de las relaciones causales que las políticas pretenden intervenir. Por ejemplo, si la argumentación conceptual y empírica esgrimida durante la deliberación y factibilidad de la política establece que la pobreza obedece a la falta de ingreso, el instrumento de gobierno seleccionado es la entrega de un subsidio en dinero y la evaluación de esa política se preguntará por el número de personas beneficiadas que logra superar el umbral de la pobreza. En este caso, se asume la pregunta social (pobreza) como una variable dependiente que recibe respuesta por medio de la intervención sobre su variable explicativa (ingreso); por tanto, se tiene una causalidad de tipo lineal que condiciona la efectividad de las políticas públicas al acierto en el diagnóstico de la variable explicativa, evento que no está exento de error y que, de hecho, ante la complejidad de los problemas sociales que esperan resolución, constituye un análisis parcial proclive a la omisión de variables explicativas relevantes.


Con el fin de disminuir la probabilidad de error, la causalidad lineal explora encadenamientos hacia atrás para obtener explicaciones más completas. Así, la variable explicativa es también dependiente de una tercera variable, la cual puede ser, siguiendo con el ejemplo, la formación técnica necesaria para obtener un ingreso. Formalmente, se tiene una relación causal que viene dada por:

A=f [B=g(C)]

Otra alternativa que facilita el entendimiento de la selección de herramientas gubernamentales de intervención y de los factores de evaluación de resultado e impacto es lo que podemos denominar la causalidad sistémica, cuyo objetivo es elaborar un diagnóstico integral, allende las relaciones de causas lineales con base en la inclusión de variables explicativas colaterales endógenas y exógenas.

El ejemplo de la pobreza puede ilustrar las categorías anotadas, a saber: la educación básica es una variable colateral endógena porque explica la formación técnica requerida para aumentar el ingreso. Las normas legales son variables colaterales exógenas9 que, sin explicar o ser explicadas por otra variable determinante, tienen la capacidad de influir en la asignación de los subsidios. La relación sistémica puede expresarse así:

A=f (B, C, a’, b’, c’, d)

De acuerdo con la figura 5, mientras la causalidad lineal solo comprende la parte inferior (C garantiza B y B garantiza A), la causalidad sistémica incorpora elementos adicionales de carácter endógeno (B también depende de b’ que a su vez depende de c’) y exógeno (una variable independiente d que incide en las relaciones lineales de primer orden que explican A).

[image: images]

FIGURA 5. CAUSALIDAD SISTÉMICA

FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA CON BASE EN SCHARPF (1997).


En síntesis, aquí se tiene un proceso de políticas orientado por la necesidad de intervenir sobre la variable dependiente que el diálogo social defina como prioritaria, en donde la identificación de causas durante la fase inicial es una parte fundamental para el adecuado desempeño de las fases posteriores. En este sentido, mientras la lógica lineal concentra su análisis de la política en pocas variables determinantes con el fin de pronosticar un resultado, la lógica sistémica ofrece posibilidades de acción según múltiples combinaciones de factores explicativos, con el fin de predecir escenarios alternativos.

De esta forma un trabajo de análisis y diseño de políticas públicas debe abordar un conjunto de preguntas empíricas, como sigue: ¿predomina la causalidad sistémica o la causalidad lineal?, ¿cuáles son las relaciones lineales de primer orden?, ¿cuáles son las variables explicativas colaterales?, ¿cuáles son endógenas y cuáles exógenas?, ¿con base en la causalidad identificada, es posible pronosticar un resultado o un escenario previsto?, ¿es posible identificar alguna tendencia de los actores hacia uno de los dos tipos de causalidades?, ¿la causalidad identificada se traduce en principios o fines de la política pública objeto de análisis?

Comentario final

Si entendemos la política como un juego institucional y las políticas como las reglas del juego, nos encontramos ante una conexión manifiesta entre politics y policies. Así, la tradicional distinción que separa el poder -para influir- de la autoridad -para decidir- se aglutina en un solo terreno de juego en el que las políticas públicas están llamadas a convertirse en instituciones, en el sentido de reglas de juego decididas por estructuras de poder en el marco de la negociación política. En breve, se trata de una aproximación que apuesta por las políticas (policies) como expresión de la política (politics).

Un enfoque de políticas públicas debe nutrirse de las fuentes teóricas que el académico juzgue conveniente, pero nunca debe olvidar que la verdadera riqueza proviene de la pertinencia que le otorgue la confrontación con la evidencia empírica. Por ello, la elaboración de este enfoque para estudiar las políticas públicas está orientada a:

• Entender las políticas como resultado de la interdependencia del conjunto de actores e instituciones con el fin de dimensionar la capacidad explicativa, esto es, avanzar desde la comprensión de las políticas como una variable dependiente, con el fin de identificar las características que permitan convertirla en un factor explicativo.

• Brindar instrumentos metodológicos que, además de ofrecer categorías analíticas para abordar los hechos de la experiencia, permitan explicar cómo se forjan, ganan aceptación y se modifican o desaparecen las políticas públicas.


• Ofrecer claves interpretativas de una realidad compleja que no resiste análisis unidireccionales ni determinísticos y, por el contrario, exige utilizar los datos de la experiencia desde el realismo de los supuestos de partida.

El nuevo institucionalismo, en tanto que enfoque de fundamentación plural como el aquí expuesto, ofrece insumos de vital importancia para el APP toda vez que reconoce el poder explicativo de las instituciones en el juego de la decisión social. El contexto colombiano ofrece múltiples posibilidades de confrontación teórico-práctica, en particular, debido a la presencia de conflictos entre reglas formales e informales durante todo el proceso de las políticas públicas.
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EL ANÁLISIS DEL DESARROLLO INSTITUCIONAL (IAD) DE ELINOR OSTROM

Introducción

El presente documento pretende constituirse en una síntesis que dé cuenta de los contenidos y metodologías presentados por Elinor Ostrom a través de su propuesta de análisis de política pública (APP), representada en el marco de análisis denominado Análisis del Desarrollo Institucional (Institucional Analysis Development [IAD]). En este orden de ideas, el lector encontrará cuatro grandes secciones, a saber: la primera presenta el trabajo de Ostrom; la segunda constituye una síntesis del marco del IAD, principalmente recogido en su libro Understanding Institucional Diversity (Comprender la diversidad institucional), de tal forma que se resaltan las ideas esenciales del marco teórico, las herramientas conceptuales, la metodología y la aplicabilidad del IAD; la tercera expone el resumen de un ejercicio de aplicación de elementos de esta corriente analítica en el caso de la Ley 1259 de 2008 sobre comparendos ambientales, y, finalmente, la cuarta presenta algunas reflexiones críticas sobre el marco propuesto por la autora, provenientes de nuestra discusión y del curso en el que se gestó esta iniciativa de análisis.


A propósito de Elinor Ostrom y el IAD

Elinor Ostrom es una politóloga estadounidense que ha centrado su proyecto investigativo en la comprensión de la lógica de la acción colectiva y en la búsqueda de salidas a los dilemas sociales, especialmente aquellos generados sobre los bienes comunes; de ahí sus aportes a la administración pública, a las políticas públicas y a los estudios organizacionales. Motivada por la idea de la evolución de la cooperación propuesta por Robert Axelrod, considera que es posible dar salida a dilemas como el del prisionero teniendo en cuenta la capacidad de los jugadores de transformar sus restricciones, especialmente de aquellas que reglas que permitan evitar los resultados perversos propios de estos dilemas (Ostrom, 2000). En este sentido, esta autora centra su estudio en los bienes comunes, y, bajo la idea de autogobierno y de arreglos institucionales vinculantes, propone formas autogestionadas de administración de estos bienes, frente a las tradicionales salidas representadas en el Estado y el mercado. Para ello, Ostrom se apoya de en gran manera en el neoinstitucionalismo, especialmente en el económico y el histórico3, los cuales brindan a la elección racional un elemento de carácter estructural para analizar el proceso de toma de decisiones consistente en el reconocimiento de que el individuo y las organizaciones como tomadores de decisiones están sujetos no solo a su lógica racional, sino al marco de instituciones formales e informales al cual están circunscritos4. Sustentada en esta idea fuerza, Ostrom muestra cómo el conjunto de instituciones informales y formales, ligadas fundamentalmente a la cultura, se constituyen en un factor determinante para analizar y proponer formas organizativas para la administración de bienes comunes.


Como producto de sus investigaciones, Ostrom ha publicado diversos textos, entre los que se encuentran: Governing the commons: The evolution of institutions for collective action institutional (en coautoría con Schroeder y Wynne, 1993), Institutional incentives and sustainable development: Infrastructure policies in perspective (1993), Rules, games, and common-pool resources (en coautoría con Gardner y Walker, 1994), El gobierno de los bienes comunes (2000) y Working togheter: Collective action, the commons, multiple methods in practice (en coautoría con Poteete y Janssen, 2010), escrito originalmente en 1968. Como reconocimiento a su trabajo académico, fue galardonada en el año 2009 con el Premio Nobel de Economía.

Hacia la comprensión de la diversidad institucional

Su último libro ha servido de referente central para presentar el marco del IAD que desarrolla la autora. Este libro, que fue publicado en el año 2005 por Princeton University Press, en los Estados Unidos, está estructurado en tres partes y nueve capítulos. En la primera parte, Ostrom se ocupa de presentar el marco conceptual del IAD. En la segunda parte profundiza en el carácter y la tipología de las reglas, noción fundamental en su análisis. Finalmente, en la tercera parte, presenta la operatividad de la aplicación de estas reglas en el análisis, para así concluir a favor de la figura de instituciones policéntricas como la forma más adecuada de gobernanza de bienes comunes.

Primera sección. Una mirada panorámica a la corriente de Análisis del Desarrollo Institucional (IAD)

Entendiendo la diversidad de interacciones humanas estructuradas

Ostrom soporta su análisis en una afirmación a manera de propuesta de investigación: según ella, entender a las instituciones permite a su vez entender la lógica, las normas, las reglas y las estrategias (implícitas o no) de las interacciones entre los seres humanos, en cuanto “las instituciones son los medios (o prescripciones) usados por los seres humanos para organizar todas las formas de interacciones estructuradas, incluyendo aquellas inscritas en la familia, vecindarios, mercados (…) y gobiernos en todas las escalas” (Ostrom, 2005, p. 3). La complejidad y diversidad de las situaciones e interacciones que marcan la vida contemporánea se convierten en el principal problema para la comprensión de las instituciones.

De esta reflexión deriva su pregunta central: ¿Es posible identificar las unidades universales que estructuran las interacciones sociales humanas cualesquiera que estas sean? Y de ser así, ¿cómo a partir de ellas construimos una teoría que permita

explicar el comportamiento humano y sus regularidades de tal forma que se pueda aplicar a diferentes contextos, instituciones y escalas?


A estas preguntas, Ostrom responde afirmativamente, y para ello elaboró una herramienta que permite la comprensión de estos fenómenos, a la cual denominó Marco de Análisis del Desarrollo Institucional (IAD).

Este método se soporta principalmente en el neoinstitucionalismo y la teoría de juegos. No obstante, Ostrom aclara tres puntos al respecto: primero, que la complejidad misma de las interacciones humanas y de sus productos no pueden ser analizadas como juegos formales simples; segundo, que, a diferencia de muchos teóricos del juego, al IAD le interesa analizar las estructuras profundas que constituyen cualquier situación de acción, y, tercero, que el modelo de comportamiento humano utilizado en la teoría de juegos es asumido como uno más de un continuo de modelos apropiados para el análisis institucional. Para este fin se abordan teorías complementarias que asumen que los individuos son sujetos en continuo aprendizaje, con posibilidad de fallar en dichos procesos y con la permanente intención de hacer lo mejor que pueden en el largo plazo, usando normas en la toma de sus decisiones inmediatas.

De esta forma, no importa cuál disciplina se esté ocupando de analizar el comportamiento humano, el IAD se constituye en un marco conceptual y metodológico compartido, que propone el desarrollo de un análisis taxonómico multinivel de los componentes subyacentes a las situaciones que enfrentan actores humanos.

Entrando en el marco conceptual del IAD, Ostrom afirma que la toma de decisiones humanas es el resultado de muchos procesos pluridimensionales. En consecuencia, adopta la noción de hólons, entendidos como subpartes de una unidad, los cuales, a su vez, se subdividen en partes cuya articulación constituye un patrón. Concretamente, Ostrom propone la noción de arenas de acción como el hólon identificado, en el cual interactúan tanto los participantes como la situación de acción5. A su vez, las arenas de acción son afectadas por variables exógenas y producen resultados que posteriormente se constituirán en factores que afectan tanto a los participantes como a la situación de acción. En esta interacción hay una racionalidad implícita, expresada en el principio según el cual, cuando los resultados derivados de una interacción se consideran productivos para los participantes, estos buscan mantener e incrementar tales interacciones.

Como se dijo anteriormente, las arenas de acción están básicamente constituidas por dos hólons: situaciones de acción y participantes. Las situaciones de acción se caracterizan por las siguientes variables: 1) la serie de participantes (individuales o corporativos); 2) las posiciones asociadas a roles que han de ser ocupadas por los participantes; 3) los resultados potenciales; 4) la serie de acciones posibles y las relaciones y funciones entre mapas de acción y productos realizados; 5) los controles que un individuo puede tener con relación a la función anterior; 6) la información disponible para los participantes sobre acciones, productos y sus interrelaciones, y 7) los costos y beneficios asignados a las acciones y sus productos (entendidos como incentivos y disuasiones). Por tanto,




una situación de acción se refiere al espacio social donde los participantes con diversas preferencias interactúan, intercambian bienes y servicios, resuelven problemas, dominan a otros o pelean (entre las múltiples cosas que los individuos hacen en las arenas de acción). (Ostrom, 2005, p. 14)



Tres variables principales afectan la estructura de una arena de acción: las reglas, los atributos biofísicos y materiales del entorno y los atributos de la comunidad.

Las reglas pueden ser entendidas como “algo” dado por una autoridad para ser compartido y entendido de manera conjunta por parte de los participantes. Ellas son las prescripciones forzadas concernientes a las acciones o productos requeridos, permitidos o prohibidos. Según Ostrom,


todas las reglas son el resultado de esfuerzos implícitos o explícitos, dirigidos a obtener orden y predictibilidad entre humanos, creando “clases” de personas (posiciones o roles), que corresponden a clases de acciones requeridas, prohibidas o permitidas con relación a los resultados requeridos, permitidos o prohibidos, o de cara a la probabilidad de ser monitoreado o sancionado en un modelo predecible. (Ostrom, 2000, p. 18)



En el análisis institucional se empieza por entender las reglas funcionales, concebidas como aquellas a través de las cuales los participantes explican o justifican sus acciones. El propósito del IAD es profundizar el análisis más allá de la superficie del comportamiento, para entender qué reglas están surgiendo o siendo utilizadas en determinada situación.

Ostrom distingue tres niveles de reglas, que coinciden con los niveles de análisis de ellas mismas: las reglas operacionales, que afectan las decisiones diarias de los participantes, y pueden cambiar rápidamente; las reglas de elección colectiva, que afectan actividades y resultados operacionales mediante sus efectos en la determinación de quién es elegible para ser un participante, las reglas específicas utilizadas en la transformación de las reglas operacionales, y las reglas de elección constitucional, que afectan los dos primeros niveles.

Los atributos biofísicos y materiales del entorno afectan y transforman algunas variables de la situación de acción, tales como los resultados, las series de acción, las relaciones entre acción y productos, entre otros. En particular, en el campo de lo público se ha dado especial importancia a la lógica de intercambio de bienes y servicios enmarcado en escenarios de abundancia o de carencia de estos. De esta relación de accesibilidad y disponibilidad se derivan dos características importantes, que definen, a su vez, los tipos de bienes y servicios: la exclusión y la sustractibilidad de uso. La primera hace referencia al grado de dificultad para restringir el número de participantes que se benefician de la provisión de un bien o servicio; la segunda, se refiere al hecho de que, cuando un individuo hace uso de un bien o servicio determinado, hace que este ya no esté disponible para el resto de los individuos. En este marco es evidente cómo estas características transforman las situaciones de acción.


En cuanto a los atributos de la comunidad, Ostrom propone una serie de atributos como variables que afectan una arena de acción, y por tanto deben ser tenidos en cuenta en un proceso del IAD. Estos son: los valores de comportamiento aceptados de manera general en una comunidad, el nivel de entendimiento común que potencialmente comparten los participantes sobre la estructura de tipos particulares de arenas de acción, el grado de homogeneidad en las preferencias de aquellos que viven en el interior de determinada comunidad, el tamaño y la composición de la comunidad relevante y el rango de inequidad en los activos básicos entre los participantes. La noción de cultura tomada por Ostrom se aproxima al juego de valores compartidos por una comunidad, así pues la diferencia cultural dificulta, facilita o incrementa los costos de creación y sostenimiento de reglas.

De esta manera, la arena de acción y las variables exógenas constituyen la estructura básica de análisis institucional propuesta por Ostrom. El modelo se presenta en la figura 1.
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FIGURA1. ESTRUCTURA PARA EL ANÁLISIS INSTITUCIONAL
 
FUENTE: OSTROM (2005, P. 15).


De esta forma, cualquier cambio en las variables exógenas o en los componentes de las arenas de acción se constituye en fuente de transformación de los comportamientos de los participantes. Sin embargo, Ostrom propone que la intervención para la administración de los bienes comunes debe centrarse en la estructura de las reglas, que cumplen un papel determinante en la arena de acción, más que en las que denomina variables exógenas. Por tanto, un análisis institucional, entendido como el análisis de las reglas que regulan e influyen en el comportamiento de los participantes, requiere del análisis de las siete variables que estructuran las arenas de acción: 1) los participantes, 2) las posiciones, 3) los resultados potenciales, 4) las estrategias y sus respectivos resultados, 5) los controles de los individuos, 6) la información y 7) los costos y beneficios. Este análisis y la modelación de los posibles resultados, en términos de decisiones individuales y colectivas, derivados de cambios en las reglas se constituyen en el foco de investigación para los analistas de políticas públicas, y es en este punto donde se puede identificar cómo Ostrom, al igual que Douglass North, considera que la modelación de las organizaciones y del comportamiento individual requiere analizar a su vez las estructuras de gobierno, las capacidades y las formas de aprender, de tal manera que se pueda asegurar su éxito (North, 1993). De esta forma, la interacción entre organizaciones, individuos e instituciones, junto con la obligatoriedad de las normas son las que determinan el sentido del cambio institucional (North, 1993; Ostrom, 2009).

Focalizando y articulando situaciones de acción

Ostrom se centra en la unidad de análisis previamente definida como situación de acción. Es importante resaltar que la lógica que rige las acciones potenciales de dos o más individuos en busca de un resultado surge de la conjugación de las partes funcionales de esta. A pesar de que esta conjugación puede leerse a la luz de un juego formal simple, la mayoría de las situaciones de acción son muy complejas y pueden constituirse en cadenas igualmente complejas, lo que exige del análisis institucional el desarrollo de una amplia variedad de herramientas analíticas.

Dicha complejidad no escapa a una constante en el comportamiento del ser humano, identificada por la teoría de juegos, relacionada con el no cumplimiento de los acuerdos (defección), la cual se constituye en un campo importante en el análisis de los dilemas sociales. Como regla o tendencia opuesta, podría decirse que, cuando existe la posibilidad de múltiples interacciones entre los participantes, defeccionar puede costar más de lo que se gana, entonces se adoptan estrategias de relación cooperativa, siempre que los otros participantes hagan lo mismo.

Se enuncian algunos aspectos estructurales de las situaciones de acción: el primero lo constituyen los atributos de los participantes. Los siguientes son: 1) el número de participantes; 2) el carácter individual o grupal de ellos, distinguiendo aquellos que comparten las mismas características culturales, y que aun comportándose de manera semejante actúan como individuos, de aquellos que persiguen un resultado común y que en aras de su obtención se agrupan; estos últimos actúan como un individuo compuesto, y, finalmente, 3) atributos individuales, tales como el género, la edad, el nivel educativo y la pertenencia étnica, entre otros.


Las posiciones son otra variable de las situaciones de acción. Estas se pueden entender como los roles o papeles que cada participante ocupa en la interacción: “La naturaleza de la posición asignada a los participantes en la situación de acción define la calidad del participante en la situación misma, le permite tomar ciertas decisiones y le prohíbe otras” (Ostrom 2005, p. 41).

Frente a los resultados potenciales, Ostrom sugiere tratar de comprender cómo las reglas o atributos del mundo biofísico o de la comunidad transforman una situación de acción. Para ello, propone analizar separadamente: 1) los resultados físicos obtenidos de la cadena de acciones de los participantes, 2) las recompensas o costos asignados a las acciones y resultados derivados de las reglas de pago y 3) la valoración hecha por los participantes de la combinación de los dos aspectos anteriores.

Los participantes de una situación de acción deben escoger entre una serie de acciones posibles en cada etapa del proceso de decisión. Una acción puede ser entendida como una selección de un marco o valor de una variable de control, que dicho participante espera que afecte una variable de resultado. Cuando este control de variables permite conocer todas las posibles “movidas” en todos los posibles contingentes, estamos hablando de una estrategia. Es importante tener en cuenta que en las situaciones complejas que caracterizan las interacciones humanas siempre existen límites con respecto a la información.

Dadas estas herramientas teóricas, Ostrom contextualiza la acción del politólogo en el estudio de realidades sociales constituidas por complejas cadenas de arenas de acción. En este orden de ideas, y para acotar el proceso investigativo, Ostrom recomienda establecer claramente las preguntas de interés que a su vez permitirán delimitar las situaciones a analizar. De esta misma estructura resultarán las posibilidades reales de hacer predicciones fuertes o débiles con respecto al comportamiento y los resultados, así como de las relaciones de causalidad entre los niveles de análisis.

Finalmente, Ostrom recuerda que, en primera instancia, su intención es descifrar cómo las reglas afectan la estructura de situaciones de acción, en vez de trabajar en cada detalle del sistema completo. Si bien no existe una sola causa que explique el comportamiento humano, el IAD permite ver que muchas situaciones que aparentemente eran significativamente diferentes comparten los mismos componentes subyacentes. Por tanto, la intención de Ostrom es ayudar a identificar las partes funcionales, la gramática y el alfabeto del comportamiento social humano.


Las situaciones de acción en el laboratorio

Ostrom se propone ilustrar cómo los componentes de una situación de acción determinan diferencias de comportamiento y de resultados, de igual forma resalta los límites del interés egoísta y del cálculo racional como los supuestos fundamentales del comportamiento racional. Para ello, se analizan dos dilemas sociales: el primero es denominado el juego de la confianza o juego de la inversión y el segundo es el dilema de los comunes. En cuanto dilemas sociales, recrean situaciones en las que existen incentivos en el corto plazo para tomar decisiones de manera individual y bajo la lógica del cálculo racional, las cuales, si son sostenidas en el tiempo, solo derivan en la obtención de los peores resultados posibles.

El juego de la confianza o del inversionista

La línea de base del juego de la confianza es la siguiente: existen dos participantes, el inversionista y el fideicomisario. El inversionista y tiene una cantidad x de recursos del juego, y puede entregar una cantidad t al fideicomisario (en este caso, el inversionista quedaría con x - t) o puede entregar la totalidad de los recursos (x = t), y el fideicomisario decide cuánto de los fondos retorna al inversionista y. Los resultados dependen de los recursos asignados por los jugadores, en concordancia con las decisiones tomadas. De esta forma, los pagos potenciales son: pago del inversionista ((x - t) + y) y pago del fideicomisario (t (1 + r) y), donde la tasa de retorno es (1 + r). La cantidad invertida por el inversionista es triplicada y es enviada al fideicomisario.

En este panorama, el interés egoísta del fideicomisario lo llevará a maximizar su ganancia sin devolver al inversionista ninguna cantidad de dinero. Si el inversionista asume que esto pasará, no invertirá ninguna cantidad y, de esta forma, se obtendrá el resultado más desfavorable. Este juego refleja, entonces, la influencia de la confianza y la reciprocidad en el proceso de toma de decisiones y no exclusivamente del interés egoísta y el cálculo racional.

Este dilema, entendido como un ejercicio de laboratorio, pasó por diferentes versiones, en las cuales se modificaron variables que tuvieron impacto en la dinámica y en los resultados del juego. Algunos de los cambios y de los resultados obtenidos fueron los siguientes:

1. Impacto de la jerarquía en la lógica del juego: se encontró que en juegos donde la jerarquía era horizontal, se dieron mayores posibilidades de confianza y reciprocidad que en donde existían jerarquías verticales.


2. Condición socioeconómica, creencias culturales, distancia social y comunicación: de esta variación se determinó que los individuos con mayor orientación hacia los grupos eran los que más enviaban fondos, tanto del lado de los inversionistas como de los fideicomisarios.

3. Repetición del juego: en los casos de juegos repetitivos, la reputación entró a desempeñar un papel importante en la estructura del juego.

4. Cambios en la información y amenaza de sanción: en este experimento se ofreció información adicional al fideicomisario para que conociera la expectativa de retorno del inversionista. De igual forma, se estableció una condición de incentivo, que imponía una multa al fideicomisario si el inversionista no recibía la cantidad esperada. El estudio mostró nuevamente una relación importante entre la confianza y la reciprocidad. Sin embargo, el uso de la sanción, que es parte de la discrecionalidad del inversionista, demostró un efecto adverso en la posibilidad del retorno de los recursos (Ostrom, 2005).

De igual forma, se analizó el dilema de los comunes o tragedia de los comunes.

Dilema de los comunes

Los recursos comunes son aquellos recursos naturales o humanos de los cuales es difícil excluir a alguien o limitar su uso. De igual forma, el uso de estos recursos disminuye su cantidad disponible para otros usuarios. Teniendo en cuenta lo anterior, el dilema de los comunes reproduce la situación de sobreexplotación de un recurso.

Estructura general del juego: existen n sujetos, con una sola posición: la del individuo que busca apropiarse del bien común. Los jugadores pueden decidir la asignación de sus recursos en cada periodo de tiempo. Ellos pueden escoger entre dos actividades: recoger las unidades del bien común o usar su tiempo en ganar dinero en otra actividad. Como supuestos se entiende que todos los jugadores tienen la misma dotación e iguales oportunidades en la actividad alternativa propuesta. Los resultados dependen, por un lado, de la cantidad de recursos que pueden ser apropiados y, por otro, de las ganancias de la opción alternativa. Los pagos potenciales se derivan de la cantidad de recursos que cada jugador invierta, ya sea en la explotación del bien común, en el usufructo de la actividad alternativa o en la combinación de ambas; en este último caso, el salario devengado de la inversión realizada en el bien común depende de su inversión y de su producción total.

El resultado esperado de un comportamiento egoísta es el más desfavorable de todos; sin embargo, se demostró que existe un comportamiento más cooperativo que el predicho por el modelo basado exclusivamente en las ganancias monetarias.


En este caso, Ostrom presenta estudios de impacto en los resultados surgidos a partir de la variación en la estructura del juego. Algunos de los cambios en la estructura y sus impactos en la dinámica del juego son los siguientes:

1. Cambios en la información: cuando no existe comunicación, se tiende a la sobreexplotación del bien común.

2. Heterogeneidad de los jugadores: se identificaron problemas en los casos en los que existe una heterogeneidad de jugadores, ya sea porque se orientan por reglas diferentes o por asimetrías en las dotaciones.

3. La inclusión o exclusión de los jugadores genera problemas de coordinación y estabilidad de los acuerdos.

4. Se identifica la importancia para los jugadores de ser evaluados como dignos de confianza, lo cual es consistente con el deseo de imponer sanciones costosas a quienes rompan los acuerdos.

5. Los grupos pueden coordinarse para llegar a resultados óptimos.

6. La respuesta frente a la sanción varía según esta sea impuesta de manera externa o en el seno del grupo (Ostrom, 2005).

Finalmente, de esta experimentación Ostrom deriva tres conclusiones: la primera se refiere a la importancia de la estructura del juego y, con ello, de las instituciones en interacción humana, en la medida en que cambios en alguna de las variables del juego generan transformaciones en su dinámica y, por tanto, en los resultados. La segunda es el cuestionamiento del principio del utilitarismo, según el cual la suma de las utilidades individuales se convierte en la utilidad social, lo que evidencia los efectos perversos del cálculo egoísta y racional. La tercera destaca la capacidad de los grupos de autoorganizarse y la importancia que tiene la autodeterminación en la generación de comportamientos cooperativos.

Animando el análisis institucional a partir del papel de los participantes en las arenas de acción

Ostrom afirma que los participantes, entendidos como el segundo hólon de la estructura del IAD, son quienes imprimen la dinámica al mundo institucional. Para ello, continúa discutiendo acerca de la elección racional como un modelo que opera en una situación específica (como situaciones de mercado perfecto) y aborda los dilemas sociales y los límites del modelo racional para su análisis.

Recordemos que el modelo de elección racional se sustenta en tres supuestos fundamentales, que son: primero, los individuos tienen información completa sobre la situación de decisión a la cual se enfrentan; segundo, los individuos tienen preferencias estables y transitivas que les permiten construir una función monotónica de los pagos esperados, y, tercero, los individuos, después de analizar la situación, tomarán la alternativa que maximice sus beneficios. Aunque este modelo no es aplicable a todas las situaciones de acción, sí permite identificar tres componentes fundamentales que constituyen la situación de acción, estos son: la información, la valoración de esta y los criterios de selección.


A partir de lo anterior, el IAD establece que para ocuparse del análisis de los participantes se hace necesario abordar tres componentes: primero, la forma en que los participantes adquieren, procesan y representan la información; segundo, la valoración que hacen de sus acciones y resultados, y, finalmente, un análisis de los procesos de selección, centrándose especialmente en los criterios de selección.

Con respecto al procesamiento de información, Ostrom plantea que el análisis de los participantes debe tener en cuenta tanto el supuesto de racionalidad limitada como su tendencia a dar sentido al mundo que los rodea, es decir, su tendencia a construir modelos mentales o representaciones de diversas situaciones que les permita tomar decisiones razonables. Los modelos mentales tienen dos fuentes de afectación fundamental, su experiencia con el mundo, es decir, los procesos de retroalimentación con respecto a sus interacciones, y el sistema de valores en el cual se circunscribe el individuo. Con respecto al proceso de retroalimentación, Ostrom plantea que los individuos tienden a construir el modelo mental más apropiado para cada situación, esto es que lo ajustan continuamente, de forma que los modelos explicativos construidos por ellos se acerquen más a la posibilidad de tomar las mejores decisiones de acuerdo con cada situación de acción. Además de la retroalimentación, el contexto cultural de los individuos cumple un papel fundamental en los modelos mentales; en este sentido, la cultura puede ser entendida como los modelos mentales compartidos y estructurados a lo largo del tiempo en una comunidad específica, y también puede ser vista como un proceso de transferencia generacional de las experiencias pasadas. En ambos casos, los procesos de aprendizaje son fundamentales.

Acerca del proceso de valoración, se cuestiona el cálculo racional y, fundamentalmente, el hecho de que el incentivo material sea el único incentivo para tener en cuenta en el análisis de procesos decisorios, en los cuales amplios estudios empíricos han demostrado su inoperancia. En esta medida, Ostrom propone como tarea la necesidad de desarrollar instrumentos que permitan analizar y reconectar los marcos normativos del individuo y del contexto en el cual está inscrito y las orientaciones del cálculo racional. De esta forma, se podrán identificar de manera más satisfactoria las motivaciones humanas, las cuales pueden estar ligadas al reconocimiento, al miedo, a la culpa, a la honorabilidad, a la valoración de la autonomía como autodeterminación, entre otras; y, en ese sentido, pueden dar cuenta de manera más satisfactoria de las posibilidades de cooperación cuando esta se requiera.


Ahora, con respecto a los supuestos del proceso de selección, Ostrom señala que el cálculo racional no es la única estrategia y que, por el contrario, en contextos complejos donde existen problemas de información y de incertidumbre existe diversidad de estrategias acerca de la decisión.

Por otro lado, Ostrom cuestiona de fondo el supuesto del individuo racional y egoísta, planteando además que el surgimiento de la condición humana estuvo relacionado más con la capacidad de cooperación y de identificación de los individuos que no cooperaban. En este sentido, su interés de analizar las instituciones y los marcos normativos que posibilitan la coordinación y la cooperación está dado por el interés de superar los problemas que enfrentan los bienes públicos y, específicamente, los bienes comunes.

Teniendo en cuenta lo anterior, Ostrom plantea que existen al menos dos lecciones importantes: la primera hace referencia a la naturaleza humana, en la cual se puede identificar una complejidad de motivaciones que superan la perspectiva del homo economicus, esto es el egoísmo y la importancia del incentivo material, y, la segunda se refiere a la importancia de las instituciones. A partir de ello, considera que es necesario enfrentar tres problemas importantes: ¿cómo se puede abordar la complejidad para centrarse en problemas relacionados con un mayor crecimiento?, ¿cómo podemos incluir las normas en nuestro análisis, sin caer en la trampa de que todo lo que se necesita es asumir que los individuos aprenden y utilizan normas? y ¿cómo podemos obtener una mejor comprensión de lo que queremos decir cuando decimos que las instituciones importan? (Ostrom, 2005).

A la primera pregunta, Ostrom responde que es necesario centrarse en las situaciones de no mercado, en la medida en que el mercado funciona bien con respecto a los bienes privados; por ello, es fundamental centrarse en aquellas situaciones en las que el mercado no funciona, como en el manejo de los bienes públicos y comunes, porque allí es donde surgen los dilemas sociales, y, por tanto, se debe pensar en diseñar normas que permitan su superación.

Ante la segunda y la tercera pregunta, Ostrom plantea que el diseño de normas debe entonces promover la acción colectiva, es decir, la cooperación como elemento fundamental para superar los dilemas sociales, y en este punto es importante tener en cuenta que las normas desempeñan un papel importante en el desarrollo de los dilemas sociales. Ellas pueden ser representadas en los análisis formales como un parámetro delta, que representa los beneficios o costos intrínsecos de obedecer una prescripción normativa particular. El parámetro delta puede variar como resultado de que la acción pueda ser observada o no, así como de la heterogeneidad de las preferencias.

Ostrom también señala que los hallazgos recientes en la teoría de la evolución muestran cómo los mecanismos cooperativos fueron decisivos en el proceso evolutivo, más que el individualismo y la competencia. En este sentido, se plantea que fueron los aprendizajes sobre la resolución de los problemas colectivos los que marcaron la pauta de la sobrevivencia y evolución.


Finalmente, se puede plantear cómo la comprensión de los participantes es pieza clave en la comprensión de las situaciones de acción, y para ello son necesarias al menos tres condiciones: superar los supuestos de racionalidad total del individuo, determinar los procesos de aprendizaje, y con ello la modificación de los modelos mentales, y analizar las motivaciones humanas.

Segunda sección. Focalizando en las reglas

La gramática de las instituciones

Es importante profundizar en la propuesta metodológica del IAD para entender sus alcances en el APP. Ostrom propone una ruta de análisis de la estructura de la situación como prerrequisito para preguntarse cómo individuos limitados racionalmente, falibles, pero a la vez adaptativos, actúan en situaciones de acción.

En este marco, el análisis de la estructura de las situaciones deriva en el análisis mismo de las reglas, las normas y las estrategias compartidas como expresiones institucionales que describen las oportunidades y restricciones, que a su vez crean expectativas sobre el comportamiento (acciones y resultados) de otros actores.

Queda claro que al IAD le interesa enfocarse en el análisis de las reglas, en cuanto, por un lado, el campo de la política normalmente se ocupa del cambio de las reglas mismas y, por otro, el análisis institucional reconoce que es más factible incidir en las reglas que pretender cambiar la situación tratando de cambiar el mundo biofísico o los atributos de una comunidad. Así, el IAD permite que las instituciones tengan la certeza de estar creando reglas adecuadas y puedan predecir mejor de esta manera su influencia en una situación de acción.

La sintaxis hace referencia a cinco componentes, a saber: atributos (attributes), deóntica (deontic), objetivos (I aim), condiciones (conditions) y de lo contrario (or else). Su suma se conoce como la sintaxis Adico, bautizada así a manera de acróstico.

Los atributos son entendidos como las características de los individuos mediante las cuales se identifica a quiénes son afectados por una determinada declaratoria, por ejemplo: edad, residencia, sexo, ciudadanía y posición, entre otras. Si se trata de actores asociados, las variables pueden ser el tamaño de la membresía o la localización geográfica. Cuando no hay un atributo específico definido en la declaratoria, se entiende que ella afecta a todos los miembros participantes en determinada acción. Consecuentemente, cualquier atributo explícito delimitará un subgrupo de participantes, por ello, cabe afirmar que el atributo como componente de una declaratoria mapea la autoridad o poder de prescripción de la declaratoria misma en relación con las posiciones de sus participantes. De aquí se concluye que es necesario identificar y extraer las reglas que asignan posiciones a los participantes para entender cómo una declaratoria institucional actúa y afecta en la situación de acción.


La deóntica es entendida como el componente de la declaratoria que define lo que está permitido (P), lo que es obligatorio (O) y lo que está prohibido (F) (tabla 1).

TABLA 1.








	Operador deontológico

	Verbos modales que lo definen




	P (lo permitido)

	puede




	O (lo obligatorio)

	debe




	F (lo prohibido)

	no debe





FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.

Ahora bien, ¿qué significa que una regla o una norma permitan una acción? Las expresiones que asignan permiso (P) a una acción influencian la estructura de las situaciones de acción por lo menos de tres maneras: 1) estableciendo condiciones limitadas en las cuales los permisos existen; 2) constituyendo dicha acción al enunciarla, es decir, que si es necesario permitir dicha acción es porque antes no existía, y 3) otorgándole el derecho de tomar parte en dicha acción a participantes con atributos particulares. Ahora bien, el permiso asociado a la noción de derecho involucra inmediatamente la noción de deber, si la regla que asigna permiso no está acompañada de una regla que asigna deber a alguna de las posiciones para asegurar que aquellos que pueden actuar sean capaces de hacerlo. Entonces dicha regla de permiso solamente establece que para uno o varios participantes está permitido hacer determinada acción sin que tengan un derecho particular de hacerla.

En el campo de la teoría de juegos, el AID reconoce que la estructura de pagos o recompensas en un juego formal en el cual los individuos comparten un conocimiento común de las prescripciones es diferente a la de un juego formal en el que sus participantes apenas aceptan un conocimiento compartido de acción racional. Este solo factor ha exigido para el análisis de expresiones institucionales en juegos formales la introducción de parámetros delta, antes mencionados, que permitan identificar los costos y recompensas percibidos al obedecer o desobedecer una prescripción.


El desarrollo de estos parámetros puede resumirse en la siguiente premisa: si una acción está prohibida por una norma y un individuo insiste en esa acción, se esperaría que este jugador experimentara algún tipo de costo, representado en por lo menos un componente delta. Si las normas indican que dicha acción o producto están permitidos, se esperaría que aquellos que tratan a dicha acción o producto como prohibidos o que obstruyen a un individuo por realizarlos sufran algún costo.

Los objetivos consisten en la descripción específica de una parte funcional en una situación de acción. En ella se describen las acciones o productos de una situación de acción a la cual un deóntico le ha sido asignado y contiene información sobre el proceso o provee una fórmula para él. Los objetivos normalmente proveen el foco para estudios formales y empíricos.

Las condiciones consisten en la serie de variables que definen cuándo y dónde aplican las expresiones institucionales. Si una declaratoria no especifica variables particulares sobre este particular, entonces se entiende que la condición hace referencia a todo lugar y cualquier momento cubierto por la norma, la regla o la estrategia.

De lo contrario se refiere al rango de castigos posibles en caso de que una regla no sea seguida. Cabe aclarar que solo las reglas tienen esta condición. Tres condiciones se necesitan para que exista este componente: primero, la consecuencia o castigo que desencadena el de lo contrario debe ser el resultado de una acción colectiva; segundo, la amenaza presentada en este componente soportarse en otra norma o regla que cambie el deóntico asignado a algún objetivo por lo menos para un actor en condiciones de desobediencia de la regla, y, tercero, la prescripción debe afectar las oportunidades y prescripciones de aquellos actores que son reconocidos como impositores o monitores de la sanción, quienes en la mayoría de los casos están representados por instancias estatales. Otro aspecto de esta amenaza lo constituye la especificación de aplicaciones graduales de acuerdo con la intensidad y el número de veces que se repita la infracción. Las implicaciones de las sanciones están en el centro del análisis de los comportamientos de los participantes. La presencia del de lo contrario (“y si no”) es crucial para el análisis de las reglas, pues permite identificar, sobre todo cuando hay información sobre la regla, la diferencia entre expresiones institucionales que influencian la situación de acción en cuanto normas o estrategias y aquellas expresiones que lo hacen en cuanto reglas.

Los elementos de esta sintaxis Adico componen tanto las reglas como las normas y las estrategias: las primeras tienen los cinco elementos, y pueden ser expresadas como (atributos), (deóntico), (objetivo), (condiciones) y (y si no…). Las normas tienen solo cuatro elementos, y pueden ser expresadas como (atributos), (deóntico), (objetivo) y (condiciones). Finalmente, las estrategias tienen solo tres elementos, y pueden ser expresadas como (atributos), (deóntico) y (objetivo). Esta varianza de componentes permite analizar el paso de una estrategia a una norma y la evolución de esta última a una regla.


Una vez identificada la sintaxis de esta gramática, se presentan ejemplos de aplicación inicial de ella en: 1) el análisis de juegos formales, 2) la síntesis de diversas aproximaciones teóricas al estudio de reglas y normas y 3) el aprendizaje sobre normas y reglas en investigación empírica.

De la aplicación en general de esta gramática a la teoría de juegos quedan varias preguntas, como, por ejemplo: ¿de qué modo los cambios de nivel en la internalización de las reglas afecta los niveles de monitoreo y sanción requeridos para reforzar la cooperación en un contexto definido de presión social?, ¿cuál debe ser el tamaño de los parámetros delta necesarios para asegurar la cooperación en un contexto de diferentes tasas de monitoreo, y la sanción cuando el valor de cooperar es menor que la ventaja de defeccionar?, ¿cómo difieren los incentivos de monitorear y sancionar cuando una misma persona asume estos dos papeles?

Queda claro que la sola introducción de la sintaxis Adico hace que una declaratoria institucional pase de ser una estrategia a ser una norma o una regla.

También hace referencia al uso de la gramática en la síntesis de diversas aproximaciones teóricas al estudio de reglas y normas. Es así como la sintaxis Adico ayuda a desenmarañar las discusiones entre leyes formales, instituciones informales y comportamientos ordenados. Para el primer caso, cabe aclarar que las leyes escritas pueden ser asumidas como constitutivas de lo que la sintaxis Adico denomina reglas; por supuesto, antes de analizarlas como reglas en uso, se propone identificar los atributos compartidos y comprendidos de tales leyes e identificar si existen procesos de monitoreo y sanción a manera de expresiones institucionales. Esto se debe a que muchas reglas y normas asumidas por los individuos en sociedades complejas no están registradas en ninguna ley escrita. Estas prescripciones asumidas, pero no legalizadas, pueden entenderse como instituciones informales, y en cuanto son compartidas conforman normas o reglas dependiendo de la presencia de componentes sancionatorios. Caben entonces las preguntas por los aspectos Adico en contextos definidos por esta informalidad.

En este sentido, el uso de la sintaxis Adico permite evaluar también el grado de legitimidad y cumplimiento de las reglas bajo la siguiente premisa: si quienes hacen las reglas las imponen por la fuerza, los individuos sujetos por dichas reglas no generaran de la manera deseada los parámetros internos delta asociados con el rompimiento de las reglas. Es más, si aquellos que se supone que deben seguir una regla la encuentran ilegitima, pueden incluso buscar recompensas en acciones que infringen la norma, adoptando una metanorma o norma paralela. Estamos pues ante una doble exigencia en el análisis: la normativa misma (y su carácter de legitimidad y cumplimiento) y las motivaciones materiales que llevan a tomar decisiones.


Frente al tema de la libertad y las restricciones en la toma de decisiones, Ostrom señala que la incorporación de las categorías de requerido, permitido y prohibido en las reglas que definen las acciones y productos expanden o limitan los niveles de libertad de los individuos en el siguiente sentido: la libertad es restringida por las reglas en cuanto limitan el inventario de acciones posibles que el individuo puede tomar en una situación de acción; pero, a la vez, expande la libertad en cuanto le permite al individuo predecir las posibles acciones de los otros en una situación de decisión.

Finalmente, Ostrom se refiere al uso de la gramática en el campo de la investigación empírica. En los estudios empíricos de campo, la tarea del investigador consiste en descubrir las expresiones lingüísticas que hacen parte de las bases institucionales de las expectativas compartidas y que pueden ser observables como regularidades en el comportamiento. La identificación de los componentes de estas expresiones requiere muchas veces del empleo de métodos cualitativos de investigación, tales como entrevistas en profundidad, reconstrucciones, historias y estudios de caso. El investigador debe establecer cuándo es razonable usar una expresión que asigna valores deónticos a una acción o a un producto que le permitan explicar determinado comportamiento. En campo, el investigador escucha un discurso normativo del que debe dilucidar si expresa una obligación moral o es tan solo sentido articulado de lo moral, basándose en la presencia o no de elementos deónticos e incluso de elementos sancionatorios. El análisis del contexto de conocimiento y uso se hace, entonces, fundamental para el entendimiento de la influencia de las instituciones en los productos de la situación de acción. Esto exige del investigador la capacidad de identificar el apropiado nivel de precisión de las expresiones institucionales con relación a las situaciones de acción, y ello conlleva la identificación de las escalas de actuación. Como el trabajo de campo no permite la fácil identificación y registro de las instituciones en uso al nivel y escala adecuado, el investigador debe desarrollar un apropiado sumario del complejo laberinto jurídico que está en las expresiones escritas u orales de dicho contexto de investigación (sociedades, subgrupos o situaciones).


¿Por qué clasificar las reglas?

La gramática le permite a Ostrom desarrollar un sistema de clasificación de las reglas, buscando a su vez crear una misma base de análisis para los diferentes académicos que se han ocupado de estudiar las normas, las reglas y las estrategias compartidas. Para ella, es fundamental aportar a la unificación de las definiciones sobre estos mismos términos, ya que para algunos la norma es lo que para otros es la regla, lo que se evidencia en los elementos de la sintaxis Adico que le atribuyen diferentes estudios a cada uno de estos términos.


Ostrom tiene la firme confianza de que, pese a la innumerable variedad de reglas y normas que se encuentran en los estudios de caso o en las situaciones de acción, esta clasificación de siete tipos de reglas recoge esta variedad enunciada de reglas a partir de las estructuras o elementos semejantes.

La proyección transformacional del uso de esta gramática queda en manos de aquellos que desarrollan análisis de política en cuanto se les exige dar cuenta de la aplicación, concordancia con la realidad, funcionalidad y necesidad de transformación de las reglas y normas, dado que estas son dispositivos de solución de problemáticas de toda índole: “El analista político está en la condición de ‘reparar’ acciones singulares o relacionadas tal y como el médico está en la condición de ‘atender’ a un paciente enfermo” (Ostrom 2005, p. 180).

Ahora bien, ningún lenguaje y sistema gramático creado por el ser humano está exento de error, y la sintaxis Adico comparte esta condición. No obstante, para Ostrom es claro que como herramienta permite identificar con el tiempo reglas cuya aplicación se da en múltiples y diferentes tipos de situación; de estas se pueden derivar los bloques de construcción o unidades universales que están más frecuentemente incluidas en las series de reglas que constituyen las arenas de acción. Así, “un sistema de clasificación permite estudiar una multiplicidad de arreglos institucionales detrás de los cuales están aquellas reglas constitutivas de un gran número de situaciones aparentemente diferentes” (Ostrom, 2005, p. 185).

Clasificando las reglas

Ostrom profundiza su propuesta de un sistema de clasificación de reglas buscando visibilizar el vínculo existente entre ellas y la realidad que estructuran. Para tal fin propone realizar una aproximación a través del componente objetivo, correspondiente a la descripción específica de una parte funcional en una situación de acción.

Propone, entonces, varias estrategias para la clasificación de las reglas a saber: 1) a través de los órdenes o jurisdicciones que las reglas mismas crean; 2) a partir de la relevancia que cobra que determinada regla provenga de un ente gubernamental, y de allí su carácter formal, o que provenga de su uso y significado compartido, y de allí su grado de informalidad, y 3) a partir de su origen, en cuanto pueden provenir de un externo y ser asignadas o pueden ser el resultado de una evolución.

Ostrom identifica dos formas de aproximación a la clasificación de las reglas: una horizontal, que consiste en clasificar las reglas a partir de los componentes relevantes de la situación de acción que ellas afectan; es decir, a partir de las partes funcionales que constituyen los objetivos. La otra forma es vertical, y consiste en la clasificación de la regla a partir de los grados de autoridad (que supone uno de imposición) presentes en su desarrollo.


Valga decir que, dado que Ostrom se adscribe al marco conceptual desarrollado por John Commons, es necesario diferenciar entre reglas autorizadas y reglas de autoridad. Así, se presentan aquí dos definiciones fundamentales: reglas de elección colectiva y reglas de elección constitucional. Las primeras poseen la autoridad para afectar la situación acción a nivel operativo y las segundas, la autoridad para afectar la situación de elección colectiva.

Ostrom se identifica con la forma de aproximación horizontal, así pues, para profundizar en esta ella retoma, por un lado, los componentes de la sintaxis Adico (atributos, condiciones, deónticos, objetivos y si no…) y, por otro, los componentes de una situación de acción (participantes, posiciones, acciones, productos o resultados, información, control y costos y beneficios). De la afectación que las reglas tengan sobre cada uno de estos elementos surge una primera clasificación de ellas. Así, Ostrom (2005) identifica las reglas como variables exógenas que afectan directamente los elementos de una situación y relaciona los elementos constitutivos de la situación de acción con la influencia que los correspondientes tipos de reglas pueden tener sobre dichos componentes. Estas correspondencias entre componentes objetivo y reglas pueden simplificarse, como se ve en la tabla 2.

TABLA 2. TIPOS DE REGLAS








	Tipo de regla/componente que afectan

	Verbo que las define




	Reglas de posición: afectan las posiciones de los participantes; por ejemplo, aquellas que suprimen o generan cargos.

	Están definidas por los verbos ser o estar.




	Reglas delimitativas: afectan a los participantes; por ejemplo, indican su salida o ingreso.

	Están definidas por los verbos entrar o salir.




	Reglas de escogencia: afectan las acciones en cuanto asignan series de estas a determinada posición.

	Están definidas por el verbo hacer.




	Reglas de agregación: afectan el control efectivo ejercido por los participantes con respecto a ciertos elementos.

	Están definidas por la conjugación afectan.




	Reglas informativas: afectan la disponibilidad de la información sobre las acciones y su relación con los resultados.

	Están definidas por los verbos enviar y recibir.




	Reglas de pago: afectan los costos o beneficios asociados a los resultados de determinadas acciones.

	Están definidos por los verbos pagar o recibir.




	Reglas de campo de aplicación: afectan a los productos en cuanto red de costos y beneficios al asignarles un alcance determinado.

	Están definidos por el verbo ocurrir (en futuro imperfecto).





FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA CON BASE EN OSTROM (2005).


Varios elementos son fundamentales en el abordaje de las partes funcionales y su consecuente afectación por reglas específicas. El primero de ellos consiste en el papel de la comunicación como garante de la cooperación, que se reduce a afirmar que si hay varios jugadores incomunicados, es posible predecir niveles bajos de cooperación.

Ostrom presenta una serie de reflexiones a manera de advertencia sobre el uso de los componentes objetivos y su correspondencia con determinadas reglas.


La primera reflexión gira en torno al carácter relacional que tienen las reglas para operar; es así como de la misma manera que un componente objetivo incide en una situación de acción, otros componentes de las reglas pertenecientes a las condiciones o al y si no pueden al mismo tiempo incidir en otros componentes. (Ostrom, 2005, p. 191)



Finalmente, valga decir que, dado que todas las reglas poseen componentes deónticos, que se traducen en deltas y en amenazas de sanción (y si no), todas las reglas impactan directa o indirectamente en los costos y beneficios.

 Luego, Ostrom define los diferentes tipos de reglas, a saber:

 Reglas de posición: al inicio de una situación de acción hay posiciones que son ocupadas por los participantes, y desde las cuales pueden desarrollar ciertas acciones y tienen prohibido realizar otras. Estas reglas son precisamente aquellas que definen las posiciones. Aspectos tales como el número de posiciones, la autoridad concentrada en una posición y el número de participantes por posición generan variabilidad en la incidencia de estas reglas sobre la situación de acción.

Reglas delimitativas: afectan a los participantes en tanto definen su entrada o salida en la situación de acción. En un primer dictamen, las reglas definen la elegibilidad de los individuos para ingresar en calidad de participantes; es decir, definen las condiciones y los atributos requeridos para que los individuos sean participantes. En un segundo dictamen, la regla crea dos grupos: aquellos que poseen la calidad de miembros por tener dichos atributos y aquellos que, aun poseyendo estos atributos, no tienen la calidad de miembros. Finalmente, en un tercer dictamen, estas reglas definen cuándo y bajo qué condiciones un participante debe salir.

Reglas de escogencia: definen la serie de acciones posibles, requeridas o prohibidas para un participante en un punto específico del momento de decisión, de acuerdo con su posición relativa y sus acciones previas, al igual que con aquellas tomadas por los otros participantes y los atributos de variables relevantes.


Crean así una jurisdicción basada en atributos y condiciones que define a su vez las competencias de las posiciones por un lado, y por otro limitan los rangos de las acciones posibles para cada posición. Afectan así los derechos básicos, los deberes, las libertades, la exposición de sus miembros y la relativa distribución de lo anterior en todos. (Ostrom, 2005, p. 201)



Reglas de agregación: este tipo de reglas buscan definir un ente (individual o colectivo) que resuelva la toma de una decisión.


Reglas informativas: “Afectan el nivel de disponibilidad de la información para los participantes, esta regla autoriza canales de información entre participantes, asigna la obligación, el permiso o la prohibición de comunicarse entre participantes y posiciones en los nodos de decisión determinados” (Ostrom, 2005, p. 206). Los aspectos a tener en cuenta de estas reglas son: los canales de circulación de la información, entendidos como los conectores a través de los cuales fluye la información entre posiciones y participantes; la frecuencia y precisión de la información, que se refiere a la cantidad, calidad y oportunidad de la información que circula; el sujeto de información, entendido como las restricciones discrecionales que pesan sobre los contenidos de la información, y el lenguaje oficial, entendido como las reglas que buscan lenguajes comunes o formales para la circulación de la información.

Reglas de pago: “Asignan recompensas externas o sanciones a las acciones particulares que han tenido lugar o a las lecturas particulares sobre las variables manifiestas de los resultados” (Ostrom, 2005, p. 207). Cabe aclarar que, como se dijo anteriormente, todas las reglas, al contener aspectos deónticos, afectan la relación de pagos de cualquier acción.

Reglas de campo de aplicación: “Afectan una variable de resultado conocida que debe, no debe o puede ser afectada como resultado de las acciones tomadas en determinada situación… definen esta serie, afectan la amplitud del espacio del resultado (número de variables manifiestas afectadas) y especifican el rango de cada variable de resultado incluida en dicho espacio” (Ostrom, 2005, p. 208).

Tercera sección. Trabajando con reglas

Gobernanza robusta o consolidada en instituciones policéntricas

Ostrom reitera que se debe reconocer que la política pública que involucra cambios de reglas debe ser considerada como un experimento, más aún cuando los factores ecológicos, sociales económicos y políticos están en permanente cambio. No bien un diseño institucional para administrar recursos comunes ha sido experimentado en determinado medio, las innovaciones y estrategias adoptadas por los participantes producirán efectos no esperados. Por ello, hay que cuidarse de administradores oficiales y analistas políticos que aseguren tener fórmulas y diseños institucionales infalibles.

Es por esto que se ha desarrollado el AID, para permitirles a los académicos, hacedores de política y participantes de sus propios procesos aprehender de manera compleja los problemas que deben enfrentar, mediante una prospección profunda a través de las diversas dimensiones de los sistemas anidados en los cuales dichos procesos existen (Ostrom, 2005).


Si bien Ostrom sostiene que no ha encontrado ninguna regla específica asociada con la robustez y el nivel de consolidación de estos sistemas, sí ha podido identificar ocho principios subyacentes a varios sistemas autoorganizados de administración de bienes comunes, que les ha permitido permanecer activos durante un largo periodo de tiempo, adaptándose a las perturbaciones y cambios de sus contextos. Estos ocho principios también pueden enunciarse como una serie de preguntas que guían cualquier análisis sobre el mejoramiento de la soste-nibilidad de un sistema de recursos comunes. Estos son los siguientes:

1. Definición clara y compartida de los límites del sistema del recurso así como de los individuos con la autorización para su explotación. En este último aspecto la membresía se convierte en un primer filtro para asegurar patrones de cooperación y confianza mutua. En los sistemas autoorganizados, la extensión de la explotación así como de la membresía tiene una relación directa con la capacidad de autosostenimiento y regulación del mismo sistema. Esto contrasta con sistemas impuestos de afuera, en los que el interés de evidenciar la productividad puede llevar a crear sistemas que se salen fácilmente de control, que no son reconocidos como legítimos por sus participantes y que, en últimas, no son sostenibles. ¿Cómo podemos definir mejor los límites de este recurso y de los individuos que lo usan, con miras a hacer claridades sobre quién y cuándo está autorizado a usufructuarlos?

2. Equivalencia proporcional entre costos y beneficios. Este principio hace referencia a la distribución equitativa de beneficios con relación a los costos requeridos por el mismo sistema. Ello le exige al sistema definir cuánto, cuándo y cómo se deben explotar los recursos, así como identificar y medir los costos de operación del sistema con los usuarios. Esta relación de equivalencia permite que los participantes tiendan a mantener en buenas condiciones el recurso, además genera relaciones de confianza. ¿Cómo podemos clarificar la relación entre beneficios recibidos y contribuciones para cubrir los costos del sostenimiento del sistema?

3. Acuerdos de decisión colectiva. En la medida en que una mayor cantidad de usuarios de un bien común puedan participar en las decisiones de cambio o ajuste de reglas, existe una mayor posibilidad de que estas reglas sean consideradas por todos como justas y que, por tanto, sean acatadas y monitoreadas más fácilmente. Lo anterior contrasta con regímenes impuestos. ¿Cómo podemos mejorar la participación de aquellos involucrados en la toma de decisiones significativas para el sistema?

4. Monitoreo. Son muy pocos los sistemas que confían el no rompimiento de las reglas a patrones endógenos de confianza y reciprocidad. En la mayoría de los sistemas se ha hecho necesario reforzar de alguna manera el cumplimiento de las reglas. Es así como se asume que las normas no son suficientes y se crea la figura del monitor. Tal y como se vio anteriormente, muchos sistemas eligen entre sus miembros a los monitores, y este papel rota cada cierto tiempo; otros sistemas se recogen fondos de cada uno de los usuarios para el sostenimiento de una figura permanente en este cargo de monitoreo. ¿Quién está monitoreando el sistema y tiene los incentivos adecuados dado su reto de monitorear?


5. Sanciones graduales. En muchos sistemas, la primera sanción impuesta por un monitor local por el rompimiento de una regla es por lo general suave y de un carácter informativo; pero, una serie continua de reglas no acatadas puede significar una seria amenaza para el sistema. Por tanto, se hace necesario escalar el nivel de las sanciones de modo que se prevenga esta amenaza, además de motivar formas de monitoreo entre participantes. ¿Cuáles son las sanciones autorizadas, y son estas ajustables de tal forma que quien cometa un error o incumpla la norma quede suficientemente advertido para asegurar el acatamiento futuro de la regla?

6. Mecanismos de resolución de conflictos. Este principio hace referencia a la posibilidad e importancia de acceder rápidamente, y a bajo costo, a escenarios locales de resolución de conflictos entre usuarios o frente a administradores oficiales de los recursos. Ahora bien, se requiere que la interpretación de las reglas sea la misma para no dejar espacio a conductas en las cuales la regla se pueda romper por una interpretación particular de ella, según la cual no habría tal ruptura. ¿Qué mecanismos locales y regionales existen para resolver los conflictos generados por el usufructo de dicho recurso?

7. Reconocimiento mínimo de derechos de usufructo. Este principio hace referencia a las escalas de autoridad en las que se inscribe un sistema (gobierno local, regional o nacional) y a la necesidad de reconocimiento de la autonomía del sistema para crear reglas, formas de usufructo y organización en general por parte de dichas instancias. Este tipo de reconocimiento permite, entre otras cosas, acceder a servicios muy útiles propios de las instancias gubernamentales, tales como la información sobre el recurso, sobre el mercado, sobre experiencias de organización y usufructo del bien en otros contextos, y conocimientos científicos y tecnología. ¿Son suficientemente creativos y funcionales los esfuerzos de los apropiadores locales para hacer reconocer sus mecanismos de administración del recurso?

8. Empresas anidadas e interdependientes. En el interior de muchos regímenes de autogobierno de recursos comunes que han durado activos, se han contenido organizaciones de pequeña escala que se entrelazan y constituyen organizaciones más grandes de segundo o tercer grado. ¿Cómo crear un sistema policéntrico, multidimensional que pueda ser dinámico, adaptativo y efectivo a través del tiempo?


Asimismo, Ostrom identifica las siguientes amenazas a la gobernanza robusta de recursos comunes:

1. Cambios exógenos rápidos y repentinos. Si bien los individuos de un sistema que han desarrollado un conocimiento particular sobre una tecnología determinada a un contexto económico y a un medio social pueden adaptarse a cambios lentos en una o varias variables si se les provee la suficiente información sobre las consecuencias de dichos cambios para la sostenibilidad del recurso o su administración en el largo plazo, los cambios rápidos y simultáneos de variables pueden generar problemas de adaptación, que amenazan la estabilidad misma de cualquier organización. En este aspecto, no solo las capacidades y los niveles de información hacen la diferencia, sino que la respuesta de los individuos y la capacidad de adaptabilidad del sistema dependerán también del nivel de coerción que tenga la cooperación.

2. Fallas en la transmisión de los principios de gobernabilidad efectiva de las instituciones de una comunidad. Esta amenaza remite a los conocimientos y juego de valores que le asignan un peso y un entendimiento compartido a los principios que organizan un sistema, cuando estos se ven afectados por el cambio cultural o de valores asociado, por ejemplo, a una migración o al cambio generacional. Entonces se crea una serie de incomprensiones que pueden afectar el sistema, como puede ser la creación de facciones con proyectos divergentes, así como de oposiciones permanentes frente a los proyectos funcionales del sistema mismo.

3. Programas basados en modelos mentales y un acceso fácil a fondos externos. Los modelos mentales ocurren cuando los hacedores de política pública, los donantes ciudadanos o los académicos proponen soluciones uniformes a una amplia variedad de problemas que son clasificados como si se tratase de una variedad de situaciones de un mismo tipo (Ostrom, 2005). Estas aproximaciones con fórmulas únicas e impuestas impiden que los participantes de un proceso desarrollen la capacidad de aprender de su propia experiencia y de las de los otros. El ejemplo más claro de este tipo de aproximaciones lo constituyen algunos programas del Banco Mundial denominados comunidades conducen el desarrollo. Este tipo de programas generan problemas de dependencia y, por supuesto, de insostenibilidad, y parten del supuesto según el cual las acciones y los recursos locales no han servido para su desarrollo. Estas posturas traen varios problemas, a saber: a) los derechos de propiedad que los usuarios han adquirido lentamente bajo sus regímenes endógenos se pierden, y los pobres pierden ventajas substanciales; b) aquellos que han perdido sus inversiones y posiciones previas están reacios a futuras inversiones, y 3) hay una deslegitimación de los conocimientos e instituciones locales de las fórmulas únicas exógenas.


4. Corrupción y búsqueda de rentas. Todos los tipos de comportamiento oportunista son fomentados por la disponibilidad de fondos masivos que subsidian la construcción de proyectos de infraestructura a gran escala. Incluso, lejos de perseguir desarrollos eficientes, en muchos casos se persiguen las ineficiencias mismas, como formas de generar nuevas inyecciones de capital y de conservar el poder por parte de ciertos políticos.

5. Carencia de instituciones de soporte a gran escala. A pesar de que instituciones de autogobierno de bienes comunes pueden resultar muy eficientes a pequeña escala, su sostenibilidad se ve amenazada por la carencia de agencias o instituciones que le brinden soporte a gran escala, es decir: información, tecnología, instancias legítimas y neutrales de resolución de conflictos, así como soporte económico en momentos de crisis.

Tras exponer estas amenazas, Ostrom presenta tres métodos para hacerles frente. Estas recomendaciones son las siguientes: 1) la creación de asociaciones de gobernanza comunitaria con la suficiente autonomía para persistir en el tiempo aunque sus impulsadores exógenos se hayan retirado; incluso, se propone ir más allá, instando a la configuración de federaciones de organizaciones que permitan suplir la representación y servicios que normalmente tienen un carácter exógeno; 2) encontrar formas de desarrollo de investigaciones comparativas rigurosas que den cuenta de las variables y de sus transformaciones que afectan el desarrollo de los sistemas, y 3) desarrollar currículos escolares y académicos que enseñen formas endógenas a través de las cuales las comunidades locales han administrado efectivamente sus recursos.

Como propuesta importante que recoge parte de las conclusiones de la investigación, Ostrom hace referencia a los sistemas policéntricos como un modelo que promueve la sostenibilidad y robustez de los sistemas autoorganizados de gobernanza de bienes comunes. Para empezar, Ostrom define como policéntrico a aquel sistema en el cual los ciudadanos son capaces de organizarse en múltiples autoridades de gobierno a diferentes escalas, y en donde cada unidad funciona con considerable independencia para hacer y reforzar las reglas válidas en determinada área. En estos sistemas policéntricos algunas unidades tienen propósitos generales de gobernabilidad, mientras que otras tienen propósitos más específicos, por ejemplo, distritos especiales, asociaciones privadas o partes de un gobierno local.

Estas unidades que componen el sistema policéntrico tienen las siguientes ventajas: 1) los apropiadores locales han desarrollado, gracias a su experiencia, un conocimiento específico del recurso, su explotación y el contexto en general; 2) desarrollan, además, formas de vinculación que funcionan como filtros para asegurar patrones de confianza y reciprocidad; 3) el conocimiento sobre las respuestas del sistema de recursos a coyunturas o cambios se convierte en un capital intelectual de cada apropiador de manera desagregada, y su suma genera un banco de experiencias sustancial para el buen funcionamiento del sistema; 4) son capaces de generar mejores reglas adaptativas; 5) pueden generar bajos costos para imponer o reforzar el cumplimiento de las reglas y, finalmente, 6) si diferentes subsistemas tienen su propio cuerpo de reglas y conocimientos, una coyuntura regional del sistema no lo acabaría, sino que surgirían alternativas soportadas en la variabilidad de respuestas. No obstante estas ventajas, a veces estos sistemas descentralizados sufren de desorganización o algunos esfuerzos particulares fallan, en ocasiones surgen tiranías locales, quedan estancados, hay limitaciones en la circulación y acceso a la información pertinente o no pueden dar respuestas a una explotación gran escala. Muchos de estos problemas se resuelven con la adecuada participación y soporte por parte de entidades gubernamentales de mayor escala.


Desde una perspectiva evolucionista, la sobrevivencia de los sistemas policéntricos, autoorganizados, para el manejo de recursos se debe a su variabilidad de respuestas ante problemáticas internas o del contexto, lo que redunda en una capacidad adaptativa soportada en el aprendizaje, la creatividad y el intercambio de experiencias.

Como conclusiones generales, Ostrom insiste en la necesidad de comprender la complejidad de las variables contextuales para entender el crecimiento y sostenibilidad de la acción colectiva, en tanto se hace necesario descifrar cómo el contexto incide en los patrones de cooperación en el comportamiento humano. Asevera ella que este aspecto es fundamental en lo que al desarrollo de políticas públicas se refiere, dado que estas generan reglas que afectan en diferentes aspectos a las situaciones de acción y a los participantes, pues, en últimas, son estas las que pueden incentivar comportamientos cooperativos.

Breve reseña de un ejercicio de aplicación de la gramática Adico y algunos elementos del IAD a la ley de comparendos ambientales

En diciembre de 2008, el Congreso de la República de Colombia expidió la Ley 1259, también conocida como ley de comparendos ambientales. Mediante esta ley, se pretendió inventariar una serie de comportamientos nocivos para la calidad ambiental del hábitat urbano. La Asociación de Recicladores de Bogotá instauró una acción de tutela por considerar que varios artículos de la ley criminalizaban diferentes momentos del trabajo de la población recicladora, es decir, de aquella población que recorre las calles recuperando residuos potencialmente aprovechables, tales como desechos compuestos por metales, papel, cartón, plásticos y vidrio, para luego transportarlos y comercializarlos a través de intermediarios del circuito productivo de aprovechamiento de residuos en la ciudad.


La Corte Constitucional, encargada de procesar esta acción jurídica, solicitó a la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Colombia6 un concepto sobre la acción de tutela7.

Concretamente, los artículos 6, 14 y 15 de esta ley tipifican como infracciones a las normas de aseo y limpieza:


El destapar y extraer, parcial o totalmente, sin autorización alguna, el contenido de las bolsas y recipientes para la basura, una vez colocados para su recolección, en concordancia con el Decreto 1713 de 2002.

[…]
 
El darle mal manejo a sitios donde se clasifica, comercializa, recicla o se transforman residuos sólidos.
 
[…]
 
El fomentar el trasteo de basura y escombros en medios no aptos ni adecuados.



La ruta metodológica para el análisis fue la siguiente:

1. Utilizando el marco general de la tendencia de análisis literario de política pública de Emery Roe, se procedió a documentar la versión oficial de la Ley 1259 y su justificación por parte de quienes la formularon.

2. Acto seguido, se recogió la contranarrativa, es decir, relatos contrarios a esta versión oficial, en particular los argumentos de la población recicladora.

3. Para la elaboración del concepto, entendido como una metanarrativa que pretende analizar las diferencias entre las argumentaciones y presentar una versión relacional de ambas narrativas, se siguieron estos pasos:

3.1. Se procedió a documentar los atributos de la comunidad. En otras palabras, se recurrió a diferentes caracterizaciones de la población recicladora, sus lógicas y constantes socioculturales, las diferentes formas en que realizan su labor y sus dotaciones.

3.2. Se identificó como medio biofísico el contexto urbano, y se reflexionó sobre lo que significaba asumir los residuos sólidos reciclables como un bien común de carácter excluyente.


3.3. Se asumieron los artículos como reglas; por tanto, se procedió a descomponerlos en sus elementos, a saber: atributos, deóntica, objetivos, condiciones y y si no…

3.4. Se analizaron los argumentos planteados por la población recicladora en la tutela interpuesta desde una perspectiva de derechos.

3.5. Se sometieron a un debate los hallazgos y se sistematizaron en términos de conclusión.

Algunas de las conclusiones del ejercicio fueron las siguientes:

A pesar de que los atributos no definen una población sujeto de restricción, y por tanto aplican a todos, estas reglas están dirigidas a la población recicladora, y castigan los tres momentos que constituyen la jornada de trabajo de cualquier reciclador en el país, a saber: 1) la recuperación de materiales reciclables desechados y dispuestos en las bolsas de basura que son dejadas por sus productores en el espacio público, para su posterior recolección por parte del servicio público de aseo; 2) el acarreo del material recuperado en las calles hasta una bodega en vehículos de tracción humana y animal, y 3) su comercialización a través de uno de los intermediarios del circuito económico de reciclaje.

Esta ley deja además serios vacíos en torno a temas relacionados con el componente condicional, como, por ejemplo: ¿quién da la autorización para la extracción de los desechos?, ¿en qué consiste darle un mal manejo a los sitios donde se clasifica, comercializa, recicla o se transforman los residuos reciclables? o ¿cuáles son los medios adecuados para el acarreo de residuos? Así pues se dejan estos asuntos a la libre interpretación de la Policía Nacional, los agentes de tránsito, los inspectores de policía y los corregidores, en quienes los alcaldes municipales delegan la responsabilidad de imponer directamente el comparendo ambiental a los infractores.

Al desconocer el contexto socioeconómico de la población recicladora, la ley no desarrolla un análisis integral sobre las consecuencias nocivas de sus dictámenes; es decir, dado que, según la Asociación Nacional de Recicladores (única fuente disponible en la materia a nivel nacional), más de 80 000 familias obtienen su mínimo vital de esta labor, la criminalización indirecta de ella generaría una crisis humanitaria sin precedentes en las ciudades del país.

Al no reconocer el contexto de producción de los desechos, ni la función productiva y ambiental de la población recicladora, esta ley presenta una gran contradicción con su objetivo principal: el mejoramiento de las condiciones del hábitat urbano mediante la transformación de conductas nocivas para el ambiente. Al desconocer que gracias a la población recicladora en el país se recupera el 10 % de los desechos producidos, es decir que se recuperan más o menos unas 6 000 toneladas diarias (Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos-UAESP, 2006), termina desestimulando esta práctica muy útil en términos ambientales.


Tras la presentación del concepto, la Corte Constitucional declaró exequibles los artículos tutelados, pero condicionó su aplicación a la no obstrucción del trabajo de la población recicladora, hasta que las autoridades locales no hubieran desarrollado acciones afirmativas que evitaran que esta población fuera vulnerada en las diferentes ciudades por esta medida.

Los autores de este concepto consideraron que el marco de análisis de Ostrom aportó herramientas para definir componentes condicionantes de la ley, así como la modificación del componente de atributos o sujetos de ley, de forma que se protegiese a la población recicladora, reconociendo así sus prácticas y el contexto productivo en que se inscriben.

Algunas reflexiones frente al modelo del IAD

Aciertos

El modelo propuesto por Ostrom se constituye, sin lugar a dudas, en un aporte importante para abordar no solo teórica sino metodológicamente el proceso de formulación de políticas públicas, pues supera el enfoque de etapas y lo ubica en contextos específicos, en la medida en que reconoce la especificidad y la diferenciación espaciotemporal como variables fundamentales para su comprensión. Esto lo logra valiéndose de la perspectiva neoinstitucional, la cual implica, necesariamente, contextualizar los procesos en marcos institucionales que determinan el abanico de opciones de los participantes, sus roles y las estrategias que pueden emplear.

Reconoce, además, los límites del modelo de elección racional, tanto en el supuesto de información completa como en el sentido de la motivación material y la motivación del ser humano. Con respecto al primer aspecto, toma como punto de partida el supuesto de racionalidad limitada propuesto por Herbert Simon, según el cual los seres humanos tenemos una racionalidad limitada derivada de la limitación cognitiva y de los marcos culturales en los cuales nos desenvolvemos. Con respecto al segundo aspecto, identifica que la motivación humana es múltiple y está fuertemente relacionada con los contextos culturales a los cuales el ser humano se circunscribe. En este sentido, Ostrom reconoce al modelo de elección racional como un modelo de interacción humana que se da en contextos específicos, entre los cuales se encuentran las situaciones de mercado.

Esta autora parte de las últimas revisiones de la teoría de la evolución, las cuales plantean que la cooperación es la estrategia fundamental del proceso evolutivo, y con ello intenta fundamentar igualmente la necesidad de cooperación para enfrentar problemas colectivos. Además, como la preocupación central del marco es ofrecer salidas para los dilemas sociales, los cuales son propios del manejo de los bienes comunes, Ostrom establece que la cooperación, como fruto de procesos de autodeterminación, es la salida más acertada.


Asimismo, reconoce la autonomía de determinación como un valor fundamental dentro de los procesos de política pública y, con esto, la necesidad de la descentralización como fundamento de estos procesos. Esto implica evidenciar uno de sus supuestos que no es discutido: el marco democrático que implica el desarrollo de su propuesta.

También genera un marco metodológico indudablemente de un gran poder para el análisis institucional, no solo por su capacidad descriptiva, sino por develar elementos fundamentales de su dinámica. Este se constituye eventualmente en el principal instrumento para superar las limitaciones internas del enfoque del IAD, es decir que un intento riguroso de aplicación de la gramática de las instituciones puede ser la vía de superación de la trampa del cálculo racional en el cual está atrapado el enfoque.

Límites

A pesar de su gran crítica al modelo racional y de reconocer la multiplicidad de las motivaciones que en últimas explicarían las decisiones adoptadas, Ostrom no escapa del cálculo racional como el mecanismo de fondo que explica las razones por las cuales se adopta una alternativa frente a otras. Lo anterior se debe al uso de la teoría de juegos como el soporte teórico en el cual descansa la propuesta del IAD, en la medida en que la modelación de los comportamientos requiere, primero, de la agrupación de opciones, del establecimiento de unos mínimos de ordenación de preferencias y de la definición de las resultados esperados, y es en virtud de estos últimos requerimientos a partir de los cuales serán validadas las diferentes opciones bajo el mecanismo de comparación de costos y beneficios.

De otro lado, el reconocimiento de la complejidad humana, y con ello de la complejidad social, no le permite evidenciar el problema del poder y del Estado que subyace en los procesos de política pública, más cuando se está abordando el problema de bienes comunes. En esta medida, a pesar de reconocer la importancia de la contextualización y de la identificación y análisis de las instituciones formales e informales en las que se circunscriben los procesos, no existe ninguna referencia a reconocer al menos estos cuatro aspectos importantes: las fuentes de poder existentes en cada contexto, la dinámica que adoptan, las asimetrías existentes, y la legitimidad y capacidad del régimen como salvaguarda de los bienes comunes. Estos puntos sin ninguna duda son fundamentales al menos en tres aspectos: primero, para comprender el papel del poder en los procesos de acción colectiva de manera general y, específicamente, en los procesos de política pública; segundo, en la comprensión de la dinámica de las instituciones y, tercero, en la comprensión de las posibilidades de establecimiento de nuevos escenarios de cooperación como condición sine qua non del manejo de bienes comunes.



La cultura, noción irresuelta

No obstante, Ostrom presenta una mirada neopositivista del APP, constatada en sus orígenes neoinstitucionalistas y en la teoría de juegos como nutriente básico de su corriente; si bien hay que decir que se preocupa permanentemente por acoger y desarrollar críticas a esta corriente. Es así como asume que la teoría de juegos, pese a su importancia para el IAD, es uno más de un continuo de modelos apropiados para el análisis institucional. Asimismo define los límites del conocimiento ligados a las limitaciones cognitivas y las restricciones comunicativas. Incluso, ya en el desarrollo de su marco conceptual, cuando se refiere a las variables que constituyen los factores principales que afectan la estructura de una arena de acción, identifica los atributos de la comunidad como el tercero de ellos, y dentro de estos atributos Ostrom presenta los siguientes: los valores de comportamiento aceptados de manera general en una comunidad, el nivel de entendimiento común que potencialmente comparten los participantes sobre la estructura de tipos particulares de arenas de acción, el grado de homogeneidad en las preferencias de aquellos que viven en el interior de determinada comunidad, el tamaño y la composición de la comunidad relevante, el rango de inequidad en los activos básicos entre aquellos afectados, y la cultura, aunque esta noción tomada por Ostrom se aproxima al juego de valores compartidos por una comunidad. Así pues, afirma que la diferencia cultural dificulta, facilita o incrementa los costos de creación y sostenimiento de reglas.

Lamentablemente, en nuestra opinión, Ostrom no desarrolla el peso que tienen los factores culturales en su premisa central de búsqueda de los factores que estructuran las interacciones sociales humanas. Su pretendida universalidad, soportada en la teoría de la elección racional y presentada en la afirmación según la cual “siempre que individuos interdependientes estén pensando en actuar en un modelo organizado, varias ‘dimensiones’ de elementos universales constituyen la estructura que afecta su comportamiento y los productos que ellos creen” (Ostrom, 2005, p. 6), se derrumba ante el factor del relativismo cultural y del lenguaje, el cual enuncia al referirse a los atributos de la comunidad. Ello hace que, lejos de articular valores y pertenencias culturales, como variables en la interpretación, legitimación o uso de una regla, los separe para efectos prácticos y module comportamientos transformables solo a partir del cálculo racional.

Cabe contrastarla con la noción constructivista de marcos mentales interpretativos, que no son otra cosa que un conjunto de valores y de conocimientos producto de un contexto histórico cultural, a través del cual se interpretan los hechos y se piensan las cosas. Para Ostrom, el corpus de valores remitido a la noción de cultura es fundamental, pero ni metodológica ni conceptualmente brinda herramientas para abordarlos, dado que para ella realmente son variables para controlar y no se preocupa por “explicar cómo los grupos sociales construyen sus propios entendimientos de la realidad” (Fischer, 2003, p. 128).


Los marcos de sentido mediante los cuales los grupos o comunidades interpretativas dan sentido a la realidad, y que se nutren de pertenencias culturales, pueden llegar incluso a contradecir el postulado de maximización de resultados que soporta uno de los pilares del IAD. Reta además la comprensión misma de las reglas y su legitimación, por lo que imaginamos que esta distancia, no obstante su fe ciega en las reglas como herramientas de cambio, hace que existan tantas reglas formales sin uso.

De esta forma, los métodos cuantitativos y empiristas no dan cuenta de la complejidad cultural, y se hacen necesarias formas de investigación interpretativa. Este límite de la investigación empírica fue suplido por algunas corrientes positivistas, como los teóricos del habla, a través del uso de métodos cualitativos en el estudio de caso que les permitiera diseñar o rediseñar sus investigaciones. Lamentablemente, estos ejercicios cualitativos asociados a la interpretación eran solo la medición de variables ideales a través de muestras piloto. En consecuencia, pareciera que los estudios de caso que soportan el IAD fueron desarrollados bajo una mirada de las relaciones productivas y esquemas que no dotaron de significancia a las estructuras culturales locales y sus manifestaciones interpretativas.
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ENFOQUE DE REDES DE POLÍTICA. INSTRUMENTO EXPLICATIVO, ANALÍTICO E INVESTIGATIVO

Introducción

El enfoque de redes de política pública es una metáfora de modelos analíticos derivada de la caja negra y el triángulo de hierro, que hoy resulta aplicable en escenarios académicos, gubernamentales y organizacionales. El objetivo de este escrito es abordar las articulaciones del enfoque de redes desde su origen teórico, con sus potencialidades en la elaboración y en la investigación aplicada de políticas. Se trata de un modelo explicativo en sí mismo, con hondas repercusiones entre profesionales, activistas, académicos, gerentes corporativos, políticos, funcionaros públicos e investigadores sociales.

Se pretende contrastar su uso y sus resultados con las reglas del juego político y observar diversos mecanismos de aplicación desde la investigación social.

Para ello, se revisan los antecedentes del enfoque, se caracterizan sus diversas versiones teóricas, se analizan las últimas tendencias y se plantean aplicaciones de institucionalización de redes de comunidades que inciden en las soluciones públicas de los problemas. Este texto incorpora un primer avance del estudio en curso, orientado a capitalizar las aplicaciones heurísticas del modelo para incidir en las respuestas de un gobierno local a las demandas de una comunidad tradicionalmente excluida. El punto de partida es la jurisprudencia constitucional, entre 1992 y 2008, que señala la viabilidad de la aplicación del enfoque en el sistema político colombiano. El siguiente paso consistirá en diseñar una metodología para la investigación acerca del grado de participación de las comunidades locales en la formulación e implantación de políticas sociales, con participación comunitaria, en un esquema de doble vía.


Antecedentes

La ciencia política moderna se basó en la teoría de la decisión para comprender el comportamiento de un actor racional iluminado, que mediante la lógica costo-beneficio y la jerarquización de preferencias, procedentes de la economía, respondía a las demandas ciudadanas hechas al sistema político. La caja negra de David Easton con sus inputs y outputs representa para la literatura inglesa una primera metáfora entre los modelos de política pública del marco racionalista. La racionalidad limitada de Lindblom cuestionó la factibilidad de la decisión cuando resulta utópico pretender que la solución escogida había considerado toda la información disponible de manera exhaustiva. Los márgenes de incertidumbre darán paso, en lo sucesivo, a decisiones incrementalistas que ayudarán a la toma de decisiones públicas de los gobiernos. La red de política aparece como el resultado de interacciones y discusiones de académicos que expresan posibles interpretaciones de los procesos de política. Para ello se pretende explorar 30 años de enfoques de redes. El debate clásico se ubica entre top-downers y bottom-uppers. Este es un examen paralelo entre los modelos del orden organizado —clásicos-racionales— y los de ajuste mutuo centrados en cómo se asumen los procesos de toma de decisiones y la interacción entre actores.

Elaboración racional de políticas. En Diciendo la verdad al poder, Wildavsky (1979) señala la tormentosa relación entre ciencia y política, entre quienes buscan el verdadero estado del mundo y los que pretenden reglamentarlo. El modelo racional cuenta con buenas cualidades heurísticas, permite separar política y administración, asume el enfoque gerencial y le facilita a los líderes ejercer el control de su organización y llevar a cabo el diseño del proceso deseado para cumplir las metas corporativas (Dror, 1968). El modelo óptimo de Dror tiene tres etapas y dieciocho subetapas: elaboración de metapolíticas (valores, realidad, problemas, recursos, diseño, localización y determinación de estrategias), elaboración de políticas (sublocalización de recursos, priorización de metas, valores, alternativas de políticas, predicción de beneficios, identificación de las mejores políticas y decisión) y elaboración de pospolíticas (motivación para la ejecución, ejecución y evaluación de resultados). Entre ellas hay dieciocho subetapas, cada una de las cuales es un canal continuo de comunicación y retroalimentación que interconecta todas las fases. Dror no se suscribe a una jerarquía monolítica, pero se basa en el modelo deseado de políticas óptimas en el que las dimensiones políticas no son tratadas a profundidad. Este problema no es resuelto por Dror, pero mientras intenta solucionarlo apela a otros recursos de información, incluso a formas no racionales (Bogason, 2006).


Ajuste mutuo en la elaboración de políticas. En The Science of muddling through, Charles Lindblom (1959) acierta en que, mientras el modelo racional recomienda que la solución de los problemas públicos se debe basar en la autoridad de un experto, los seguidores del ajuste mutuo aconsejan que esta se base en la autoridad de acuerdos alcanzados entre las partes interesadas. Un proceso de ajuste mutuo entre varios actores que interactúan continuamente lleva a cabo una distribución del ingreso sin una coordinación central, estableciendo acuerdos a la manera de la mano invisible de la economía de mercado. Este proceso es exitoso solamente si los acuerdos son alcanzados: así, el proceso adquiere racionalidad como una solución democrática.

Ambos modelos creados para las democracias occidentales contienen elementos de comunicación e interacción usados en la subsecuente discusión de redes. Los modelos racionales son vistos con frecuencia como sistemas de comando y control caracterizados por una cabeza, elegida democráticamente (Bogason, 2006).

El análisis de redes de política tiene sus principales raíces en la ciencia política norteamericana, en particular en autores como Easton (1965) y Deutsch (1963). Posteriormente, este recibió la influencia de los países del norte de Europa, en donde se desarrolló el enfoque de redes para el análisis de políticas. Los diversos enfoques pluralistas y de subgobiernos vinculan a un número de actores a las decisiones estatales, en un marco conformado por funcionarios del ejecutivo, políticos del legislativo y representantes de algunos “grupos de interés” asociados a los sectores económicos, que han financiado campañas electorales y constituyen “clientelas” que condicionan el rumbo del Gobierno a partir de sus intereses particulares. Esta segunda metáfora o “triángulo de hierro”, como la “caja negra”, siguen vigentes en algunos escenarios y contextos decisorios, y es útil para legitimar algunas acciones públicas y excluir selectivamente a algunos actores.


TABLA 1.
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FUENTE: KLIJN (1998).


TABLA 2.
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FUENTE: KLIJN (1998).


La génesis de las redes de política combina disciplinas y modelos teóricos que paulatinamente van configurando una tercera metáfora, que trascenderá como una herramienta de análisis y un instrumento de investigaciones aplicadas.

La creciente complejidad de las decisiones públicas inexorablemente conduce al concepto de redes de política. Su origen se encuentra en la sociología, la teoría interorganizacional, la ciencia política, la literatura de subsistemas y las comunidades de políticas (Klijn, 1998). Estas disciplinas abordan el debate entre el pluralismo y el elitismo. A ellas se suman los neoinstitucionalistas: un laberinto de instituciones (públicas) y organizaciones (privadas) que gobiernan determinados sectores de la política, por ejemplo, la salud, la industria y la agricultura. Ellos discuten los problemas públicos y proponen soluciones. Este tipo de interacciones se institucionalizan y funden los linderos entre lo público y lo privado.

En los años 60, diversos enfoques teóricos confluyeron hacia los modelos de proceso. Dichos enfoques retoman los conceptos de la ciencia de las políticas orientada a problemas y valores, de naturaleza interdisciplinaria, operacionalizada por Harold Lasswell (1956) como un proceso de políticas: iniciación, estimación, selección, implementación, evaluación y terminación. La elaboración pluralista de políticas consideró la expansión de las responsabilidades estatales y el aumento en la complejidad de los asuntos públicos. La fragmentación de las organizaciones incrementó la especialización y limitó el número de participantes en contextos descentralizados y competitivos, lo que favoreció las clientelas. Esto se originó en teorías como la dependencia de recursos en Estados Unidos, donde las autoridades dependen de los recursos de los grupos de interés y estos, a su vez, de los favores de esas autoridades. Los grupos compiten por áreas de política y no cooperan en redes estructurales. Los subgobiernos se originan en la intermediación de intereses (Lowi, 1963). Las redes de asuntos —issue networks (Heclo, 1978)— le suman, a los actores tradicionales del triángulo de hierro del proceso de política, expertos, analistas y periodistas. El corporativismo desafía el pluralismo a partir de organizaciones monopólicas reconocidas por el Estado.

Versiones

El enfoque de redes de política resultó versátil para los especialistas. Primero, como una figura didáctica que ofrece un modelo para aproximarse a la teoría. Segundo, como una herramienta útil para analizar las relaciones institucionalizadas de intercambio entre las organizaciones de interés y el Estado. Tercero, como un instrumento para el estudio de la elaboración de políticas con poder teórico, y que la estructura de la red afecta tanto al proceso como al resultado político. Y, finalmente, como un reto metodológico (Marsh y Rhodes), ya que el análisis de redes supone simplificar una realidad compleja mediante la descripción de las interacciones entre los actores públicos y privados, con ventajas cuantitativas que permiten analizar la estructura de las redes y con ventajas cualitativas, tales como entrevistas a profundidad y el análisis de discursos y contenidos (Zurbriggen, 2003). Mientras que en Inglaterra el Centro de investigaciones económicas y sociales del Reino Unido concibió el enfoque de red como una forma específica de gobernanza (Rhodes, 1997), en Alemania este se basó en un institucionalismo que estaba centrado en los actores y que era combinado con la (meta)teoría de la dependencia de recursos (Mayntz, Scharpf, Schneider, Instituto Max Planck de Colonia).


Las estructuras políticas de hoy implican la sectorialización, la estratificación social, el crecimiento político de los gobiernos bajo presión, y la cooperación de recursos privados que pueden llegar a la dependencia de los mismos y a la instalación de clientelas regulares. Así, las políticas emanan hoy de una pluralidad de organizaciones públicas y privadas, lo que implica que el enfoque de redes no es una perspectiva analítica nueva, sino la señal de un cambio real en la elaboración de políticas que representa una solución a los problemas de coordinación social, a través de la agrupación y la movilización de recursos. Cabe preguntarse si una configuración institucional del sistema político limita un tipo de acción política o, si bien, son las políticas las que determinan el tipo de la política. Una variación política conduce a la interdependencia de factores cuando lo sectorial agrega intereses en un marco de transformación de los procesos estatales hacia lo subnacional y transnacional; de esta manera, aparecen redes intra e internacionales en cada sector (arena política).

Marc Evans (1998) analizó cuatro enfoques de redes sobresalientes para la investigación empírica en la literatura británica: la interacción grupal, la interacción personal, el análisis formal de redes y el enfoque integrador.

La interacción grupal está centrada en la relación entre grupos y funcionarios públicos localizados en sectores y subsectores. Richardson y Jordan (1979), en Gobernar bajo presión, considera que una red de políticas pasa por una gama de instituciones y que esta no representa solo a una de ellas con una concepción homogénea del mundo. Este enfoque corresponde al pluralismo elitista en Estados Unidos, donde las políticas se consideran desagregadas de subsistemas, triángulos de hierro o redes temáticas plurales. La red y la comunidad de política indican los vínculos cercanos entre funcionarios y grupos de interés en sectores tales como la educación, el transporte y el Gobierno local.

La interacción personal relaciona a agentes en contextos organizacionales e interorganizacionales, e identifica una “cultura” común. Heclo y Wildavski (1974) y Heclo (1978) conciben las redes como aquellas estructuras en las que operan los agentes. Este enfoque se centra en el rol de los individuos y en su percepción de las redes, más que en las redes como estructuras e instituciones que influyen en los actores.


El análisis formal de redes cuenta con dos perspectivas: una estructuralista fuerte y otra estructuralista débil. En la primera, la importancia de las redes radica en atribuir roles, recursos y capacidades, y tiene como unidad de análisis a las entidades corporativas en políticas particulares y no a las instituciones estatales. La segunda enfatiza en la interacción entre factores exógenos y el comportamiento de la red. Marsh y Rhodes (1992) pretenden conceptualizar la relación entre la estructura de la red y la agencia. El modelo de Rhodes parte de comunidades de políticas integradas a través de una red profesional, una red intergubernamental, una red de productores y una red temática.

Los enfoques integradores se derivan del análisis de las redes que abordan el problema de la estructura y la agencia. Estos cuentan con pocos desarrollos empíricos y sostienen que las redes son inadecuadas para estudiar la conformación de la agenda, mientras que el esquema de las coaliciones de apoyo de Sabatier (1989) es capaz de incorporar formas de gobierno de niveles múltiples, redes y acontecimientos dinámicos, para explicar los factores que mitigan el cambio y garantizan la autonomía de la red.

Tendencias

El pospositivismo en las ciencias sociales no sólo ofrece un paradigma identificable con las prácticas existentes, sino que incorpora nuevos métodos, sin rechazar los anteriores. El pospositivismo en el análisis de políticas es un intercambio de ambigüedad, relativismo y autocrítica, que crea más problemas que los que resuelve. Numerosos autores han avanzado en una perspectiva pospositivista del enfoque de redes (DeLeon, 2006).

DeLeon (2006) explora algunas herramientas de la ciencia de políticas en dirección pospositivista: la teoría de redes sociales, las políticas participativas y la Metodología Q. La primera ofrece una explicación a la interconectividad entre diversos actores en los diversos asuntos de política, que trabajan cooperativamente para la resolución de consensos entre representantes de organizaciones públicas, privadas y sin ánimo de lucro (justicia penal, derechos humanos, educación o salud). La investigación institucionalista les ha puesto menos atención a las estructuras que a las transacciones. ¿Son las relaciones de poder y dependencia las que determinan las transacciones individuales? (Scharpf, 1991). El análisis participativo de políticas sugiere que los grupos de interés están involucrados en la selección de preguntas de investigación y métodos de averiguación. La tarea del analista debe ser, en consecuencia, la de facilitar la deliberación racional para ayudar a los hacedores de políticas y a los ciudadanos a entender las limitaciones y a sintetizar sus múltiples perspectivas. Desde 1990, una literatura creciente utiliza los métodos participativos en el proceso de políticas: análisis de grupos de interés, Q-methodology (que permite considerar los intereses subjetivos de comunidades diversas), paneles de ciudadanos, diálogos y análisis electrónicos.


Peter Bogason explora diversas formas de interacción en el proceso de las políticas en Redes y Acuerdos en análisis de políticas (2006). También estudia la tensión entre el racionalismo y el comportamiento no racional. en “Policy analysis science and politics: From ‘Speaking Truth to Power’ to ‘Making sence Together’” (1999). En este texto se lleva a cabo, un diálogo entre los modelos del actor racional y el del ajuste mutuo. Bogason examina la interacción humana en el proceso de las políticas e indaga cómo el modelo racional ha hecho concesiones a las teorías interactivas de procesos políticos y administrativos, y cómo las concepciones han pasado de estar basadas en la política y los políticos, en un sentido estricto, para convertirse en un asunto social que involucra diversos tipos de actores.

Recientes desarrollos conceptuales en administración pública, como el neoinstitucional y neogerencial, trazan el desarrollo histórico en el análisis de políticas (1960-1970), destacando factores claves en su desarrollo como la globalización y la descentralización. El resultado de estas nuevas tendencias es la fragmentación organizacional. El análisis de red deja claro que las personas que trabajan en el Gobierno y en la administración tienen que aprender a pensar su organización como una actividad exógena y no endógena. El control jerárquico será reemplazado por procesos continuos de acuerdos entre las partes interesadas en la mayoría de los campos de la administración pública. Las redes se han presentado en la literatura del ajuste mutuo por muchos años, pero antes había menos interés en los acuerdos que existían en torno a las reglas.

Las teorías sociales son construidas por académicos que interactúan entre sí y se inspiran mutuamente en complejas redes de investigación internacional en el sentido kuhniano, no existen en sentido abstracto (Kuhn, 1962). Los cambios de paradigma son raros en las ciencias sociales, mientras que los cambios marginales en términos teóricos son frecuentes. Los académicos, sujetos de aficiones y modas pasajeras, aplican comparaciones y compiten por la atención de su comunidad. Los analistas de políticas también reaccionan y analizan el mismo fenómeno empírico en la sociedad. Ellos crean la competición, innovación y difusión de ideas, que parecen similares una a otra y son debatidas por académicos que comparten visiones en torno a la teoría social. Luego, aplican las teorías con alguna variación, de acuerdo con las circunstancias de su investigación histórica.

Como consecuencia de los enfoques racionalistas tradicionales, neoinstitucionalistas y de gobernanza, aparece el análisis deliberativo de políticas, que comienza en los años 90 y gana fuerza en la primera década del segundo milenio. Este análisis funciona como teoría y metodología. Se ocupa de la deliberación y del discurso en el proceso de políticas, tiene un pie en la tradición de gobernanza, pero refleja algo más: replica el giro lingüístico en filosofía (Argumentative turn in policy analysis and planning, Fischer y Forester, (1993), plantea que la elaboración de políticas es un esfuerzo discursivo constante sobre los criterios de la clasificación social, las fronteras de categorías de problemas, la interpretación intersubjetiva de experiencias comunes, el marco conceptual de problemas y las definiciones de ideas que guían los caminos para que las personas creen significados compartidos que los motivan a actuar.


El análisis de políticas y de planeación son procesos prácticos de argumentación. Sin referirse expresamente a las redes, estos develan procesos que estaban ocultos en las organizaciones de los años 70 y de antes. El primer artículo de política narrativa fue escrito por Roe en 1994, con raíces en el institucionalismo. Hay un interés analítico en la estructura del discurso y en el modo en el que este encaja en la sociedad, mientras que, al mismo tiempo, se estudia cómo se estructura esta última. Hablando metafóricamente, el análisis deliberativo de políticas aterriza a los académicos de su torre de marfil hacia la gente. Los institucionalistas y la mayoría de teóricos de la gobernanza mantuvieron el estatus privilegiado de los investigadores para analizar las corrientes en la sociedad y trabajar por una mejor comprensión teórica de cómo resultan las políticas. En los años 90, se observaron cambios graduales en las ciencias sociales que significaron que esos estatus privilegiados y aislados fueron revocados, y que los roles cambiaron de observadores a participantes en los procesos de investigación. La deliberación significa también que los intereses organizados consiguen un acceso más legítimo a los procesos de políticas, a la luz de la investigación sobre el institucionalismo y la gobernanza, lo cual resulta sorprendente. Algunos desarrollos se han conceptualizado con el nombre de empoderamiento de ciudadanos (Sorensen, 1997).

¿Cuál es el grado de los derechos formales de participación adoptados que permiten influir en las decisiones de política? Unas investigaciones hablan del fortalecimiento del capital social (Putnam, 1993), otras versiones más radicales sugieren que los ciudadanos deciden acerca del futuro de sus comunidades (Ostrom, 1990) confiados en el Estado de bienestar.

La investigación alcanza rasgos esenciales de deliberación y mediación. Los analistas posempíricos de políticas no le dicen la verdad al poder, sino que colaboran con los encargados del poder y median con diversos intereses. En ese sentido, estos se convierten en parte de la sociedad de red. Los pragmáticos de hoy tienen menos fe en la teoría, prefieren tomar una acción que afirmar una idea, lo cual no resulta tan deseable a la luz de las relaciones de poder. Ellos ven el mundo contingente, rechazan distinciones radicales (hecho-valor, objetivo-subjetivo, teoría-práctica, fin-medio, analítico-sintético), son contextualistas y holísticos. El nuevo pragmatismo incluye a los pospositivistas del análisis de políticas y a muchos otros analistas de redes.


Hoy interesa establecer cómo cambian las redes de política y cómo esos cambios alteran los resultados. La tendencia invita a estudiar mecanismos de inclusión y exclusión de comunidades interesadas en determinados asuntos de política, para que las redes y los actores comunitarios desarrollen y compartan ideas acerca del conocimiento científico. Por este motivo, se impone conocer el contexto situacional para incidir conjuntamente en la definición de valores dominantes que guíen la política pública. Las reglas y los valores pueden cambiar con el tiempo y diferir entre actores. Una ciencia de las políticas que sea democrática llama a la participación de instituciones, saberes y prácticas diversas e invita a abrir espacios para la deliberación ciudadana sobre contextos, experiencias y significados sociales. Esto se hace con el objetivo de cerrar la brecha entre los políticos y las políticas públicas, con procedimientos más abiertos y deliberativos. Los grupos de interés ayudan a los analistas a entender el contexto sobre una base discursiva más equitativa, lo que Habermas (1987) llama una situación discursiva ideal. Ello implica la organización de asociaciones de ciudadanos que han quedado por fuera de los grupos y partidos políticos organizados. La institucionalización del diseño discursivo tiene el potencial de influir e incidir en el contexto del poder. Hoy, los analistas de políticas participativas hacen énfasis en el involucramiento de los ciudadanos en los procesos de política para incluir el conocimiento local, hacer explícitos los temas éticos y facilitar acuerdos con los expertos.

Aplicaciones

Algunas investigaciones en políticas sociales y culturales han encontrado útil el enfoque de redes de política como sustento teórico y metodológico, el cual se encuentra presente en ámbitos académicos, organizacionales y en gobiernos locales (Zornoza, 2009). Entre tanto, se ofrecen algunas oportunidades de aplicación del enfoque de red en la Constitución colombiana, que instaló en 1991 las reglas de juego del sistema político, e introdujo el principio de soberanía popular, la prevalencia del interés general y la democracia participativa en las decisiones que afecten a los ciudadanos. Esto se logra a través de asociaciones de ciudadanos que constituyen mecanismos democráticos de representación para la concertación de la gestión pública2. Ha sido propósito de este trabajo examinar el enfoque de redes de políticas públicas para indagar sus potenciales aplicaciones sobre asuntos de interés general, a partir de una revisión teórica de sus antecedentes y características.


Una revisión de la jurisprudencia constitucional evidencia la aplicación de esquemas de decisión para los ciudadanos de Colombia durante los últimos dieciocho años. Estos transformaron radicalmente el ejercicio de la representación en la gestión administrativa y la legislación al sumar la participación directa en las decisiones que les afectan, mediante organizaciones institucionalizadas. La facultad de elegir representantes y otros mecanismos de participación democrática expresan un sistema de toma de decisiones, y un modelo de comportamiento social y político, fundamentado en el pluralismo y la tolerancia. La democracia participativa comprende tanto mecanismos para que los ciudadanos tomen decisiones electorales como la participación permanente de ciudadanos en procesos decisorios que inciden en sus vidas, fortalecen los canales de representación y promueven un pluralismo equitativo3. La relación jurídica entre el usuario y la empresa de servicios públicos es simultáneamente estatutaria y contractual porque su prestación involucra derechos constitucionales y su reglamentación obedece a intereses públicos, en los que el Estado se reserva la supervisión de su control4.

El fin esencial del Estado es el de facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan. Esto conlleva a participar en el diseño y funcionamiento de las instituciones públicas. Los instrumentos de participación democrática se extienden a todos los ámbitos de la vida individual, familiar, social y comunitaria5. La protección del interés social y la utilidad pública priman sobre el ejercicio del derecho de propiedad privada6. La Ley Forestal, por contener una regulación integral en materia de bosques, establecía políticas generales, definiciones, pautas y criterios, susceptibles de afectar los territorios indígenas y afrocolombianos. La ley no cumplió el proceso de consulta previa y por ello la Corte declaró su inexequibilidad7. La representación de organizaciones sociales en las instituciones estatales incluye el diseño y ejecución de planes de desarrollo; la fiscalización de la gestión pública; la designación de representantes ante las instituciones que tienen a cargo la expedición de normas y el señalamiento de políticas que los puedan afectar en la gestión pública8.

En Colombia, la administración de Medellín ha recurrido al enfoque de redes para formular su política cultural, así como lo ha usado en procesos de políticas de infancia y adolescencia. Su utilidad está por verse, considerando los particulares sistemas políticos de América Latina; no obstante, los procesos de políticas sociales tienen en este enfoque un instrumento idóneo para adoptar decisiones.
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EL ADVOCACY COALITION FRAMEWORK (ACF), DE PAUL A. SABATIER: UN MARCO DE ANÁLISIS DE POLÍTICA PÚBLICA (APP) BASADO EN COALICIONES PROMOTORAS

A modo introductorio

Este capítulo presenta una aproximación al advocacy coalition framework (ACF)3, un marco de análisis de la política pública que fue desarrollado inicialmente por Paul A. Sabatier y luego contó con el concurso de Hank C. Jenkins Smith y, posteriormente, con el de Christopher Weible. El ACF se pregunta por el cambio en las políticas públicas y por el papel que en este desempeña la información científica (el clásico del ciclo de las políticas públicas) y los análisis de coyuntura, para luego presentarse como un marco analítico alternativo.


En este orden, se exponen las premisas del ACF y sus principales rasgos y elementos constitutivos, tanto los relativos a su estructura interna como a las variables exógenas que inciden en el cambio de las políticas públicas. De igual forma, se examina la unidad analítica del ACF: la advocacy coalition (AC)4, y se presentan las hipótesis esgrimidas, con sus correspondientes revisiones. Adicionalmente, se reseñan las principales críticas y observaciones realizadas al ACF, al igual que las revisiones de los autores a sus planteamientos iniciales, a partir de las críticas y de 34 estudios de caso. Finalmente, se concluye con una lectura crítica del ACF.

Para tal efecto, luego de una breve reseña biográfica de sus proponentes, el texto presenta el punto de partida del ACF y sus rupturas con respecto a otros enfoques; en particular, con el ciclo de la política pública, propuesto por Lasswell. De este modo, presenta los principales aspectos que le dan forma, sus preguntas orientadoras, sus premisas, elementos constitutivos e hipótesis, al igual que las revisiones y modificaciones posteriores realizadas por los autores de este enfoque, a partir de las críticas que le han formulado. La (figura 1) representa y sintetiza el modelo propuesto por el ACF.

Por otra parte, el artículo recoge, de manera sintética, las críticas realizadas al ACF desde la teoría de la acción colectiva y la corriente posempirista; y, asimismo, las principales conclusiones que los autores del ACF señalan sobre este enfoque, una de las cuales presenta la agenda futura de investigación. Por último, concluye con una serie de anotaciones finales, que señalan tanto aportes del ACF como apreciaciones críticas sobre sus límites o vacíos conceptuales y metodológicos.
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FIGURA 1. ESQUEMA GENERAL DEL ACF

FUENTE: SABATIER Y WEIBLE (2007, P. 191).
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Punto de partida del ACF

El ACF parte tanto de los aportes como de las limitaciones del análisis del ciclo de la política pública, formulado inicialmente por Harold Lasswell (1956)5, reconociendo que este ciclo amplió el margen conceptual y temático del análisis de la política pública en la ciencia política norteamericana6, y permitió una mirada de su proceso y desagregando su complejidad en etapas o fases7. No obstante, la pregunta por el cambio y el papel del aprendizaje (la información técnica) en la política pública que formula el ACF permite señalar los límites analíticos del ciclo. Esta aproximación es más heurística que causal; por tanto, no brinda bases sólidas para hipótesis empíricas. Su énfasis en el proceso de la política pública y la linealidad de etapas secuenciales no le permite observar las desviaciones y/o simultaneidades que se presentan en el ciclo.

De igual manera, el énfasis en lo legislativo y, en consecuencia, en el nivel nacional limita el campo de actores, las relaciones e interacciones (subregionales y de diversa naturaleza) presentes en la hechura de las políticas públicas. Finalmente, el ciclo restringe el análisis de la información y el papel del aprendizaje a la etapa de evaluación y posevaluación de impactos. Asimismo, tiende a comprimir analíticamente en una sola unidad temporal el análisis de la política pública, desconociendo que esta puede implicar más de un ciclo y múltiples niveles de gobierno.


El marco analítico del ACF

Preguntas orientadoras, premisas rectoras

El ACF se pregunta por el cambio en las políticas públicas y el papel que desempeña el aprendizaje, la información científica, en este proceso. Para el abordaje de estos interrogantes, parte de cuatro premisas, a saber:

La dimensión temporal

El ACF señala que el cambio en la política pública requiere de una perspectiva temporal igual o mayor a una década, lo que permite dar cuenta de la totalidad de su ciclo e ir más allá de análisis coyunturales. Asimismo, es necesario observar la función de ilustración o aclaración, es decir, el papel de la información técnica en la estabilidad o el cambio de la política.

La dimensión espacial, su diversidad y el subsistema

Esta dimensión está representada en el subsistema de la política pública, escenario por excelencia para analizar el cambio en sociedades modernas y altamente especializadas8. El subsistema indica “el conjunto de actores involucrados en un problema de política pública” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 24)9. Este emerge cuando los actores, presentes o latentes, perciben que un problema de política pública no tiene una adecuada definición y que su tratamiento es insatisfactorio. En este orden, el reto del analista es delimitar el subsistema a partir de su trabajo empírico, examinando líneas de tiempo funcionales y territoriales. Por tanto, debe identificar la gama de actores, con sus respectivas interacciones, que buscan incidir en las decisiones de un área, asunto o problema de política (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993). Esta premisa, además, indica que la naturaleza de un subsistema es mixta y comprende múltiples niveles. Por tanto, su examen debe considerar tanto las fronteras internas como externas10.


En la revisión de 1999 realizada al ACF, se proponen dos tipos de subsistemas. El primero es el naciente, el cual señala la emergencia de un nuevo subsistema debido a la insatisfacción con el tratamiento de un problema, área o asunto de política pública, la separación de un subsistema maduro o bien la emergencia de nuevos asuntos o reconceptualizaciones que le dan forma (Baumgartner y Jones, 1993; y Stone, 1988, citados en Sabatier y Jenkins-Smith, 1999).

El segundo tipo es el maduro. Se trata de un subsistema consolidado, que puede ser identificado a partir de los siguientes criterios: 1) los participantes (actores) se observan como una comunidad semiautónoma, que comparte un campo de experticia; 2) los participantes han influido en un campo de política pública en el tiempo, durante una década o más; 3) existen subunidades especializadas dentro de las agencias y en todos los niveles gubernamentales para tratar el tema de política pública en cuestión, y 4) existen grupos de interés o unidades especializadas que consideran tal tema como el principal asunto de política pública.

La política pública como un sistema de creencias

La cuarta premisa del ACF señala que las políticas públicas pueden ser observadas como un sistema de creencias. Estas buscan traducirse en programas y son su eje central. Asimismo, son el pegante de las AC y permiten comprender su comportamiento. Afirman los autores de este enfoque que “compartir creencias sobre la política pública […] puede ser, al menos, una explicación tan importante del comportamiento [de las AC] como las reglas institucionales que aplican sus miembros dada una situación” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999, p. 130).

Este sistema es un conjunto de valores fundamentales y de percepciones de actores (élites) del subsistema sobre la importancia de las relaciones causales, la magnitud del problema y la eficacia de los instrumentos de política pública presentes en este. Está conformado por tres niveles. El primero es el núcleo profundo de fundamentos normativos y axiomas ontológicos, que definen la filosofía propia bajo la cual las personas se rigen. El segundo alude al núcleo cercano de política pública y versa sobre las estrategias básicas y las posiciones de política para el logro de las creencias del núcleo profundo. El tercero está integrado por aspectos secundarios, que versan sobre una multitud de decisiones instrumentales, información e investigación, requeridos para implementar el núcleo de la política pública.

La jerarquización del sistema de creencias está anclada en las siguientes consideraciones: 1) la teoría de la acción razonada, 2) la racionalidad limitada

(no perfecta) y 3) que el sistema está integrado por élites políticas y no por la ciudadanía en general. Por tanto, el analista puede aproximarse a un sistema de creencias complejo, pero internamente consistente11.


Las anteriores consideraciones perfilan un modelo de individuo distante al de la acción racional y a aquel orientado por metas organizacionales. Por tanto, no es el interés ni la pertenencia organizacional su factor cohesionador. Por el contrario, el ACF se apoya en la psicología social y cognitiva. Aquí el criterio de distinción son las creencias y su sistema, motor fundamental para el comportamiento, y no el cálculo racional. Este marco analítico enfatiza que las creencias comunes y compartidas son definidas como el principal “pegante” de la política. Anota que la resistencia al cambio va en descenso desde el primer hasta el tercer nivel del sistema de creencia. De ahí que la dimensión temporal requerida (una década o más) permitirá observar qué tanto se modifica el núcleo profundo. En el corto plazo, tan solo se aprecian las transformaciones de aspectos secundarios del sistema de creencias.

¿Cambios en el subsistema? Variables exógenas y AC

En términos generales, el ACF señala que el cambio en las políticas públicas está en función de las transformaciones de un subsistema y sus coaliciones militantes, promotoras, de apoyo o de abogacía. No obstante, también considera que el cambio puede darse como fruto de las perturbaciones en variables exógenas al subsistema, entendidas como aquellos parámetros relativamente estables y aquellos eventos externos al sistema de creencias.

Variables exógenas, factor de cambio

Los parámetros relativamente estables comprenden los siguientes componentes o dimensiones: 1) los atributos básicos del problema (bienes), que afectan el aprendizaje y la política pública; 2) la distribución básica de los recursos naturales, que impactan las opciones en diferentes áreas de política pública; 3) los valores socioculturales fundamentales y la estructura social, cuyos cambios pueden alterar la incidencia de sectores sociales en la política pública y 4) la estructura constitucional básica (normas). Estos parámetros, como su nombre lo señala, tienden a ser estables en el tiempo y resistentes al cambio. Delimitan, a su vez, el abanico de opciones con que cuentan las AC, y para el ACF se trata de variables dadas, que existen a priori, y no construcciones socioculturales e históricas.


Los eventos externos al sistema comprenden los siguientes aspectos: 1) las condiciones socioeconómicas, 2) las coaliciones del sistema de gobierno y 3) las decisiones e impactos de política pública de otros subsistemas. Los citados eventos generan tanto oportunidades como restricciones para las coaliciones; las cuales deberán desarrollar destrezas para anticiparlos y dar respuestas acordes a sus sistemas de creencias e intereses, en función de la pervivencia en un subsistema de política pública.

Las AC: coaliciones militantes, promotoras, de apoyo y de abogacía

En las premisas orientadoras del ACF se presentó la importancia del subsistema de política pública. Fundamentalmente, se anotó que a un problema de política pública le corresponde un subsistema especializado, compuesto por una diversidad de actores, instancias y niveles, que buscan incidir en su tratamiento, teniendo como referente un sistema de creencias.

En este contexto, se esgrime la noción de las AC como una categoría conceptual y metodológica que aglutina la diversidad de actores presentes en un subsistema y permite aproximarse a él. Estas coaliciones están conformadas por


gente de diferentes posiciones (agentes oficiales y elegidos, líderes de grupos de intereses, investigadores, etc….), quienes comparten un particular sistema de creencias (esto es, un conjunto básico de valores, supuestos causales y percepciones del problema) y quienes demuestran un acuerdo no trivial de actividad coordinada en el tiempo. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 25)12



Las creencias compartidas permiten la existencia de la coalición, su razón de ser en el subsistema y de querer incidir en la orientación y en los programas de determinada política pública. Esta incidencia está dada en función de los recursos con que cuentan las coaliciones y sus habilidades para emplearlos13. En este orden, las AC buscan transformar el comportamiento de instituciones gubernamentales con miras a lograr sus objetivos de política pública. Para ello, utilizan efectivamente los recursos a su disposición; es decir, producen el mejor beneficio de política dado el costo que en ella acarrea la incidencia. Para tal efecto, cuentan con una serie de instrumentos para influir en el comportamiento institucional, que producen efectos directos en la hechura de las reglas de las agencias o en las decisiones sobre su presupuesto14, e indirectos, vía las soberanías o jurisdicciones de las políticas públicas15.


Es preciso resaltar que para el ACF son las AC el factor explicativo del comportamiento en un subsistema de política pública. Estas actúan en multiplicidad de escenarios, instrumentalmente y cambiando la percepción sobre un problema. Por lo general, su número es reducido y siempre existe una que domina el subsistema. Sin duda, agregan diversos actores, de diversos niveles o jurisdicciones, transforman el balance o presencia de las coaliciones y conducen a cambios en la política. Los cambios en las reglas del juego son fruto de la competencia entre la AC.

En la revisión de 1999 al ACF, se refuerza a las AC como una categoría de agregación, cuya naturaleza es compleja e incluyente y va más allá de una institución o nivel de gobierno. Su estabilidad está articulada al tipo de subsistema en el que estén, y de ahí el ajuste realizado a la primera hipótesis16. Su comportamiento está estructurado por las creencias, más que por reglas institucionales y su sistema de incentivos, o bien por el mero cálculo racional de sus agentes, maximizando ganancias.

La diversidad de actores presentes en la AC no se opone a la coordinación de su comportamiento, que se explica por el sistema de creencias y se incluyen, en la citada revisión, las estrategias y los recursos a disposición de las coaliciones como factores explicativos17. También, se señalan dos tipos de coordinación. La primera es la coordinación fuerte, que “requiere el desarrollo de un plan común de acción, su comunicación a los potenciales miembros de las AC, el monitoreo del compromiso de los miembros y la imposición de sanciones para el no compromiso” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999, p. 140). La segunda es la coordinación débil, que “requiere que los actores organizacionales revisen o monitoreen el comportamiento político de cada uno y luego transformen sus acciones para crear estrategias complementarias con respecto a una meta común” (Sabatier y Jenkins, 1999, p. 140).


Adicionalmente, la revisión de 1999 alude al llamado síndrome del oponente como el diablo, como un factor promotor de la coordinación del comportamiento de la AC. En tal sentido, afirma el ACF que


actores que comparten las creencias del núcleo de la política pública tienen mayor probabilidad de comprometer en el corto tiempo la coordinación si observan a sus oponentes como: i) muy poderosos y ii) con mayor probabilidad de imponer costos sobre ellos si ganan. En consecuencia, los costos de coordinación dentro de una AC son menores. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999, p. 140)18



Sobre el problema del free-rider en el interior de una coalición, los autores afirman que se trata de un fenómeno más común en grupos de interés o materiales que en grupos de propósito, deliberación o creencias.

Finalmente, el ACF señala que en el subsistema también están los intermediarios de política pública, “quienes mantienen el nivel del conflicto político en niveles aceptables e investigan algunas soluciones razonables a los problemas” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 27)19.

Las hipótesis del ACF

El ACF tiene un enfoque de corte sistémico, empirista y neopositivista. De ahí que en la propuesta de análisis de la política pública, presentada por Sabatier y Jenkins-Smith (1993), se formularon doce hipótesis. De estas, cinco fueron reformuladas a partir de las críticas realizadas al ACF y la revisión de 34 estudios de caso examinados bajo las premisas y los elementos centrales de este enfoque.

Primera hipótesis

Versión inicial: “Hay más controversias dentro de un subsistema cuando el núcleo de creencias está en disputa, la línea de alianzas y oponentes tiende a ser más estable en una década o más” (Sabatier y Jenkins-Smith,1993, p. 27). Esta hipótesis refuerza la tesis de que el sistema de creencias es el pegante de las coaliciones y la política, en general, a la vez que reduce el conflicto a su mínima expresión. En revisiones del ACF, esta hipótesis fue modificada con el fin de relacionar el núcleo de creencias y el tipo de subsistema. En este contexto, se ajusta la primera hipótesis en los siguientes términos: “En caso de controversias mayores dentro de un subsistema maduro, cuando el núcleo de creencias está en disputa, la línea de alianzas y oponentes tiende a ser más estable en una década o más” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999, p. 129).


Segunda hipótesis

Versión inicial: “Los actores dentro de una coalición de apoyo demostrarán consensos sustanciales sobre asuntos pertenecientes al núcleo de la política pública, aunque no tanto en aspectos secundarios” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 32). La segunda hipótesis le otorga centralidad a la jerarquía del sistema de creencias. Anota que los asuntos fundamentales se definen en el núcleo y no en otros niveles. En revisiones posteriores se reconoce que variables externas afectan dicho núcleo de creencias y, por ende, el cambio. Los eventos externos abren oportunidades, pero el cambio no ocurre a menos que estas sean explotadas por las AC. El ajuste realizado, por tanto, señala que “perturbaciones significativas externas al subsistema son necesarias, pero no suficientes para explicar el cambio en los atributos del núcleo de la política pública de un gobierno” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999, p. 147).

Tercera hipótesis

Versión inicial: las AC renunciarían a aspectos secundarios del sistema de creencias antes que admitir debilidades en el núcleo central de la política pública (Sabatier, y Jenkins-Smith 1993). Esta hipótesis enfatiza la estabilidad del sistema de creencias y permite que otros niveles de la jerarquía sean más volátiles o susceptibles a transacciones e intereses.

Cuarta hipótesis

Versión inicial: “El núcleo central de un programa de gobierno tiene menos probabilidad de ser revisado significativamente, si las coaliciones de apoyo que lo instituyeron en un subsistema de política pública permanecen en el poder” (Sabatier, 1993 y Jenkins-Smith, p. 34).

Esta hipótesis asume que las coaliciones buscan poder para trasladar su núcleo de creencias a las políticas públicas y no lo abandonarán una vez que estén en el poder. No obstante, el ACF advierte que las AC sí pueden dejar de lado sus aspectos secundarios, e incluso tratar de incorporar y negociar con sus oponentes en este campo. En consecuencia, es poco frecuente que eventos en el interior de un subsistema cambien el balance entre coaliciones, aunque pueden darse, dependiendo del nivel de jerarquía del subsistema que pretendan incidir. De ahí el ajuste realizado a esta hipótesis.


La hipótesis ajustada señala, por tanto, que el núcleo de política pública de un programa de gobierno, en una determinada jurisdicción, no será revisado significativamente por la coalición de apoyo que lo inició y que continúa en el poder, excepto cuando el cambio es impuesto por una jurisdicción jerárquicamente superior (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993).

Quinta hipótesis

Versión inicial:


El núcleo central (los atributos básicos) de un programa de acción gubernamental es menos probable que cambie en ausencia de perturbaciones externas significativas al subsistema, esto es, cambios en las condiciones socioeconómicas, el sistema amplio de coaliciones de gobierno o los insumos de política pública de otros subsistemas. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 34)



Esta hipótesis sugiere que mientras las coaliciones minoritarias buscan mejorar su posición relativa, su esperanza de obtener poder dentro del subsistema reside en algún evento externo que incremente significativamente sus recursos.

El ajuste a la quinta hipótesis, en este contexto, da un mayor juego a la capacidad de maniobra de las coaliciones minoritarias ante cambios externos. Su reformulación se realiza en los siguientes términos:


Cambios en el núcleo central de la política pública de un programa de acción del gobierno requiere tanto de: i) perturbaciones externas significativas al subsistema (por ejemplo, cambios en las condiciones socioeconómicas, las coaliciones de gobierno mayores, o resultados de política pública de otros subsistemas), como de ii) la habilidad de explotar estas oportunidades por una coalición minoritaria (previa) dentro del subsistema. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, pp. 221-222)20




Sexta hipótesis

Versión inicial:


La política orientada al aprendizaje a través de sistemas de creencias es más probable cuando hay un nivel intermedio del conflicto informado entre ellos. En tal situación, es probable que: i) cada coalición tenga los recursos técnicos para comprometerse en tal debate, y ii) el conflicto ocurra entre aspectos secundarios de un sistema de creencias y elementos del núcleo central de otro sistema, o alternativamente, entre aspectos secundarios entre los dos sistemas de creencias. […]

Adicional al nivel del conflicto, una variedad de factores afecta la manera en la cual el analista promueve, refuta o ajusta a aspectos analíticos potencialmente amenazantes. Estos incluyen i) la capacidad analítica de persuasión de los asuntos bajo estudio y ii) la naturaleza del foro en el que el debate es conducido. Ambos factores afectan las coordenadas de las estrategias y las respuestas analíticamente plausibles de los participantes de un subsistema. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 50)



Séptima hipótesis

Versión inicial:


Problemas para los cuales datos cuantitativos son aceptados y existen teorías que están más orientadas a políticas que permiten el aprendizaje (son clave de observar), más que aquellos en los cuales los datos y las teorías son cualitativos, algo subjetivos y pierden validez. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 52)



El ACF, consecuente con su enfoque empirista, le resta validez a incorporar en los datos los aspectos normativos y las dimensiones contextuales donde habitan las políticas públicas.

Octava hipótesis

Versión inicial:


Problemas que involucran sistemas naturales tienden más a políticas orientadas al aprendizaje que aquellos que involucran sistemas puramente sociales o políticos, debido a que, en los primeros, las variables críticas no son ellas mismas activadas en estrategias y su control experimental es más viable. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 52)




El ACF observa dificultades analíticas y metodológicas en aquellos sistemas sociales o políticos que se resisten a diseños experimentales con variables susceptibles de aislarse y controlarse.

Novena hipótesis

Versión inicial: la política pública orientada al aprendizaje tiene una mayor probabilidad cuando existe un foro que tiene el suficiente prestigio para forzar a profesionales de diferentes coaliciones a participar y cuando es dominado por normas profesionales (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993). Esta hipótesis trabaja el papel de los foros. En 1999 se formularon dos hipótesis adicionales. La primera señala que,

 
aun cuando la acumulación de información técnica no cambie el punto de vista de la coalición opositora, esta puede tener un impacto importante sobre la política pública, al menos, en el corto tiempo, alterando los puntos de vista de los mediadores de la política pública y otros importantes oficiales de gobierno. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999, p. 145)



La segunda refuerza el papel de un foro profesional en el aprendizaje entre coaliciones. Su éxito está en función del consenso que se logra a partir de desacuerdos científicos previos sobre un asunto técnico, y dado que las decisiones del foro son aceptadas por la mayoría de los miembros de la coalición21.


Décima hipótesis

Versión inicial: las élites de los grupos de deliberación están más restringidas en la expresión de sus creencias y posiciones de política pública que las élites de los grupos de interés (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993).

Decimoprimera hipótesis

Versión inicial: “Dentro de una coalición, las agencias administrativas usualmente apoyarán (promoverán) más posiciones de centro que su grupo de interés aliado” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 213). Para esta hipótesis, los autores examinan la composición de las coaliciones y anotan que las agencias administrativas y los grupos de interés hacen parte de estas. En consecuencia, las revisiones al núcleo de política podrán ser sutilmente diferenciadas no solo por la jerarquía de quien promueve el cambio, sino por la naturaleza del promotor.

Decimosegunda hipótesis

Versión inicial:


Aun cuando la acumulación de la información técnica no cambie los puntos de vista de las coaliciones en oposición, esta puede tener importantes impactos en la política pública, al menos en el corto tiempo, afectando las posiciones de los intermediarios de la política pública o de otros oficiales de gobierno importantes. (Sabatier y Jenkins-Smith, 1993, p. 219)



ACF: cambio y aprendizaje

En su formulación inicial (1993), el ACF argumentaba que el cambio se da a partir de transformaciones sustanciales en el contenido y el alcance del núcleo de creencias de las políticas públicas. Además, señalaba que son dos las rutas explicativas para el cambio. La primera es producto de la competencia entre las AC, cuando la información técnica cumple un papel y es instrumentalizada por estas22. La segunda atiende a las perturbaciones o choques externos, y observa las variaciones en los parámetros relativamente estables y en los eventos sistémicos que impactan el subsistema de política pública, en los límites y las oportunidades de las AC. Sin embargo, los críticos del ACF señalan que este enfoque no plantea nada sobre las condiciones bajo las cuales se producen cambios mayores. Al respecto, recuerda el ACF lo siguiente:

1. Los cambios en el núcleo de la política pública de un programa de gobierno son eventos infrecuentes. La mayoría de los cambios se dan en los aspectos secundarios, en intereses o en preferencias, y no en núcleo sistema de creencias. Sin embargo, aspectos secundarios (como las preferencias) pueden trasladarse al núcleo si empiezan a demarcar los límites del subsistema, son evidentes o si bien han sido fuente del aprendizaje (función de ilustración) por algún tiempo (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999).

2. Se reconoce que los eventos externos al subsistema abren oportunidades de cambio. Sin embargo, este solo ocurre si tales oportunidades son capitalizadas por coaliciones minoritarias o de oposición a la dominante del sistema. Por tanto, el cambio es producto de la competencia entre las AC y el remplazo de coaliciones.


3. Se realiza una diferencia entre el cambio en la opinión pública, un recurso de las coaliciones, y el cambio en las condiciones socioeconómicas, una de las variables exógenas presentes en el enfoque.

4. Se observa como necesario cierto grado de consenso para instaurar un cambio en determinada política pública. Tal consenso está en función de la estructura constitucional y el sistema de valores culturales. Por tanto, es un asunto más allá de cómo lograr mayorías y de qué tipo mayorías23.

5. Se observa una estructura de jerarquías. Cambios de política pública que se producen en un nivel o jurisdicción superior de gobierno afectan a uno inferior.


Modificaciones al ACF

En el 2007, Sabatier y Christopher Weible retoman las revisiones realizadas al ACF en 1999, y formulan tres modificaciones relativas a: 1) la estructura de oportunidades de las coaliciones, 2) la tipología de recursos con que cuentan las coaliciones y 3) las nuevas fuentes (o rutas) para el cambio en y de la política pública.

Estructura de oportunidades

Esta categoría es una suerte de mediación o interfase entre lo sistémico, los parámetros relativamente estables y eventos sistémicos, y el subsistema de la política pública. Se pregunta por aquellos factores que afectan significativamente los recursos y el comportamiento de las AC, e incorpora las siguientes dimensiones: el grado de consenso necesario para el cambio de la política pública y la apertura del sistema político, medida en función del número de vías para decidir sobre la formulación de las políticas y el acceso a ellas.

La tipología de los recursos de las coaliciones

Esta tipología se construye en el horizonte de señalar la importancia de los recursos de y en las AC. Se trata de un aspecto complementario al sistema de creencias y dinamizador del cambio en la política pública. Se formula como respuesta a parte de las críticas realizadas al ACF. La tipología propuesta por los autores se construye a partir de seis tipos ideales, a saber: 1) la autoridad legal para las decisiones en la formulación de las políticas públicas; 2) la opinión pública que apoya a la coalición; 3) la información sobre el problema de política pública, sus causas, costos y beneficios; 4) la movilización de tropas, que comprende campañas electorales, consecución de recursos, demostraciones públicas, entre otros recursos; 5) los recursos financieros, y 6) las habilidades de liderazgo, que crean una visión atractiva de la coalición24.


Rutas para el cambio de la política pública

Sin restarle importancia a la competencia entre coaliciones de un subsistema y las perturbaciones externas a este como rutas de cambio, la revisión de 2007 propone dos nuevas rutas explicativas:

1. Choques internos: son aquellos que ocurren en el interior de un subsistema. Distribuyen recursos políticos críticos entre las coaliciones de este. Pueden confirmar el núcleo de política pública de las coaliciones minoritarias, debilitando a la AC dominante.

2. Acuerdos negociados: son resultado de largos periodos de pugnas o conflictos entre las AC. Su resolución depende del papel de las políticas orientadas al aprendizaje y se comprenden mejor a partir de la literatura sobre resolución de conflictos, la cual presenta nueve condiciones para llegar a acuerdos negociados25.

Implicaciones metodológicas del ACF

El ACF privilegia las metodologías cuantitativas. Estas permiten comprobar o falsear sus hipótesis y conducen a relaciones causales y generalizaciones. Por el contrario, el ACF no considera pertinentes aproximaciones hermenéuticas o de carácter fenomenológico. Señala que el sistema de creencias no es susceptible de exégesis interpretativas y reconoce en ello un reto metodológico. Por tanto, propone explorar las siguientes alternativas metodológicas: 1) encuestas sobre las creencias de las élites, 2) panel con observadores expertos y 3) el análisis de contenido de documentos relevantes, donde queda consignado el sistema de creencias26.


En 1993, Sabatier y Jenkins-Smith presentaron una propuesta de método longitudinal de análisis de contenidos de las creencias de las élites políticas, que precisaba: 1) identificar la población objetivo y su muestra para ser codificada, 2) desarrollar un marco de codificación consistente de los elementos relevantes del sistema de creencias en tal población y 3) atender a la confiabilidad y la validez del problema, deduciendo las creencias de las fuentes documentales.

Este método permite capturar y analizar datos cualitativos e intersubjetivos fidedignos y examinar, en el tiempo, cambios en el sistema de creencias de las élites de un subsistema o de actores en él. Asimismo, propicia un mayor nivel de detalle para el análisis de las creencias que lo capturado por la orientación del partido o de los grupos de interés. Para los autores se trata de una ruta metodológica más fértil que las encuestas, limitadas a atributos generales, y que los estudios cualitativos, cuyas conclusiones son difíciles de generalizar.

Algunas críticas al ACF

Desde otras orillas

La formulación inicial del ACF y sus continuas revisiones, ya expuestas, señalan que este marco ha sido objeto de varias críticas por parte de diversas corrientes del análisis de la política pública. Este aparte se concentra en dos críticas fundamentales, realizadas desde la teoría de la acción colectiva y el posempirismo.

Críticas al ACF desde la acción colectiva

Edella Schlager (1995) observa los aportes novedosos del ACF para el análisis de la política pública y su hechura. No obstante, hace dos críticas sustanciales apoyándose en el análisis y desarrollo institucional (IAD), propuesto por Elinor Ostrom, y en la elección estructural de Terry Moe. Siguiendo los argumentos de Ostrom (2005), la autora crítica la fuente del cambio en la política pública de la primera versión del ACF. Anota que los cambios en las variables exógenas no necesariamente permiten explicar los cambios en las coaliciones de apoyo y, por ende, en las políticas públicas. En consecuencia, se hace indispensable entender y explicar la emergencia, el mantenimiento o fracaso de un proceso de política pública. En este orden, es necesario incorporar dentro de la explicación del ACF lo relacionado con: 1) las reglas y los arreglos institucionales, 2) las condiciones del mundo biofísico y 3) las características de la comunidad.


Schlager retoma el análisis de las condiciones estructurales de Moe. Señala que estas pueden determinar las posibilidades reales de las AC y que es necesario avanzar en el examen de cómo una coalición llega a una acción colectiva. Para tal efecto, incorpora: 1) las condiciones del sistema político y 2) las estrategias de cooptación de carácter informal al alcance de las coaliciones y aquellas empleadas para incidir en la política pública en cuestión. En ambos casos, las coaliciones se enfrentan con la constante de la incertidumbre política. De ahí la necesidad de estudiar y emplear tales condiciones estructurales.

El desarrollo de los argumentos de Schlager le permite sugerir hipótesis adicionales a las señaladas por el ACF, a saber:

1. En un sistema de separación de poderes (en donde ambos ganan y pierden), siempre estarán en juego las coaliciones en un contexto de incertidumbre y oposición política.

2. En un sistema parlamentario, el partido en el gobierno buscará desarrollar estrategias de cooptación del partido opositor con el fin de lograr sus objetivos de política pública. En este contexto, el partido de gobierno adelantará iniciativas para hacer que el partido opositor sea parte del proceso de la política pública, incluirá ciertos grupos de interés y buscará apoyos en el otro partido.

3. Actores que comparten creencias tiene más probabilidad, al menos en niveles mínimos, de generar una acción colectiva, si ellos: interactúan repetidamente, tienen una experiencia relativa sobre bajos costos de la información y creen que existen políticas públicas que aunque no afecten a cada actor en forma similar, al menos lo tratan justamente27.

Adicionalmente, plantea Schlager que las coaliciones tienen mayor posibilidad de persistir si: 1) los beneficiarios de los saldos positivos que una coalición produce están claramente identificados y son miembros de dicha coalición, 2) los beneficios recibidos por los miembros de una coalición son proporcionales a los costos que cada miembro dispuso para mantenerla y 3) cada miembro de la coalición monitorea las acciones de los otros para asegurar el cumplimiento de los compromisos de acuerdo con las estrategias, los recursos aportados y las actividades cooperativas y de apoyo.

Otros autores especialistas en la acción colectiva, como Blomquist, Ostrom y Olson, cuestionan enfáticamente que el comportamiento de las AC derive, sin mayores mediaciones, del sistema de creencias. Anotan que a las coaliciones se les observa por encima de: 1) los costos de transacción presentes en el entendimiento común de un problema de política pública y la pertinente orientación del significado de este (los problemas de coordinación), 2) la dificultad de encontrar políticas públicas que orienten imparcialmente el conflicto entre los miembros de una coalición y 3) la tentación de cada individuo u organización a ser un free-rider.


Críticas desde el posempirismo

El posempirismo reconoce que el ACF amplió el horizonte analítico. Sin embargo, quedó atrapado en el paradigma neopositivista y empirista, sin proponer alternativas metodológicas y sin ser, en efecto, una salida al ciclo de la política pública en su acepción de modelo heurístico.

Frank Fischer (2003), siguiendo a Hajer, observa que este enfoque explica con mayor fuerza la estabilidad en las políticas públicas que su cambio. Si bien identifica y describe aspectos del cambio, no permite explorar el porqué y el cómo se da. Sus afirmaciones al respecto son generales, no exploran las condiciones de modo, tiempo y lugar. En otros términos, no se ocupan de cuál es el contexto social e histórico del cambio. Adicionalmente, señala que la categoría de agregación de las AC suprime las diferencias en su interior. Dimensión o elemento que no es susceptible de ser captada solamente por métodos empíricos y puede ser esencial a la hora de explicar el cambio, en particular por la vía de los acuerdos negociados.

En consecuencia, la propuesta posempirista invita al analista de la política pública a observar cómo las diferentes coaliciones luchan a través de la argumentación para definir y redefinir el problema, las soluciones y sus propias orientaciones. Se trata de examinar no solo lo que se dice, sino también cómo y quién lo dice. Ello en contraste con un sistema dado de creencias que define el contenido y el alcance del problema de la política pública.

En este contexto, las AC se mantienen unidas gracias a guiones narrativos que interpretan los eventos y cursos de acción concretos en determinados contextos sociales28. Son los argumentos, su uso compartido y sus líneas de historia los factores explicativos de la coordinación y funcionamiento de las coaliciones. Su estabilidad está en función de la confianza, la aceptación y la credibilidad suscitada por las cadenas argumentativas, más que por la estabilidad del núcleo central y los aspectos secundarios del sistema de creencias del ACF29. Por ende, las explicaciones causales de la estabilidad y el cambio presentan problemas. De ahí la pertinencia de un enfoque analítico discursivo para aproximarse a la interacción argumentativa y su interpretación desde la lógica informal, perspectiva más compleja que el enfoque empírico del ACF. El reto analítico es, por tanto, identificar y mostrar la interacción argumentativa. Esto implica examinar cómo las diferentes AC luchan a través de la argumentación para definir y redefinir el problema, las soluciones y sus propias orientaciones30.


Conclusiones desde el ACF y su propuesta de agenda

En términos generales, Sabatier y Jenkins-Smith defienden la coherencia en el tiempo del ACF como marco de análisis de la política pública31. Este constituye una alternativa analítica al ciclo. Permite la pregunta por el cambio y el papel del aprendizaje, a partir de orientaciones causales e hipótesis falseables que conducen a un terreno fértil de generalizaciones. En particular, formulan cinco conclusiones. La primera concreta cuatro vías explicativas o rutas para el cambio de la política pública, relacionadas con el aprendizaje, los choques externos e internos y los acuerdos negociados.

La segunda defiende las revisiones y modificaciones introducidas al ACF como válidas. Sin embargo, anota que estas no afectan la validez de sus principios básicos, relativos al modelo del individuo presente, la definición del subsistema, la categoría de las AC y el papel que cumple la información técnica en la política pública y su cambio.

La tercera conclusión es una defensa frente a las críticas realizadas desde la acción colectiva al ACF. Más que una contrarrespuesta a las observaciones realizadas, los autores señalan la necesidad de nuevos estudios que profundicen, revisen y dialoguen con estas, principalmente con los planteamientos de Schlager32.

La cuarta está relacionada con las ventanas institucionales. Los autores dan validez a la crítica inicial sobre su olvido en torno a las oportunidades y los límites institucionales en materia de política pública. De ahí su propuesta de una estructura de oportunidades políticas y aspiración a que esta permita futuros desarrollos conceptuales y metodológicos.


La quinta conclusión está formulada a partir de la propuesta de agenda de investigación futura. Sus preguntas centrales se presentan en la tabla 1. Esta propuesta es una salida ante las críticas formuladas al ACF sin respuestas a la fecha (2007). En este contexto, muchas de las preguntas de investigación tienen que ver con temas propios de la acción colectiva y los dilemas de las coaliciones de apoyo. La agenda también busca incorporar nuevos desafíos externos y globales al subsistema de política pública33.

TABLA 1. AGENDA DE INVESTIGACIÓN, PREGUNTAS PUNTUALES







	¿Incluyen las AC o no las propiedades de los participantes del subsistema y cómo?




	¿Cómo la estructura de oportunidades políticas afecta las creencias de las coaliciones, sus recursos y estrategias?




	Después de los choques internos y externos, ¿cuáles son los procesos causales que se dan?




	¿Cuál es el papel del poder, los recursos, los liderazgos y las interdependencias funcionales en la membrecía de una coalición, su comportamiento, estabilidad y estrategias?




	¿Cuál es la importancia relativa del bienestar individual y el organizacional comparado con otros núcleos de política en coaliciones establecidas y en formación?




	¿Qué tanto las innovaciones científicas y tecnológicas afectan la estructura de los subsistemas de política?




	¿Cuál es el marco de eventos que los participantes de las políticas públicas pueden usar para apoyar las metas de sus coaliciones?




	¿Cuál es la aplicación del ACF a subsistemas de política global?




	¿Cuál es la posibilidad del ACF de ser usado como una herramienta práctica para hacer políticas públicas?





FUENTE: SABATIER, P. Y JENKINS-SMITH, H. C. (1999).

Balance final

El ACF amplió el campo de estudio del análisis de política pública (APP). Su dimensión temporal (de una década o más) aparta los análisis de lo coyuntural, del pronunciamiento social y de la esfera de la opinión pública, escenarios susceptibles a los vaivenes políticos. No obstante, una década no es un período universal para observar el ciclo de la política pública, sus aprendizajes y cambios.

Las reflexiones conceptuales del ACF permiten problematizar y complejizar la mirada del ciclo de política pública; observar que sus fases no necesariamente son secuenciales y que pueden existir retroalimentaciones y reformulaciones de un problema de política pública. Por tanto, introducen en el análisis los niveles subnacionales de la política pública y la amplia gama de actores que participan e inciden en ella a lo largo de su ciclo. En este orden de ideas, el ACF toma distancia de los modelos top-down, centrados en el nivel nacional, que asumen que sus formulaciones son acatadas y seguidas por los niveles subnacionales, como si no existieran relecturas o reinterpretaciones. Es de anotar que la diversidad de actores excluye a la ciudadanía en general. Se trata de un enfoque centrado en las élites. La ciudadanía es tan solo un recurso a movilizar. Lo expresado relativiza la distancia tomada del modelo top-down. Esta perspectiva subestima el juego de poderes y contrapoderes presentes alrededor de las políticas públicas.


De una parte, el ACF propone una figura de agregación dada la diversidad de actores: las AC. Estas coaliciones permiten la agregación a partir de un sistema común y compartido de creencias. Tal formulación busca integrar elementos de corte subjetivo en un marco empirista, que le apuesta a la objetividad y a la validez de sus formulaciones. Asimismo, pretende tomar distancia de los análisis institucionalistas y de la acción racional, al señalar que son las creencias el pegante de las AC y las que definen el alcance de un subsistema de política pública.

Sin embargo, los interrogantes sobre la coordinación del comportamiento de las AC y las vías para el cambio llevan a los autores del ACF a introducir elementos institucionalistas y de corte racional en este enfoque. La modificación sobre tipos de coordinación reconoce, en últimas, la existencia de reglas que propician la acción. Los problemas de costo y beneficio, al final, se resuelven vía balance de actor racional. El tema del free-rider no está conjurado. Compartir un sistema de creencias puede ser una barrera para no defeccionar. Se trata de una condición necesaria más no suficiente, puesto que compartir tal sistema no significa compartir las alternativas de solución a un determinado problema. Tampoco implica la eliminación de tensiones o conflictos dentro de las AC. Sin mencionar el silencio del ACF con respecto al papel que cumple la represión y la coerción en las coaliciones.

De otra parte, este marco analítico no explica cómo se construyen las AC. En cierto modo, se parte del supuesto de la consistencia interna de las creencias de las élites. Su único argumento al respecto es que, dado un subsistema de política pública y la insatisfacción de un asunto por este, emergen nuevas coaliciones. Este planteamiento permite pensar a las coaliciones como una entidad latente y desvía la pregunta sobre cómo se construyen, configuran y reconfiguran.

Además, el ACF no permite observar aquel cambio de y en las políticas públicas que se da con el concurso de “contraélites” (públicos subalternos) o fuerzas contrasistémicas. En este horizonte, el APP se ubica en un escenario de poder constituido y no de poderes en pugna o constituyentes. En este contexto, es de absoluta pertinencia la tesis de Hajek, citada por Fischer (2003), para quien las coaliciones antes que un conjunto de creencias, son cursos discursivos que agrupan a actores diversos.


Ahora bien, en cuanto al subsistema es de anotar que esta figura busca precisar el campo de análisis de la política pública. No obstante, presenta debilidades a la hora de fijar claramente sus límites e intersecciones. Señala que un subsistema puede alimentarse de otro (recibe inputs) e incluso puede desprenderse. Sin embargo, no examina las intersecciones intrasubsistemas. Los subsistemas tienden a ser observados bajo la mirada sectorial. En consecuencia, brindan pocas herramientas analíticas para observar políticas de corte transversal, como aquellas inspiradas en enfoques de derechos, de género, étnico o territorial. Sin duda, los programas de acción pública de estas comprenden más de un subsistema.

Por ende, el subsistema está conceptualizado en términos de política pública nacional o doméstica. En revisiones posteriores del ACF, se planteó que un desafío era el escenario de políticas globales. Los desarrollos al respecto son aún muy limitados, y no incorporan las afectaciones de políticas globales en políticas públicas de corte sectorial y nacional. En este contexto, preguntas acerca de los límites o alcances de los subsistemas y la composición de las coaliciones son necesarias de formular y, sin duda, reportan dificultades para la aproximación empírica del ACF.

En síntesis, el ACF es un marco analítico que se inscribe en la tradición neopositivista y empirista. Su finalidad es identificar leyes causales que expliquen el cambio y el aprendizaje de la política pública, susceptibles de réplica y generalización. Poca atención presta a los contextos históricos, socioculturales y políticos donde se surten las políticas públicas, a pesar de la inclusión de las variables exógenas al subsistema, parámetros relativamente estables y los eventos sistémicos. Desconoce, además, los aprendizajes sociales presentes en las políticas públicas, dado su énfasis en papel de la información técnica. Esta mirada tecnocrática reconoce el papel del analista y su incidencia en la política pública, pero no lo problematiza.

Finalmente, este enfoque no logra superar las observaciones conceptuales y metodológicas al sistema de creencias. Los interrogantes sobre la coordinación del comportamiento a partir de este sistema siguen presentes, como se anotó en la crítica desde la acción colectiva. La estrategia metodológica para aproximarse a las creencias es limitada, pues tiende a reducirlas a atributos, aunque claramente el ACF plantea que son más que esto. La propuesta de análisis longitudinal de documentos no permite examinar ni cuestionar las mediaciones que están presentes en ellos.

El ACF abre un camino alterno al análisis de política. No obstante, su transitar no está exento de obstáculos. De hecho, sus autores intentan superarlos en las revisiones y modificaciones realizadas al enfoque y presentan como salida una agenda investigativa.
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3 Este artículo es una lectura y traducción del ACF, siguiendo fundamentalmente las propuestas presentadas y publicadas en 1993, 1999 y 2007. Asimismo, es el resultado de un ejercicio colectivo desarrollado en el Seminario Análisis de Política Pública, del Doctorado en Estudios Políticos y Relaciones Internacionales (EPRI), dirigido por el doctor André-Noél Roth. Los autores manifiestan su reconocimiento a los participantes del seminario por sus aportes e inspiradoras discusiones en torno al ACF.

4 En general, se utilizará la sigla AC. Sin embargo, los términos coaliciones promotoras, militantes, de apoyo o abogacía serán empleados como sinónimos. Es de señalar que no existe una traducción oficial del AC en español.

5 Esta publicación contiene un artículo sobre el enfoque de Lasswell para el análisis de las políticas públicas (segundo capítulo). Una síntesis de los desarrollos del análisis a partir del ciclo de la política pública también se encuentra, entre otros, en el trabajo de Luis Fernando Aguilar (1996) y en el de André-Noél Roth (2003).

6 En el esfuerzo por entender la hechura de las políticas públicas, la ciencia política clásica centró su atención en factores tales como: 1) los intereses y valores individuales, 2) las reglas y los procesos organizacionales y 3) los análisis sectoriales. De igual manera, su análisis se concentró en deter- minadas instituciones, en particular en el llamado triángulo de hierro, compuesto por las agencias administrativas, los comités legislativos y los grupos de interés, presentes en la política norteamericana.

7 Por lo general, el ciclo de la política pública se ha examinado a través de cinco etapas, a saber: identificación de un problema, formulación de soluciones, toma de decisiones, implementación y evaluación.

8 Nótese que para el ACF existe correspondencia entre un problema o asunto de política pública y el subsistema relativo a este. En consecuencia, descarta la posibilidad de que un problema pueda ser abordado por más de un subsistema. De ahí que la interacción entre subsistemas se limite a un tema de insumos que un subsistema aporta a otro y los potenciales cambios que pueda propiciar.

9 Esta, así como las siguientes citas textuales, son traducciones propias.

10 Nótese la diferencia analítica con los estudios de la ciencia política centrados en lo nacional y en la etapa de formulación. Por el contrario, el ACF examina las diferentes jurisdicciones donde se expresa una política pública, sus diferentes etapas y la diversidad de actores presentes en un subsistema, la cual no incluye la ciudadanía en general. Esta se observa más como un recurso a movilizar que como un actor decisivo en el subsistema. Su énfasis está en las élites.

11 La idea de un sistema de creencias consistente internamente es un aspecto fuertemente cuestionado al ACF. Las principales críticas provienen de las escuelas de la teoría de acción colectiva.

12 El ACF aclara que las AC no son organizaciones, instituciones o grupos de interés, no están en función de reglas e instituciones y no responden al mero cálculo racional.

13 En el ACF las reglas institucionales son recursos con los que cuenta la coalición de apoyo para incidir en la política pública. Por el contrario, para los institucionalistas las reglas son las que definen la política pública y la capacidad de maniobra de quienes pretendan incidir en ella. Transformaciones en las reglas, sin duda, reportan cambios en las políticas públicas (Ostrom, 2005).

14 Algunos instrumentos son: 1) persuadir a oficiales de agencias a través de testimonios, 2) cambiar el personal que toma decisiones vía reorganizaciones o transferencias, 3) cambiar los requisitos y los antecedentes del personal, 4) publicitar los vacíos de desempeño de la agencia en los medios de comunicación y 5) ofrecer incentivos.

15 Por ejemplo, conducir revisiones sistemáticas de las reglas de la agencia, alterar la asignación política, persuadir vía litigios, cambiar legislaciones o presupuestos de una agencia y formular estrategias electorales.

16 Sobre el tema, véase la sesión de las hipótesis del ACF y remítase también al aparte del subsistema.

17 En la revisión de 1999 al ACF se señala que: 1) en general, los costos de emplear un recurso son proporcionales a sus beneficios; 2) usualmente, es más fácil alterar las reglas y los presupuestos de una agencia estatal; 3) virtualmente, en todos los casos, el factor que afecta los costos tiene que ver con las predisposiciones de política pública del oficial responsable, y 4) algunos tipos de recursos trabajan mejor en algunas instituciones que en otras. Lo anterior les permite a los autores sortear críticas sobre el énfasis excesivo del ACF en las creencias, dado que complementan su enfoque con la incorporación de las estrategias empleadas para incidir en política pública.

18 Debido a dos razones: 1) el sistema de creencias compartido en una coalición reduce los costos de transacción, dado el común entendimiento del problema y las vías para resolverlo, y 2) quienes comparten creencias tienen mayor probabilidad de confiar en otros y aumentan la probabilidad de una distribución justa de los costos que acarrea la realización del propósito común. Estos argumentos se esgrimen como defensa a las críticas formuladas por Edella Schlager.

19 Pueden ser servidores públicos o cortes. El ACF insiste en que los intermediarios son una materia empírica que puede o no estar relacionada con afiliaciones institucionales.

20 El trabajo de Jenkins-Smith y St. Clair condujo a la formulación de una hipótesis complementaria que relaciona creencias con tipo de grupos, a saber: “Las élites de grupos de propósito están más limitadas en sus expresiones de creencias y posiciones de política pública que las élites de los grupos materiales” (Sabatier y Jenkins-Smith, 1999, p. 134). Esta formulación será retomada por la décima hipótesis.

21 Sus principales características son: 1) su composición, tanto por científicos aliados a la coalición como neutrales; 2) su financiación no debe provenir de una sola fuente; 3) su duración deberá permitir encuentros al menos media docena de veces al año, y 4) el statu quo es inaceptable.

22 Las coaliciones de un subsistema tienden a trasladar a los programas de gobierno el núcleo central de la política pública y los aspectos secundarios de sus sistemas de creencias. Sin embargo, muchos programas incluyen algunos compromisos entre coaliciones. Por tanto, habrá lo que se denomina una coalición dominante y una o más coaliciones minoritarias. Cada una buscará realizar sus objetivos en el tiempo, incrementando sus recursos políticos y su política pública orientada al aprendizaje.

23 De acuerdo con el ACF, el consenso para impulsar cambios principales requiere de las siguientes condiciones: 1) los status quo son inaceptables, 2) las negociaciones son conducidas en privado por cierto tiempo, 3) cuentan con facilitadores o intermediarios de la política pública y 4) los negociadores propiciarán la discusión sobre los asuntos prácticos que permiten compromisos.

24 No obstante, es de anotar que dichos recursos presentan dificultades operativas.

25 Estas son: 1) incentivos a negociar, que señalan ventajas de la negociación y la promueven; 2) composición, que demanda una adecuada representación de quienes sostienen posiciones y argumentos a la hora de la negociación; 3) liderazgo, que se acompaña de mediadores de posiciones y facilitadores de decisiones; 4) reglas de decisión por consenso, que garanticen a su vez el poder de veto; 5) financiación, que permita adelantar el proceso de negociación y llegar a consensos; 6) duración y compromisos, para poder desarrollar técnicas en donde todos ganen, se construya confianza y se documenten decisiones, por ejemplo, 7) importancia de los asuntos empíricos, dado que en principio los asuntos normativos se resisten a ser negociados; 8) importancia de construir confianza, que propicie las negociaciones y permita acuerdos, y 9) vías alternativas, para explorar soluciones diferentes a los problemas de política pública.

26 El enfoque de redes puede ser útil para identificar los actores activos y latentes de un subsistema.

27 En su revisión de 1999, el ACF señala que las preocupaciones sobre la coordinación del comportamiento de Schlager son también preocupaciones de este marco, enfatizando la importancia del sistema de creencias, del tiempo para que sean compartidas y del modelo del individuo del que parte.

28 Cabe señalar que los actores de las coaliciones no necesariamente presentan un mismo curso discursivo a través del cual expresan sus creencias. En efecto, este cambia de acuerdo con los auditores a los que interpela.

29 El cambio de argumentos no siempre es fácil, menos si estos se encuentran enraizados en prácticas institucionales.

30 De otra parte, la corriente posempirista crítica la función de ilustración del ACF tanto por sus implicaciones científicas como políticas. En lo científico, el paradigma empirista del ACF conduce a conclusiones erróneas y a la esperanza de un aprendizaje circunscrito a foros profesionales, desconociendo que el aprendizaje es un proceso socialmente construido y que no se limita a esce- narios tecnocráticos. En lo político, el aprendizaje tecnocrático excluye la deliberación pública y su dimensión política.

31 Marco que delimita la política pública a partir del subsistema y la define como sistema de creencias, incorporando variables exógenas y que cuenta con una categoría analítica como la AC.

32 No en vano, ver algunos de los puntos de la agenda investigativa (quinta conclusión).

33 De algún modo, problematiza el subsistema cuando se trata de políticas públicas de carácter global, mas no cuando son políticas domésticas atravesadas por fuerzas globales o transnacionales.


LUISA FERNANDA CANO BLANDÓN1

EL ENFOQUE RETÓRICO DEL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS (APP)

Es innegable que el hombre también razona cuando argumenta y no solo cuando calcula.

PERELMAN

Giandomenico Majone en las teorías cognitivas de las políticas públicas

El análisis cognitivo de las políticas públicas surge a partir de las críticas al modelo tradicional de análisis, el cual está pensado desde una perspectiva racional normativa del proceso de políticas, según la cual la formulación de propuestas de policy, su ejecución y cambio representan la variable dependiente de un juego de actores racionales, maximizadores de sus intereses y poco dispuestos a cooperar en ausencia de incentivos2. Tales críticas se dirigen, entre otras cuestiones, a la dificultad que tiene el enfoque tradicional para responder a la pregunta “¿cómo pensar el hecho de que los actores actúan, definen sus estrategias, efectúan elecciones, movilizan recursos, en dos palabras son ‘libres’ en el marco de estructuras de orden global sobre las cuales no tienen sino marginalmente la posibilidad de actuar?” (Muller, 2006, p. 94). En otras palabras, la perspectiva cognitiva insiste en la restricción de la discrecionalidad sobre la acción racional en virtud de numerosas y disímiles limitaciones, muchas de las cuales dependen del contexto político en que se formula la política pública.


El enfoque retórico, argumentativo o dialéctico de las políticas públicas ha sido desarrollado por Giandomenico Majone, originario de Como (Italia), quien es profesor emérito de Políticas Públicas del Instituto Europeo Universitario, realizó estudios de Economía Política en la Universidad de Padua en la década de 1950 y obtuvo una maestría en Matemáticas en 1960 del Instituto Carnegie de Tecnología. En 1965, se doctoró en Estadística en la Universidad de California. Su obra Evidence, Argument, and Persuasion in the Policy Process fue publicada en 1989 y traducida al español en 1996. Majone ha sido profesor visitante en la Universidad de Yale y en la Universidad de Harvard, entre otras. En los últimos años, este autor ha tomado distancia de sus escritos iniciales sobre políticas públicas y se ha dedicado al tema de la regulación y la integración económica europea. Sus escritos más recientes son: Europe as the Would-be World Power (2009) y Dilemmas of European Integration (2005).

Pese a su formación en matemáticas y estadística, o posiblemente gracias a ello, Majone es el principal exponente de lo que podría denominarse el enfoque retórico de las políticas públicas, perspectiva que privilegia la racionalidad argumentativa o discursiva sobre la racionalidad instrumental que se encuentra en el origen de las políticas públicas como campo de estudio. Al respecto, Aguilar Villanueva (2005) indica que Majone


siendo un experto consumado en el manejo del instrumental cuantitativo y microeconómico del análisis, ha sabido reconocer sus limitaciones y ha propuesto con originalidad enfoques correctivos y complementarios al esquema racionalista dominante para estructurar y seleccionar las decisiones de gobierno. (2005, p. 20)



¿Por qué el enfoque retórico hace parte de las teorías cognitivas de las políticas públicas?

Desde la perspectiva cognitiva, las políticas públicas “constituyen el lugar donde una sociedad dada construye su relación con el mundo” (Muller, 2006, p. 98), por lo que se defiende el papel de las ideas en la formulación de políticas y la existencia de marcos cognitivos dentro de los cuales estas se diseñan e implementan. Poco sirven los sofisticados cálculos de los analistas que defienden una determinada opción de política, si dicha opción resulta inviable frente a sus restricciones particulares.

Es por ello que, desde la perspectiva de Majone, no es posible comprobar, de forma rigurosa, que una política es “correcta”, sino que es necesario producir y presentar, además, argumentos persuasivos. Esto quiere decir que la racionalidad no es instrumental, sino que se refiere a la capacidad de proveer razones y argumentos aceptables para las elecciones y acciones de una política.


Bajo estas circunstancias, el analista de políticas es un artesano de argumentos, un experto en persuasión, y no un técnico solitario que se aleja de la esfera pública por considerar su “ciencia” incomprensible al nivel del profano. Esto implica un cambio en la fundamentación racional y en la legitimación de la alternativa de una política seleccionada.

El renacer de la retórica y el razonamiento dialéctico en la política (politics) y en las políticas (policies)

Para comprender por qué el enfoque retórico representa un cambio de paradigma respecto a la perspectiva tradicional del análisis de políticas públicas (APP)3, es necesario detenerse brevemente en las elaboraciones teóricas alrededor de la retórica.

La retórica, entendida como “el arte de persuadir y convencer” (Perelman, 1997, p. 17), o como “el estudio de todas las formas de hacer cosas con palabras” (Majone, 1989/2005, p. 42), encuentra su origen en el razonamiento dialéctico aristotélico.


Aristóteles distinguió en su Organon dos especies de razonamientos: razonamientos analíticos y razonamientos dialécticos. El estudio que emprendió de aquellos en los Primeros y Segundos Analíticos le valió ser considerado en la historia de la filosofía como el padre de la lógica formal. Pero los lógicos modernos lo perdieron de vista, porque no se habían dado cuenta de la importancia, que Aristóteles también había estudiado los razonamientos dialécticos en Los Tópicos, La Retórica y Las Refutaciones a los sofistas, lo que hace de él, igualmente, el padre de la teoría de la argumentación […]. Un razonamiento es dialéctico -nos dice Aristóteles- si sus premisas están constituidas por opiniones generalmente aceptadas. (Perelman, 1997, pp. 19-20)



Durante el siglo XIX la lógica formal, constituida por razonamientos analíticos demostrativos e impersonales, consideró los razonamientos dialécticos ajenos a la lógica moderna que pretendía develar la verdad mediante pruebas científicas irrefutables. Para alcanzar el estatus científico, las ciencias sociales se dejaron seducir por este paradigma positivista que “considera que los hechos percibidos y medidos son reales y objetivos y que pueden ser entendidos mediante la investigación empírica experimental” (Roth, 2007, p. 33). Debido a lo anterior, el razonamiento dialéctico, como arte del convencimiento, fue despreciado por ser ajeno a la teoría de la demostración y a las leyes de la causalidad, llegando a la negación de la razón práctica y, solo en el siglo xx, de la mano de autores como Perelman (1997), la teoría de la argumentación, concebida como una nueva retórica, aparece como un complemento a la demostración y como una alternativa epistemológica válida.


Sin embargo, el enfoque positivista logró cooptar el naciente enfoque de las políticas públicas a mediados del siglo xx y, desde entonces, se ha cuestionado desde distintas orillas -por ejemplo desde la retórica- su abstracción y tecnicismo. Una prueba de tal pretensión científica se encuentra en Lasswell, quien señala que “en principio no hay razones para creer que los criterios habituales incluidos en la imagen ideal de ciencia no puedan aplicarse a quienes estudian el proceso de decisión” (1992, p. 109)4. Lo que se pretende es gobernar con la razón y no con la pasión al introducir el conocimiento y la ciencia en una actividad como la política, dominada por los sentimientos y los prejuicios, y, por tanto, ineficiente e ineficaz socialmente.

Nueva retórica, evidencia y argumentación

Tal como se mencionó anteriormente, desde la antigüedad se esbozó de manera dicotómica el conocimiento objetivo, al cual se llega por medio de la razón y de las creencias y opiniones. Estas últimas no conducen a la verdad universalizable y a ellas se llega por medio de la dialéctica o “técnica de la conversación” que, desde la crítica de Platón a los sofistas, hace “admitir opiniones tan variadas como engañosas” (Perelman, 1997, p. 24). De acuerdo con Perelman:


Los razonamientos dialécticos parten de lo que es aceptado, siendo su fin el hacer admitir otras tesis que son, o pueden ser, controvertidas. Se propone, pues, persuadir o convencer: no consisten en inferencias válidas y constrictivas, sino que presentan argumentos más o menos fuertes, más o menos convincentes y que jamás son puramente formales. Un argumento persuasivo es el que persuade a aquel a quien se dirige. Contrariamente al razonamiento analítico, el razonamiento dialéctico no es impersonal, pues él se aprecia por su acción sobre un espíritu [.] es ridículo contentarse con argumentaciones razonables por parte de un matemático, como exigir pruebas científicas a un orador. (1997, p. 20)




Para Perelman (1997, p. 22), es innegable que el hombre también razona cuando argumenta y no sólo cuando calcula. Disponer argumentos ordenados y coherentes para lograr la aceptación o el rechazo de una tesis debatida es materia de la nueva retórica, la cual tiene por objeto el estudio del discurso no demostrativo que busca persuadir a un auditorio.

Por supuesto, Perelman aclara que los argumentos no proveen evidencia en el sentido kantiano del término, de modo que “la argumentación no puede intervenir más que si la evidencia es discutida” (1997, p. 25). Esta situación ocurre con frecuencia, según Aristóteles, “en las disciplinas prácticas como la ética y la política, en las que las decisiones y las controversias son inevitables” (1997, p. 25), en virtud del uso ambiguo del lenguaje y de la deliberación frente a lo público.

Majone se refiere expresamente a la dialéctica en los siguientes términos al compararla con el APP:


El punto de partida de un argumento dialéctico no es un conjunto de supuestos abstractos, sino de puntos de vista ya existentes en la comunidad; su conclusión no es una prueba formal sino el entendimiento compartido del asunto en discusión […] esta antigua noción de la dialéctica es muy importante para nuestro examen del papel del análisis en la deliberación pública. [.] Como la dialéctica, este análisis parte de ordinario de premisas razonables […] no produce pruebas formales sino sólo (sic) argumentos persuasivos [.] Un buen análisis de políticas es algo mero examen de datos o un ejercicio de modelación; también provee normas para la argumentación y una estructura intelectual para el discurso público. (1989/2005, p. 40)



El propósito de la argumentación es “producir o acrecentar la adhesión de un auditorio a las tesis que se presentan a su asentimiento” (Perelman 1997, p. 30), para modificar sus convicciones mediante el discurso. Es por ello que Majone encuentra en la teoría de la argumentación un campo abonado para la propuesta del APP basado en el discurso y la persuasión.

Argumentación y persuasión en el diseño de las políticas públicas

Majone parte de la tesis según la cual “(…) en un sistema de gobierno que se guía por la deliberación pública, el análisis -aún el análisis profesional- tiene menos que ver con las técnicas formales de solución de problemas que con el proceso de argumentación” (1989/2005, p. 41). A partir de ella, se desarrolla una concepción dialéctica del análisis de políticas, cuyo propósito es aportar evidencias y argumentos, en vez de hechos y pruebas. Sobre la propuesta de Majone hay varios puntos a destacar:


a. Encuentra una base racional alternativa a la racionalidad instrumental referida a la congruencia de los medios con los fines

En sus primeros artículos5, la propuesta de Majone parece dirigirse más al analista que a los ciudadanos, es decir, a la necesidad de que el analista de políticas se forme en habilidades discursivas y del lenguaje que complementen o permitan hacer un mejor uso de sus competencias técnicas. En su escrito referido al tema, y publicado en 1989, Majone le da un acento incluso republicano a la propuesta, al considerar que:


En el debate libre la persuasión es un intercambio bilateral, un método de aprendizaje mutuo mediante el discurso […] un argumento persuasivo no es una demostración lógica, pero no por ello se vuelve irracional o una mera racionalización. La mayoría de los juicios de valor se forman en el intercambio persuasivo. (1989/2005, p. 42)



Señala el autor que “la reconstrucción racional de una política es esencialmente una historia de esa política” (Majone, 1992, p. 366), es dar cuenta de los diálogos y fracasos del proceso de política. En este sentido, la racionalidad que está detrás del planteamiento de Majone es la llamada racionalidad comunicativa. Al respecto, Majone, siguiendo a Perelman (1997), sostiene que “razonamos aun cuando no calculamos: fijando normas y formulando problemas, presentando pruebas en pro y en contra de una propuesta, ofreciendo o rechazando críticas. En todos estos casos no demostramos: argumentamos” (Majone, 1989/2005, p. 58). Esto implica un cambio en el paradigma racional detrás del modelo retórico del análisis, puesto que


cuando reconocemos que el análisis de las políticas tiene menos que ver con la evidencia y el cálculo que con el proceso de argumentación, entramos en contacto con una antigua tradición filosófica que no define la racionalidad en términos instrumentales sino como la capacidad de proveer razones aceptables para nuestras elecciones y acciones. (Majore, 1989/2005, p. 59)



En tal sentido, al referirse a la perspectiva retórica, Roth sostiene que “estas teorías subrayan el papel de las ideas, de los factores cognitivos, retóricos o inclusive estéticos en la formación de las políticas públicas y minimizan el papel de los intereses o de la racionalidad” (2008, p. 69).


En síntesis, Majone pretende reivindicar la política dentro de las políticas (Aguilar, 2005, p. 22) al rescatar del ámbito de lo irracional y subjetivo los valores, juicios y opiniones de los actores de las políticas en su proceso de formulación6.

b.  El enfoque retórico entiende la política pública como una teoría y no como una decisión

Majone confronta el “decisionismo”, según el cual una selección es racional si se explica como el instrumento más eficaz y eficiente para alcanzar ciertos objetivos, decisión que encuentra apoyo en modelos econométricos de maximización que permiten demostrar la superioridad de la alternativa elegida7. Para este autor, las posturas decisionistas olvidan dar respuesta a situaciones en las que no existe un único tomador de decisiones, sino múltiples actores que deben ponerse de acuerdo mediante un proceso de diálogo y persuasión. Así mismo, Majone critica “la postura recibida” o tradicional, por su preocupación exclusiva por los resultados y su falta de interés por los procesos de construcción de la política. Lo anterior pasa por alto que “(…) los procesos sociales rara vez tienen sólo un valor instrumental para quienes participan en ellos” (Majone 1989/2005, p. 54).

Majone insiste en que las políticas son teorías tentativas sobre la naturaleza de los procesos sociales y el funcionamiento de las instituciones (1975/2000a, p. 395), las cuales se pueden abordar desde dos perspectivas: a) como la reconstrucción racional que practica el analista a partir de una secuencia compleja de acontecimientos; b) desde el punto de vista de los actores como doctrinas que se desarrollan a partir de decisiones y acciones anteriores que les dan estabilidad y coherencia interna (1978/2000, p. 366).

Podría decirse, entonces, que el enfoque retórico asume una posición posdecisional debido a que estima que “la racionalidad se entiende mejor como algo que ocurre en la posdecisión más que en la predecisión” (Majone, 1978/2000, p. 342), por lo que resultan necesarios los análisis retrospectivos después de tomada la decisión, en adición a los análisis prospectivos o previos a ella, que son de tipo convencional bajo el papel del analista consiste en asesorar al encargado de elaborar la política para que arribe a una decisión.


Para Majone, por más racionales que sean las decisiones, estas de poco sirven si no se aceptan ni se llevan a la práctica, y es por eso que el análisis sigue siendo necesario “aún después de haber elaborado la política con el fin de proporcionarle una base doctrinal, aumentar el acuerdo, responder a las críticas, descubrir nuevas implicaciones y mejorar su compatibilidad con otras políticas” (Majone, 1978/2000, p. 351).

Es por ello que la despreciada fase de la implementación, que se ha entendido como una mera cuestión de rutina administrativa desde el enfoque racional, se considera en este esquema dialéctico como parte esencial del proceso de toma de decisiones, puesto que en ella se pueden descubrir nuevas restricciones.

c.  Entiende al analista de políticas como un artesano de argumentos

Este enfoque entiende el análisis de políticas como una actividad artesanal en la que cada proceso de políticas es distinto al otro, es decir, no existen explicaciones o políticas universalmente válidas. Al respecto, Majone señala que existe una similitud innegable entre los trabajos de un analista y los de un artesano tradicional, puesto que “el buen trabajo analítico no puede producirse mecánicamente del mismo modo que el trabajo artesanal fino no puede producirse en masa” (1978/2000, p. 354).

Echando mano de Aristóteles, Majone señala cuatro constituyentes o elementos de la tarea artesanal aplicables al APP: el material, el eficiente, el formal (la forma que adquiere la sustancia) y el producto final.


Con modificaciones apropiadas, las mismas categorías se aplican al trabajo analítico. El componente material serían los datos, la información y las construcciones conceptuales usadas en el planteamiento del problema por analizar; las herramientas técnicas y modelos serían el componente eficiente de la tarea del analista, la forma de la tarea sería el argumento que allega la evidencia y del que se extrae la conclusión y el componente final sería la conclusión misma, con las actividades relacionadas de comunicación e implementación. ([1978/2000, p. 355)



Desde este punto de vista, las evidencias no valen por sí mismas ni son sinónimo de datos, sino que representan “información seleccionada e introducida en un punto específico del argumento para persuadir a un auditorio particular de la verdad o falsedad de un enunciado tácito” (Majone, 1978/2000, p. 356). En este sentido, Majone precisa que el analista es un productor de argumentos en favor de las políticas, por lo que “se parece más a un abogado -un especialista en argumentos legales- que a alguien capaz de resolver problemas en el sentido de la visión recibida o a un científico valorativamente neutral según la tradición positivista” (Majone, 1978/2000, p. 359). En suma, teniendo en cuenta que “las políticas públicas están hechas de palabras” (Majone, 1989/2005, p. 35), resulta coherente que la interpretación de los datos, más que los datos en sí, sea el elemento fundamental que forma parte del argumento que construye el analista.


d. El análisis de factibilidad permite unir los argumentos empíricos y los persuasivos

De acuerdo con Majone, “el análisis de políticas debería concentrarse fundamentalmente en la investigación de las condiciones de factibilidad [y no de optimalidad] de los programas públicos” (1975/2000a, p. 394), es decir, en el estudio de las restricciones técnicas y económicas de una política, pero también de sus posibilidades sociales, políticas, administrativas e institucionales; ejercicio que tiene como resultado la reducción del número de alternativas a considerar por el analista.

Desde esta perspectiva, se cuestiona la relación entre lo factible, lo eficiente y lo óptimo, de modo que las soluciones eficientes constituyen un subconjunto de las factibles. Esto significa que una alternativa de política eficiente puede ser la alternativa superior en términos paretianos -que representa el punto de equilibrio en el que no es posible mejorar la situación de alguien sin perjudicar a otro-; sin embargo, dicha opción de política no es necesariamente superior a otra que solo es viable, pero que no se encuentra dentro del aclamado conjunto de alternativas paretianas8.

Es por ello que el autor propone un análisis de factibilidad que parte del conocimiento de la tendencia humana de querer equiparar lo deseable con lo posible, pasando por alto que la libertad de elección del analista está condicionada por limitaciones de distinto orden: restricciones técnicas, reglas presupuestarias, marcos normativos, negociaciones políticas, escasez de recursos, falta de información, pérdida de autoridad, resistencia burocrática, falta de legitimidad, entre otras. Pese a lo anterior, Majone considera que


los analistas de políticas se ocupan de manera explícita de unas cuantas limitaciones que se pueden medir con facilidad, como las restricciones técnicas o presupuestarias, pero tienden a tratar las restricciones políticas e institucionales, si acaso como aclaraciones o salvedades de último minuto que se agregan como apéndices de una estructura analítica ya establecida. (Majone, 1989/2005, p. 109)




En este sentido, el análisis de las restricciones de naturaleza política, siguiendo a Majone, da lugar al análisis de factibilidad política de una determinada intervención pública.

Majone define las restricciones como limitaciones reales para la elección del gobernante, cuya violación lleva siempre consigo una sanción, que no necesariamente será penal (Majone, 1989/2005, p. 110), es decir, son condicionantes que afectan las acciones gubernamentales y públicas en una democracia y que determinan la viabilidad de una política pública. Por este motivo, resulta una mejor empresa detenerse a pensar en las razones de los reiterados fracasos de las políticas antes de emprender la búsqueda de nuevas soluciones.

Señala este autor que cada restricción tiene un costo de oportunidad, puesto que su efecto implica limitar la libertad de elección del gobernante, es decir, las alternativas viables para el logro de las metas se reducen eliminando la posibilidad de escoger ciertos planes de acción. Vale la pena señalar que la mayoría de dichas limitaciones son probabilísticas, porque se conocen solo imperfectamente y será tarea del analista de políticas establecer la presión que ejerce cada restricción sobre sus decisiones.

Majone (1989/2005, p. 130) clasifica las restricciones de naturaleza política de la siguiente forma:

a. Objetivas o subjetivas: las restricciones objetivas son aquellas limitaciones externas que se imponen y, por tanto, no dependen de la voluntad del hacedor de políticas públicas, mientras que las subjetivas son aquellas autoimpuestas en virtud de las opciones de política elegidas, es decir, son internas al proceso de la política (por ejemplo, las metas son limitaciones autoimpuestas).

b. Institucionales o no institucionales: las restricciones institucionales son las reglas que delimitan el campo de la política, mientras que las no institucionales se refieren a las restricciones producidas por reglas informales o por convenciones o pactos con agentes sociales o políticos.

c. De corto plazo y de largo plazo.

d. Nacionales (oposición, grupos de interés) o internacionales (entidades de crédito).

e. Restricciones reales o seudorestricciones. Estas últimas se refieren a obstáculos ficticios impuestos por la inercia mental o institucional, el temor al riesgo, la falta de imaginación o los obstáculos que se crean como pantalla ideológica para proteger ciertos intereses.

Las restricciones para ser reales requieren de una prueba de su existencia, es decir, cuando un analista afirma que algo es políticamente inviable o legalmente inadmisible, se está comprometiendo de manera implícita a producir argumentos y pruebas. De acuerdo con Majone, “cuando un analista está diciendo: siendo B lo que es, debemos descartar A; de otro modo se obtendría V lo que invitaría a C” (1989/2005, p. 132). B son los argumentos que fundamentan la restricción, A denota la alternativa que se descarta debido a la restricción, V es la violación de la restricción y C la posible sanción. Lo cierto es que una política es viable o inviable solo respecto de algunas restricciones específicas que son objeto de estudio del analista.


Conclusiones: méritos y faltantes del enfoque retórico de las políticas públicas

En síntesis, el enfoque retórico considera la argumentación como una herramienta adicional e indispensable para que el analista de políticas pueda recomendar una opción de policy, no solo eficiente, sino, además, factible y con altas probabilidades de ser implementada.

El principal mérito de esta perspectiva se encuentra en darle lugar e importancia a la dimensión política de las políticas públicas, y a la necesidad de reconocer en el diálogo y en los argumentos el espacio que les corresponde por naturaleza para la construcción de lo público y para la deliberación frente a las soluciones y las decisiones de la política.

Sin embargo, en el estudio introductorio de la obra de Majone, Aguilar Villanueva parece hacer una lectura más democrática de la obra de Majone de lo que el mismo autor se propone. Esto se da porque, en sus escritos iniciales, Majone insiste en la importancia de la evidencia argumentada, pone el acento en la persuasión más que en el consenso y el entendimiento, y enfatiza en las habilidades de convencimiento del analista y en su capacidad de darse a entender ante cualquier auditorio, más que en la construcción de consensos con los ciudadanos involucrados en la política, que son reconocidos como iguales en el diálogo. Es decir, no queda claro en la obra de Majone que la política sea el resultado de la deliberación democrática y de aportes mutuos, o de sinergias productivas, como se estimaría desde un enfoque de redes o gobernanza.

En todo caso, es claro que Majone concilia la perspectiva racional de las políticas con un nuevo tipo de racionalidad: la comunicativa. Esta racionalidad, entendida desde la perspectiva de Habermas,


propone como fundamento discursivo común tanto de la moral, por un lado, como de la ética, la política y el derecho, por otro, el siguiente principio: ‘sólo (sic) son válidas aquellas normas de acción con las que pudieran estar de acuerdo como participantes en discursos racionales todos aquellos que de alguna forma pudiera ser afectados por aquellas normas’. (Citado en Hoyos Vásquez, 1999, p. 140)





En palabras de Aguilar:

para ser eficaz la política incluye una doble dimensión y tarea: ser capaz de resolver los problemas tecno-económicos que le plantea la realización de sus objetivos, y tener la capacidad de solucionar los problemas de comunicación que le plantea el público ciudadano. Sigue así una doble lógica: la de la racionalidad instrumental y la de la racionalidad comunicativa. (Aguilar, 2005, p. 25)



Es posible encontrar un aspecto pendiente en este esquema dialógico de las políticas que se halla en la ausencia de preocupación por sus fines, puesto que la actividad persuasiva se presenta en la definición de los medios o alternativas de solución al momento de formular la política sin detenerse a analizar la definición de los objetivos de las políticas, que sin duda deben estar dirigidos a la garantía de los derechos que una sociedad ha protegido normativamente. Es decir, no basta con que la política sea eficiente y participativa, sino que, además, esta debe dirigirse indefectiblemente a la satisfacción de un derecho constitucional9.

Podemos decir, para terminar, que el enfoque retórico es un enfoque pragmático y realista del análisis de políticas, pues pretende evidenciar y dar solución a los errores que se cometen en el proceso de políticas al pasar por alto algunas restricciones; en palabras de Aguilar: “no basta saber o creer que se tiene la razón, hay que convencer de ello” (2005, p. 32). La comunicación persuasiva del analista busca la aceptación mayoritaria y, por tanto, habría que mirar con cuidado la práctica de la persuasión, pues no deja de ser un riesgo la obtención de un apoyo popular plebiscitario capaz de otorgarle un cheque en blanco a los gobernantes, con base en el respaldo de las mayorías, para que estos puedan pasarse por alto las instituciones e, incluso, las mismas reglas del juego democrático. Un gobierno electo que cuente con una opinión favorable mayoritaria, construida con base en argumentos persuasivos de distinto orden, no puede, en todo caso y haciendo uso de esta popularidad, desconocer el principio de legalidad y los presupuestos del Estado constitucional y democrático de derecho.
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8 Majone devela unas limitaciones intrínsecas en la utilidad práctica de los modelos normativos para el análisis de políticas a partir del teorema de imposibilidad de Kenneth Arrow: “si desea elegir una alternativa óptima en el subconjunto de las eficientes, el analista requiere contar con una función de bienestar social, es decir, con una norma que conjunte las preferencias de los diversos ciudadanos en un índice de beneficio válido para la comunidad entera. Sin embargo, nadie ha sido capaz de elaborar hasta ahora una norma de este tipo suficientemente satisfactoria” (Majone, [1992] 2000a, p. 397). Es por ello que “en ausencia de una función de bienestar social, nada permite asegurar que una alternativa eficiente sea necesariamente superior a una que se limite a ser factible” (Majone, [1992] 2000a, p. 397).

9 En la sentencia T-760 de 2008 (Magistrado Ponente [MP] Manuel José Cepeda), la Corte Constitucional señala que “la faceta prestacional y progresiva de un derecho constitucional permite a su titular exigir judicialmente, por lo menos, (1) la existencia de una política pública, (2) orientada a garantizar el goce efectivo del derecho y (3) que contemple mecanismos de participación de los interesados”


JEAN-FRANCOIS JOLLY1

¿EXISTE UN ENFOQUE FRANCÉS DE POLÍTICA PÚBLICA?

En la última versión de su ya clásico Que-sais-je? sobre las políticas públicas (la 8.a edición francesa fue publicada en 2009 y la 3.ª edición española, en 2010), Pierre Muller, después de retrasar “la génesis del análisis de las políticas públicas (APP)” y de abordar sucesivamente tópicos como “la burocracia: ¿arcaísmo o modernidad?”, “la teoría de las organizaciones: introducir la dimensión estratégica” y “el management público: ¿aplicar a lo público, los métodos del mundo de lo privado?”, introduce una nueva subsección que intitula de manera interrogativa: “¿Un enfoque francés de las políticas públicas?

Reproduzco a continuación el texto integral de esta adición que hace eco de un texto reciente (2008) del autor y de su maítre á penser, Jean Leca, y cuyo título podría traducirse precisamente como “¿Existe un enfoque francés de política pública?”.


Es fácil adivinar que la génesis del análisis de las políticas públicas que se presentó aquí es parcialmente propia de la situación francesa. De hecho, aun cuando esta subdisciplina es probablemente una de las más abiertas a una visión internacional, presenta —en Francia— varias características originales ligadas a las condiciones específicas de su puesta en marcha desde los años 80: importancia del Estado y de las administraciones; herencia de una tradición de ciencia administrativa; toma en cuenta de la dimensión global de la acción pública, ligada en particular a la importancia de los enfoques marxistas hasta los años 80; preocupación de colocar por delante la dimensión cognitiva de las políticas públicas; énfasis puesto en la observación detallada del papel de los actores, como una herencia de la sociología de las organizaciones, lo que tiene importantes consecuencias metodológicas y también en la conducción de las encuestas. De alguna manera, esta especificidad puede provocar un aislamiento, pero también es el origen de un aporte específico de los investigadores franceses, en relación con los paradigmas dominantes a nivel internacional, en particular con los enfoques de la elección racional (cursivas mías). (Muller, 2009, pp. 21-22, 2010, pp. 66-67)




La respuesta positiva al interrogante que plantea Pierre Muller se desarrollará en tres momentos: 1) una breve presentación de dos de los autores considerados como padres fundadores del “enfoque francés de política pública”, Pierre Muller y Bruno Jobert; 2) una interpretación personal del enfoque francés o “los cinco principios de Pierre Muller en cuanto a las políticas públicas”, y su aplicación al análisis de los procesos de descentralización; 3) una focalización hacia un concepto típico del enfoque francés, en general, y del análisis cognitivo, en particular el referencial de las políticas públicas y su utilización en el caso concreto de la posición de los actores durante el debate sobre la creación de Metrovivienda en el Consejo de Bogotá, en 1978.


Presenta —en Francia— varias características originales ligadas a las condiciones específicas de su puesta en marcha desde los años 80: importancia del Estado y de las administraciones; herencia de una tradición de ciencia administrativa; toma en cuenta de la dimensión global de la acción pública, ligada en particular a la importancia de los enfoques marxistas hasta los años 80; preocupación de colocar por delante la dimensión cognitiva de las políticas públicas; énfasis puesto en la observación detallada del papel de los actores, como una herencia de la sociología de las organizaciones, lo que tiene importantes consecuencias metodológicas y también en la conducción de las encuestas. De alguna manera, esta especificidad puede provocar un aislamiento, pero también es el origen de un aporte específico de los investigadores franceses, en relación con los paradigmas dominantes a nivel internacional, en particular con los enfoques de la elección racional (cursivas mías). (Muller, 2009, pp. 21-22, 2010, pp. 66-67)




La respuesta positiva al interrogante que plantea Pierre Muller se desarrollará en tres momentos: 1) una breve presentación de dos de los autores considerados como padres fundadores del enfoque francés de política pública, Pierre Muller y Bruno Jobert; 2) una interpretación personal del enfoque francés o “los cinco principios de Pierre Muller en cuanto a las políticas públicas”, y su aplicación al análisis de los procesos de descentralización; 3) una focalización hacia un concepto típico del enfoque francés, en general, y del análisis cognitivo, en particular, el referencial de las políticas públicas y su utilización en el caso concreto de la posición de los actores durante el debate sobre la creación de Metrovivienda en el Consejo de Bogotá, en 1978.

Dos padres fundadores: Pierre Muller y Bruno Jobert

Entre los politólogos franceses se considera generalmente que el enfoque francés de política pública tiene dos padres fundadores: Pierre Muller y Bruno Jobert.

Pierre Muller, antiguo secretario general de la Asociación Francesa de Ciencias Políticas, es diplomado del Instituto de Estudios Políticos de Grenoble (Sciences Po) y doctor en Ciencia Política. Es director de investigación en el Centro Nacional para la Investigación Científica (CNRS, por sus siglas en francés) y es director de la Fundación Nacional de las Ciencias Políticas en París, sus trabajos de investigación se refieren a la teoría de la acción pública y al análisis cognitivo de las políticas públicas.

Según este autor


el análisis cognitivo de las políticas públicas se fundamenta en el estudio de la acción pública como un proceso de marcos de interpretación del mundo a partir de los cuales tanto los actores públicos (gobierno, administraciones…) como los actores privados (grupos de intereses…) van a desarrollar sus estrategias para definir el contenido de las políticas públicas. (Muller, 2006, p. 16)



Bruno Jobert es también diplomado del Instituto de Estudios Políticos de Grenoble (Sciences Po.) y doctor en Ciencia Política. Es director de investigación en el CNRS y de la Fundación Nacional de las Ciencias Políticas en Grenoble, sus trabajos se refieren principalmente a la construcción de una sociología del “Estado en acción”.

La obra común a ambos, L’État en action: Politiques publiques et corporatisme? (1987), puede considerarse como la fundadora del enfoque francés de política pública. Partiendo de la definición que dice que “El estado en acción es ‘un Estado cuyo funcionamiento se estructura alrededor de la conducción de las políticas públicas’” (Jobert y Muller, 1987, p. 10), estos autores construyeron un marco del APP que da mucha importancia al juego de las representaciones y de los referenciales de los actores en la dinámica de las políticas públicas.


Una interpretación del enfoque francés de política pública: “los cinco principios de Pierre Muller en cuanto a las políticas públicas” y su utilización para el análisis de la descentralización

Una lectura cuidadosa de las obras de Pierre Muller (1997, 2002, 2006) permite evidenciar las diferencias del enfoque francés de política pública en relación con el enfoque anglosajón2. En trabajos anteriores (Jolly, 2004, pp. 30-35, 2008, pp. 53-60, 2010, pp. 47-51) he evidenciado lo que podría llamarse “las cinco grandes ideas de Pierre Muller en cuanto a las políticas públicas” o, si se quiere, sus cinco grandes principios y su posible utilización para el análisis de la descentralización.

Los cinco principios de Pierre Muller

He aquí los cinco principios de Pierre Muller en cuanto a políticas públicas:

• Primer principio: no se debe (ni se puede) separar el juego político (politics) de la acción pública (policy-policies). Como bien lo escribía Bruno Jobert a propósito de las políticas públicas: “lo que se trata es considerar las políticas públicas como un momento de la lucha política global: el estudio del Estado en acción es siempre la política perseguida a través [de] otros medios y otras escenas” (1997, p. 178). Esta idea la expone Pierre Muller de la manera siguiente: “cada vez más, hacer política consiste en hacer políticas públicas [cursivas originales]” (2002, p. 53; 2006, p. 55).

La tradición anglosajona se ha construido sobre el presupuesto inverso: es posible analizar el Estado en acción como si se tratara de un tipo particular de gestión empresarial, sin tener, como en la tradición institucional y weberiana, que interpretarlo como la consecuencia de un orden jurídico ligado a la naturaleza política del Estado y, entonces, de la administración pública3. De esta consideración se deduce el campo abierto en los Estados Unidos a las investigaciones sobre el management público y la ingeniería social, que Jean-Pierre Nioche analizaba en su artículo dedicado a las relaciones entre la ciencia administrativa y el APP (Nioche, 1997).


• Segundo principio: como consecuencia de lo anterior, las políticas públicas se pueden considerar como, en palabras de Bruno Jobert, la construcción y la puesta en marcha de normas con el fin de lograr una cohesión social (1997, p. 177). Esto tiene importantes consecuencias teóricas y, como ejemplo, basta citar los esfuerzos de Bruno Jobert y de Pierre Muller para “echar las bases de una teoría del Estado en acción”, tanto en el artículo ya citado de Jobert como en la obra común a los dos, intitulada, precisamente, El Estado en acción. Según Jobert:


El concepto de cohesión social cubre mecanismos contradictorios de integración social. A cada uno de estos procesos corresponde un modo particular de acción política: la integración del sistema remite a acciones de regulación; la integración social remite al proceso de legitimación (Jobert, 1997, p. 177).



El autor de inmediato da la clave de su reflexión cuando indica: “mostraremos que los problemas cruciales abordados por la acción del Estado se sitúan en la articulación de estos dos procesos” de estas dimensiones de la integración social, según Jürgen Habermas, que se apropia Jobert. Los retos de la acción estatal son entonces la “regulación, diferenciación y legitimación” sociales.

• Tercer principio: la misma complejidad de la noción de mantenimiento de la cohesión social obliga a pensar, como lo propone Bruno Jobert (1997, pp. 182-187), las políticas públicas como aprendizaje e invención intelectual, y no solo, según la palabra de Jean-Pierre Noche, como “un inmenso Meccano social”. Tal y como lo escribe Jobert:


No es solamente a través de las órdenes y de los reglamentos como el Estado podría influir sobre la actitud de los médicos o de los docentes o sobre las estrategias a mediano plazo de los agentes económicos. La acción significativa se ubicará entonces más bien en el nivel de las normas y de las representaciones que orientan los comportamientos cotidianos [de tal suerte que], el análisis de políticas sería incompleto si además de su función decisional no se estudiara su función intelectual. (Jobert, 1997, pp. 186-187)



La ruptura (o si se quiere, la diferencia) con la tradición anglosajona es que esta última se concentra casi exclusivamente en el estudio de la función decisional de las políticas públicas (recurriendo a la ingeniería social o al management público) y deja de lado, voluntariamente y porque la considera como “demasiado filosófica”, su función intelectual.


• Cuarto principio: una de las funciones intelectuales de las políticas públicas la manifiesta claramente el concepto de referencial de una política pública, que Pierre Muller introduce así:


Elaborar una política pública consiste en construir una representación, una imagen de la realidad sobre la cual se quiere intervenir. Es, en referencia a esta imagen cognitiva, que los actores van a organizar su percepción del problema, confrontar sus soluciones y definir sus propuestas de acción: llamaremos este conjunto de imágenes el referencial de la política pública (cursivas originales). (2002, p. 73, 2006, p. 97)



Este referencial se compone de tres elementos: el referencial global, que


es una representación general alrededor de la cual van a ordenarse y jerarquizarse las diferentes representaciones sectoriales. Está conformado por un conjunto de valores fundamentales que constituyen las creencias básicas de una sociedad, su relación al mundo, así como por una serie de normas que permiten escoger entre varias conductas.



Una de estas conductas es el referencial sectorial, que “es una imagen del sector o de la profesión”, y la articulación entre ambos, que se hace gracias a unos “operadores de transacción [o] algoritmos que componen el campo cognitivo del decididor” (Muller, 2002, p. 79, 2006, p. 98).

• Quinto principio: estos operadores de transacción los genera una serie de actores, los mediadores, a los cuales Pierre Muller dedica parte importante de su libro (2002, pp. 85-109, 2006, pp. 105-121) y Bruno Jobert (1997) toda la tercera sección de su artículo ya citado. Muller los define así:


Llamaremos mediadores a los agentes que realizan la construcción del referencial de una política pública, es decir, la creación de las imágenes cognitivas que determinan la percepción del problema por parte de los grupos presentes y la definición de las soluciones apropiadas, […] un marco de interpretación del mundo (cursivas originales).



Para mostrar bien el papel intelectual que cumplen los mediadores, el autor anota que:


No hay duda que los mediadores ocupan una posición estratégica en el sistema de decisiones, en la medida en que son quienes formulan el marco intelectual dentro del cual se desarrollan las negociaciones, los conflictos o las alianzas que conducen a la decisión (cursivas originales).




Coherente con el primer principio, Pierre Muller indica, algunas páginas más tarde, que:


Son ellos quienes combinan las dos dimensiones fundamentales siempre presentes: la dimensión intelectual […] y la dimensión del poder, es decir, el proceso por el cual se va a establecer una nueva jerarquía entre los actores, donde uno de los grupos presentes hace aceptar su liderazgo en el sistema y su lugar central en el proceso político.


En realidad, prosigue Muller,

las dos dimensiones están […] ligadas entre sí: porque sólo[sic] al ser aceptada su propia visión de las cosas es como un actor puede ejercer su liderazgo en el sector. Inversamente, sólo[sic] cuando un grupo se vuelve hegemónico dentro de un sector, es que va poco a poco a hacer reconocer como verdaderas sus concepciones sobre la regulación de este sector (Muller, 2002, pp. 85-86, 2006, pp. 106-107) (cursivas originales).



De ahí se deduce el papel de articuladores que ejercen los mediadores.

Sin embargo, se puede anotar cierta diferencia con autores de la escuela anglosajona como Paul A. Sabatier, profesor de la Universidad de California en Davis, quien ha desarrollado el concepto de advocacy coalition (AC), que él mismo ha traducido en francés (1998, p. 137, nota 1) como “coalición que se conforma alrededor de un sistema de ideas (o ideología) sectorial” (1998, p. 137, nota 1). Asimismo, Sabatier precisa en otra nota que su policy broker (corredor de política) que conduce una AC es “muy diferente del mediador de Muller-Jobert. Este último es el líder de una advocacy coalition, mientras que el corredor es alguien que busca desarrollar un acuerdo a medias en una coalición” (1998, p. 137, nota 2).

Podría decirse que el mediador de Muller-Jobert construye (intelectual y políticamente) un referencial, mientras que el policy broker de Sabatier sirve de intermediario entre los actores en una situación de conflicto, que él busca poner de acuerdo mediante arreglos hechos a medias, reuniéndolos alrededor de un belief system (un sistema de creencia común) que les da unidad (Sabatier, 1998, p. 137). Esto significa que el enfoque de Sabatier se queda en la tradición de los grupos de interés de la escuela anglosajona y de su modelo de implementación de las políticas públicas llamado “de grupos, grupista o interaccionista”.

Finalmente, se puede indicar que la mediación “a la Muller” corresponde al conjunto de las acciones de los mediadores que buscan construir el referencial de las políticas públicas locales o, “una construcción de la relación con el mundo”; mientras que un espacio de mediación se puede definir como aquel en el que se realiza esta construcción por parte de los mediadores.

Los principios de Muller y el análisis de los procesos de descentralización


El aporte de cada uno de los cinco principios de Pierre Muller, en cuanto al APP respectivo proceso colombiano de descentralización, es el siguiente:

• El primer principio (no se puede separar el juego político, politics, de la acción pública, policiy policies) fortalece la hipótesis fundamental de las investigaciones aquí presentada, según la cual la política pública de descentralización es una manera de resolver el problema de Colombia desde la época republicana. Al mismo tiempo, hay que regir el territorio y gobernar unos territorios gracias a las políticas públicas, cuya lógica es a la vez horizontal y vertical, es decir, busca combinar el centralismo y la descentralización.

La aplicación de este principio permite, además, ligar conceptualmente la política pública de descentralización y los debates políticos sobre los sistemas de gobierno local de Nickson. Esto se hace precisando las articulaciones que hay entre ambos.

• El segundo principio (considerar las políticas públicas como la construcción y puesta en marcha de normas, con el fin de lograr una cohesión social) permite aclarar que lo que motiva al Estado y a la sociedad colombianos es mantener esta doble manera de conducir la acción pública en la búsqueda de una cohesión social.

Se dispone así de un “faro intelectual” que permitirá “entender” los debates de 1982-1986, y los argumentos de los partidarios y opositores del proceso de descentralización. También se conocerá mejor en qué términos “uno” (¿quién?) planteaba esta cohesión social, la cual se constituirá en una base para plantear la hipótesis siguiente: la política pública de descentralización es una estrategia que busca asegurar la gobernabilidad de los territorios gracias a una “territorialización” parcial de la acción pública que promueve la gobernanza (reconocimiento de una multiplicidad de actores).

• El tercer principio (las políticas públicas como aprendizaje y como invenciones intelectuales), combinado con el quinto principio (los mediadores constructores del referencial) y el cuarto principio (el mismo referencial), permite “penetrar” en la mente de sus promotores y opositores, es decir, estudiar quiénes son y qué piensan los mediadores, entender sus motivaciones, explicitar el o los referencial(es) a partir de una interpretación exegética y sacar las conclusiones en cuanto al carácter híbrido del proceso colombiano, como resultado de un proceso tanto intelectual como estrictamente burocrático o decisional.


Siguiendo las pautas de Pierre Muller, se pueden considerar las regiones “como espacios territoriales a la vez de identificación, elaboración e implementación de políticas públicas (policies) y de juego político (politics)” De esto resulta que no es posible aislar la (actividad) política regional de las políticas (públicas) regionales, porque, según la definición de Bruno Jobert, uno de sus teóricos más importantes, “se trata de mirar las políticas públicas como un momento de la lucha política global: el estudio del Estado en acción, es también la política buscada por otros medios y en otros escenarios” (1997, p. 174). Si, siguiendo a Jobert, se considera, además, que las políticas públicas son “la construcción y la puesta en marcha de un conjunto de normas con el fin de lograr una cohesión social” (1997, p. 174), la consecuencia más inmediata de esta afirmación es que no se puede desligar la descentralización, como proyecto político, de las políticas públicas generadas por la descentralización.

Pierre Muller ofrece un marco de análisis original para abordar los procesos de descentralización. Este marco se encuentra en dos textos fundamentales: un artículo de 1985 (traducción de 1997), que propone un esquema de análisis de las políticas sectoriales y trata acerca de la crisis de la sectorialidad, de un lado (1997, pp. 141-168), y dos secciones de su libro sobre las políticas públicas, del otro (2002, pp. 38-47 y pp. 153-162, 2006, pp. 36-41 y pp. 140-149).

Al sintetizar los escritos de Muller, puede decirse que, cuando el enfoque francés aborda el análisis de la descentralización lo hace bajo tres ángulos4: la lógica de la regulación de las políticas públicas en general, el problema de la crisis de la sectorialidad y las políticas públicas locales, que solo pueden entenderse si se introduce la noción de red de política pública, que no le es específica al enfoque francés.

• La acción pública (que corresponde a las políticas públicas) “se organiza alrededor de dos lógicas de regulación cada con su propia racionalidad: la lógica territorial y la lógica sectorial” (Muller, 1997). Ambas tienen que ver con “dos dialécticas sociales bien diferentes”: la primera, explica el autor, “se refiere a una relación centro-periferia”, mientras el otro remite “a una dialéctica global-sectorial”. Aunque el autor no precisa explícitamente lo que es para él es el territorio, el pensamiento de Muller se puede resumir de la manera siguiente: la lógica territorial es una lógica que busca regular una totalidad social en un espacio geográficamente limitado, un lugar: el territorio, con el fin de mantener una cohesión social.

• Siguiendo a Muller (2002, p. 41, 2006, p. 41), se dirá entonces que la lógica territorial es una lógica horizontal, plana, multisectorial, no jerárquica, que busca captar una totalidad social en un territorio dado. Al contrario, la lógica sectorial es vertical, unisectorial, jerárquica y no da cuenta de las interrelaciones entre sectores que existen en el ámbito local.


• Es, entonces, posible hablar de la territorialidad de una política pública, para referirse a una situación en la cual la lógica dominante de regulación de esta política pública es territorial u horizontal; y de la sectorialidad de una política pública, para referirse a una situación en la cual la lógica dominante de regulación de esta política pública es una lógica sectorial o vertical

• La crisis de la sectorialidad, de su lado, se refiere según Muller (1997) a “un cuestionamiento de la capacidad del Estado para hacer admitir un principio de jerarquización y de ordenamiento de las políticas públicas sectoriales” que hace que “el Estado, quien normalmente debe producir coherencia, termina produciendo sólo incoherencia” (p. 162).

• Frente a esta crisis de la sectorialidad, a la cual se le agrega una crisis de la territorialidad, el Estado tiene entonces “la tentación de reterritorializar las políticas públicas con la esperanza un poco mítica que se van a poder recrear ‘verdaderos’ territorios como antes” (Muller, 1997)5. De ahí la tendencia hacia “un regreso a lo territorial […], la constitución de nuevos territorios como un intento para desectorializar la acción del Estado, integrando los diferentes ejes de intervención sectorial (urbanismo, acción social, educación, etc.) en una perspectiva horizontal” en oposición a la lógica vertical de las políticas sectoriales. Es, entonces, posible “interpretar las políticas públicas de descentralización y de desconcentración como una búsqueda de intentar crear un espacio de políticas infranacionales”.

• Las políticas locales, o políticas públicas locales o “políticas públicas de la descentralización”, y el juego político local (la política) que está ligado a ellas, buscan, según Pierre Muller (2002, pp. 153-162), la construcción de un espacio de mediación, que les da a las múltiples estrategias de red que actúan en el ámbito local un mínimo de coherencia, lo que implica un alcalde que “actúe con una lógica managerial, como un especialista del management en la proximidad” y que debe, además, ser un mediador, un corredor6 que “pone coherencia entre estas múltiples redes”, es decir, que es capaz de poder construir un referencial nuevo.


Así, será posible que lo local sea realmente “un espacio de proximidad”; es decir, “un espacio en el cual la exigencia de racionalidad puede reconciliarse con las exigencias de proximidad”.
 
• Las redes de acción pública o redes de políticas públicas7, a las cuales se refieren las estrategias reticulares, corresponden a un concepto que ha sido desarrollado en estos últimos 20 años según Muller y Surel (1998, pp. 90-91), para “dar cuenta de un cierto número de transformaciones que afectaron recientemente las relaciones Estado-sociedad”. Según Kenis y Schneider, citados por los autores, los factores que influyeron en estos cambios son:


La extensión del ascendiente y de la amplitud del campo de las políticas públicas, la descentralización y/o fragmentación del Estado, la desaparición progresiva de las fronteras entre lo público y lo privado, la multiplicación de formas de “gobierno privado” que participan en las políticas públicas o toman a su cargo funciones de corte “público”, y, finalmente, la interindependencia y complejidad crecientes de las cuestiones políticas y sociales que plantean de manera crucial la cuestión del acceso a la información y de la producción de competencia.8



La noción de red propone un esquema de interpretación de las relaciones Estado-sociedad que, según Kenis y Schneider, hace énfasis en “el carácter horizontal y no jerárquico de estas relaciones, el carácter relativamente informal de los intercambios entre actores de la red y la ausencia de cerradura que autoriza la multiplicación de los intercambios periféricos”. Lo que Muller y Surel resumen diciendo que “el desarrollo de las redes de acción pública tiende a resumirse alrededor del concepto de gobernancia”.

Al ser un espacio de mediación en el sentido de Muller, “las redes de acción pública produisent du sens” (producen sentido), según las palabras de Muller y Surel, es decir, dan un sentido a la acción de sus miembros, pero también generan conocimiento. Identificar, formular e implementar políticas públicas es propio de actores que, para cada política pública, interactúan en redes. De ahí la importancia de poner en coherencia las múltiples estrategias de red que existen en el ámbito local.


Un concepto típico del análisis cognitivo: el referencial de las políticas públicas

El cuarto principio de Pierre Muller, el relativo al referencial de una política pública, constituye sin duda alguna una de las mayores “características originales” del enfoque francés, en general, y del análisis cognitivo, en particular.

Para abordar el concepto de referencial, se indicará en primer momento a qué corresponde y de qué está constituido; para en un segundo momento, se va a dar un ejemplo de la utilización del concepto en el caso concreto de la posición de los actores durante el debate sobre la creación de Metrovivienda en el Consejo de Bogotá en 1998.

¿A qué corresponde un referencial y de qué está construido?

Según Pierre Muller (2006),


el referencial corresponde esencialmente a una visión que se tiene del puesto y del papel del sector considerado en la sociedad. Por ejemplo, las propuestas que se pueden hacer en cuanto a la política de salud dependerán de la representación que se hace del estatuto de la enfermedad en la sociedad moderna (y más allá, de la imagen de la vida y de la muerte) y del estatuto de los personajes encargados de poner en marcha los sistemas de cuidados. Es así como una política pública esencialmente curativa descansa en una representación de la salud como ausencia de enfermedad, donde un estado de buena salud se define negativamente por ausencia de enfermedad. Así mismo, el ejemplo de la interrupción voluntaria del embarazo muestra que el surgimiento de una política pública, como la que puso en marcha Simone Veil, suponía que fueran modificadas las representaciones dominantes en cuanto a la sexualidad y al lugar de las mujeres en la sociedad.



Otro ejemplo de esto se da cuando Muller dice que


la definición de una política de defensa nacional depende estrechamente de la imagen y de la percepción del riesgo principal y del lugar que se pretende atribuir al ejército en la nación. Según se trate de defender el país en las fronteras, de asegurarse algún puesto en el concierto mundial de las naciones o de difundir un mensaje revolucionario, la representación del papel del ejército variará, lo mismo que el referencial de la política pública de defensa. En el campo de la política industrial son muy diferentes las escogencias políticas según se represente la industria como un medio de lucha contra el desempleo o como una herramienta de competitividad exterior. En el primer caso, se buscará salvar el máximo de empleos, eventualmente ayudando a los “cojos”; en el otro, se incitará a las reestructuraciones a pesar de su costo social.




Pero, ¿de qué está constituido el referencial de una política pública? Según Pierre Muller (2006),


en cada caso, el referencial de una política pública está constituido por un conjunto de normas prescriptivas que dan su sentido a un programa político, al definir criterios de selección y modos de designación de los objetivos. Se trata de un proceso cognitivo cuya función será entender lo real limitando su complejidad, y de un proceso prescriptivo que permite actuar sobre lo real. Por eso, la elaboración del referencial de una política pública corresponde entonces a un doble mecanismo: una operación de decodificación de lo real, con el fin de disminuir el carácter opaco del mundo, y una operación de recodificación de lo real para definir un programa de acción política.



Como estructura de significación, el referencial articula cuatro niveles de percepción del mundo que deben ser diferenciados, pero cuyas relaciones son evidentes: unos valores, unas normas, unos algoritmos y unas imágenes.

• Los valores son las representaciones más fundamentales sobre lo que es bueno y lo que es malo, lo deseable o lo descartable. El debate entre equidad versus igualdad es, típicamente, un debate sobre los valores, como lo era el debate sobre “el crecimiento” o la preservación del ecosistema.

• Las normas definen las diferencias entre lo real percibido y lo real deseado. Definen unos principios de acción más que unos valores: “la agricultura debe modernizarse”, “hay que satisfacer las necesidades del mercado”, “hay que disminuirle el costo de los gastos en salud”, “las empresas francesas deben estar expuestas a la competencia”.

• Los algoritmos son unas relaciones causales que expresan una teoría de la acción. Pueden expresarse bajo la forma de “si… , entonces”: “si el gobierno no le pone tanto cuidado a la moneda, entonces las empresas ganarán competitividad”; “si yo cedo al chantaje de los secuestradores, entonces ellos harán otros secuestros”; “si transfiero las políticas de lucha contra la exclusión social del Estado hacia las entidades locales, entonces las políticas públicas serán más eficaces porque están más cercanas a los interesados”.

• Las imágenes (“el joven agricultor dinámico y moderno”; “Airbus supera a Boeing”; “las tropas estadounidenses tumban la estatua del dictador”) son unos vectores implícitos de valores, de normas y aún de algoritmos. Son unos atajos cognitivos que le dan significación inmediata a lo que se hace.


Un ejemplo de algoritmo: la posición de los actores durante el debate sobre la creación de Metrovivienda en Concejo de Bogotá, en 1998

En una investigación sobre la creación de Metrovivienda en Bogotá, Mónica Rojas (2004) reconstruye, a partir de una depuración de los informes u opiniones presentados por los diferentes actores, las lógicas de cada uno de estos actores y los argumentos en pro o en contra de la creación de Metrovivienda (tabla 1), es decir, establece los algoritmos operatorios que les sirven a los mediadores para construir sus referenciales.

• Administración del distrito: fundamenta su posición en un análisis que se plantea en términos de mercado de la vivienda. Sus algoritmos operatorios pueden resumirse de la manera siguiente:

Algoritmo 1. Si hay un déficit de vivienda muy elevado que se concentra en las familias de los estratos 1, 2 y 3, es porque el input principal que son los lotes urbanizables y dotados son el objeto de un mercado lleno de externalidades negativas, ligadas a su escasez, que generan especulación y el riesgo de que los lotes destinados a la expansión urbana se agoten.

Algoritmo 2. Para evitar que Bogotá siga creciendo de manera desordenada, y dado el gran costo de la desmarginalización de los barrios subnormales, hay que intervenir el mercado de los lotes por construir.

Algoritmo 3. Esta intervención se hará gracias a Metrovivienda, que comprará directamente o expropiará los terrenos necesarios (en los límites del Distrito o por fuera de ellos para beneficiarse de condiciones más favorables), luego los dotará y los venderá con un beneficio a los constructores privados, y reinvertirá los fondos recaudados para la compra y la dotación de nuevos terrenos. Fuera de la dotación inicial de fondos (30 millones de dólares), la operación no tendrá costo para el distrito y tendrá un efecto económico y social muy importante.

• Los terratenientes: como lo indica Mónica Rojas (2004),


teniendo en cuenta que el insumo para la puesta en marcha del Banco de Tierras son las tierras suburbanas y de expansión, uno de los principales actores son los propietarios de los predios, es difícil evidenciar la lógica de estos actores en la medida en que nunca los terratenientes manifestaron abiertamente su opinión, ni hicieron presencia explicita tanto durante los debates en el Consejo de Bogotá como en los medios de comunicación. Parecería que hubieran hecho valer sus intereses a través de Camacol Cundinamarca. (p.28)




Sin embargo, se puede suponer que su lógica puede expresarse con los algoritmos operatorios siguientes:

Algoritmo 1. Si evitamos la venta de nuestros predios estos adquieren mayor valor con el paso del tiempo y con la llegada de obras ejecutadas por la administración distrital.

Algoritmo 2. No nos cuesta nada no vender nuestros predios al distrito y no necesitamos hacer ningún tipo de inversión para que suba su precio. De todas maneras, la necesidad de la ciudad hace que sean indispensables para el desarrollo urbano y que nos los comprarán a un precio más elevado que el que nos lo compraría hoy el distrito.

Algoritmo 3. Entonces, no compremos y opongámonos a la creación de Metrovivienda”.

TABLA 1. DEFINICIÓN DE ACTORES Y LÓGICAS EN LOS DEBATES EN EL CONSEJO DE BOGOTÁ SOBRE LA CREACIÓN DE METROVIVIENDA









	 

	Lógica

	Argumentos




	Administración distrital

	Poner en marcha el banco de tierras del distrito por medio de la creación de una empresa.

	Bogotá crece de manera desordenada. Desmarginalizar la ciudad tendría un alto costo. La tierra de expansión se agota. Hay un alto déficit de vivienda. En las familias de estratos 1, 2 y 3 se concentra el déficit.




	Concejo distrital

	Concejales a favor de la propuesta. Apoyar la creación de la empresa por medio de ponencias positivas y la asistencia a debates.

	Importancia de una política de vivienda para la ciudad. Modelo que afronta la problemática de manera novedosa. Beneficio para las familias, pues se amplía la oferta de vivienda de interés social (VIS). Beneficio para la ciudad, pues se ordena la expansión.




	Concejales en contra de la propuesta. Frenar la creación de la empresa “trabando” el debate. No selección de ponentes, no presentación de ponencias, inasistencia.

	Propuesta que no da solución a las familias más pobres de la ciudad. Enriquece a los dueños de la tierra en la ciudad. Desarrollo no viable en municipios vecinos. Existencia anterior de la figura de bancos de tierra. Dificultad para liquidar la Caja de Vivienda Popular.




	Terratenientes

	 

	Es difícil esclarecer la lógica de estos actores, en tanto no fueron visibles durante los debates en el Concejo distrital, ni en los medios. Parece que movilizaron sus intereses por medio del gremio de la construcción en la ciudad. Véase el gremio de la construcción.




	Gremio de la construcción: Cámara Colombiana de la Construcción (Camacol)

	A favor de la propuesta

	Metrovivienda es una herramienta a favor de las empresas en tanto inician un mercado de tierra que le quita riesgo al negocio de la construcción. Permite a las empresas constructoras de vis dedicar todos sus esfuerzos al proceso constructivo.




	En contra de la propuesta. Constructores que tradicionalmente habían negociado con los terratenientes de la ciudad.

	La intervención del Estado en el mercado de tierras haría más difícil el negocio de la construcción.






FUENTE: ROJAS (2004, P. 27). 



	 
• El Consejo de Bogotá. Según Mónica Rojas, los concejales se dividen en tres grupos: “Aquellos a favor de la propuesta, quienes apoyan la creación de Metrovivienda gracias a unos informes positivos y a su asistencia en los debates; los concejales en contra de la propuesta, que frenan la creación de la empresa, trabando el debate, no seleccionando ponentes, no presentado ponencias o no asistiendo”, y un concejal y un comunista que se le opone en nombre de otra lógica de intervención, más orientado “hacia la vivienda misma”.

Los argumentos de los primeros son muy próximos a los de la administración del distrito9, aun cuando se centren más hacia la vivienda misma que en el input de los terrenos.

Los argumentos de los segundos, lo mismo que los de los terratenientes, nunca se expresaron públicamente. Sin embargo, indica Mónica Rojas, se pueden anotar algunas alianzas entre ciertos concejales, y ciertos urbanizadores piratas, que se oponen a la creación de Metrovivienda, sin hablar de los intereses de concejales que tradicionalmente han intercambiado votos contra lotes piratas para asegurar su reelección.


• El concejal comunista critica la propuesta de la administración distrital utilizando los algoritmos siguientes:

Algoritmo 1 . Metrovivienda no da solución a las familias más pobres de la ciudad.

Algoritmo 2. Existencia anterior de la figura de bancos de tierra. Metrovivienda enriquecerá a los dueños de la tierra en la ciudad.

Algoritmo 3. No es viable intervenir en municipios vecinos.

Algoritmo 4. Ya existe un instrumento que favorece que los pobres obtengan una vivienda, la Caja de Vivienda Popular, cuya liquidación es difícil, para qué crear otro”.

• La Cámara Colombiana de la Construcción (Camacol). Los constructores se dividen en dos campos: los constructores a favor de la propuesta, que corresponden a constructores que realizan proyectos de VIS, y los constructores en contra de la propuesta que son “constructores que tradicionalmente habían negociado lotes con los terratenientes de la ciudad”.

Los argumentos de los constructores favorables a la creación de Metrovivienda descansan en los algoritmos siguientes:

Algoritmo 1 . Metrovivienda es una herramienta a favor de las empresas en tanto inician un mercado de tierra que le quita riesgo al negocio de la construcción de VIS10.

Algoritmo 2. Metrovivienda permite a las empresas constructoras de VIS dedicar todos sus esfuerzos al proceso constructivo.

Algoritmo 3. Apoyamos sin reserva la creación de Metrovivienda.

Los argumentos de los constructores que se oponen a la creación de Metrovivienda se resumen según Mónica Rojas en un solo argumento: “la intervención del Estado en el mercado de tierras hará más difícil el negocio de la construcción. Nos opondremos entonces a su creación”.
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EL ENFOQUE DISCURSIVO Y DELIBERATIVO DE FRANK FISCHER: UNA LECTURA DE REFRAMING PUBLIC POLICY. DISCURSIVE POLITICS AND DELIBERATIVE PRACTICES

Introducción

La perspectiva crítica o teoría crítica desarrollada en diferentes áreas como la política, la economía, el derecho, entre otras, y que ha sido conocida también como el giro argumentativo o giro lingüístico de las ciencias sociales, encuentra en el análisis cualitativo de las prácticas discursivas un énfasis concluyente para interpretar la complejidad de la realidad social. Con esta perspectiva, los métodos de investigación han comenzado a incluir información crítica para la comprensión de los fenómenos de estudio, en vez de apoyarse en los datos tradicionales recogidos a través de la medición estadística. Dentro de las propuestas metodológicas desarrolladas por la teoría crítica se incluye el análisis del discurso, de las ideas y del lenguaje usado por los actores sociales. Los elementos anteriormente mencionados no son ajenos al análisis de las políticas públicas (APP); durante las últimas décadas, los desarrollos de investigación en este campo han sido significativos respecto a la construcción del conocimiento frente al proceso político, frente a la toma de decisiones políticas, así como, frente a la forma de obtener información con la aplicación de métodos de investigación basados en la argumentación.


El texto de Frank Fischer, Reframing Public Policy. Discursive Politics and Deliberative Practices se ubica en un contexto caracterizado por la deliberación de los estudios empíricos frente a los positivistas y a los neopositivistas. La propuesta planteada por Fischer se ubica en la discusión teórica en el contexto del llamado giro argumentativo, el cual señala el tránsito entre perspectivas de análisis tecnocráticas imperantes en modelos tradicionales del APP —como es el caso del ciclo de las políticas— a propuestas alternativas que incluyen metodologías como el análisis del discurso, entendiendo este último como una categoría que construye nociones de mundo —identidades—, pero que además se constituye como una ideología y como una hegemonía en determinados casos.

La perspectiva del construccionismo propone una reformulación de los análisis empíricos, siendo este el objeto de análisis del trabajo de Fischer, el cual se presenta en este capítulo. A partir de algunas preocupaciones del autor y de los supuestos teóricos en los que basa su propuesta, aquí se lleva a cabo una síntesis de los principales argumentos contenidos en su libro, con el objetivo de ofrecerle al lector una visión global de su propuesta y de su crítica hacia los enfoques tecnocráticos del APP; finalmente, se presentan unas conclusiones, en términos de la aplicación de este modelo en casos concretos.

El autor

Frank Fischer es profesor del Doctorado en Administración Pública del Newark Campus y del pregrado en Ciencia Política en el New Brunswick Campus, también es miembro del Bloustein School of Planning and Public Policy.

Algunos de los libros que ha publicado son: Politics, Values and Public Policy (1980); Critical Studies in Organization and Bureaucracy (1994), coeditado con Carmen Sirianni; Confronting Values in Policy Analysis: The Politics of Criteria (1987), coeditado con John Forester; Technocracy and the Politics of Expertise (1990); The Argumentative Turn in Policy Analysis and Planning (1993), coeditado con John Forester; Evaluating Public Policy (1995); Greening Environmental Policy: The Politics of a Sustainable Future (1995), coeditado con Michael Black; Living with Nature: Environmental Politics as Cultural Discourse (1999), coeditado con Maarten Hajer; Citizens, Experts and the Environment: The Politics of Local Knowledge (2000); y Reframing Public Policy: Discursive Politics and Deliberative Practices (2003).

Sus principales temas de interés son el APP, la política pública comparada, la política medioambiental y la administración, la política de ciencia y tecnología, la administración pública y la política burocrática, la política estadounidense y alemana, la teoría y los métodos de las ciencias sociales, y la teoría política democrática y del Estado. Actualmente, trabaja en un estudio comparativo de política medioambiental en Alemania y Estados Unidos. Ha sido conferencista en Europa, África y Asia, y hace parte del consejo editorial de numerosos diarios académicos como la Organization and Environment, Administration y el Society and International Journal of Public Administration. En 1999, ganó el premio Harold Lasswell de la Organización de Estudios Políticos, que se otorga a los estudiosos excepcionales por su contribución al entendimiento de la sustancia y del proceso de la política pública. Es profesor de la Rutgers University en Nueva Jersey, EE. uu., y es miembro del comité editorial de la revista Critical Policy Studies.


Con el libro Reframing Public Policy. Discursive Politics and Deliberative Practices, Fischer presenta nuevas perspectivas para el APP que permiten un análisis discursivo de la política, así como, indicar prácticas deliberativas de formulación de políticas públicas que surgen como una alternativa a la tecnocracia dominante, y a los tradicionales enfoques empiricistas de los estudios de políticas públicas.

Un punto central de su análisis es la crítica al fetichismo metodológico existente en el enfoque neopositivista-empiricista, que asume la presunción de rigurosidad metodológica de los análisis cuantitativos frente a cualquier método alterno que, como las teorías posempiricistas y posmodernas, le dan un mayor énfasis a los valores y a los significados sociales para generar una comprensión más profunda del lenguaje y del discurso. Por lo anterior, el análisis de Fischer se deriva de los avances mostrados por el neoinstitucionalismo y el resurgimiento del papel de las ideas en las ciencias sociales, entendidas como recursos que poseen los actores (Fischer, 2003, p. vii).

Fischer considera en su libro la necesidad de promover un cambio de corte posempiricista al análisis, presentando los elementos necesarios para entender la construcción discursiva de la realidad a través del lenguaje y el discurso, así como para entender el APP a partir de los distintos discursos y su significado social en las múltiples realidades. Visto desde la perspectiva enunciada por Fischer, sin un enfoque de carácter discursivo la comprensión de los sistemas sociales sería prácticamente imposible: el discurso le da coherencia al proceso de la política pública.

Fischer, a través de diferentes líneas conceptuales que abordan y, a la vez, fundamentan su propuesta teórica, menciona varios autores para definir la política pública y el análisis del discurso al interior de las ciencias sociales. Una vez profundiza en estos elementos conceptuales, los traslada al campo del APP para revisar enfoques tradicionalmente reconocidos, como el de Paul Sabatier con su modelo Advocacy Coalition Framework (ACF), mostrando las fortalezas de la propuesta y la necesidad de complementarla con la visión de los enfoques posempiricistas, que proponen el entendimiento de la política pública como una narrativa construida a partir de historias, marcos y metanarraciones, al tiempo que intenta entenderla como una práctica.


Estas referencias a autores clásicos le permiten reforzar su intención de estrechar el vínculo entre lo social y lo político; vínculo indispensable en el proceso de formulación de políticas públicas y que parece olvidado por los enfoques empiricistas y tecnocráticos, dominantes en el análisis.

El libro de Fischer concluye su propuesta respondiendo a la cuestión del para qué de la política, como un elemento presente en la gobernanza deliberativa, donde la deliberación política se democratiza tanto para los ciudadanos como para los expertos. Este autor reconoce que se trata de un proceso complejo y, por tal razón, su aplicación en casos concretos es difícil, como lo comentaremos en la tercera parte de este capítulo.


Sobre el contenido del libro Reframing Public Policy. Discursive politics and Deliberative Practices

El libro de Fischer contiene de forma detallada un análisis de las diferentes propuestas teóricas y metodológicas que han dominado los estudios tradicionales de las ciencias sociales, y concretamente de las políticas públicas, para, a partir de allí, elaborar su proyecto de gobernanza deliberativa. Dada la extensión y profundidad de sus argumentos, solo trazaremos las líneas generales de los temas que resultan fundamentales en dicha intención, con el propósito de presentar un esquema general, que esperamos profundice en el libro referenciado.

Fischer inicia el libro presentando una crítica a la pretendida universalidad de las teorías empiricistas y a cómo los efectos de estas en la reproducción de una tecnocracia imperante han permitido que se olviden los elementos que le dan sentido al APP: los sujetos que intervienen en ellos, así como sus subjetividades. Posteriormente, asumiendo una perspectiva pospositivista, este autor resalta la importancia de las ideas y del discurso no solo como expresión de la subjetividad de los actores que intervienen en la política pública, sino como escenarios de transformación de acciones y pensamientos. El pospositivismo presentado por Fischer incluye un análisis basado en los resultados, en la experimentación y en el discurso; lo que implica involucrar en el análisis otras variables que permitan responder a la necesidad de comprender las relaciones sociales, y la institucionalidad que de ellas se deriva. Fischer (2003, pp. 11-17) explica qué es el discurso, cuáles son sus modalidades y su uso como ideología o dominación, luego concreta estos elementos en los parámetros para el que sería un modelo del APP entendido como una política discursiva.

El libro está estructurado en cuatro partes: la primera destaca la importancia del resurgimiento de las ideas y del discurso; la segunda examina la naturaleza de la política discursiva e ilustra, a través de la disciplina, el debate entre la teoría, el método y sus implicaciones, así como replantea conceptualmente la investigación de la política a través de vías discursivas. En la tercera parte, el autor presenta una metodología posempiricista basada en la lógica del discurso práctico y explora perspectivas metodológicas en el APP, como la narrativa de la política, la argumentación y la dialéctica de la política. Finalmente, discute las implicaciones del método y el papel del analista de políticas públicas como facilitador en la deliberación del ciudadano.


En el contexto de la evolución del análisis y del estudio de la política pública como temas de preocupación desde la ciencia política, en particular aquellos llevados a cabo por estudiosos de Europa, Canadá y Estados Unidos, y en razón de la diversidad de técnicas y métodos que buscan comprender y resolver los problemas de política pública, el autor presenta una propuesta de carácter posempiricista inspirada en Habermas y Foucault, así como en enfoques construccionistas principalmente de origen europeo, que resaltan la complejidad y dificultad del APP. En cambio, en Estados Unidos, el desarrollo del análisis de las políticas se vincula más con la demanda gubernamental de experticia y de información relevante para tomar decisiones de política pública que aspiran a combinar un saber técnico sofisticado con realidades políticas y sociales complejas (Fischer, 2003, p. 2)3.

Fischer, con el propósito de aclarar un poco el panorama (2003, pp. 2-3), retoma a un autor clásico como Harold Lasswell, que defiende una visión multidisciplinaria en el análisis y en la articulación entre métodos cuantitativos y cualitativos, haciendo énfasis en la dignidad humana4, a través de la creación de una disciplina que se corresponde con las prácticas democráticas y con las realidades de una moderna sociedad tecnoindustrial. Lasswell propuso una ciencia social aplicada capaz de mediar entre los académicos, los decisores del Gobierno y los ciudadanos comunes, o quienes tuvieran a su alcance un conjunto de soluciones objetivas destinadas a mitigar, minimizar o al menos reducir los problemas sociales. Esta ciencia tenía tres características: un enfoque multidisciplinar, una contextualización natural de los problemas y una explícita orientación normativa.

Sin embargo, según Fischer el desarrollo de las investigaciones en políticas ha evidenciado un mayor peso en el uso de métodos cuantitativos y en el desarrollo de la tecnocracia a partir de estos. De allí se ha derivado una preponderancia de las prácticas de gerencia que se implementan a través de firmas consultoras de carácter privado, de grupos de interés y de organizaciones sin ánimo de lucro, en vez de favorecer prácticas gubernamentales democráticas (Fischer, 2003, p. 4).


La reconstrucción que propone Fischer de los métodos tecnocráticos que dominaron las ciencias sociales inicia con la presentación crítica del marco metodológico de los neopositivistas o empiristas, para quienes existe una separación objetiva de los hechos y los valores. Luego presenta el modelo racional para la toma de decisiones5, definido así porque sigue los pasos de la investigación científica, esto es, la concreción de un problema a partir del cual se formulan metas y objetivos para su solución, sus consecuencias y la probabilidad de su ocurrencia, así como alternativas de solución. Esta racionalidad también se concreta en la medición a partir del cálculo de la eficiencia y efectividad de las metas propuestas, como formas tecnocráticas de gobernanza.

Fischer contextualiza las limitaciones de los estudios tecnocráticos dentro de los problemas propios de la época, referidos a las políticas de guerra contra la pobreza adelantadas en los Estados Unidos, que derivaron en el surgimiento de un contexto intelectual basado en investigaciones cuyos resultados fueron datos sobre cómo desarrollar estrategias y cómo cuantificar los resultados, pero que tenían un conocimiento muy superficial sobre cuál era el impacto de los programas en la estructura familiar o en el desempleo, elementos que fueron ignorados en la implementación y evaluación de la política. Estas dificultades de los enfoques tecnocráticos en el proceso de formulación de políticas públicas no solo se refieren a la limitación de los problemas en agendas políticas específicas, sino también a la coyuntura generada por la guerra contra la pobreza, donde las evaluaciones fueron cuantitativas y se basaron en la eficacia y eficiencia de los objetivos, y no en el papel de los actores relevantes en el proceso, en el choque de valores entre estos o en los efectos que estas políticas produjeron6, como lo menciona Fischer: “For the rationalistic conception of Policy analysis this politics of implementation has been something of an embarrassment, if not a disaster.” (2003, p. 8).

Mientras que el rol de la investigación sobre la implementación ha sido redescubierto, la búsqueda de otras alternativas emerge con nuevas líneas de investigación. Aun así, el foco dominante de los estudios se ha concentrado en el problema de la evaluación, desarrollando una extensa y rigurosa metodología que ha sido denominada Research evaluation (Fischer, 2003, p. 8). La evaluación, entendida como un proceso de retroalimentación sobre cómo ha sido implementada la política, debe abordar no solo los resultados empíricos, que no hablan por sí solos, sino que tiene que desarrollar las bases que los determinan. Es decir, los datos cuantitativos pueden ser empleados para apoyar la interpretación deseada, tal como sucedió en el caso de los análisis realizados sobre el conflicto de Vietnam en los Estados Unidos (Fischer, 2003, p. 9).


Estos vacíos, tanto en el análisis subjetivo como en la real dimensión del discurso de los actores relevantes y de su interpretación, generaron el desplazamiento hacia otras disciplinas, como la teoría y la filosofía política. Sin embargo, dada la ausencia de claridad epistemológica, estas preocupaciones fueron acuñándose hasta generar algunas propuestas pospositivistas o posempiricistas, o incluso neopositivistas, que no solo evalúan la eficacia y eficiencia de los objetivos de las políticas, sino también la realidad a través de la interpretación de fenómenos y de significaciones sociales basadas en el discurso.

Este recorrido desde lo tecnocrático hasta las propuestas de incorporación de las ideas, el lenguaje y el discurso le permite a Fischer avanzar en su propuesta de construcción de una teoría de la política pública basada en la argumentación y el discurso como alternativa posempiricista. Esta surge del desencanto por los resultados de la investigación positivista, por tanto, la nueva visión debe tomar en cuenta los valores sociales, los argumentos y la narrativa que acompaña el desarrollo de una política.

Dentro de las propuestas críticas que analiza Fischer se ubican el posestructuralismo; el construccionismo social; el posmodernismo; y el análisis del discurso. Estas se ubican en la línea de una nueva postura epistemológica denominada pospositivismo o posempiricismo, aunque tienen una fuerte relación con la filosofía de la ciencia, que refiere una postura epistemológica respecto de la construcción del “objeto de investigación”, entendido en la función de la interpretación de la realidad. Esta postura le da un énfasis al papel de la subjetividad en la construcción de una realidad social, en el intento por superar el binomio de análisis sujeto-objeto propuesto por el positivismo. Fischer (2003, pp. 12-13) afirma que los posempiricistas asumen que la construcción discursiva se va entrelazando y relacionando en una red de estructuras, a partir de presupuestos, hipótesis y programas de investigación, que construyen un discurso de contraste o falsedad de las ideas. Frente a la perspectiva del construccionismo social, el autor plantea que el discurso de las políticas públicas está inmerso en una serie de ideas y significados sociales que producen y reproducen prácticas discursivas, para entender tanto la práctica como los contenidos de las políticas. Señala Fischer (2003, pp. 12-15) que los analistas posempiricistas argumentan que el análisis objetivo es prácticamente imposible y que dicho análisis enmascara a la vez todo el discurso político de las elites dominantes, ya que se apoyan en la hermenéutica y la discursiva (deconstruccionismo) para demostrar que el discurso político dominante se enmarca en una base de factores subjetivos presentados como la verdad relacionada con la interpretación de los contextos, en determinadas circunstancias sociales.


Fischer concluye que el origen de los estudios sobre las políticas públicas se fundamenta en y ha emergido del desarrollo de las teorías y métodos de las ciencias sociales, con el propósito fundamental de contribuir al entendimiento de los problemas sociales y económicos que abruman a las sociedades contemporáneas. Al interior de la investigación en el campo, el positivismo ha construido sus presupuestos básicos sobre la pretensión de figurar su objeto con criterios racionales, apoyándose en mediciones estadísticas que permitan la postulación de inferencias generalizables, sin aproximarse a las variables que en mayor grado pueden explicar el fenómeno de la política: los valores y principios, el discurso o la participación. Por este motivo, nuevas teorías dentro del ámbito de las ciencias sociales han sido aplicadas al desarrollo de los estudios7.

Las limitaciones de las teorías racionalistas para acercarse al mundo social, basadas en el reconocimiento de las ideas en el discurso de la política, evidencian que los políticos no responden a objetivos racionales, sino que su acción está estrechamente relacionada con los símbolos y los signos subyacentes a las ideas sociales8. Esto se fundamenta en la sociología alemana de Max Weber, que reconoce a las ideas como motor de la acción social, y que, a su vez, contribuye a la explicación de la conducta humana9.

Respecto al neoinstitucionalismo, Fischer (2003, pp. 31-32), hace aclaraciones acerca de cómo tratar las ideas políticas, ya que detrás de los resultados de los cambios de política subyacen muchas veces los intereses de las elites dominantes y los intereses de los grupos directamente afectados, lo que concreta una relación directa entre los procesos institucionales, las ideas políticas y el análisis político, dada la incidencia que los diferentes contextos institucionales dan a la dimensión interactiva del discurso. De igual manera, este autor plantea la relación directa entre las comunidades políticas, las redes y la participación como uno de los focos de investigación en los subsistemas políticos que permite apreciar la formación del ciclo de la política.


Sobre las teorías del aprendizaje de Fischer10 se plantean algunos interrogantes acerca de quién hace el aprendizaje (actores sociales o redes), qué se aprende, cómo y qué se evalúa. Esta visión se complementa con el enfoque de coaliciones de causa o militancia de Sabatier y Jenkins (1993), en el que el aprendizaje es una variable para el subsistema.

Sobre los ideales discursivos y las distorsiones de la comunicación, Fischer (2003) analiza el modelo de comunicación de acción de Habermas (1970), que, más allá de entender el poder como la capacidad de obtener los objetivos propuestos o como la posibilidad de servir de elemento de control o dominación, asume que el poder estructura la organización y la coordinación de la acción a través de la comunicación consensuada; de modo que el conocimiento y la práctica discursiva son las dimensiones críticas de las fuerzas del poder.

El concepto habermasiano de comunicación que se basa en intereses, el reconocimiento, los logros de objetivos, la movilización de recursos, la dominación de unos por otros o la coordinación para el consenso; define una función tripartita entre los ciudadanos, los grupos de interés y las instituciones o analistas de la política que insisten en la necesidad de contar con instituciones que desarrollen o impulsen la competencia ciudadana y el aprendizaje. Fischer contrasta esta propuesta habermasiana con la de Foucault (2003, pp. 38-39), que va más allá de lo propiamente comunicativo o lingüístico, y aborda el funcionamiento del discurso en diferentes contextos históricos y sociales11.

Esta aproximación al discurso como fuente de las ideas sociales y políticas posiciona al lenguaje, junto con las estructuras que le subyacen, como un elemento indispensable de la política, a partir del cual se crea una metapolítica de las instituciones, presente en los discursos de forma directa. De aquí se deriva que la propuesta de Fischer busque realizar una evaluación deliberativa de la construcción de la decisión en términos del lenguaje, en razón de que la política pública es construida a través del lenguaje dentro del cual es descrita, incluyendo la forma en la que las ideas influencian a los actores que intervienen en las instituciones.


Uno de los interrogantes que Fischer plantea se pregunta por cómo llegar a una política pública a partir de un discurso que incluya significaciones sociales y realidades. La respuesta que este autor da se enfoca dentro del posempiricismo, al hacer énfasis en la necesidad de analizar los significados sociales y su relación con los motivos, las intenciones, los objetivos, los propósitos y los valores que permiten reconstruir la acción social a partir del lenguaje. El posempiricismo se preocupa por desarrollar un marco teleológico de explicación en el que los objetivos y los propósitos sirvan para entender lo social, y que se pueda complementar con la teoría del construccionismo social, que establece que la construcción social de la realidad se da a partir de las múltiples formas que hay de entenderla y percibirla12.

En síntesis, la perspectiva discursiva e interpretativa de Fischer (2003, pp. 48-49) se basa en el énfasis que se le da a la construcción social de la realidad, a los significados sociales y a su reconstrucción según los cambios que ocurren en el mundo. Estos últimos generan nuevas experiencias y pensamientos que, a su vez, promueven cambios en las prácticas, la reflexión y la comunicación; además, también hay que tener en cuenta los esquemas cognoscitivos que cambian en las sociedades.

Fischer intenta concretar estas teorías dentro del análisis de la política a partir de investigaciones que incorporan elementos retóricos, por medio de variables como la naturaleza de los argumentos, el proceso de la controversia en el contexto científico, la retórica en los asuntos públicos, los objetivos de la política, el tipo de intervención y los instrumentos de política empleados (2003, p. 55). Sin embargo, dada la diversidad de los significados sociales de la política pública13, esto plantea varias dificultades en la práctica a la hora de entender las diferentes formas de la política en un mundo de múltiples realidades, donde el espectáculo político se presenta como una hiperrealidad14.


Fischer (2003) hace un análisis detallado de lo que es el discurso; y de las relaciones entre el discurso y la práctica, y entre el discurso, la ideología y la hegemonía. Esto lo hace a partir de las propuestas teóricas de Hajer, Shapiro, Gramsci, Pecheux, Fairclough, entre otros. También, hace una presentación detallada y muy completa del modelo de Paul Sabatier frente a su enfoque del ACF, para posteriormente hacer críticas puntuales a su concepción, interpretación y utilidad en el APP.

Fischer plantea que definir el discurso no es una tarea fácil debido su uso indeterminado por parte de corrientes como los hermenéuticos, los posestructuralistas y los posmarxistas. Fischer acepta la definición de Howarth que se refiere al discurso como “two historically specific systems of meaning which form the identities of subjects and objects” (2003, p. 73). La teoría del discurso inicia con la suposición de que todas las acciones, objetos y prácticas son significativas socialmente y de que esos significados son determinados por luchas políticas y sociales que se llevan a cabo en periodos específicos de la historia. El objetivo del análisis del discurso es mostrar cómo esas acciones y objetos son construidos socialmente, y ver el significado que tienen para la interacción y organización social, a través de métodos como el análisis retórico, la hermenéutica, la deconstrucción y los enfoques genealógicos. A partir de estos métodos se han desarrollado diversas escuelas que explican el discurso más allá de un simple sinónimo de discusión o conversación. El significado de las palabras usadas y las declaraciones o estamentos empleados en un discurso dependen del contexto social en que son pronunciados, incluyendo las posiciones o argumentos contra los que ellos avanzan.

Fischer cita la definición de discurso de Hajer (1993) cuando dice que es un conjunto específico de ideas, conceptos y categorizaciones que es producido, reproducido y transformado dando significado a las relaciones sociales y físicas (2003, p. 73). Además, añade que los discursos y las prácticas discursivas restringen el rango de los sujetos y objetos. De esta manera, los actores se convierten en agentes del conocimiento, el cual se encuentra determinado por la experiencia de la gente sobre el mundo, específicamente por la mirada que puede ser legítimamente aceptada como “conocimiento”. Para Shapiro (1981, p. 130), citado por Fischer (2003, p. 73), un discurso establece normas para desarrollar conceptualizaciones que son usadas para entender fenómenos.

Además de la definición, Fischer intenta plantear una distinción entre el discurso y las prácticas discursivas, para lo cual toma como ejemplo a Foucault, quien considera que las prácticas discursivas son unidades de análisis básicas, interpretaciones ampliamente sostenidas y, a menudo, repetidas de la conducta social que produce y afirma comportamientos. Con el tiempo, estas se vuelven irreflexivas, se dan por sentadas y son escasamente notadas por los actores que las emplean (2003, pp. 73-74). Por esta razón, el autor plantea que el discurso no es únicamente una colección de palabras u oraciones, sino la integración de oraciones habladas o escritas que producen un significado más grande que el contenido de las oraciones analizadas independientemente, ya que cada discurso vincula las declaraciones que lo componen de acuerdo con los patrones de razonamiento.


Una diferenciación práctica se da en la forma como el discurso se concreta y los efectos que produce. Existe, de una parte, un discurso de primer orden, o con carácter macrosocial, que transmite valores y da cohesión, lo que permite compartir creencias tanto a nivel social como cultural, y, de otra parte, hay discursos ubicados en un contexto diario de interacción comunicativa, o microdiarios15. En un sentido foucaultiano de la terminología, tales discursos epistémicos tienen un poder constitutivo o formativo que estructura definiciones sociales básicas, significados e interacciones en el sistema sociocultural. Los macrodiscursos constituyen el residuo de la memoria colectiva de los grupos o de la sociedad, primariamente en forma de historias que pueden ser tomadas como básicos engramas para nuestros modos de pensamiento y acción16.

En este contexto, el análisis del discurso en la política comienza con el reconocimiento de que el discurso está distribuido a través de instituciones y de que pueden constituirse discursos dominantes, como una lucha de discursos compitiendo para obtener reconocimiento y poder. Una tarea clave para los analistas es contar con los puntos de vista y las posiciones de los actores. Para reforzar esta idea, Fischer (2003, p. 77) cita a MacDonell (1986), quien señala que un discurso es un arma en una batalla ideológica. Los discursos cobran un significado social en estas confrontaciones.

Fischer insiste en que las ideologías reflejan relaciones sociales y materiales básicas en una sociedad y le suministran a la gente diferentes identidades sociales, por eso, los grupos de una sociedad orientan ideológicamente a las mismas en diferentes caminos para construir discursos particulares. Pecheux, argumenta que la gente construye su conocimiento en términos de tres orientaciones básicas para el discurso dominante y su orientación ideológica: i) algunos libremente consienten y se identifican con la imagen social sostenida por la ideología dominante, por ejemplo, las clases trabajadoras o las clases superiores; ii) otros rechazan las categorías sociales que están ofrecidas y adoptan una contraidentificación, donde se incluyen tanto alborotadores como criminales, pero también a menudo reformadores liberales; iii) el tercer grupo para Pecheux toma la orientación de desidentificación. Mientras que la posición de contraidentificación se define a sí misma en términos oposicionales (lo que se llamaría una crisis política), este tercer grupo proviene de nuevos discursos (Fischer, 2003).


Aclarando que el discurso no es ideología, el autor aborda el concepto de hegemonía de Gramsci17, para explorar la interrelación de aspectos políticos e ideológicos del discurso, y el camino que comparten por amplios procesos de cambios políticos y sociales, lo que no implica una ecuación social firme o fija, sino, por el contrario, un equilibrio inestable, donde el énfasis se da sobre las estrategias de liderazgo político requerido, que sostengan el balance hegemónico de las fuerzas. La construcción y el mantenimiento de las alianzas necesarias para sostener el equilibrio a través del poder discursivo va más allá de la inclusión de las clases subordinadas dominadas, para lograr su consentimiento; ya que en la lucha hegemónica, además de la producción, distribución y consumo (incluida la interpretación) de textos, que contribuyen a la transformación del orden existente que se pretende hacer valer por el discurso, aparece la producción de la existencia social y las relaciones de poder (Fischer, 2003, pp. 80-81).

Fischer cita a Fairclough para profundizar en la relación que existe entre discurso y cambio social, dadas las tendencias que evidencian cómo el cambio discursivo afecta el orden social del discurso. El análisis del discurso muestra que el camino en el que los actores adjuntan significados de otros actores, se da en términos de posiciones asignadas o atribuidas por el discurso dominante o el contradiscurso. Los actores están posicionados con relación a específicos atributos sociales, tales como la culpa y la responsabilidad. Los actores sociales, principalmente, dan sentido al mundo con términos y conceptos prestados de los discursos hechos por la capacidad de otros grupos sociales y de la sociedad general. El mecanismo lingüístico básico para el mantenimiento y la creación del orden discursivo o la respuesta a una sacudida desestabilizadora para el orden discursivo es el concepto de trama (storyline)18.


Entre las críticas y comentarios que hace Fischer de algunos autores se encuentra el análisis del enfoque del ACF de Sabatier, que destaca la importancia de los subsistemas políticos en la formulación e implementación de las políticas públicas, en particular, la significancia y las relaciones entre los sectores políticos en el proceso de toma de decisiones políticas. Esto define la coalición de la militancia o de la causa como una alianza de grupos políticos en un subsistema político que comparten los mismos intereses y los mismos aspectos políticos, o como “actores de una variedad de […] instituciones de todos los niveles del gobierno que comparten un conjunto de creencias básicas […] y quienes buscan manipular las reglas, presupuestos, personal e instituciones gubernamentales en orden a alcanzar sus objetivos” (Fischer, 2003, p. 95).

Fischer le crítica al modelo de Sabatier que la formulación de políticas dependa de la estabilidad o de los cambios en el sistema socioeconómico amplio o en la sociedad, y que, a su vez, dichos cambios están motivados por la opinión pública, ya que se pueden llegar a afectar las orientaciones políticas de grupos de interés y de partidos políticos, y, así, las preferencias sociales y las ideas de los tomadores de las decisiones políticas. La crítica se apoya en los argumentos de Hajer para señalar que el enfoque es multifacético, además de que de por sí solo no es capaz de explicar cómo y por qué se dan los cambios. De otra parte, su crítica se refiere a la definición del sistema de creencias porque simbólicamente condensa los hechos y los valores básicos en el sistema, pero estos no pueden ser analizados como creencias particulares. Otras críticas se ubican en la identificación de las coaliciones, en la definición de problemas y soluciones, en la conceptualización de los sistemas de creencias políticas y en la preocupación por la estabilidad de las coaliciones de política.

Sobre el aprendizaje político, que es un punto central dentro del ACF, dice Fischer que se sustenta un entendimiento del mismo aprendizaje en dirección a las ideas de la tecnocracia y el racionalismo. La idea del aprendizaje en Sabatier es netamente técnica y está enfatizada hacia la necesidad de lo que el experto (de la respectiva coalición) plantee, lo que seguramente será relativamente apolítico. De este modo, las variables centrales que gobiernan las operaciones están basadas en criterios profesionales como el prestigio profesional, las normas de la experiencia y la revisión de pares.

Finalmente, Fischer propone pasar del cognitivismo tecnocrático al análisis discursivo socialconstruccionista que enfatiza el rol de la credibilidad, aceptabilidad y confianza, a cambio de evidencia empírica en la explicación de los cambios políticos.

En la tercera parte del libro, Fischer intenta resituar el análisis empírico dentro de un discurso político que parte de los fundamentos epistemológicos del posempiricismo, basándose fundamentalmente en el construccionismo social y en la práctica discursiva. Desde esta perspectiva epistemológica, Fischer sostiene cómo nuevas interpretaciones permiten reinterpretar el análisis clásico, como, por ejemplo, el famoso análisis realizado por Allison respecto a la crisis de los misiles en Cuba (2003, p. 117). Desde un marco de análisis basado más en la interpretación y la deliberación, se puede lograr una mejor aproximación a la descripción y al trabajo que realizan actualmente los científicos sociales.


Existe en el autor la intención de establecer una discusión entre el positivismo, el neopositivismo y el empiricismo en términos de la discusión sobre la “objetividad” científica, demostrando, en primera instancia, la marcada influencia del positivismo clásico del siglo XVIII en la construcción de los fundamentos epistemológicos de las ciencias sociales. Fischer expone tanto la teoría como los métodos de las ciencias sociales que han pretendido como objetivo principal tener el control y la predicción de los eventos sociales, tener la selección de los datos a partir de lo que debe ser observable basándose en un criterio de verdad, y hacer de la observación algo contrastable o reproducible a partir de experimentos, lo que descalifica las observaciones subjetivas o basadas en valores. Vista así, la concepción tradicional de los diseños metodológicos consistirá en hacer una clara diferenciación entre los procesos científicos y aquellos que no lo son, porque, en últimas, la recolección de datos, para la perspectiva positivista, estará determinada por la posibilidad de demostrar las tendencias hacia la repetición de eventos en la búsqueda de la formulación de leyes inmutables en el tiempo. ¿Cuál es, entonces, el lugar de los argumentos dentro de la construcción del proceso científico?

La respuesta a la pregunta anterior es desarrollada por Fischer desde la perspectiva de los estudios sociales de la ciencia, y dentro de ellos tendrá un especial valor el aporte generado por la sociología de la ciencia, que ha demostrado cómo la ciencia es una práctica social cuyos principales presupuestos se hallan sujetos a los valores críticos del tiempo histórico dentro del cual se produce el conocimiento19. Por tanto, las investigaciones sujetas todavía a los postulados epistemológicos del positivismo impiden el desarrollo de un conocimiento más acorde con las necesidades de la ciencia social contemporánea, que es la contribución o el esfuerzo por comprender el rol que desempeñan los valores críticos para la formulación y la construcción de la política. Esta tendencia de la ciencia política ha pretendido ambiciosamente generar un conocimiento aprovechable, en el sentido de que sea capaz de impactar la práctica política a través de la estimulación del debate; esto a partir de la generación de nuevas teorías y métodos que ofrezcan perspectivas no tradicionales de entender los problemas.


A partir de esta premisa, Fischer desarrolla una propuesta que parte de la crítica al positivismo y se centra en la construcción de las relaciones causa-efecto desde una postulación axiomática, que habrá de ser probada en el discurso. Sin embargo, él también tiene en cuenta la postura neopositivista que adiciona algunos elementos que no son contemplados por el positivismo clásico, como el papel de la interpretación subjetiva de los presupuestos. Aun así, la búsqueda de unas relaciones causa-efecto, la pretensión de la objetividad y la idea de la transitividad se mantienen dentro de la lógica neopositivista.

El neopositivismo construye un cuerpo de conocimientos para las ciencias sociales contemporáneas que busca organizar la información empírica como una generalización causal de carácter replicable (Fischer, 2003, p. 121), lo que implica un cambio tanto explícito como táctico en el desarrollo de las metodologías para la investigación social. Se trata, entonces, del uso y aplicación de técnicas y procedimientos que permitan generar medidas cuantitativas de los resultados de la política, y, a su vez, del desarrollo de modelos causales que tengan una capacidad predictiva.

El objetivo, por tanto, del enfoque posempiricista será el de generar un cuerpo de generalizaciones empíricas con una capacidad explicativa sobre el comportamiento dentro de un contexto social e histórico. En esta dirección, resulta de trascendental importancia el trabajo de Berger y Luckmann titulado La Construcción social de la realidad (1966), ya que este estudio de sociología de la ciencia pone de manifiesto que el desarrollo de la actividad científica, en su intento por comprender la realidad, termina generando como resultado una mezcla entre los descubrimientos y la construcción de la realidad a partir de las discusiones en torno a ella. El resultado de esta postura tiene implicaciones concretas en los desarrollos metodológicos que, vistos así, tendrán que acercarse epistemológicamente a una dialéctica hermenéutica que se refiere a un rol interpretativo de las formulaciones basadas en las interpretaciones subjetivas de la realidad.

Apoyado en la teoría de la acción comunicativa de Habermas, Fischer (2003, p. 199) busca desarrollar una interpretación intersubjetiva a partir del conocimiento de los sujetos, quienes poseen una conciencia compartida del mundo. Esta premisa le permite a Fischer continuar con la ruptura enmarcada por Habermas respecto a la ciencia social tradicional, abandonando la filosofía tradicional del conocimiento y centrándose ahora en el lenguaje como el objeto propio de la investigación, fenómeno que, como lo enunciamos anteriormente, se corresponde con el giro argumentativo dado en el análisis social y las políticas públicas en concreto.

En este contexto, la política que forzosamente habrá de conservar un lenguaje normativo debe contener una propuesta de cambio y debe orientar dicho cambio. Por tanto, metodológicamente el trabajo de investigación habrá de centrarse en el desarrollo del análisis del discurso, el cual permite a la vez hacer una indagación empírica y un seguimiento a lo normativo. Sin embargo, no estarán en el mismo nivel de categorías la narrativa y los argumentos, porque, aunque ambos podrán estar contenidos por el discurso, tienen propósitos y estructuras diferentes. La primera hace referencia al orden cronológico de los eventos, y los segundos hacen referencias a construcciones lógicas con conclusiones presumibles.


La investigación acerca de la narrativa incluye la observación de las diferentes maneras de ordenar y percibir los valores, los cuales son transmitidos a través de ella, generando cohesión social, pues en ellas se encuentran creencias compartidas y valores. La narrativa explica los cambios a partir de las intenciones de los actores en medio de una interpretación de la comunicación en el mundo. Esta forma comunicativa, permanece implícita o subyacente en la descripción y explicación de los mecanismos causales del fenómeno social y político (Fischer, 2003, p. 167). Por tanto, debe contener todos los elementos holísticos que le dan el carácter de historia y que responden a las preguntas qué, cómo, cuándo, dónde, quién y por qué. Vista así la narrativa, según Fischer, la construcción de un análisis político posempiricista habrá de contemplar que la relación de la narrativa con el contexto de la vida no es casual ni fortuita, y, por tanto, es un espacio propicio para el análisis empírico y normativo.

Sin embargo, las particularidades históricas podrán ser entendidas en un conjunto macro tomado del esquema de la metanarrativa, como forma de analizar las controversias para identificar soluciones potenciales (Fischer, 2003, p. 172)20. Dada la complejidad de los problemas de la política por la diversidad de los actores inmersos en el problema, así como por sus posiciones y sus críticas, hay muchos elementos desconocidos por parte del analista que este necesita identificar de entre la multitud de voces y sus historias, para, a partir de ellas, construir la metanarrativa. En el APP, la construcción de una metanarrativa es concordante con una democracia fuerte y participativa.

Una vez caracterizados los elementos necesarios para el análisis del discurso, Fischer identifica la labor del analista como una actividad centrada en la producción de evidencias y argumentos con el fin de que estos sean aprovechados en el entorno del debate. Lo anterior parte del giro argumentativo para el análisis de política, pero está desarrollado dentro de una lógica dialéctica de las comunicaciones, la cual está basada en las buenas razones utilizadas para la argumentación. El giro argumentativo busca integrar tanto en la teoría como en la práctica la metodología y los aspectos más sustantivos de la política con las prácticas cotidianas y las instituciones (Fischer, 2003, p. 199). Como las decisiones políticas deben ser legitimadas, la explicación, justificación y persuasión tienen un rol muy importante dentro del ciclo político. Con el ejercicio de la delimitación de los problemas de política ya se está haciendo un ejercicio retórico e interpretativo.


En el contexto cotidiano de la comunicación, los discursos formales, tanto empíricos como normativos, pueden ejercer una influencia si la validez de la estructura se encuentra en duda o en definición. Cuando se presenta una crisis del consenso este debe ser reparado o, en caso contrario, será necesaria la construcción de una nueva legitimidad discursiva, a la cual se llega por el peso de los argumentos. Esta posición se une a otros enunciados de Habermas, y, en un sentido amplio, a toda la teoría crítica para enunciar la capacidad emancipatoria del discurso, en donde los consensos se construyen a partir de la comunicación, de modo que los individuos tienen la capacidad de revelar sus influencias. Desde esta perspectiva, el poder es un aspecto fundamental de las relaciones sociales y centra su accionar en la producción de la comunicación.

La cuarta y última parte del libro se ocupa de la gobernanza deliberativa, y equivale a la puesta en práctica de un propuesta teórica y metodológica que permita caracterizar el tipo de democracia en la cual sería propicio el desarrollo de esta visión discursiva y retórica de la política. Fischer alude a las categorías de ciudadanos y expertos, reunidos en un proceso de democratización de la deliberación política. Democracia y ciencia se han configurado como dos valores de la sociedad occidental, cuya relación entre sí resulta algo problemática, en el sentido de que el primer término abarca a la gente, a la ciudadanía en general, mientras que la ciencia le ha pertenecido por tradición a la elite del conocimiento. En esta controversia, el construccionismo social desarrolla una perspectiva en la que la ciencia es entendida desde una perspectiva política y social, y, por tanto, el trabajo del autor consiste en preguntar por la posibilidad y el grado en que las prácticas científicas puedan ser democratizadas.

La participación ciudadana es la piedra angular del proceso político, porque ella contribuye a la legitimación del proceso de formación e implementación de la política. Esto se expresa en el poder comunicativo de la participación. El desarrollo de una participación comunicativa, en la medida en que ayuda a diluir la oposición de los grupos de interés, permite construir la deliberación participativa, que a su vez fortalece la cultura política; esto puede resultar en que algunos ciudadanos o ciudadanas aprendan sobre los problemas de la política (Fischer, 2003, pp. 205-206).

En la misma dirección, este aprendizaje a partir de la discusión permite entender las raíces de los desacuerdos y la naturaleza de la controversia que pueden llegar a sostener los participantes. La participación de los ciudadanos no expertos podría, entonces, contribuir a la caracterización de los problemas políticos desde direcciones que no son percibidas por los especialistas, lo que, a su vez, representa la construcción de conocimientos locales a partir de la visión particular de los ciudadanos, elementos que el análisis objetivo puede llegar a perder de vista. Esto implicaría una reflexión crítica sobre el paradigma positivista tecnocrático, lo que ampliaría con nuevos elementos los límites actualmente establecidos en el análisis racional tradicional; dicha reflexión buscaría realizar un cisma entre la dicotomía tradicional y la separación que existe entre los hechos y los valores.


El proceso de producción de una política deliberativa, dice Fischer (2003, p. 208), es como un descubrimiento cívico caracterizado por un proceso de renovación democrática, pues en él se hace evidente la necesidad de que las organizaciones sociales participen en la transformación política. La pregunta acerca del por qué existe en las sociedades contemporáneas tanta apatía respecto a la participación política llama la atención, y es explicada por algunos teóricos como un fenómeno asociado a una falta de compromiso, idea asociada a la escasa educación acerca de la importancia que tiene la participación como un elemento legitimador de los procesos políticos. La deliberación entre los individuos es el proceso que hace posible el aprendizaje sobre los problemas políticos. Surge, entonces, para el autor una pregunta acerca de la práctica de la ciudadanía: ¿Que hemos aprendido? (Fischer, 2003).

Al interrogante anterior, Fischer contesta que una de las razones más usadas para entender el porqué de la apatía política se fundamenta en la idea de que la mayoría de los ciudadanos en Occidente perciben que las organizaciones políticas no los representan (Fischer, 2003, p. 209). Numerosos casos han demostrado que la participación de los ciudadanos no expertos dentro de un proceso político tiene un impacto mucho mayor, o más crítico, para la conformación del proceso político; además, las voces de los ciudadanos pueden llegar a tener la capacidad de intervenir dentro de los programas de carácter científico, tal como sucedió con el movimiento gay en Estados Unidos, que luchó contra el sida y logró tener una injerencia importante en la construcción del problema en términos científicos.

La participación y consulta de los ciudadanos estimula el hecho de mejorar el nivel de información de los mismos, logrando una mayor difusión del conocimiento científico, lo que a su vez estimula la construcción de nuevos modelos que producen conocimientos locales. Como parte de estos logros, también vale la pena mencionar el desarrollo de nuevos métodos para el APP. Por ejemplo, el caso de la aplicación de la metodología Q21 para la búsqueda de la reconstrucción de la argumentación que acompaña el proceso de elaboración de la política.


La innovación institucional o la conferencia de consenso, desarrollada por Fischer, ha surgido como la forma más elaborada de panel para la discusión de los ciudadanos, inspirada en Estados Unidos por la Oficina para los Asuntos Tecnológicos (OTA, por sus siglas en inglés). La idea consistía en integrar la experticia a un rango de perspectivas sociales, políticas y económicas, con el fin de incluir voces de distintos sectores en las cuestiones tecnológicas y en aquellas referidas al medio ambiente. Los objetivos de esta conferencia eran proveer de información a parlamentarios y a otros decisores de la política, y simular la discusión pública haciendo un seguimiento a los debates. La primera conferencia se realizó en 1987, allí se discutieron asuntos relacionados con la política energética, la polución del aire, la agricultura sostenible, el problema de la irradiación de los alimentos, los riesgos químicos en el medio ambiente, el futuro del transporte privado, la terapia de genes y la clonación de los animales.

Los participantes de estos temas fueron seleccionados de las inscripciones que llegaron a través de los anuncios de prensa y radio. El resultado de estas actividades fue que muchos de los ciudadanos participantes prefirieron excluir la opinión de los expertos para dedicarse ellos mismos de manera total o parcial, y en algunos casos sin una retribución monetaria, a discutir los asuntos en cuestión. Las conferencias estuvieron orientadas en una primera etapa hacia el hecho de que los participantes realizaran su propia definición de los asuntos y problemas en mención, demostrando que con el tiempo ellos se hacían cada vez más conocedores de los temas, documentándose y generando un conocimiento capaz de ofrecer información clave para la toma de decisiones. Posteriormente, los expositores presentaban sus puntos de vista para la consideración de los expertos. En esta etapa, los ciudadanos participantes también podían cuestionar o sugerir otros aspectos relacionados. Se evidenció que, a partir de argumentos técnicos y científicos, se comenzaban a introducir cuestiones sociales, económicas y políticas. Además, se concluyó que las discusiones reflejaban claramente cuáles eran los intereses de los ciudadanos participantes.

La innovación metodológica o el análisis político participativo, como parte de la formulación pospositivista, resulta ser una parte importante de la formulación de los proyectos políticos. El nuevo paradigma considera que la participación ciudadana implica la construcción del capital social necesario para soportar los proyectos políticos. Este hecho puede llegar a tener un aporte significativo en la construcción de la teoría, así como en la investigación de campo del análisis de la política. Una parte significativa del trabajo intelectual de activistas, progresistas y profesionales se construye ahora a través de los nuevos movimientos sociales.

En conclusión, según Fischer, la antigua separación que existía entre la democracia y la ciencia ha sido reformulada por una visión integradora de los dos aspectos, a través de la formulación de la idea de la construcción social del conocimiento, en la que se enfatiza una perspectiva en la que la ciencia puede ser considerada como una actividad sociopolítica. Este proceso, sin embargo, necesita de un esfuerzo a la hora de reformular cuál debe ser la participación de los ciudadanos en el proceso de decisión dentro del contexto contemporáneo de la gobernanza, todo esto bajo el supuesto de que las soluciones políticas se construyen en el marco de la deliberación.


Luego de exponer el modelo de un análisis de política construido a partir de la deliberación, Fischer se centra en la relación entre el análisis de política deliberativo y las cuestiones teóricas y los cambios prácticos, pretendiendo demostrar cómo los analistas de política pueden desempeñar el rol de facilitadores facultativos de las prácticas deliberativas, dado que el profesional puede desempeñar un rol trascendental dentro del proceso del aprendizaje y el empoderamiento político de los ciudadanos, asistiendo a los ciudadanos o las ciudadanas en el proceso de la construcción y toma de decisiones de la política. Fischer concuerda con los planteamientos originales de Lasswell, quien pensó el análisis de la política como el proceso fundamental para la orientación en la deliberación y la toma de decisiones de los políticos, facilitando su divulgación a la ciudadanía en general y creando, así, una orientación contextual.

El análisis de la política desde la teoría crítica equivale a la disciplina del análisis discursivo. Desde esta perspectiva, se considera que en el discurso se encuentran implícitos los actos de poder contenidos en las palabras, la argumentación como acción, así como las representaciones morales y las formas de pensar con respecto a diferentes cuestiones. Atendiendo a esta perspectiva, que se enmarca principalmente a partir de los aportes de Habermas, el objetivo perseguido por el análisis consistiría en realizar una planificación práctica de las discusiones, partiendo de las posibles distorsiones que puede tener el discurso.

Tradicionalmente, los paradigmas racionalistas han entendido que el análisis de la política se hace alrededor de las actividades meramente políticas, desconociendo el hecho de que es en el espacio de elaboración del discurso de los ciudadanos, en las calles, donde se encuentran directamente relacionados los intereses de los distintos grupos sociales y donde es más propicia la deliberación entre los ciudadanos, los administradores y los políticos. Esto permite reevaluar si en realidad los argumentos de política provienen de los intereses de los ciudadanos, o están fundamentados en las necesidades y los intereses de las agencias políticas, que los producen en el marco de los paradigmas racionales y positivistas. Esto se fundamenta más aún en el hecho de que muchas de las agencias de análisis de política trabajan en función de la justificación y de la reproducción de las estructuras de poder que las instituciones políticas han representado tradicionalmente (Fischer, 2003, p. 221).


¿Podrían entonces estas nuevas orientaciones cambiar y reformular tales estructuras? La respuesta, según Fischer, es que no. Sin embargo, el desarrollo de esta orientación cognoscitiva puede ayudar a clarificar el entendimiento de procesos que han sido explicados de una manera parcial y que, llevados a la práctica, permitirían el reconocimiento de una amplia gama de factores ignorados por las orientaciones tradicionales, haciendo que el conocimiento científico sea aplicado y que, por tanto, genere resultados útiles para la práctica política.

Una construcción analítica desde esta perspectiva habrá de orientar un cambio en los criterios epistémicos de la política, que ahora adquieren un carácter social y que estarán orientados, por tanto, hacia la categoría “comunidad política”, basada en la construcción de redes de políticas en las cuales participan científicos sociales, políticos profesionales, administrativos, periodistas y, sobre todo, ciudadanos.

En conclusión, según Fischer (2003, p. 236), se reconoce el papel de los analistas en el apoyo a la construcción de las decisiones políticas de los ciudadanos, a partir de una visión construccionista que reconoce que en el análisis del discurso de la política se encuentran los insumos para el análisis y la construcción de una crítica científica de los procesos.

A pesar de la crítica que dice que este tipo de análisis no puede orientar de manera directa el proceso de la planificación y el direccionamiento político, el autor considera que, dado que los procesos de política son de largo aliento, este tipo de orientación metodológica y epistémica permite construir un análisis sobre la diversidad de intereses sociales que existen para la construcción de un argumento de política, considerando que el análisis positivista y su objetivo constituye solamente una mirada parcial de las políticas. Sin embargo, esta orientación no contempla un cambio radical de las instituciones políticas a partir de los análisis, sino que ofrece una nueva perspectiva para el espacio de la deliberación, dentro del cual los analistas pueden apoyar todo el proceso de la construcción de redes y de un capital social básico para el desarrollo de la deliberación y el consenso entre los actores políticos.


Conclusiones

Fischer muestra de forma clara las dificultades del paradigma positivista dominante para el análisis de la política, ya que este se presenta como una lectura de la sociedad y de sus transformaciones a través de los métodos cuantitativos, con el respaldo de la rigurosidad que le dan los métodos empiricistas, pero deja de lado el problema de la complejidad. En cambio, este autor propone un tránsito del paradigma racional en la investigación de la política, del análisis costo-beneficio y de la evaluación, para pasar a una propuesta teórica basada en la argumentación y el discurso como alternativas epistemológicas de corte posempiricista.


Fischer (2003) concluye que el discurso se compone de un conjunto de ideas y conceptos que le dan significado social a las relaciones sociales y físicas, las cuales operan en un nivel macro y micro de la sociedad. Los discursos transmiten las tradiciones culturales de la sociedad y median las interacciones políticas y sociales diariamente a través de la comunicación. Focalizándose en la relación entre los discursos y las prácticas sociales, la tarea del analista discursivo consiste en explicar cómo los discursos específicos se convierten en hegemónicos; explicar las características de los campos discursivos (incluyendo el punto nodal que privilegia algunos argumentos sobre otros); identificar la definición de las objeciones según las posiciones particulares; clarificar cómo los discursos individuales vienen a influenciar otros discursos; determinar las estructuras de los argumentos; identificar cuáles estilos de discurso se hacen efectivos en contextos determinados; descubrir los caminos en los que los recursos discursivos son distribuidos a través de sistemas sociales; y mostrar cómo unas particulares constelaciones sociohistóricas sirven para justificar cursos de acción.

Más específicamente, podemos ver los caminos discursivos establecidos en el terreno en el que la lucha política toma lugar. La asignación de posiciones subjetivas a los actores sociales en ambas narrativas culturales y tramas en desarrollo definen a los actores y sus relaciones políticas y sociales, y les dan atributos sociales tales como la virtud o la culpa. En la argumentación a nivel micro, o práctico, los participantes intercambian competencias y, algunas veces, argumentos contradictorios con sentido de realidad social, incluyendo la interpretación de los conflictos políticos. Los actores políticos y sociales, operando en un campo de discursos narrativos, escogen y adaptan pensamientos e ideas como un intento por triunfar sobre los argumentos de sus rivales.

En relación con la comparación que se hace frente al enfoque del ACF, de orientación empiricista, Fischer enfatizó que, a pesar del amplio rango de participantes en los subsistemas políticos comprometidos en el debate de política y la argumentación, la raíz de las dificultades de explicación del modelo están en el intento de hacer una rigurosa aplicación de la teoría causal al cambio de la política, lo que ha llevado a que este enfoque conceptualice las dinámicas discursivas que gobiernan las luchas argumentativas en subsistemas de política.

La propuesta de Fischer se sitúa como un aporte a los desarrollos generados en las ciencias sociales a través del giro argumentativo, concretamente en el campo de la investigación política. La propuesta pretende integrarse con un esquema de transformación social, basado en nuevos modelos de participación ciudadana y en el establecimiento de una estructura democrática basada en la deliberación para la búsqueda del consenso. La generación del conocimiento a través de la investigación de los asuntos de política tiene no solamente un valor representado como conocimiento puro, sino que apunta a la construcción de un conocimiento aplicado, orientado la promoción de un insumo argumentativo que esté al alcance, tanto de los políticos de profesión como de la ciudadanía en general.


La pregunta concreta que habría que hacerle a la propuesta teórica de Fischer sería: ¿Si la sociedad contemporánea se ha caracterizado por distanciar a la política del conocimiento, tal como lo demuestra este autor en su trabajo, cuáles serían los mecanismos de integración que permitirían llevar a cabo una renovada democratización de las discusiones acerca de los problemas sociales, discusión argumentada desde la producción de la investigación posempiricista? Con esta pregunta dejamos abierta la propuesta de Fischer a nuevos debates.
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3 En este contexto, Fischer señala definiciones muy precisas que se le ha dado a la política pública. Así, aborda la de Lowi, Ginsberg, Ansolabehere y Shepsle (1996), quienes consideran la política pública como un curso de acción que puede tomar la forma de una ley, una regla, un decreto, una regulación o una orden.

4 Estos temas fueron tratados en el texto de Lasswell The Policy Orientation (en Lasswell y Lerner, 1951) a partir del cual se estudió el papel del conocimiento en y del proceso político (Fischer, 2003, p. 3).

5 Fischer cita a Stone (1988), quien se refirió a este modelo como Rationality Project.

6 Fischer se refiere a un estudio de caso desarrollado en Oakland, California, por Pressman y Wildavsky (1973), en el que se ve que en la implementación de la política es muy difícil reconocer cuáles fueron los esquemas de orientación originales de los objetivos políticos propuestos, porque se vuelven variables en la implementación, mostrando que los objetivos iniciales fueron conflictivos y, por tanto, transformados, de modo que se dificultó la construcción de un parámetro de medición objetivo acerca de los resultados. En el trabajo de Majone y Wildavsky (1998) se inicia el plantea- miento de una “teoría evolucionista” sobre la evaluación de la política. Por su lado, Weiss (1998) demuestra que la formulación y la evaluación de la política pueden influir en la construcción de objetivos y metas administrativas.

7 Fischer (2003, p. 23), se refiere en el texto a las teorías de los años 80 y 90, que criticaron la explicación positivista, en particular en el terreno de la investigación que se preguntaba por qué un sistema político se ocupa de determinados problemas sociales y no de otros.

8 Para Fischer las ideas son declaraciones que tienen valor, especifican relaciones de causa, pueden solucionar problemas públicos, pueden ser símbolos o imágenes, expresan identidades públicas o privadas, son ideologías que se constituyen en acciones, y pueden escribirse, tipificarse, referirse a una o varias combinaciones. Para hablar de las ideas es importante mencionar a Max Weber, quien formuló la relación de las ideas con los intereses, direccionando la conducta y generando dinámicas. También las ideas tienen un papel importante en el comportamiento de los líderes políticos por sus orientaciones ideológicas, más que por las características sociales, demográficas y de ingresos, en razón a que la política se basa en controversias de la vida donde las ideas se vuelven preponderantes (2003, pp. 28-29).

9 Fischer (2003, p. 25) ejemplifica esta posición en la política de Gran Bretaña y Estados Unidos, con los gobiernos de Margaret Thatcher y Ronald Reagan.

10 Fischer (2003, pp. 34 -35) se refiere al análisis neoliberal de Bennett y Howlett (1992), en el que se establecen siete competencias de la teoría del aprendizaje.

11 Algunos contextos en los que Foucault analiza el discurso, particularmente el del desarrollo moderno de las políticas de administración, se refieren a la salud mental, las cárceles y las institu- ciones educativas, entre otras.

12 El origen de esta propuesta está inspirado en el construccionismo social de Berger y Luckmann (1966), y los aportes de Mannheim, quienes profundizan en cómo las diferentes estructuras mentales dan lugar a diversas comprensiones sobre la realidad, y cómo estas estructuras son durables en el tiempo y en las diferentes circunstancias sociales; dado que el constructo social hace parte de una manera de ver y construir la vida, y a menudo reconocer esto como un constructo social tiene un alto grado de dificultad.

13 Fischer (2003, p. 59), demuestra que los sistemas de símbolos y categorías, dentro de los cuales se ubican los problemas políticos, determinan las acciones que deben llevarse a cabo para solucionarlos. Los significados sociales no están determinados por una fase específica de la política, pues se encuentran inmersos de manera transversal en todo el proceso; por lo tanto, las propuestas de políticas deben considerarse en función de los actores que las enuncian y de contexto en el que estas se desarrollan.

14 Fischer (2003, p. 58), retoma la propuesta de Edelman —para quien la política en la actualidad se presenta como un espectáculo con altos niveles de sensibilidad— por su capacidad dramática y por la capacidad que tiene para conmover a la audiencia.

15 Fischer (2003, p. 75), señala que en el nivel sociocultural el discurso macro transmite básica- mente valores y da cohesión para compartir creencias. Un ejemplo de discurso de macro nivel es la cristiandad, con la historia de Jesús, discursos que transmite a la sociedad su identidad sociocultural, de dónde viene, cómo se puso allí y cuáles son sus valores y objetivos.

16 Para ejemplificar este postulado, Fischer (2003, p. 76) compara la historia de Francia con la idea de la Revolución Francesa y las misiones remotas de Napoleón de una parte, que contrasta con la idea de la tradición inglesa que enfatiza el establecimiento del Parlamento y de los derechos de los ingleses; mientras el discurso político francés profundiza los derechos universales del hombre, el discurso político inglés es aterrizado en los derechos particulares de los ingleses y sus preocupaciones acerca de las usurpaciones parlamentarias.

17 Fischer (2003, p. 79), señala que la hegemonía en Gramsci enfatiza la dominación a través de los dominios económicos, ideológicos, culturales y políticos de la sociedad. Esto se refiere al poder sobre la sociedad por parte de una de las clases definidas económicamente, en la alianza política con otras fuerzas sociales.

18 Fischer (2003, p. 86), plantea que para Hajer la trama es una clase generadora de narrativa que le permite a los actores mostrar varias categorías discursivas que le dan significado a un fenómeno social específico: “No hay nada que podamos hacer”, “nosotros podemos tomar acciones inmedia- tas”. La primera función de las tramas es que sugiere una unidad en el variado desconcierto de la separación de los componentes discursivos de un problema que de otra manera no tiene claro el modelo significativo de las conexiones.

19 Al respecto, dentro del campo de los estudios políticos, Fischer (2003, p. 120) cita las investigaciones de Hajer y Wagennar en las que se demuestra que el positivismo no es una conducta restringida únicamente al interior de la ciencia social, sino que, y más importante aún, incluye al mismo tiempo creencias y hábitos normativos sobre la gobernabilidad y la manera de hacer la política.

20 Quien introduce este tipo de análisis es Roe (1994), demostrando que la diferenciación entre narrativas y metanarrativas resulta ser potencialmente útil es situaciones caracterizadas por altos grados de incertidumbre, complejidad socio-técnica y polarización política.

21 A través de la metodología Q es posible construir una metanarrativa y contribuir con la comprensión y el análisis de problemáticas de política pública. Así, pues la metodología Q es especialmente adecuada para descubrir posiciones realmente en poder de los participantes y de sus interrelaciones. Es una herramienta importante para la democracia deliberativa.
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POLÍTICA DISCURSIVA Y PRÁCTICAS DELIBERATIVAS, UN BALANCE CRÍTICO DE LOS APORTES DE FRANK FISCHER

El libro que comentamos es de la autoría de Frank Fischer, una mente innovadora en el campo de la política discursiva, que es de gran importancia para la práctica del análisis y la teoría de la política pública contemporánea. Dicho planteamiento renovador parte de la distinción entre el constructivismo y el construccionismo social, que son constitutivos de su enfoque. Conviene de entrada aclarar que el constructivismo es atribuido a los trabajos pioneros del lingüista L. S. Vitgosky, y al psicólogo Jean Piaget y sus discípulos, y es definido por Ernst Von Glasersfeld, creador del constructivismo radical.

El otro enfoque, el denominado construccionismo social, hace parte de la disciplina denominada sociología del conocimiento, cuyos principales representantes son Peter Berger y el esloveno Thomas Luckmann (Berger y Luckmann, 1966), quienes se fundamentan en el interaccionismo social de la escuela fenomenológica de Alfred Schütz, de la cual quedó un trabajo en común: Estructuras del mundo de la vida. En esta obra es patente la influencia general del filósofo Edmundo Husserl, quien centró su fenomenología en la categoría mundo de la vida para aprehender la experiencia humana.


Sin embargo, tales enfoques aparecen entrecruzados, implementados y no siempre bien delimitados en el nuevo trabajo de política pública de Frank Fischer, cuyo libro más conocido se publicó en inglés: Reframing Public Policy. Discursive Politics and deliberative Practices (Fischer, 2003).

El constructivismo —con su énfasis en lo social o en lo individual, según los lineamientos de Vitgosky y Jean Piaget, respectivamente— sostiene en particular que los seres humanos conocemos antes de adquirir el lenguaje, y se apoya en contribuciones de diverso origen, en particular, en los trabajos del lingüista Noam Chomsky (Wilkin, 2002, p. 40), quien estudió también las contribuciones del semiólogo y matemático norteamericano Charles Sanders Peirce (Brent, 1993). Este último fue una figura esencial del pragmatismo por sus contribuciones originales tanto al pensamiento lógico como a la lógica de la ciencia contemporánea. Peirce atacó la fantasía de Laplace de un universo mecánico completamente determinado, para formular en cambio una prototeoría del caos, que destaca la casualidad y la espontaneidad, indeterminación básica en los órdenes físicos.

La mayor fama futura de Charles Sanders Peirce se debió a su escrito Sobre una nueva lista de categorías, que corrigió la contribución que Immanuel Kant hizo a la ciencia de la lógica y, en particular, al poder natural de abducción. Esta obra es central para pensar las dos corrientes con las que están emparentadas las propuestas epistemológicas innovadoras de Frank Fischer en el terreno de la teoría de la política pública, tanto básica como aplicada.

En su trabajo, Peirce conecta tres categorías —la calidad (sabor), la relación (reacción) y la representación (mediación)— con su particular semiología de los signos, cuyos elementos son tres: los íconos (semejanza), los índices y los símbolos2. Esta contribución nos ayuda a entender la célebre polémica pública sobre la naturaleza humana y la política radical sostenida entre Chomsky y Foucault, porque para el primero “el conocimiento es generado por propiedades innatas” (Wilkin, 2002, p. 31) y para el segundo el conocimiento se forma a través de las prácticas discursivas, esto es, los regímenes de verdad.

De otra parte está la concepción del caos del mundo externo que postuló Peirce, y que obtuvo una posterior validación experimental en la indagación de Ilya Prigogine sobre la termodinámica y la ley de la entropía. Al respecto, Prigogine cita la teoría de Peirce al estudiar la disipación de la energía que es contrarrestada por la reconcentración casual (Brent, 1993, p.176-7).

El construccionismo social, a diferencia del constructivismo que defiende Chomsky, parte de la adquisición social del lenguaje con el cual conocemos y construimos la realidad humana que para nada se confunde con o es equivalente a lo real, que es lo indecidible. (Zizek, 1992, p. 23, p. 86). En la teoría del construccionismo social se encuentran los aportes de Berger y Luckmann, sustentados en Schütz, y el interaccionismo simbólico de Herbert Mead, así como las posteriores contribuciones realizadas por Michael Foucault, contradictor de los planteamientos de Chomsky.


El constructivismo radical tiene un desarrollo contemporáneo con Gregory Bateson y Paul Watzlawick, animador de la Escuela de Palo Alto. Dichos autores realizan de suyo una crítica a la teoría matemática de la comunicación y sostienen la teoría del doble vínculo, en que toda comunicación está directamente determinada por el contexto. Esto supone el carácter intencional de la información dada por el locutor, lo que permite su correcta decodificación por parte del interlocutor, por lo cual, la retroalimentación cumple un papel primordial3.

Con tales presupuestos teóricos Fischer avanza en el análisis de las metáforas como componentes del análisis de discurso postempírico posmoderno y su implicación teórico-práctica en la política pública. Ahora, Fischer reconoce el poder del discurso y el habla como actos, una contribución explicada y estudiada por John L. Austin4, y Charles Sanders Peirce. Todo esto reconduce un enfoque orientado al entendimiento meta-categorial de la política, que transforma las fórmulas corrientes de la política pública que pretendían circunscribirla a un discurso meramente técnico, una aplicación ancilar de la ciencia política, y que no la consideraron como una teoría en proceso de conformación ininterrumpida.

La política pública y la construcción discursiva de la realidad

El espacio social es entendido como un espacio de producción y de recreación no pasiva, que resulta de las pautas interactivas, aunadas a la interacción misma de los propios sujetos, y de recordar también que el constructivismo es individual, subjetivo e interno en su quehacer.


Frank Fischer destaca la utilidad del constructivismo social sin desechar del todo la experiencia en el análisis de las políticas públicas (APP). Pero la práctica investigativa empírica les da un paso necesario a las teorías posempiristas, que posibilitan el entendimiento de los lenguajes y de los discursos que las implican.

El discurso tiene siempre la posibilidad de crear acciones cuando es asumido como una metacategoría de la política. El discurso y las significaciones sociales son internas a cada sociedad. Al reconocer la naturaleza discursiva de la política, se torna relevante el papel de la interpretación y, con ello, la importancia de la participación ciudadana.

Precisando más, de una parte tenemos la argumentación y los datos, y de otra está la estructura discursiva y la argumentación como tal. Además, la argumentación en el análisis discursivo de las políticas sirve tanto para producir como para transformar las políticas.

En cuanto a su genealogía, en Europa existe un movimiento intelectual dedicado al construccionismo social. Antes, en los Estados Unidos este proceso se abría camino como fruto del impacto que en la esfera pública causó el uso de las técnicas de propaganda ejercitadas durante la Segunda Guerra Mundial. Tal es el caso, por ejemplo, de la obra de Harold Lasswell, autor de Orientación de Política (1951). Este autor participó en varios trabajos estratégicos con la Rand Corporation, que estuvo involucrada en la industria de la guerra mundial, y este aprendizaje contribuyó en su concepción y análisis inicial de las políticas.

Lasswell es clasificado al mismo tiempo como un neopositivista y un funcionalista. Su trabajo para nada criticaba “la cosificación de la realidad” capitalista, que sí denunciaban los pensadores críticos, como los integrantes de la Escuela de Frankfurt. Con todo lo dicho, esto no le impidió reclamar el gobierno democrático para una sociedad corporativa liberal.

El enfoque tecnocrático de la política realizado por Laswell establecía de manera lineal la existencia de un problema, unos objetivos y unas metas, todo lo cual se traducía en una valoración numérica que arrojaba un balance que definía qué era lo más conveniente decidir y hacer (Lasswell, 1951). Este era un enfoque que desdeñaba las consideraciones singulares para poner en práctica los ajustes y los mecanismos regulatorios necesarios, ya que, para él, el algoritmo era la fórmula óptima en términos de tiempos y movimientos.

Tales presupuestos y aplicaciones vivieron su prueba de fuego durante la administración de Lyndon B. Johnson. La gran consigna era “la guerra contra la pobreza interna”, que fracasó con la escalada de la guerra imperialista en Vietnam, la cual erosionó la política interna de bienestar social estadounidense. Esta fue una situación que en su devenir catastrófico quebró los enfoques cuantitativos que pretendían desconocer la dimensión moral implicada en todas las políticas públicas.


En seguida ahodaremos en la teoría de la política pública como un constructo discursivo, destacando la definición dada por David Howarth sobre los discursos como “sistemas de significación históricamente específicos los cuales forman las identidades de sujetos y objetos” (Howard, 2000).

Para Howarth todo es significativo, y los significados son moldeados por los actores en tiempos y espacios específicos. Las acciones y los objetos se construyen socialmente y, claro, el discurso ya no es más reductible a una simple discusión o conversación. Al respecto, la indagación realizada por Douglas MacDonell nos ilustra este punto mostrando cómo el discurso funciona en diferentes escenarios. Los grupos y clases sociales con diferentes grados de poder y autoridad pueden usar las mismas palabras de manera diferente en sus interpretaciones de las situaciones políticas y sociales (MacDonell, 1986).

A su turno, para Maarten Hajer el discurso es “un conjunto específico de ideas, conceptos y categorizaciones que son producidos, reproducidos y transformados para dar significado a relaciones físicas y sociales” (Hajer yWagenaar, 2003). El discurso y las prácticas discursivas circunscriben el rango de los objetos y los sujetos a través de los cuales la gente experimenta el mundo. El análisis del discurso da origen a diversos enfoques, pero hay una preocupación común, la de definir las unidades de análisis en diversos modos de deliberación e indagación, de acuerdo con distintos modelos de razonamiento.

Es relevante el planteamiento de Norman Fairclough que combina los elementos de la hermenéutica y de los enfoques postestructural, posmarxista y de retórica al análisis discursivo (Fairclough, 1992). Fairclough destaca que el discurso como práctica social refiere las circunstancias institucionales y organizacionales de un evento discursivo, y explica el modo en el que estas forman la naturaleza de su práctica.

Profundizando un poco más, el discurso comunica en dos niveles básicos: el nivel cultural (macro) y la interacción comunicativa diaria en términos socioculturales (micro). En el nivel macro, los discursos funcionan epistémicamente para regularizar el pensamiento de un determinado periodo, incluyendo los principios básicos de organización de la acción social. En un sentido foucaultiano, tales discursos epistémicos tienen un poder formativo o constitutivo porque estructuran las definiciones sociales básicas, los significados y las interacciones en un sistema sociocultural dado.

Ahora bien, los relatos y las narraciones no solo reflejan los sistemas generales de sentido, sino que trabajan también en las prácticas concretas del mundo cotidiano de la acción social. A propósito del análisis del discurso, la constitución discursiva de la sociedad no es el resultado del juego libre de las ideas en las cabezas de las personas. Ella se encuentra enraizada en estructuras sociales básicas y en prácticas ideológicas, de acuerdo con las tensiones y conflictos de las cuales emerge.


A la vez, las relaciones entre el discurso, el poder y la ideología son aún objeto de debates, en parte, debido a las teorías de la ideología enfrentadas, entendidas como construcciones interpretativas de la realidad. Michel Pêcheux, un discípulo de Althusser, arguye que los discursos que tienen su base en el lenguaje están siempre enunciados en la esfera social, la cual está ideológicamente construida (Pêcheux, 1982).

Un ejemplo de esto es el caso del discurso neoliberal capitalista, definido como el discurso hegemónico en este tiempo, que se cuida de nunca mencionar la expresión capitalismo. De este modo, este dicurso busca escapar de su contexto histórico e ideológico, al contrario de lo que hace el discurso socialista, que lo rivaliza. Así las cosas, los diversos grupos sociales se orientan ideológicamente de forma diferente hacia los discursos particulares, que carecen de toda crítica efectiva.

La alternativa postempirista en política pública reconoce el papel central de los valores sociales y la consideración primordial del relato acerca de los problemas de política, porque, de lo contrario, poco o nada importaría qué tan eficiente pueda ser un programa determinado.

A la postre, esta alternativa chocará con el entendimiento que el común de la gente pueda tener de la política pública hegemónica. Entonces, más que un desafío epistemológico a la ciencia social, el construccionismo social y el postempirismo están empeñados en hacer una crítica, tanto a la cultura burocrática como al énfasis positivista en la racionalidad técnica que la soporta (Fischer, 2003, p. 13).

De acuerdo con Frank Fischer, el uso de métodos interpretativos debe probar los presupuestos que estructuran discursivamente las percepciones sociales, organizar su facticidad y presentar los eventos como “normales” y “naturales”. Obrando críticamente, la orientación posempirista exhibe, en cambio, una actitud escéptica, porque, en vez de buscar la verdad, se focaliza en el papel crucial del lenguaje y en los modos como los presupuestos normativos que operan bajo la superficie estructuran tanto las definiciones básicas de política como su respectivo entendimiento.

Los postempiristas no sirven como tal a las necesidades de aquellos que hacen política, sino que buscan con su análisis representar un rango más amplio de intereses, argumentos y discursos en el proceso de la política pública. Ellos tratan no de ocultar, sino de revelar la naturaleza de los actuales procesos de decisión monopolizados burocráticamente. De ahí que insistan en la importancia de la democracia participativa y en el desarrollo de técnicas de análisis participativo. Estos enfoques enfatizan la interacción deliberativa entre los ciudadanos, los analistas y los decisores, tal y como lo proclaman en sus obras actuales Hajer y Wagenaard (2003).

El postempirismo, se esfuerza por ofrecer un acceso efectivo a la explicación de los hechos a todas las partes implicadas en un proceso y en las situaciones propias de toda política pública concreta, sin exclusiones; a la vez que busca empoderar al público en general y, de ese modo, promover discusiones serias sobre los asuntos comunes. Esto se traduce en un análisis participativo de política pública que va más allá de la teoría democrática espontánea, ya que abre la puerta a la participación fundándola epistemológicamente.


La presencia efectiva de diferentes puntos de vista constituye la materia prima de lo que denomina Fischer como una deliberación de política dialéctica. En esta es crucial el papel del lenguaje, la argumentación retórica y los relatos, para enmarcar el debate con el fin de estructurar el contexto deliberativo en el que se hace la política pública. De este modo, se ofrece al ciudadano común el conocimiento empírico y normativo necesario, tanto en la discusión y la deliberación como en el proceso decisorio mismo.

Análisis empírico: construccionismo social y discurso práctico

El construccionismo social sitúa la indagación empírica en una estructura interpretativa y deliberativa mucho más amplia. Esto se ve ilustrado en la reinterpretación hecha por Terence Ball en su ensayo Deadly Hermeneutics sobre el clásico análisis de Graham T. Allison, Essence of Decisión, sobre la crisis de los cohetes en Cuba (Allison, 1971). Para Ball los tres modelos explicativos contemplados por Allison no resultan ser más que interpretaciones hermenéuticas de distinto tipo.

Anthony Giddens nos dice en su ensayo In Defense of Sociology que el programa neopositivista empirista ha fallado en el resultado final de sus promesas y también afirma que no es el único (Giddens, 1995). En efecto, la promesa de una ciencia causal, predictiva de la sociedad, no se cumplió y tampoco existe una ciencia de la política pública que dé solución a los problemas sociales y políticos.

La formulación positivista puede rastrearse hasta el siglo XVIII, pero su influencia más actual se remonta al empirismo lógico del llamado Círculo de Viena. Este empirismo se presenta como una teoría del conocimiento y sostiene que la realidad fenoménica existe conforme a las leyes de causa y efecto. A la vez, esta teoría postula una separación de los hechos y los valores, y tiene la pretensión de aplicar principios generales a todas las ciencias, tal y como lo postularon Rudolf Carnap y Moris Schlick, padres de esta corriente.

Los términos de neopositivismo y de empirismo se utilizan hoy para hacer referencia al legado empírico analítico; en particular, a la reforma hecha por Karl Popper con su teoría de la falsación, que continúa buscando las regularidades empíricas bajo la forma causal: cuando A ocurre, entonces también ocurre B.

Buena parte del positivismo en la ciencia política proviene de los desarrollos de la economía moderna, tal y como lo refiere McCloskey en sus postulados básicos: la predicción empírica y el control social son los objetivos primarios de la ciencia; para que los datos sean relevantes para la verdad de una teoría estos tienen que ser observables; las tareas de la metodología consisten en diferenciar la razón científica de la que no lo es y en evitar las observaciones subjetivas; y el científico debe abstenerse de referirse a valores o la moralidad en el ejercicio de su capacidad profesional (McCloskey, 1985).


Las críticas de McCloskey son desestimadas por muchos positivistas y neopositivistas porque señalan que aquellas apuntan a un espantapájaros, a una caricatura. Más aún, estos señalan que la investigación positivista permanece viva y activa, y que la teoría de la elección racional es la más importante prueba que lidera las orientaciones teóricas en la sociología y la ciencia política.

Aunque hoy pocas personas se definen abiertamente como positivistas, muchos de los supuestos básicos del positivismo están presentes en sus prácticas investigativas y en los procesos de decisión institucional, tal y como lo documentó Morcol (2002). Sin embargo, la conceptualización empirista olvida los aspectos normativos de la vida social.

De acuerdo con Jerzy Kolakowski, el positivismo es primero y ante todo una actitud hacia el conocimiento, más que un conjunto de principios epistemológicos (Kolakowski, 1968). Según Hajer y Wagenaard, lo dicho no significa que el positivismo se restrinja a la orientación de la ciencia social, sino que, lo que es más importante, incluye las creencias normativas y los hábitos de gobernanza y hechura de políticas.

Los mismos autores ya citados buscan una alternativa postempirista que zanje esta problemática y sus vacíos. De una parte, ellos refieren que el neopositivismo suministra los ideales empiristas a las ciencias sociales y la ciencia política. El positivismo, que estuvo al servicio inicial de las ciencias físicas y naturales, existe ahora bajo la forma del neopositivismo, que enfatiza los diseños de la investigación empírica y usa técnicas de muestreo y procedimientos de recolección de datos, como la medición cuantitativa de los resultados y el desarrollo de modelos causales de poder predictivo (Miller, 1991).

Líderes empiristas como Hofferbert, Sabatier y Jenkis-Smith arguyen que el único enfoque confiable para la acumulación de conocimiento es la falsación empírica, a través de hipótesis probadas objetivamente con generalizaciones causales rigurosamente formuladas. Tales generalizaciones han de tener la capacidad de explicar el comportamiento humano a través de los contextos históricos y sociales, con independencia del tiempo, los lugares y las circunstancias.

Pero en la base de este esfuerzo hay un principio positivista fundamental que enfatiza la necesidad de separar los hechos de los valores. Este es el principio de la dicotomía hecho-valor, que permanece como un componente importante de la retórica de la ciencia social.


El empirismo acepta otras metodologías, como los estudios de caso, el análisis textual, las etnografías y demás, siempre que concuerden con la lógica del análisis experimental y cuantitativo. Ahora bien, el mayor malentendido de este enfoque reside en el concepto mismo de una objetividad generalizable y neutral, que los cultores del empirismo reafirman y aproximan a toda costa.

Después, la sociología del conocimiento practicada por Berger y Luckmann, aventajados discípulos de Karl Manheim, señala que la realidad es una construcción social, aunque haya desacuerdos en qué es lo que esto signifique. La investigación sociológica muestra que los elementos de la investigación empírica se fundamentan en las asunciones teóricas de las prácticas socio-culturales, a través de las cuales aquellos se desarrollan.

El construccionismo social comienza con el reconocimiento de la carga teórica de los hechos sociales, pues ellos existen en el contexto de una estructura mental determinada. La dialéctica como lógica busca representar la confrontación de las interpretaciones subjetivas entre sí, porque los constructos sociales, o las estructuras mentales, se fundamentan en valores que determinan nuestra percepción de la realidad. En suma, los hallazgos de una investigación son parte de un proceso que crea esa particular versión de la realidad.

Así vista, la dialéctica hermenéutica es un proceso que permite obtener un nuevo entendimiento consensual entre los grupos de investigadores, según lo vienen planteando Lincoln y Guba (1985). El construccionismo social es forjado a través de un consenso generado dialécticamente que no descansa en una realidad neutral. Des esta manera, el interés social y la política juegan un papel que había sido excluido de la conducta de la ciencia neutra valorativamente.

Thomas Kuhn, por el contrario, vió a la comunidad científica como una estructura social que funciona de muchas maneras (Kuhn, 1962). Para esta visión de las revoluciones científicas, la novedad y los desvíos en el saber sostienen las visiones de los guardianes autorizados del conocimiento. En resumen, el contexto social es de particular significación en las prácticas de la ciencia y al momento de determinar qué vale y qué es certificado como conocimiento por la comunidad científica.

Para Bruno Latour, la realidad se descubre para adecuarla al instrumento científico. La ciencia obtiene sus resultados identificando y organizando las partes de realidad que son receptivas al diseño investigativo (Latour, 1987). Es necesario estudiar los juicios prácticos que forman el instrumento y el objeto. La teoría neopositiva, en cambio, pierde su fijación en el mundo social. De hecho, no hay ninguna descripción completa, pues la ciencia mide una interpretación del objeto en lugar del objeto mismo. No existe aquella inmediación que pareciera proclamar el empirismo y el postempirismo. A lo dicho se une la complejidad de seleccionar la variable independiente; la búsqueda de una causa singular explicativa exige una jerarquización.


Es imposible llevar a cabo un completo aislamiento de la hipótesis si-entonces del vasto reino de las proposiciones ancilares no probadas y de las que hacen la deducción de tales hipótesis posibles. Los científicos sociales solo interpretan el significado de sus resultados contra un rango de otras explicaciones y entendimientos posibles conocidos.

La falsación no garantiza lo que promete, a la vez que falla también con su teoría de la conducta profesional que la sustenta. La búsqueda de la verdad está siempre afectada por una amalgama de interpretaciones y creencias. La racionalidad de una explicación está definida por quienes tienen más poder en la comunidad científica.

Para Karl Manheim la política está siempre haciéndose y su cometido no es solo cambiar la realidad, sino la determinación sociopolítica de los supuestos que la definen. La política de la política pública en sí misma establece sus definiciones y le asigna un significado a los problemas sociales (Best, 1989).

El enfoque empirista tiende a reificar la realidad, mientras que el enfoque constructivista muestra cómo los ciudadanos interpretan las proposiciones objetivas de los expertos en el contexto de sus propias experiencias culturales normativas y de las dependencias sociales inherentes a ellas. Pero de ninguna manera se trata de rechazar el proyecto científico en su conjunto, sino de reconocer la necesidad de entender apropiadamente lo que hacemos cuando conducimos uno, reconociendo que la realidad social es una construcción humana.

Posempirismo: de la prueba al discurso

De lo que se trata aquí es del recuento de la realidad más que de la realidad misma. Entonces, la exigencia es determinar cómo obran los elementos cognitivos interdiscursivamente para formar lo que es tomado como “conocimiento”. Este enfoque se funda en una teoría de la coherencia de la realidad que enfatiza su carácter finito y temporal. La teoría de la coherencia busca capturar e incorporar la multiplicidad de las perspectivas teóricas y las explicaciones consiguientes.

El postempirismo incluye tanto las perspectivas históricas como aquellas comparadas, filosóficas y fenomenológicas, para sustentar, en últimas, que los datos empíricos se vuelven conocimiento a través de la interacción interpretativa. El debate que se propone versa sobre los supuestos subyacentes a la ciencia social. La teoría científica es una suerte de conversación, como lo sostuvo tiempo atrás el filósofo inglés Michael Oakeshott (1959). Según Czarniaswska (1998), La teoría es una suerte de iniciación en la que se adquieren ciertos hábitos, y los textos científicos son sus voceros.

Las teorías son, en realidad, ensambles de presupuestos teóricos, datos, prácticas investigativas, voces y estrategias sociales, según lo estudiaron y propusieron Deleuze y Guattari. Lo que hace posible la teoría, entonces, es la habilidad para establecer conexiones discursivas.


Los modos clásicos de razonamiento inductivo y deductivo proveen una inadecuada referencia acerca del razonamiento académico y práctico. Para empezar, conviene regresar a la phronesis aristotélica y a la lógica informal del discurso práctico que conecta la teoría a la práctica y a la acción (Fisher, 1989). Lo anterior permite construir y descubrir una perspectiva multi-metodológica, porque, según Majone, es más importante conocer cómo que conocer qué. La ciencia es más un proceso social que una actividad lógica como tal. El analista trabaja con datos, herramientas técnicas, conceptos y teorías para estructurar una evidencia que sostenga sus conclusiones específicas (Majone, 1989).

Para Bernstein, este ejercicio corresponde a un círculo de razonamiento hermeneútico, teniendo en cuenta que el contexto social es también un constructo teórico. Además, conviene recordar que el postempirismo, por las razones dichas, requiere de la implementación de la democracia participativa y de la deliberación racional de la misma. En suma, este proceso es un “objeto” orientado, en el sentido en que nos dirige a los textos, instituciones, prácticas o formas de vida que estamos buscando comprender (Bernstein, 1983).

El postempirismo como un enfoque interpretativo es asociado a la ligera con el relativismo, que no pocos encuentran perturbador. Los relativistas, así las cosas, no podrían dar prueba de sus presupuestos y conclusiones, mientras que los empiristas insisten en la verificación, y en la consiguiente separación de hechos y valores. Los relativistas no pueden establecer una vía concluyente para la verdad de sus creencias, pues hay un vacío de criterios éticos universales, y la interpretación de las acciones varía con los contextos cambiantes y las múltiples realidades características del mundo social. Según Donna Haraway (1991), la interpretación depende de la posición o del lugar desde donde vemos, de ahí que sea más valiosa la visión desde la periferia. Para Foucault es importante tomar en consideración al hombre marginal fuera de los eventos cotidianos. La perspectiva postempirista reclama la solidaridad en la política y la conversación compartida en la epistemología.

En conclusión, es necesario integrar la investigación empírica y normativa. Porque no hay realidad objetiva propiamente. La ciencia social es una actividad social y un enfoque deliberativo la precede; esto implica la existencia de un mediador intérprete. De ahí que, como lo plantea Haraway, es relevante explicitar desde dónde vemos, más que los criterios que esgrimimos. En resumen, de lo que se trata aquí es de darle una fundación dialéctica a la interacción entre los conocimientos teóricos y los localizados (Haraway, 1991, p. 138).


Estructuras y asuntos metodológicos

El significado social es básico en el estudio de la política pública y para acceder a él se deben enfrentar problemas especiales. Cada persona tiene acceso directo al significado social, aunque este no es directamente observable, sino que se da a través de la reflexión y del análisis interpretativo. Este es un ensamble de conexiones entre imágenes e ideas, tales como un recuerdo, una percepción o una imaginación. Las ciencias sociales le han dejado una parte significativa de estas dimensiones interpretativas a las humanidades.

El significado ha sido también tratado por la ciencia social empírica cuantitativa como una medida de variables ideacionales, actitudes, opiniones, ideologías y esfuerzos que deben ser coordinarlas con variables relacionadas con estructuras sociales, por ejemplo, los ingresos o la educación. Además, la investigación de la orientación positivista ha empleado la forma narrativa, y las formas escrita y hablada, mediante los métodos de análisis de contenido.

Igualmente, se cuenta con el estudio de caso, que incluye un énfasis en los significados sociales sostenidos por los actores, sobre todo cuando este se basa en entrevistas y en la observación participativa. Sin embargo, el problema con buena parte de esta investigación es que está primariamente dirigida a los fines de la investigación empírica. Los estudios de caso interpretativo cualitativos son usados a menudo como pilotos de estudios cuantitativos que ayudan a diseñar apropiadas investigaciones estratégicas, con el fin de obtener una mayor profundidad descriptiva que será luego auscultada con medidas empíricas.

Con este proceder se ha descuidado el más fundamental papel del análisis interpretativo: darle un significado a las categorías empleadas para el entendimiento real de problemas vitales, como ocurre con los métodos de crítica ideológica y de hermenéutica crítica, más tarde elaborados por Gadamer y Habermas. A ellos les siguieron los desarrollos en las teorías comprensivas, como la sociología fenomenológica, y la tradición de la interacción simbólica. Las primeras teorías estaban limitadas por la ausencia de una adecuada teoría del lenguaje, que fue revivida por el posestructuralismo y el análisis de discurso, los cuales han dado paso al análisis narrativo.

Los posmodernos y los etnógrafos han enfatizado la importancia de las narrativas como parte de la indagación interpretativa, pues estas son parte vital del desafío epistemológico a los métodos neopositivistas. Las narrativas conectan cosas que en principio parecen desconectadas y distantes. Sin una narrativa interpretativa, los actores sociales tienen dificultades en comprender o sintetizar cadenas de sentido, para perseguir lo inobservable.

El reino del significado se puede alcanzar a través del estudio de la comunicación, hablada y escrita. Esto implica inferir los significados de otra gente, identificando los modelos que surgen a través del examen de los mensajes, verbales o no, que ofrecen de sus creencias y experiencias, como ocurre con las narrativas, que permiten el acceso a las dimensiones subjetivas de las acciones verbales, porque el trabajo social es organizado e interpretado en buena parte a través de los intercambios narrativos.


Análisis interpretativo de política

Dvora Yanow nos explica que el análisis interpretativo de política no puede estar fuera del asunto de la política que se analiza. Los analistas están inmersos en las creencias de los participantes y de los investigadores. Por este motivo, es necesario estar en las cabezas de los jugadores particulares para encontrar y resolver el pensamiento detrás de las acciones, lo que permitirá determinar aquello que los oponentes tienen en mente. Tal como lo señala Kaplan al estudiar el proceso presupuestal, el analista intenta “predecir cómo los otros actores en el proceso presupuestal responderán a una determinada propuesta presupuestal” (Yanow, 2000, pp. 41-61).

El significado social de una indagación interpretativa es definido como el entendimiento de los eventos y acciones relacionados con los significados subjetivos, con los motivos, o con los propósitos que están detrás de tales acciones o eventos, particularmente de aquellos relacionados con los participantes relevantes. Al respecto está el estudio de Moffat sobre las reglas de género y las prácticas políticas en los dormitorios coeducacionales en Rutgers.

Mientras convivía durante un año con las mujeres que vivían en estos dormitorios, Moffat se encontró en un contexto en el que ellas argüían que nadie tenía que sentirse culpable de tener relaciones sexuales placenteras, pero, yendo más en profundidad, descubrió un contradictorio conjunto de entendimientos subculturales que gobernaba las relaciones sexuales. Allí, no pocas mujeres sentían que estaban negociando sus identidades trocando sexo por amor o aceptación frente a los agresores masculinos, quienes las colocaban en dos categorías: las que consideraban buenas las nuevas libertades sexuales y las que categorizaban como “mujerzuelas” (Moffat, 1989).

Esta investigación hace más clara la necesidad de aprender lo que los actores sociales realmente piensan sobre eventos particulares, independientemente de las intenciones o motivos que ellos expresan públicamente, lo cual es tan importante como lo acción misma estudiada. Esto es básico para la acción política.

También conviene tomar cierta distancia de la red conceptual que los científicos sociales construyen, para darle cabida a los vocabularios intencionales y a los entendimientos sociales de los actores que se encuentran bajo investigación, y así poder traducirlos y aplicarlos a ellos después. Esto se hace para tomar en cuenta no solo lo que una política significa, sino cómo lo significa. Conforme a Yanow, el significado de las acciones de los ejecutivos y de las legislaturas es tan importante como promulgar las leyes. Las cortes a veces son requeridas para que decidan lo que los legisladores quisieron decir en una proposición particular de un estatuto que es disputado, y los jueces no pocas veces se ven compelidos a retornar al contexto histórico para resolver tal demanda, porque no hay otra alternativa.


Aquí se trata de ver cómo un asunto de política fue conceptualizado o enmarcado por las partes en el debate en cuestión, cómo se lo seleccionó, organizó e interpretó para darle sentido en una realidad compleja. Todo esto ofrece indicadores que permiten analizar y conocer, argüir y actuar. Los marcos destacan unos asuntos, al tiempo que excluyen otros. El conflicto no solo proviene de hacer énfasis en elementos diferentes, sino también de ver como se valoran estos de modo diferencial. Los marcos valorativos de los grupos dan relevancia a los conflictos entre los marcos interpretativos, cuando los mismos grupos compiten por ventajas e influencias.

Josef Hoffmann realizó estudios sobre lo que denominó teorías implícitas, o marcos ocultos, al estudiar en Alemania los esfuerzos del Gobierno para facilitar el desarrollo tecnológico y su transferencia, reforzando las interacciones entre las universidades y los negocios (Hofmann, 1995). Según se pensaba todos estaban de acuerdo, pero cada uno tenía un entendimiento diferente acerca de qué hacer o de qué debería significar. En la transferencia estaban implicados diferentes supuestos y premisas que cada grupo aportaba al entendimiento de la política. Al no considerarlo así, nadie podía entender el porqué del rezago y del rechazo en tal política. Cuando se tienen en cuenta estos aspectos implícitos se reconoce el grado diverso de percepción y estructuración de los problemas sociales. Dicho brevemente, tales análisis reconocen que las creencias y expectativas configuran el mundo en que vivimos. Ellas entienden que, cuando la gente ve el mundo de manera diferente actúa según sus visiones, el mundo mismo cambia. Aunque las creencias de la gente sean erradas, estas serán reales en sus consecuencias.

La metáfora de los marcos en la ciencia social interpretativa puede rastrearse en la obra de Irving Goffman, que los definió como principios de organización que “gobiernan el significado subjetivo que nosotros asignamos a los eventos sociales” (Goffman, 1974). No hay una definitiva definición del marco, pero, según Van Gorp, este es “un principio de organización que transforma información fragmentaria en un todo estructurado y significativo” (Goffman, 1974).

Tales marcos, como las metáforas mismas, seleccionan unas partes y dejan fuera otras, así que “indican cuales elementos se vuelven más significativos”. A través de los marcos se ligan símbolos culturales, familiares, materiales y discursivos que hacen posible literalmente la comunicación.


Enmarcar, estructurar, es un proceso dinámico entre productores y receptores en el que se transforma la información en un todo significativo, interpretándola a través de otros conceptos, axiomas y principios sociales, psicológicos y culturales. Para Entman, el marco permite definir problemas, fijar diagnósticos, aprobar juicios y alcanzar conclusiones. Por último, implícito o explícito, el significado de un incidente o de una situación está estructurado por la evaluación, que lógicamente conecta la causa, la responsabilidad y el remedio (Entman, 1993, pp. 51-58).

De acuerdo con Schoen y Rein (1994), las políticas públicas descansan en estructuras-marcos que les ofrecen modelos de creencias, percepción y apreciación subyacentes. La situación problemática socialmente construida es un marco que provee una coherencia conceptual, una dirección para la acción, una base para la persuasión, y una estructura para recoger y analizar datos, orden, acción, retórica y análisis. Ellos muestran cómo los hacedores de política tienen que reestructurar, como una manera primaria de resolver situaciones en las que los marcos conflictivos han paralizado el proceso de toma de decisiones.

Una actividad principal de los analistas de política tiene que ver con lo que puede describirse como suprimir los problemas que emergen de la estructuración del terreno de un asunto de política y en el proceso de ponerlo en vigencia. Su actividad consiste en ofrecer argumentos acerca de cómo las estructuras de las políticas, su diseño y su accionar pueden y deben ligarse.

Tales estructuras de las políticas se pueden revelar a través del análisis de los relatos de los participantes que son escogidos para contar acerca de las situaciones de política. De esta forma, se presentan controversias y se presenta la necesidad de tener múltiples perspectivas, lo cual hace que no haya un marco común para resolverlas. Esto puede conducir a los analistas al límite de cada uno de sus marcos interpretativos como un paso necesario. Para Schoen y Rein, esta es una forma de revelar los predicamentos epistemológicos que se tienen, para enmarcar el conflicto mismo.

Aquí ellos ven la necesidad de una epistemología empírica que clarifique tanto los criterios que son empleados en juzgar la adecuación de un determinado marco como los cambios de marco, el cual varía en el tiempo. Esto ayudaría a clarificar las propiedades de un discurso reflexivo sobre los posibles marcos en los que los participantes puedan reflexionar acerca de los conflictos implícitos en sus controversias y, así, explorar las potencialidades para lograr su resolución.


Política pública como descripción densa

El foco, en el ámbito social, ha tomado los significados culturales como su foco central. Uno de los métodos básicos empleados para explorar y descubrir los significados incrustados en el lenguaje y en las acciones de los actores sociales es la descripción densa propuesta por Clifford Geertz. Este proceso es a la vez descriptivo e interpretativo.


Geertz escribió que el antropólogo confronta una multitud de estructuras conceptuales complejas, que son extrañas, irregulares y no explícitas. Él pone en práctica su método a propósito de las peleas de gallos en Bali, incluyendo en ella el entendimiento de las relaciones sociales, las creencias tradicionales y las prácticas religiosas. Lo que es en apariencia un juego económicamente irracional, nos revela la estructura social y el estatuto en las relaciones de la comunidad. Mientras el antropólogo usa la descripción densa para describir relaciones presentes, el método de presentación guarda una estrecha relación con la escritura histórica y con varias formas de biografía y literatura documental.

En particular, Thompson quizo aplicar este enfoque al campo de las comunicaciones en el que se hacen las políticas. Al hacer esto encontró dos ventajas:, descubrir y revelar las complejidades y conexiones ocultas, sacando a la luz los significados más profundos. Además, esto puede facilitar el proceso democrático mediante el cual se hacen las políticas, porque vuelve transparentes las agendas que oculta la élite dentro de las estructuras burocráticas, o detrás del velón de la jerga científica. Logrando, en lo posible, una significativa participación en la deliberación pública (Thompson, 2001, pp. 63-77).

Este asunto tiene que ver con la relación de lo subjetivo con lo empírico. Los postempiristas tienen la tarea de situar lo empírico dentro de la estructura interpretativa, en lugar de pretender establecer explicaciones que permanezcan independientes de los significados sociales, o que traten a los sentidos como manifestaciones de un fenómeno objetivo.

Hay varias visiones sobre las relaciones entre lo interpretativo y lo empírico, lo cualitativo y lo cuantitativo. El construccionismo social toma toda investigación fundado en una dimensión subjetiva. Kritzer (1996, pp. 1-32) elabora las dimensiones interpretativas del análisis cuantitativo, que busca subrayar este olvido en el trabajo cuantitativo. Para él, uno y otro tipo de análisis involucran una interpretación extensiva, con similares instrumentos de análisis interpretativo. Además, este autor se vale de conceptos tomados de la teoría lingüística y literaria. Las más importantes cuestiones empíricas exigen la interpretación de métodos y de datos.

Kritzer identifica tres órdenes básicos de interpretación en el análisis cuantitativo. Primero se pregunta cuál es el significado de los tests estadísticos. La respuesta típica, que dice que entre más grande el resultado es mejor, no responde esta pregunta.

El segundo orden usa los resultados estadísticos para identificar problemas en los datos y en el análisis. Estos tienen que ver, por ejemplo, con datos anómalamente distantes de un agrupamiento de datos más general, que conduce a una inesperada correlación de coeficientes.


¿Cómo poder interpretarla? y ¿cuál deberá descartarse? El tercer orden de interpretación es mucho más complejo, pues consiste en conectar los resultados estadísticos con modelos teóricos más amplios. La tarea aquí consiste en usar los datos para probar y desarrollar proposiciones teóricas, lo que casi siempre requiere del uso de elementos contextuales, información lateral y teoría sustanciosa, usando luego modelos para unir descubrimientos específicos con los elementos contextuales.

En suma, según Kritzer, el análisis cuantitativo usa paradigmas contextuales y tropológicos. Los tropos se necesitan para facilitar la interpretación y uniformizar su comunicación. La metáfora es un tropo que hace una comparación implicada que nos permite ver algo desde otra perspectiva.

McCloskey usa el mismo argumento para el análisis estadístico. Una estadística significativa depende de una conversación retórica que la acompaña. Por ejemplo, en la comparación entre las víctimas del ataque a las torres gemelas, y los 30 000 niños que mueren de pobreza y hambre cada día en el mundo. En ambos casos, es la retórica de los argumentos y no los números por si solos los que determinan el significado de estos argumentos. Entonces, no podemos ser cándidos acerca de las creencias que subyacen a los datos, porque estos no hablan por sí mismos.

McCloskey, también explica cómo dos grupos de economistas pueden mirar los mismos resultados estadísticos y sacar diferentes conclusiones, a propósito de los precios del petróleo. Esto no significa que no exista la objetividad, sino que necesitamos un entendimiento más sofisticado de ella que reconozca que los conceptos descansan en definiciones sociales y que nosotros debemos estar de acuerdo con la gente que comparte nuestros parámetros de comparación.

Para el matemático Armand Borel, algo se hace objetivo tan pronto como nosotros estamos convencidos que eso existe en las mentes de otros de la misma forma que lo hace en la nuestra, y que podemos pensarlo y discutirlo juntos. Hablar del grado de confianza en la verdad de un hallazgo en un análisis empírico es hablar de validez.

Se trata de una validez interna descrita como la relación isomórfica entre un conjunto de datos y el fenómeno que se cree que estos datos representan. Pero hoy es más relevante la compatibilidad de las realidades construidas que existen en las mentes de los que responden una investigación con las que les son atribuidas. Está relación es mejor denominarla credibilidad o confiabilidad.

Para Erlandson (1993), “una investigación creíble generalmente tiene el efecto en sus lectores de una imagen de mosaico, a menudo imprecisa en términos de definir límites y relaciones específicas pero muy rica en proveer en profundidad al significado y riqueza de entendimiento”. Ahora bien, la atención debe dirigirse hacia la obtención de una interpretación comprensiva de estas realidades que pueda ser afirmada por la gente en un escenario contextual. Algunos teóricos cualitativos han desarrollado una serie de estrategias para alcanzarlo.


La investigación cualitativa debe proveer a su audiencia con evidencia que muestre, en caso de réplica, que sus descubrimientos pueden ser repetidos. En el paradigma de la investigación analíticoempírica esta cualidad se refleja en la preocupación por la confiabilidad, que se refiere a la consistencia, predictibilidad, estabilidad o exactitud. La confiabilidad es una precondición de validez. No puede haber una suposición empírica de una relación isomórfica entre la observación y la realidad si los intentos por replicarla conllevan a diferentes resultados.

El investigador intérprete, no obstante, cree que la inestabilidad observada puede atribuirse no solo al error, sino también a los cambios de la realidad, por lo que no indaga sobre la invariabilidad, sino sobre una varianza observable, una variabilidad que puede adscribirse a fuentes particulares.

La consistencia es concebida en términos de dependencia. Este es un concepto que abarca la estabilidad implícita en la confiabilidad y en el seguimiento requerido de los cambios explicables. Un procedimiento para hacerlo es la auditoría de funcionamiento, que no solo documenta los incidentes críticos, los documentos y las notas de entrevistas, sino que da cuenta del proceso de investigación como lo hace el diario de campo del investigador.

Mientras el análisis cuantitativo usa el lenguaje riguroso de la validez y de la confiabilidad, mucho de lo que se incluye en ese análisis está infundido con juicios interpretativos que desaparecen en el reporte final. La diferencia primaria son las comunidades en las cuales los analistas buscan establecer la credibilidad.

Los analistas empíricos buscan a sus pares en la comunidad científica relevante, y el investigador cualitativo toma a los sujetos mismos como punto de referencia para establecer la credibilidad de su investigación. La lógica para ambos es la misma: usar la interpretación y la argumentación persuasiva en lugar de una prueba y una demostración per se.

En vez de descartar o de desvirtuar la investigación cuantitativa, el argumento aquí busca elevar el análisis interpretativo. La interpretación es la unión entre ellos, lo cual tiene efectos tanto en la enseñanza como en la investigación. Debe entenderse que la ciencia social está anclada en las narrativas interpretativas del mundo social que busca explicar y dar cuenta de más grandes relaciones estructurales de las cuales los actores mismos no son conscientes, lo cual libera a las ciencias sociales de un estrecho metodismo.

Con todo, hay un reconocimiento para el análisis cualitativo que proviene de King, Keohane y Verba, quienes le reconocen un fundamento a lo cualitativo, pero con la intención de incorporarlo a la explicación empirista, en el sentido de que ofrezca una prueba empírica de sus resultados, a través de la lógica de la ciencia empírica, descrita como la única lógica de la inferencia. Otras lógicas de inferencia no conducen a un conocimiento real.


Sin embargo, el objetivo primario de la indagación cualitativa es otro: examinar los entendimientos narrativos de los actores, para corregir o corroborar una perspectiva. Por este motivo es que se sabe que el anterior reconocimiento no entiende la investigación cualitativa y pretende neopositivizarla. Con todo, aunque los métodos empíricos han probado su efectividad en muchos contextos, ellos permanecen con limitada utilidad cuando se dedican al estudio del significado social.

Por ejemplo, cuando el significado social está en categorías derivadas de la descripción del objeto en el reino material se pierden las dimensiones de la experiencia social y la temporalidad misma. El reino del significado se captura solo a través de los matices cualitativos de su expresión en el lenguaje ordinario, valiéndose de disciplinas, como la historia y el criticismo literario, que trabajan en las expresiones del lenguaje.

La cuestión, entonces, no es saber si cabe o no la interpretación, sino qué tanta interpretación está envuelta en un análisis particular, el cual está determinado en su mayor parte por la naturaleza del problema investigado. Esto fuerza a una redefinición del entendimiento convencional que tiene el neopositivismo de la objetividad y de la naturaleza de la causalidad en la explicación científica social.

El analista de la política deliberativa

Ahora es el momento de tratar el tópico del analista como un facilitador de prácticas deliberativas o, como Jay Forester (1985) lo llama, un practicante deliberativo. El experto sirve como un facilitador del aprendizaje público y del empoderamiento político. Aunque esta es una concepción diferente, no es nueva del todo. Lasswell avistó el papel del profesional de la política como el clarificador de los asuntos que sirven para la deliberación pública.

Lasswell seguía lo sugerido por el educador y filósofo John Dewey cuando buscaba educar a una ciudadanía en la participación en la deliberación de los asuntos públicos. Este autor sugiere extender la ciencia de la política más allá del reino profesional para incluir los hallazgos y los juicios de la ciudadanía, o lo que él llamó la ciencia de la política de la democracia.

Esta orientación contextual se perdió con el advenimiento de la ciencia de la política tecnocrática, y ahora hay un regreso a estos tópicos en las literaturas postempíricas. En los años 90, estas ideas habían pasado adelante en la discusión teórica de los círculos de la administración y la planeación. Había una búsqueda por nuevas formas de conocimiento y razón que no tenían la pretensión de poseer o buscar una verdad universal inmutable.


El giro argumentativo o comunicativo en la planeación y en el análisis de la política adquiere un significado social central al entender la realidad social como algo que está constituido por creencias compartidas. En vez del ocultamiento detrás del disfraz de la neutralidad valorativa, el experto tiene que activamente emplear su propia subjetividad parar reparar en las visiones de otros. Este giro provee una descripción de las verdaderas relaciones entre los ciudadanos y los expertos más útil y realista. Más aún, la vida es el medio primario que le da significado a los complejos fenómenos sociales. La narrativa es el dispositivo que sitúa los datos empíricos en el fenómeno como un todo.

El facilitador postempírico también acepta la tarea de trabajar para encajar tal investigación en la organización y en los procesos de política. Un ejemplo de esto es la conferencia del consenso, cuyo objetivo es el de establecer mecanismos institucionales que permitan utilizar el conocimiento obtenido.

El modelo de comunicación o de argumentación se ha convertido en los últimos 15 años en la orientación teórica dominante, entendimiento dominante en el contexto de las prácticas de planeación. Su objetivo consiste en examinar la manera en la que el planeador se compromete con las prácticas profesionales y políticas. Este modelo examina “los actos de poder tales como las palabras en uso que representan formas de pensar y representan la política institucional. Al mismo tiempo, significa analizar las formas de planeación participativa y colaborativa” (Ploger, 2001, pp. 219-241).

Los académicos consideran que la principal actividad de los planificadores es la de facilitar los procesos de deliberación. Reconociendo que las instituciones en las cuales los planeadores trabajan son una fuente de distorsión básica, los analistas críticos tienen que focalizarse en la política de quién dice qué, cuándo y cómo en las organizaciones de planeación localizada. Como Ploger lo explica, el objetivo es formar planeadores de política y analistas más conscientes de las formas ocultas del poder comunicativo, para lograr una comunicación pública racional y democrática.

Por medio de este proceso, estos planeadores buscan crear espacios y oportunidades para promover los modos consensuales de planeación y de hacer política. Para quienes se adhieren a la teoría de la acción comunicativa, la planeación comunicativa y el análisis de política pueden ser analizados en términos de los requisitos normativos de un habla ideal.

Esta política está fundada en los requisitos de una pragmática universal que es entendida como inherente al lenguaje. Estos criterios universales pueden servir como líneas prácticas morales que promueven una comunicación intersubjetiva y democrática, y como premisas de una razón no coartada, sino, por el contrario, como el resultado de la discusión.


Claro está, ahora la teorización de una política discursiva, que se traduce en necesarias prácticas deliberativas, constituye un modo novedoso de teorizar la política pública y de practicarla. Este enfoque implica una apuesta en el sentido de incorporar los postulados de la democracia deliberativa que han construido Jürgen Habermas y sus interlocutores, articulando los discursos liberal y social-demócrata para darle cabida a la participación de la ciudadanía, a los gobernados de antes en la argumentación y en el diálogo, sin permitirles a estos la capacidad de decidir. Esta facultad se mantiene como un oligopolio y/o monopolio en cabeza de los gobernantes.

Conclusiones provisorias

Lo hecho hasta ahora demuestra un avance significativo en procura de la recuperación de la democracia en su sentido pleno, es decir, deliberación más decisión. El anterior modelo habermasiano sigue preso en la cárcel de la supuesta indeterminación, donde reinan soberanas las elites ilustradas, esto es, “una capa definida (que) domina la sociedad; liberal, ya que esta capa deja a los ciudadanos una cierta cantidad de libertades negativas o defensivas” (Castoriadis, 2005, p. 154).

El mismo Cornelius Castoriadis, refiriéndose a las sociedades capitalistas avanzadas, planteaba que la denominada democracia deliberativa resultaba en una suerte de mezcla híbrida entre la norma del dinero y la norma jerárquico-burocrática, como un tipo ideal de las sociedades liberales contemporáneas, que aquel denomina como “sociedades de capitalismo burocrático fragmentado” (Castoriadis, 2005, p. 155).

En sentido contrario, existe igualmente un proyecto alternativo de autonomía individual y colectiva que se piensa y se practica a partir de la invención griega de lo político, que toma necesariamente distancia de la metafísica de la representación, que para nada tiene la entidad de una filosofía en sentido fuerte.

La filosofía de la libertad, de conformidad con la democracia, destapa el velo de la ignorancia puesto por la ideología liberal que nos es coetánea en el sentido en el que esta “oculta la realidad socio-histórica del régimen establecido […] una cuestión decisiva, la del fundamento y de la correspondencia antropológica de toda política y de todo régimen” (Castoriadis, 2005, p. 166).

Todo esto permite que se abra otro horizonte de sentido que estimula la imaginación creadora de nuevas formas de lo común, donde la complejidad de la autonomía se despliegue en su inagotable potencia y dé existencia a formas autoinstituyentes y autoorganizadas de convivencia humana. Esto implica también ir más allá de la artificial división privado-público, para darle entidad y posibilidad a las formas positivas de lo íntimo y lo común que hacen posible la política del amor y la biosociedad que liberan a la vida de la cárcel del biopoder (Herrera et al, 2009).


De ese modo, inauguramos una teoría de la autogestión social de lo común que, a raíz de sus premisas fundantes, es de suyo posible yendo más allá del capitalismo. Es este un proyecto revolucionario en su propia génesis anticapitalista, puesto que implica la activa participación de las multitudes como un sujeto autónomo colectivo que cuestiona la democracia deliberativa y la forma oligárquica de su acción pseudodemocrática.

Más aún, este proyecto recupera el poder decisorio de tod@s y cada un@ sobre lo que les corresponde decidir, actuar, organizar y gestionar. Lo cual implica crear y desarrollar una forma abierta de autogobierno que no puede ser sino contraria a la explotación, la dominación y la subordinación inscrita en el horizonte de liberación que anima la existencia de los grupos y clases subalternas glocalmente5.
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LA PERSPECTIVA NARRATIVA DE EMERY ROE

Introducción

El análisis narrativo de política, del cual Emery Roe es uno de los principales exponentes, ofrece un marco teórico-metodológico de aplicación de la teoría literaria contemporánea al análisis de la política pública (APP) sustentado en las teorías estructuralistas (semiótica) y posestructuralista (lenguaje). El objetivo central de esta propuesta es permitir que el analista comprenda cómo el poder y la política se configuran y se articulan en temas controversiales, para que posteriormente este construya una metanarrativa que le posibilite una mirada más amplia de la situación en discusión a aquel que toma la decisión. La experiencia de Emery Roe —quien en la actualidad se desempeña como profesor de ciencias políticas de la Universidad de Berkeley, California, y es coordinador del College of Natural Resources de la misma Universidad— en temas controversiales como el desarrollo agrícola, la ciencia y la tecnología son el principal insumo para la construcción de esta propuesta metodología.


Algunos de sus libros y publicaciones son:

• High Reliability Management: Operating on the Edge (2008), el cual escribió en coautoría con Paul R. Schulman.

• Global Environmental Politics (2004), el cual escribió en compañía de Michel Van Eeten.

• Taking Complexity Seriously: Policy Analysis, Triangulation, and Sustainable Development (1998).

• Narrative Policy Analysis: Theory and Practice (1994).

• Development Narratives, or Making the Best of Blueprint Development. Este escrito fue publicado en el libro The Antropology and Development and Globalization, que fue editado por Marc Edelman y Angelique Haugerud (2005).

• “Three -Not Two- Major Environmental Counternarratives to Globalization”. Este artículo fue publicado en la revista Global Environmental Politics en noviembre de 2004.

• “Un punto de vista: en la capacidad de los pastizales”. Este artículo fue publicado en la revista Journal of Range Management en 1997.

• “Except-Africa: Postscript to a special section on development narratives”. Este artículo fue publicado en la revista Development Work en 1995.

• “Applied Narrative Analysis: The Tangency of Literary Criticism, Scholar Science and Policy Analysis”. Este artículo fue publicado en la revista New Literary History en 1992.

• “Deconstructing Budget”. Este artículo fue publicado en la revista Diacritis en 1988.

• “Lantern on the Stern: Policy Analysis, Historical Research, and Pax Britannica in Africa”. Este artículo fue publicado en la revista African Studies Review en 1987.

• El artículo llamado Common Property Management of Water in Botswana escrito en 1985.


En el libro Narrative Policy Analysis. Theory and Practice, Roe (1994) recoge parte de su experiencia y muestra el uso de la terminología y los conceptos teóricos del análisis literario en el APP a través de una serie de casos caracterizados por su alta complejidad, polarización e incertidumbre en un mundo cada vez más globalizado. Roe le promete al analista dar respuesta a las preguntas que este puede plantearse acerca de las relaciones de poder y grupos de interés, aspectos que desde su perspectiva no son abordados por el análisis convencional de la política pública. En este marco, la política pública contempla la planeación y la toma de decisiones en el macronivel y en otros sectores de intervención como programas, proyectos y reformas burocráticas.

Para Roe el núcleo de la metodología del análisis narrativo de política es la identificación de la controversia, la cual se alimenta de diferentes argumentos y escenarios en el tiempo. El analista cuenta con dos caminos para identificarla y recrearla: la construcción de la metanarrativa y el análisis intertextual. La primera es el resultado de la labor del analista, que identifica la controversia a partir de las diferentes historias y de las no-historias, las cuales emergen al darle importancia a la voz más débil, como en el caso del uso de la tierra para el pastoreo en Bostwana (Roe, 1994). Las relaciones de poder que se suceden en el macronivel y en el mesonivel, así como el papel de la tecnocracia en la toma de decisiones políticas, son presentados en el caso de las moscas de Medfly (Roe, 1994), en el que se muestra la complejidad de la comprensión de la controversia. Esto último, así como la identificación de los diferentes argumentos y escenarios que los grupos de interés asumen, es presentado en la crisis de los tóxicos de riego en el Valle de San Joaquín (Roe, 1994) mediante el llamado análisis de redes, para el cual el autor se apoya en herramientas computacionales que le permiten diagramar la metanarrativa.

El segundo camino por el cual puede optar el analista es el análisis intertextual. Este se desarrolla con base en los conceptos de la propuesta del semiólogo francés Michael Riffaterre. Para dar cuenta del método, el autor presenta un caso en su artículo “Calentamiento Global como eje analítico: Otros modelos de análisis narrativo I”, en el que explora la noción de intertexto. Sin embargo, es en “Evaluación Intertextual, criterios de evaluación en conflicto y la controversia sobre el entierro de los restos de los nativos americanos: otros modelos del análisis de narrativas II” donde detalla los pasos del análisis intertextual.

En síntesis, los pasos que Roe describe para el desarrollo del análisis narrativo de una política pública son: a) definición de la historia, identificación de la narrativa política y de la contranarrativa, y construcción de la controversia; b) identificación de las historias que se oponen a la controversia (nueva historia); c) construcción de la metanarrativa (comparación de historias); y d) análisis de determinantes, es decir, de la metanarrativa. Para una mejor comprensión, a continuación se presentan los aspectos relevantes de los dos caminos que el autor propone.


La metanarrativa y su aporte al análisis de política: la política pública como texto

Un primer elemento que Roe aborda es la explicación acerca del por qué la política pública puede ser analizada con elementos propios del análisis literario contemporáneo; para ello, retoma el problema planteado por Aaron Wildavsky, quien estudia las fallas en los sistemas de presupuesto nacional, que se materializan a través de la continua reasignación de los presupuestos públicos (Roe, 1994). Roe establece una analogía entre el texto literario y el texto del presupuesto público al extrapolar el carácter de ficción que tiene el primero al segundo. En esta vía, el presupuesto público es ante todo un texto que puede ser leído (readearly) y reescrito (writtearly) (Roe, 1994).

La experiencia de Roe como asesor del Gobierno de Kenya y Bostwana en el análisis de política permite que el autor identifique algunas características del presupuesto que posibilitan, desde un enfoque postestructuralista, el análisis de política (Roe, 1994). Los presupuestos son textos escritos con datos y figuras cuyo proceso de construcción es coordinado por un grupo élite, y, a su vez, representan el control del gasto del Estado. Además, los presupuestos presentan una ficción incremental y tienen valores iniciales que con el paso del tiempo y de las revisiones cambian, sin explicar de dónde salen los datos. Los textos del presupuesto no tienen autor y responden a decisiones anónimas que benefician al Gobierno; por ello, en estos documentos solo se encuentran narradores, y están hechos para leer y corregir, adicionar o modificar. Finalmente, para iniciar su ejecución requieren de la aprobación de una máxima autoridad.

El proceso de elaboración, modificación y aprobación del presupuesto tiene implicaciones políticas y está relacionado con el mismo proceso político del país (Roe, 1994). El presupuesto representa relaciones de poder toda vez que implica dinero. En el caso de Bostwana, que cuenta con un sistema multipartidista, se observa una mayor disciplina en el proceso de elaboración del presupuesto; sin embargo, Bostwana es uno de los países de África con mayor inequidad de ingreso, en comparación con Kenya, que se caracteriza por el autoritarismo en el partido de Estado y tiene mayores beneficiados en todos los niveles (Roe, 1994). Estas relaciones de poder generan procesos de deconstrucción del presupuesto durante el periodo que conduce a la aprobación. De esta forma, los lectores reinterpretan lo allí establecido y generan adiciones o recortes, es decir, realizan una reasignación de dinero, las cuales se hacen en respuesta a situaciones específicas. Lo anterior permite afirmar que cada lectura que se hace del presupuesto genera desestabilidad y cambio. Por último, los presupuestos contienen medidas de efectividad y eficiencia que deberían permitir el análisis comparado de una política pública; no obstante, este ejercicio de análisis no es realizado como una medida de evaluación por los países.


Narrativas y contranarrativas: alcances y limitaciones

Para Roe el aprendizaje es un elemento central en el APP; por este motivo, él propone reconstruir las narrativas y contranarrativas que subyacen a las políticas públicas, acción que conforma el papel del analista. A partir de cuatro ejemplos que se sintetizan a continuación, el Roe muestra cómo se puede llevar a cabo este proceso, y las dificultades con las cuales el analista se puede encontrar:

1. La narrativa política de la tragedia de los comunes. Esta narrativa fue utilizada por el Gobierno de Bostwana (1979-1980) para establecer la política de privatización de los centros para la cría de ganado (Roe, 1994). Durante este abordaje el autor construye, a partir del diálogo con los actores, una contranarrativa que muestra una versión contraria a la narrativa utilizada por el Gobierno para llevar a cabo la privatización de los centros y permite ver que los centros privados no tienen una gestión más eficiente que aquellos liderados por la comunidad. Los resultados de este ejercicio se traducen en un cambio de política en relación con el manejo de los centros de crianza de ganado, los cuales vuelven a ser coordinados por la comunidad. Como se puede observar, en este ejemplo el autor coloca el acento en mostrar el aporte de la contranarrativa en el cambio de la política pública.

2. La narrativa que dice que El registro de la tierra incrementa la productividad agrícola (Roe, 1994, p. 41). Esta narrativa trabaja con el supuesto de que al registrar la propiedad de las tierras los propietarios realizan una mayor inversión en las mismas, lo cual se traduce en un incremento de la productividad. Como ejemplo de esto se toma el caso del Gobierno de Kenya, que en el año de 1954 estableció una serie de políticas encaminadas a generar créditos para el desarrollo agrícola. Durante el levantamiento de la información para realizar la contranarrativa, Roe encuentra que el tema ha sido arduamente estudiado, y que existen diferentes estudios empíricos realizados por investigadores de distintas disciplinas y con variados enfoques sobre los hábitos, las costumbres y la tenencia de la tierra. Los resultados de estos trabajos tienen en común que concluyen que existen diferentes circunstancias culturales, sociales y económicas que hacen que los dueños no registren sus tierras, o que, si las registran, no estén interesados en obtener un crédito4.


Sin embargo, la contranarrativa no es de fácil aceptación, pues las explicaciones que se dan desde la ciencia, en relación con las fallas del programa de créditos, hacen referencia a la influencia que tiene en el registro de la tierra la concentración, la utilización y la fragmentación, explicando, a su vez, cada aspecto con enfoques y definiciones diferentes. Lo anterior hace que la toma de decisiones sea más compleja. El resultado del ejercicio deriva en el establecimiento de una nueva política que plantea como narrativa una relación positiva entre los impuestos del no-uso de la tierra. En esta medida, aquellos que toman la decisión consideran que las personas se verán estimuladas a solicitar el crédito y que lo anterior, a su vez, generará un estímulo en la producción agrícola. De esta manera, los tomadores de decisión olvidan que hay estudios que demuestran que el crédito, por diversos motivos, no es usado por los dueños de las tierras. Finalmente, el autor resalta en este caso que, si la contranarrativa es débil, debido a la complejidad de los argumentos o por la carencia de los mismos, los tomadores de decisión se inclinarán por lo que para ellos resulta ser más previsible (Roe, 1994).

3. La tercera narrativa política se estudia en Bostwana, y está relacionada con el uso de sistemas integrados para el desarrollo rural (Roe, 1994, p. 44). Roe refiere que existen tres premisas generalmente aceptadas para el análisis de política en el desarrollo rural: la producción pastoral, que forma parte de una amplia gama de sistemas; la producción de ganado, que es un sistema complejo que depende de diferentes componentes; y el pastoreo, que requiere de una perspectiva regional y no de una acción sectorial aislada de otros componentes (Roe, 1994). En este caso, el autor resalta los dos tipos de sistemas que han sido descritos para el desarrollo rural: los acoplados o secuenciales, que se mantienen en el círculo del proyecto; y los no acoplados, en los que el círculo del proyecto opera en ambientes con demoras, cambios de orden y de frecuencia, y brechas presupuestales. El análisis se sitúa al nivel de los proyectos, y para este caso se identifica que los sistemas integrados tienen diferentes niveles de organización (local, regional y nacional). Estos proyectos requieren de esfuerzos multisectoriales; sin embargo, esto último los predispone al fracaso, dado que paradójicamente esta integración no se da.

4. En el cuarto caso, Roe nuevamente retoma el análisis de los presupuestos incrementales, e indica que la narrativa política que exponen los gobernantes de algunos territorios, como los del África subsahariana, Kenya y Bostwana, afirma que la falla en la generación del presupuesto se presenta en el nivel inferior del país (Roe, 1994, p. 48). Roe cuestiona este argumento y refiere que, pese a la crisis financiera de África, existe una pobre ejecución de los presupuestos a nivel nacional y local, lo que denota la ineficiencia del Gobierno central. En este caso, el autor enfatiza la debilidad de la narrativa política argumentada por los diferentes gobiernos, y refiere que los detalles del análisis pueden generar nuevas formas de abordar la problemática.


La metanarrativa: aporte en la identificación de relaciones de poder

Como este texto lo ha venido evidenciando, la metanarrativa se conforma a partir de la identificación de los argumentos que constituyen la historia y la no-historia; la puesta en debate de estos argumentos constituye la controversia en el eje central de la metanarrativa. En un esfuerzo por mostrar cómo se configuran a través del tiempo las relaciones de poder en el nivel federal-local en los grupos economía-Gobierno-sociedad civil, así como el papel de la tecnocracia y de los medios de comunicación en la construcción de la controversia, Roe (1994) ilustra la metanarrativa en el análisis del caso Medfly California controversy (1980-1982).

Este evento inicia con un brote de moscas del Mediterráneo que afectan a las frutas en dos estados de California, Los Ángeles y Santa Clara. En respuesta al brote, el Departamento de Alimentos y Agricultura de California crea el proyecto Medfly, el cual plantea como solución la realización de fumigaciones locales, la esterilización de las moscas macho y la creación de un comité técnico que asesore el proyecto. Con las políticas establecidas, el brote fue controlado en los Ángeles, pero no se obtuvo el mismo resultado en Santa Clara. Lo anterior generó que el Departamento de Agricultura de los Estados Unidos (USAD, por sus siglas en inglés) propusiera la fumigación aérea con malatión. La propuesta del USAD fue rechazada por el gobernador de California, por algunos grupos académicos (entomólogos) y por la sociedad civil, quienes argumentaron que la fumigación con malatión era un factor de riesgo que podía generar la aparición de cáncer en humanos. En respuesta a esta crítica, los defensores de la fumigación aérea (el USAD y la sociedad de agricultores) presentaron las pérdidas económicas generadas por la infestación y propusieron la erradicación de las moscas; esto vino acompañado de cambios en la conformación del comité técnico asesor del proyecto Medfly, cuyos miembros fueron promovidos por el USAD. La necesidad de erradicar las moscas fue el argumento técnico que legitimó la política del Gobierno federal de fumigación aérea sobre Santa Clara, la cual estuvo acompañada de un despliegue de la estrategia en los medios de comunicación locales.

En su análisis, Roe destaca algunos aspectos de la controversia que, en consideración del autor, aumentan la ambigüedad del problema e influyen, de una u otra forma, en la toma de decisiones políticas: un primer aspecto es la complejidad científico-técnica del problema, el cual fue mal comprendido en sus inicios y estuvo acompañado de una dificultad logística que hacía operativa la propuesta de la intervención recomendada, que consistía en la esterilización de los machos (Roe, 1994). Un segundo aspecto es la asimetría de poder que tiene la crítica frente a la narrativa política. Para este caso, se identificó que la crítica presentó como argumento la probabilidad de la aparición de cáncer ante una fumigación con malatión, pero el Departamento Nacional de Salud no corroboró esta información; por el contrario, la información estadística de este organismo le restaba importancia al problema (Roe, 1994). Un tercer elemento se relaciona con el papel de la tecnocracia como un órgano experto que asesora la toma de decisiones, que se subordina al poder federal y que decide sobre la propia conformación del organismo técnico (Roe, 1994). Finalmente, el autor muestra que los medios de comunicación masiva juegan un papel fundamental en la construcción de la controversia, pues producen información para el público en general y presionan las decisiones políticas; en este caso, se creó un discurso sobre la necesidad de fumigar el área para erradicar las moscas y disminuir el impacto económico de la infestación en la región, y se le restó importancia a los posibles efectos adversos de la fumigación sobre la salud de la población (Roe, 1994).


El papel del analista en la narrativa política

Ahora bien, como no todas las políticas públicas tienen claramente definida una narrativa, esto implica un mayor reto para el analista, quien debe, a partir de la comprensión de la problemática, hacer que emerja la metanarrativa (Roe, 1994). Para ejemplificar el papel del analista, Roe le propone al lector realizar un ejercicio hipotético en el cual él (el lector) asume el papel de un analista de política a quien se le ha asignado la tarea de preparar una propuesta para abrir un centro alternativo de enseñanza, investigación y pruebas en animales en la Universidad John Hopkins (Roe, 1994).

La situación es la siguiente:

a. La administración enfrenta un asunto altamente polarizado y tiene que solucionar las discordias, así no resuelva las diferencias fundamentales;

b. Hay incertidumbre sobre los méritos empíricos, pues las diferencias son puestas a veces dentro del costo de los factores estructurales, por ejemplo:

• Costo: tanto para los opositores de la investigación en animales como para los benefactores, el uso de animales implica altos costos de cuidado y mantenimiento.

• Evidencia científica: los opositores argumentan que esta no es económica, efectiva, exitosa, ni apropiada, sino simplemente un asunto de ciencia y afirman tener investigaciones exitosas con acciones alternas que no usan animales, tales como los modelos computarizados.

• Factores conductuales, actitudinales y estructurales: para el comité de investigación médica el uso de animales en los experimentos científicos se debe a los antecedentes educativos de los investigadores; mientras que, para los benefactores, el uso de modelos alternativos computarizados requiere de datos provenientes de la experimentación animal. Además, la universidad afirma que eliminar la experimentación en animales pone en riesgo la seguridad humana.


c.  El topsyturvydom, o múltiples posiciones en desorden, argumenta que la experimentación en animales puede salvar vidas humanas, pero equivale a crear un campo de concentración nazi.

Para el análisis de la situación, Roe sugiere los siguientes pasos: primero, crear un centro cuyo objetivo principal gire en torno a la metanarrativa y que aclare la multiplicidad de significados de los derechos y los beneficiarios. Para el desarrollo de este objetivo, el centro debería: a) institucionalizar la multiplicidad de puntos de vista, para lo cual tendría que realizar trabajos donde se detallaran las diferencias entre y al interior de los grupos a favor y en contra, para subvertir la narrativa política. b) Ampliar la controversia, pues oponentes y proponentes son tan solo dos entre muchas posiciones; esto hace necesario distinguir a aquellos que no están en ninguna de las dos posiciones a través de debates o foros.

Segundo, poner de relieve la verdadera naturaleza del problema en relación con el uso de animales en los experimentos, teniendo en cuenta que esto va más allá de las preguntas epistemológicas y éticas sobre si los animales piensan y sienten, e involucra la perenne pregunta ontológica sobre ¿qué es un animal?, ¿qué es un humano? y ¿qué derechos tienen?, este sería el núcleo del debate. Uno de los resultados de este proceso sería el empoderamiento de los grupos marginados con poca voz en la controversia, lo que permite explotar las diferencias entre las posiciones a favor y en contra.

A través de este ejercicio, el autor evidencia la complejidad del papel del analista, quien se enfrenta a múltiples actores y controversias que giran en torno a temas como los altos costos, la tecnología y el gran riesgo de la experimentación (Roe, 1994). Roe rescata la noción del sinsentido como el balance entre la multiplicidad y la ausencia de significado, es decir, tratar al sinsentido al nivel de la metanarrativa le permite al analista ordenar su análisis sobre qué es lo irreconciliable de la controversia, pese a que no exista una garantía sobre la relevancia política de la meta narrativa (Roe, 1994).

Detalle del método: redes de análisis de las narrativas políticas

La complejidad y la incertidumbre que acompañan algunas controversias políticas hacen necesario que el analista cuente con herramientas que le permitan identificar los argumentos y construir la metanarrativa (Roe, 1994). Roe, propone para ello la técnica de redes de análisis de narrativas, la cual se define como un análisis integrado de causalidad basado en la interrelación entre las narrativas políticas que tienen los participantes en la controversia (Roe, 1994). Para demostrar el desarrollo del método, Roe, en compañía de Janne Hukkinen y Gene Rochlin, describe el caso de la irrigación de tóxicos y la salinización del valle de San Joaquín, un caso caracterizado por la alta polarización e incertidumbre (Roe, 1994).


Los antecedentes de la problemática se ubican en el proyecto del estado de California y el Proyecto Central del Valle. Ellos manejan cerca de una cuarta parte del agua que se usa de forma anual en California. Al evidente problema de la salinización se suma el hallazgo de elementos potencialmente tóxicos en los drenajes de los cuales proviene la irrigación, donde el problema se debe a una capa subyacente de arcilla que restringe el drenaje, provocando, como consecuencia, un alto índice de acumulación de sal que afecta casi 500 000 acres de tierra. En aras de resolver el problema de la salinización se construyó una serie de drenajes subterráneos para remover el agua proveniente de los campos; no obstante, por más de 30 años se ha considerado que un drenaje maestro hacia la bahía de San Francisco o la región Delta, o un ducto hacia el Océano Pacífico, sería la mejor manera de evacuar el agua del valle. Sin embargo, al no haber construido ninguno de estos mecanismos, los drenajes se han descargado principalmente en el río San Joaquín o en estanques de evaporación localizados en el valle. Este problema ha conducido al problema de toxicidad asociado al drenaje agrícola del valle, pues el canal para la evacuación se detuvo en la construcción del embalse Kesterson, ubicado en la parte norte del valle.

Un número alarmante de pájaros muertos y con deformidades causadas por altos niveles de selenio en el estanque y en la cadena alimentaria fueron hallados en Kesterson a principios de los 80; también se observaron altos niveles de selenio y huellas de otros elementos potencialmente tóxicos en diferentes lugares del valle. El costo de la limpieza del Kesterson se ha estimado entre los 12 y 145 millones de dólares. En resumen, el problema consiste en que, en una mano, a pesar de las considerables presiones sociales y políticas que buscan resolver o mitigar los problemas de toxicidad y salinidad en los drenajes, se ha impedido el progreso en la rectificación del problema; y, en la otra, las soluciones que permiten que la irrigación continúe sin disminución en el valle puede exacerbar la controversia sobre la provisión y el subsidio del agua.

Durante los últimos 40 años, los esfuerzos han sido dirigidos a hallar mejores formas de tratar los residuos en el drenaje agrícola y en el manejo de los problemas asociados o derivados. Aproximadamente tres periodos han sido observados: el primero va de 1950 a 1975, durante el cual el interés estatal y federal se enfocó en el establecimiento de la viabilidad tecnoeconómica de un drenaje maestro que descargara en la Bahía del San Francisco Delta y que cubriera todo el valle. La conclusión giró en torno a la imposibilidad de lograr un acuerdo a nivel local, regional y nacional que permita obtener el financiamiento, y a la incapacidad para negociar con los defensores ecológicos, que pretenden proteger la Bahía y el medio ambiente costero. El segundo periodo va de 1975 a 1982; en este lapso de tiempo el tema giró entorno del análisis costo-beneficio, de los estudios econométricos, de las simulaciones medioambientales y de las declaraciones sobre el impacto ambiental por las muertes de las aves en Kesterson, lo cual comprometió el interés público. El tercer periodo inició en 1984 con el programa de drenaje del valle de San Joaquín (SJVDP, por sus siglas en inglés), el cual tuvo como objetivo solucionar los problemas del drenaje al interior del valle y sus consecuencias. Si bien el programa consideró incluir miembros de grupos civiles y ecológicos, y, así, ampliar el criterio de evaluación a otras miradas que incluyeran visiones político-analíticas de asesoría de riesgos, el impacto socio institucional y la viabilidad política y legal no logró concretar este propósito. Para el final de la década de los 80 se estimó una inversión de 50 millones de dólares destinada a la investigación de los problemas relativos al drenaje y a las propuestas al interior del valle, sin obtener soluciones técnicas, económicamente viables o políticamente aceptables.


El método utilizado para recoger la información fue una entrevista realizada a 23 expertos, la cual permitió identificar la inhabilidad del SJVDP para obtener un consenso acerca del problema. Los expertos formaban parte de los cuatro grupos principales que participan en la controversia —la comunidad agrícola, los diseñadores, los reguladores y la comunidad ambientalista—. Al iniciar el ejercicio se asumía que había un cierto consenso sobre la definición del problema, por ello, se buscaba identificar las alternativas de solución; sin embargo, en 19 entrevistas se identificaron 90 declaraciones relativas al problema del drenaje, con diferentes percepciones de causalidad. Así, lo que era una causa inicial para uno, para otro podía ser un efecto o una fase final. Solo nueve problemas fueron clasificados dentro de una gran categoría (problema inicial) y ninguna de estas declaraciones fue incluida dentro de los 8 problemas más frecuentes que se mencionaron en las entrevistas. Por lo tanto, se concluyó que el problema no estaba claramente definido, pues de los 23 entrevistados 21 hablaron sobre la importancia de una administración efectiva del drenaje de agrícola, aunque reconocieron que no era viable un sistema de drenaje maestro o un ducto para todo el ancho del valle.

La técnica de análisis usada consistió en unas redes de análisis de narrativas. El eje central de análisis fue la controversia, la cual se basa en la falta de convergencia sobre la definición de los problemas y sus causas relacionales. El punto de inicio consistió en asumir que el presupuesto para implementar una solución viable podía ser limitado, pero que no existían restricciones sobre la clase de soluciones; y la coacción más importante fue la necesidad de asegurar que las diferentes perspectivas locales, regionales y nacionales fueran tenidas en cuenta. De esta forma, se analizaron las historias (escenarios y argumentos) de los entrevistados, para identificar las creencias y premisas sobre los problemas de drenaje y sus causas relacionales, tratando cada escenario y argumento como un elemento igualmente válido.


Las ventajas que Roe ve en el análisis de redes son: a) permite entender que la falta de convergencia sobre los problemas y causalidades en la controversia se debe a la argumentación contradictoria o circular en el nivel grupal o individual. b) La agregación del nivel intergrupal puede identificar relaciones causales, que se aclaran cuando las miradas de los participantes se consideran todas a la vez y son suficientemente robustas para proporcionar posibles puntos de partida. c) Aclara las fuentes potenciales de conflictos futuros entre grupos de interés al nivel de líneas de razonamiento y debate. d) El nivel intergrupal permite representar la controversia como una combinación de percepciones grupales e individuales que implican amplios problemas y dilemas sobre esos individuos y sus grupos (Roe, 1994).

En este caso, el procedimiento para la construcción fue establecer una pregunta de partida: ¿Cuáles son los problemas y causas relacionales identificados en cada entrevista (nivel individual) y en los grupos participantes (nivel grupal)? El resultado de este análisis muestra excepcionales patrones de causa lineal en el nivel intergrupal y en la emergencia de redes circulares (no historias) sin causa inicial y final exclusiva. El reconocimiento de una circularidad múltiple en la controversia es importante por dos razones: a) estas redes son desestabilizadoras y contienen una retroalimentación positiva que tiende a empeorar los problemas por su naturaleza de mutuo refuerzo. b) Indica la dirección hacia la cual el análisis narrativo ha de proceder, dado que el analista puede comparar estas narrativas con las narrativas de la controversia política para ver si su comparación arroja otra historia más útil. En síntesis, si una metanarrativa puede ser generada desde la comparación entre no historia e historia, es el analista el que determina entonces de qué forma esta redefine el problema.

Posteriormente, el análisis se centró en 18 entrevistas para establecer las principales redes circulares. Las entrevistas involucraron a la comunidad agrícola y a los planificadores, esta unión se llamó La burocracia de irrigación en California. Finalmente, se identificaron tres redes circulares interconectadas (inicial, transferencia, final) (Roe, 1994).

En conclusión, el análisis develó que los objetivos que buscan mejorar el drenaje y asegurar la producción irrigada son irreconciliables, también permitió ver que el grado del conflicto burocrático internalizado es reforzado por la inhabilidad de las agencias para decidir qué tipo de irrigación manejar y por el rechazo de las nociones sobre las cuales la elección puede ser hecha. El análisis de redes permitió resignificar el problema y plantear la separación del drenaje de irrigación, creando agencias autónomas bajo una sola planta institucional de administración, responsabilidad y costo. Los beneficios potenciales de esta propuesta son: a) reducir el estrés sobre la burocracia de irrigación, mediante la disminución de las tensiones inherentes al conflicto interno. b) La nueva agencia de drenaje podría soportar lo peor del drenaje político clasificando las propuestas. c) El desenganche incrementa el prospecto de los estudios sobre problemas primarios como la toxicidad y salinidad. d) La credibilidad de la agencia a cargo podría incrementarse si esta se dedicara exclusivamente a los gastos administrativos. Finalmente, no se considera que este desenganche pueda reducir la polarización y la incertidumbre, pero esta separación de funciones podría clarificar los términos del debate y proveer vías para la implementación de otros métodos de APP (Roe, 1994).


La intertextualidad como un método alternativo del análisis de narrativas

El segundo camino para la identificación de la controversia está basado en el modelo desarrollado por Riffaterre para el análisis literario: la ingramaticalidad textual. Esta es entendida como una desviación de la palabra o el término en un texto, lo que se traduce en el hecho físico según el cual una frase ha sido generada por una palabra que podría estar excluida (Roe, 1994). La incorporación de la ingramaticalidad en el análisis narrativo de política busca, en casos complejos y altamente polarizados, identificar la controversia, la cual se nutre de la misma polarización y posibilita el aprendizaje en la formulación de la política pública.

En el modelo de Riffaterre, la metanarrativa es el intertexto que explica cómo dos políticas narrativas (cada una opuesta a la otra) pueden constituir un caso al mismo tiempo. Roe afirma que una vez que la metanarrativa ha sido generada, el último paso del analista es determinar cómo esta reasigna el problema, de forma que lo hace más susceptible de ser leído por las herramientas de análisis de política convencional de la microeconomía, el análisis legal, la estadística, la teoría de la organización y la administración pública.

Según Roe (1994), la relevancia de la metanarrativa en la política puede ser especificada dependiendo del rango en el cual el análisis de las narrativas ayuda al analista en el direccionamiento de siete elementos comunes en un análisis de política convencional, a saber:

• Definición del problema de intereses en la política.

• Identificación de datos e información necesaria para analizar el problema.

• Selección de criterios para evaluar diferentes alternativas que permitan la orientación del manejo del problema.

• Formulación de dichas alternativas.


• Proyección de las consecuencias asociadas con cada alternativa.

• Evaluación de las consecuencias entre esas alternativas.

• Y decisión entre esas alternativas.

En todos los casos, el objetivo es generar una metanarrativa que funcione como una política narrativa capaz de asegurar (establezca o certifique) y de estabilizar los supuestos para la toma de decisiones de cara la ampliación de la incertidumbre, la complejidad y la polarización. De este modo, la metanarrativa logra visualizar un set de supuestos comunes que posibilitan la concertación y la acción de los oponentes (Roe, 1994).

Dos casos son presentados por el autor para desarrollar la alternativa del análisis narrativo; el primero centra la atención en la controversia del calentamiento global y el segundo, en la disputa por los restos nativos americanos (Roe, 1994).

Escenario en crisis y la ingramaticalidad en el APP

En algunos casos, el analista se enfrenta a controversias marcadas por el desacuerdo y la incertidumbre, como en la controversia sobre el tema del calentamiento global, los gases de invernadero, las emisiones de CO2 y las partículas de los vehículos, donde las analogías del pasado para predecir el calentamiento global y sus consecuencias aún son ampliamente discutidas. Es en estos casos en los que la identificación del escenario en crisis son el insumo inicial que le permite al analista desarrollar el análisis de la ingramaticalidad.

El calentamiento global es definido por Roe como una tragedia de los comunes (Roe, 1994, p. 109), y el escenario en crisis (incertidumbre) y sus implicaciones políticas están caracterizados a través de cinco pasos: a) el escenario en crisis está basado en un dato, en este caso las leyes de la física. En este nivel, lo más importante para un análisis narrativo es que las leyes se asumen como datos, esto es, “que son el tema de un consenso acerca de la naturaleza de la realidad y de esta manera imparte a un escenario basado en ellas el sentido de certitud proveniente de un consenso ya codificado en el discurso científico” (Roe, 1994, p. 112). b) La construcción narrativa del escenario de crisis fluctúa entre los datos genéricos, las descripciones específicas del calentamiento global y los que frecuentemente se toman como sus equivalentes operacionales (calentamiento global y efecto invernadero). c) El sentido narrativo de certitud es tomado como un paso que va más allá cuando la incertidumbre se introduce para transformar el calentamiento atmosférico y sus sinónimos en dos políticas narrativas separadas: el calentamiento como un problema científico y como un escenario de crisis. Por un lado, la incorporación de la incertidumbre a las descripciones del calentamiento atmosférico incrementa su exactitud representacional y, por otro, la incorporación tiene características narrativas separadas de cualquier precisión lograda; por ello, introducir incertidumbre en la descripción incrementa el sentido de certeza narrativa que se va a reasignar dentro de la historia, con el formato convencional de principio, punto medio y fin. El escenario de crisis comienza dando los hechos sobre las emisiones de gas de invernadero y los cambios de temperatura producidos, y termina señalando la calamidad. d) Un gran número de discursos científicos y no científicos refuerzan en el público el sentido de que la ciencia es incierta. Lo menos notorio ha sido la creación de certezas sobre el metalenguaje y las formas de discurso que hallan diferencias entre los modelos, comparación que crea certezas narrativas como reglas preexistentes gobernadas por procedimientos del discurso científico. Identificar estas diferencias requiere definir qué establece qué, para reducir la incertidumbre. e) Esta controversia opera dentro de una amplia estructura narrativa, pero, además de eso, se posa sobre las controversias de la ciencia; para ello, se hace necesario diferenciar el término global del término atmosférico. Atmosférico es un concepto descriptivo, mientras que global representa la tragedia de los comunes que requiere de la acción internacional. Global es prescriptivo, no descriptivo, y es privilegiado en el nivel supranacional sobre todos los otros; sin embargo, en términos del calentamiento, global o atmosférico son iguales. Comprender esta narrativa del escenario en crisis muestra qué tan vulnerable es ese escenario, pues cada falta de sinonimia entre el calentamiento global y el atmosférico lo desnarrativiza. Esto quiere decir que, teniendo los números correctos, podríamos conocer la historia real sobre lo que es el calentamiento global; por ejemplo, las medidas del cambio de temperatura como una precondición para la acción.


Roe plantea que para entender cómo y por qué el calentamiento global es otro escenario de crisis que genera otra crisis narrativa, aun cuando el fenómeno físico del calentamiento atmosférico toma lugar como si no pasara nada, es necesario aclarar que en este modelo lo global constituye un eje analítico que tiende hacia el globalismo, y provee una guía especifica de cómo responder al tema del cambio climático (Roe, 1994). El eje analítico es usado aquí como un eje lingüístico de analogía, donde el lenguaje, demográficamente estable a través de generaciones (el eje), cambia bajo la presión demográfica por otro lenguaje. En este sentido, todos apelan al tratamiento del calentamiento atmosférico, pero el análisis global trabaja en contra de la mejora del control de las emisiones de gases; por eso, todos los que intervienen tratan el calentamiento atmosférico como una tragedia del común. Sin embargo, lo que hagan en un país no tiene mucho efecto si esto no se hace en otro, por eso es que se considera como un problema global. La conclusión del autor es paradójica: “entre más creemos en el calentamiento atmosférico más razones tenemos para no suscribirnos al escenario del calentamiento global” (Roe, 1994, p. 122). Finalmente, la ingramaticalidad se evidencia en las contradicciones que existen entre los conceptos global y atmosférico; por ello, se puede afirmar que una vez que se ha separado conceptualmente el calentamiento global como escenario del calentamiento atmosférico como problema, la intervención por parte de los gobiernos llegará a ser más evidente (Roe, 1994).



Intertextualidad y el Intertexto: otra lectura de un problema político

Es posible que el analista se enfrente a debates a nivel político con un componente ético importante como, por ejemplo, poner fin a la vida de alguien cuando se encuentra en una situación vegetativa o en estado de coma, o la realización de investigaciones en animales, donde la polarización se convierte en el mejor mecanismo de aprendizaje. Es en estos casos en los que Roe retoma a Rifaterre, autor del modelo del intertexto y la intertextualidad, el cual retoma las nociones provenientes de la teoría de Pierce. Estas ideas pueden ser “extendidas” al proceso de lectura de un problema político y, para tal fin, vale la pena aclarar las categorías que se van a utilizar según su esquema: el signo corresponde al texto, el objeto al intertexto, el interpretante (elemento nuclear y definidor de su propuesta) se entenderá como “un tercer texto que el autor habrá utilizado como equivalente parcial del sistema de signos que él construía para volver a decir o para volver a escribir el intertexto” (De González B, 1998). Es en esta noción de intertexto, como fundamento de la interpretación, en la que se encuentra una propuesta central del planteamiento de Riffaterre, ya que permite abrir el corpus intertextual posible desde la recepción y, asimismo, posibilita una interpretación más amplia del proceso de lectura.

El modelo de Riffaterre tiene cuatro elementos: el sociolecto, el idiolecto, el intérprete y el intertexto o la intertextualidad, los cuales se pueden aplicar en la evaluación de políticas que presentan problemas de múltiples criterios. El sociolecto es el que provee las estructuras sobre las cuales el idiolecto del texto y el metalenguaje del intérprete se fundan. Es como si este concepto representara una plataforma intermediaria preliteraria entre el lenguaje y el discurso literario; mientras que el intertexto, es definido por Riffatere como “el conjunto de los textos que podemos asociar a aquel que tenemos ante los ojos, el conjunto de los textos que hallamos en nuestra memoria al leer un pasaje dado. El intertexto es, pues, un corpus indefinido”. Asimismo, redefine la intertextualidad como “un fenómeno que orienta la lectura del texto, que rige eventualmente la interpretación del mismo y que es lo contrario de la lectura lineal” (Riffaterre, 2004). El sociolecto y el intertexto descifran completamente lo que el texto dice solo de forma incompleta y expresan de un modo claro lo que el texto expresa oscuramente, o proveen el contexto dentro del cual este puede adquirir sentido.


Por lo tanto, el sociolecto o el intertexto ofrecen un marco de pensamiento frame of thgought), o un sistema de significación que le dice al lector cómo o dónde buscar una solución, o desde qué ángulo el texto puede ser asumido como descifrable. Este marco, sistema o ángulo de visión es lo que Riffaterre llama un modelo hermenéutico (Riffaterre, 2004). El idiolecto sigue al sociolecto, pero no es igual a él y las diferencias entre los dos conducen a la respuesta del lector. Este hecho se ilustra fácilmente en un primer caso sobre el distrito de reclamos, donde la implementación representa el préstamo idioléctico de un documento político que refleja el contexto cultural y político. La descentralización significa algo diferente en Kenia que en Tanzania. En este último lugar, el concepto mencionado asume un carácter de menor participación y mayor jerarquización de arriba hacia abajo. El intérprete diferencia entre lo dicho en la política (sociolecto) y lo realizado en la implementación. Es decir, se fija en aquello en lo que ambas partes estuvieron en desacuerdo, referidas al criterio apropiado para la evaluación de la política y el paso del papel a la práctica.

La controversia sobre los restos de los nativos americanos es analizada por el autor a partir del informe realizado en 1990 por el comité de evaluación encargado por la Universidad de California, para evaluar las políticas y prácticas de la universidad, con respecto a la colección de esqueletos humanos y los artefactos asociados (Roe, 1994). La evaluación del comité le recomendó a la universidad el desarrollo de dos políticas: a) la transferencia de esqueletos humanos y los artefactos asociados a una colección arqueológica y b) un proceso para responder a las solicitudes y resolver las disputas. El Instituto Smithsoniano y la Universidad de Stanford, entre otros, acordaron entregar los restos óseos a los grupos indígenas americanos, una transferencia que encontró fuertes opositores dentro y fuera de las universidades en los Estados Unidos. Las legislaciones estatal y federal de California fueron introducidas en 1990, para asegurar que tales restos humanos regresaran a los grupos apropiados bajo condiciones específicas.

El autor realiza la identificación del idiolecto (argumentos usados por los nativos norteamericanos para que les devuelvan los restos de sus ancestros) y el sociolecto (argumentos usados por la ciencia según los cuales los restos pertenecen a la ciencia, a la humanidad). El comité hace la observación de que la experiencia de otros museos ilustra que el diálogo respetuoso entre todas las partes interesadas ha sido una efectiva forma de aproximación para la resolución de las diferencias respecto a la disposición de los esqueletos humanos, y recomiendan el establecimiento de un proceso de concertación (deaccession) que le permita a la universidad iniciar un diálogo entre las partes interesadas con el fin de lograr el entendimiento de las actitudes, creencias y objetivos, clarificando las opciones de concertación, para así llegar a una resolución mutuamente aceptable del asunto.


Para Roe, la ingramaticalidad consiste en saber qué tan cerca está la persona que tiene la última palabra sobre el destino de los restos de resolver el problema. Esta consiste en ver que tanto los proponentes como los oponentes podrían tener primero la palabra y estar en una posición no absoluta, y que podrían expresar lo que piensan (Roe, 1994). El problema de determinar la administración como la guardia y la custodia también genera un fuerte debate, especialmente cuando en dicho conflicto se presentan reclamos que no están limitados a los restos de los nativos americanos. Finalmente, la evaluación intertextual toma un curso diame-tralmente opuesto a la búsqueda de “consenso”; en el fondo, la idea de la evaluación intertextual consiste en no encontrar la forma de deshacerse de la polarización que conduce a una controversia, sino, más bien, en encontrar un estado de cosas cuyo éxito depende de que la polarización tenga lugar (Roe, 1994).

Conclusión en perspectiva crítica

El análisis narrativo de política pública se desarrolla para el microanálisis y se inscribe dentro de la corriente del giro argumentativo, el cual se caracteriza por la crítica que realiza a la perspectiva tradicional del APP y a la validez de las pruebas empíricas, que esta última toma como referencia. Para el análisis narrativo, las políticas públicas son construcciones discursivas creadas a partir de argumentos y elementos retóricos que se expresan en historias; por lo tanto, toman en consideración los aspectos cognitivos, retóricos y subjetivos, minimizando el papel utilitarista o racionalista en la formación de la política pública.

El enfoque argumentativo, según Fischer y Forester (1993), resalta la subjetividad y la forma como los profesionales formulan y construyen problemas en la práctica; reconociendo que la construcción de la agenda política es un ejercicio complejo. Esto permite comprender los problemas que se presentan en diversos lenguajes, discursos y marcos, teniendo en cuenta que los cambios en el poder político implican modificaciones en las élites y en el lenguaje con que se presentan los temas y las opciones de las políticas públicas. Por último, estos dos autores dirigen la atención hacia el papel que desempeña el conocimiento, para entender la naturaleza del poder en la sociedad moderna y posmoderna.

Aportes al APP

Los principales aportes identificados a partir de la propuesta de Roe son, en primer lugar, el fortalecimiento de la planeación de la política pública a partir de una mejor conceptualización del problema, permitiendo la profundización y aclaración de los argumentos desde una mirada deconstructiva de la narrativa, y no desde una visión causa-efecto. Lo anterior favorece la implementación y los resultados de la evaluación de la política pública. En segundo lugar, la metanarrativa toma en cuenta las construcciones dominantes, al tiempo que devela la asimetría en las fuerzas discursivas, permitiendo que emerjan las historias ocultas. En tercer lugar, la propuesta de Roe es diferente al análisis tradicional y permite el reconocimiento del carácter ideológico de las disputas políticas; no obstante, se podría señalar que el analista debe tener conocimiento sobre el problema a tratar, así como del establecimiento burocrático en el cual se da el proceso de toma de decisiones.


Alcances y limitaciones

El análisis narrativo de política pública profundiza en los argumentos ocultos de cada una de las posiciones identificadas en la controversia, de manera que los grupos minoritarios tengan voz y su argumento se refleje en la metanarrativa. Lo anterior amplía la visión del que toma las decisiones, dado que el analista aporta nuevos elementos de la problemática relacionados con la discusión de valores y creencias en torno a la misma. Para el caso específico del autor, la propuesta se centra en las problemáticas de la ciencia, la tecnología y el medio ambiente.

Si bien para las corrientes hegemónicas la demostración es fundamental para la validez de sus tesis, para el análisis narrativo lo fundamental es la argumentación, ya que esta se centra en lo interpretativo del discurso; la persuasión, a través de la metanarrativa en la toma de decisiones; y el papel activo que asume el analista en la construcción de esta. En cuanto al aspecto metodológico, el autor desarrolla una aproximación de la mano de la teoría literaria para identificar la ambigüedad y la incertidumbre en las historias y contrahistorias de la controversia. En este mismo sentido, Fischer (2003), citando a Stone, señala que esta metodología permite el aprendizaje de la política pública a partir de la aceptación y el aprendizaje sobre la ambigüedad. Esta metodología también permite llevar a la agenda política controversias que se encontraban ocultas, y propicia la construcción participativa de la problemática y la solución como parte del ejercicio que legitima la práctica política.

Algunas limitaciones señaladas por Sabatier (1995) a las propuestas que se ubican en el giro argumentativo son la falta de evidencia y la posición subjetiva del analista político; es necesario anotar que estas críticas se plantean desde un enfoque positivista. Para los defensores del giro argumentativo los ciudadanos tienen un interés político y existe un ámbito de tolerancia y diálogo de las personas con valores opuestos; aspecto criticable, según Sabatier, ya que los ciudadanos no tienen disposición para participar en los foros políticos.

Por otro lado, es posible señalar que el análisis de narrativas propuesto por Roe solo posibilita resaltar los diferentes argumentos sin resolver la controversia, lo cual puede generar que no se contribuya de forma específica a la toma de decisiones. A nivel operativo, podría cuestionarse la dificultad de encontrar contribuciones discursivas que representen las no-historias, específicamente en el caso de poblaciones grandes o dispersas. Aunque Roe identifica que una contranarrativa débil no tiene poder persuasivo, no indaga en las razones por las cuales tiene esa condición, y las acciones que propone pueden caer en una mirada tec-nócrata del problema, aspecto que él cuestiona al análisis convencional.


Finalmente, el autor se propone aportar una metodología que permita analizar las relaciones de poder en temas altamente polarizados y caracterizados por la incertidumbre; sin embargo, su análisis se sitúa solo en el nivel de las ideas, olvidando grandes relaciones materiales que influyen en la misma estructura política. En este sentido, valdría la pena interrogarse acerca de cómo se constituyen las narrativas en contextos de democracias débiles y si para estos contextos tendría cabida la propuesta de Roe.

Contraste con otros modelos de APP

El Institutional Analysis Development (IAD) de Ostrom y el Advocay Coalitions Framework (ACF) de Sabatier proponen una metodología y unos conceptos generales con carácter explicativo universalista que incluyen variables interactuantes que buscan la explicación. En ambos casos, se trata de construcciones teóricas y conceptuales que intentan ser herramientas de análisis científico de la realidad con pretensión de neutralidad y objetividad, aspecto poco observado en la propuesta de Roe.

Por otra parte, para Roe las creencias son importantes en tanto permiten la construcción de argumentos, los cuales constituyen el núcleo de su propuesta metodológica; mientras que para Sabatier las creencias son relevantes en la medida en que constituyen el pegamento de las coaliciones, siendo estas últimas quienes tienen el papel preponderante del ACF. Asimismo, a diferencia de Sabatier, Roe retoma el concepto de Habermas de la ciencia como construcción social y encuentra que el análisis experto es solo uno de los argumentos de la metanarrativa. En cambio, para Sabatier la ciencia es instrumentalizada por la política, la cual se apoya en la mirada del experto para la toma de decisión. En cuanto al tema del aprendizaje en el análisis de política, Sabatier refiere que este se da en el debate que se genera al interior y entre las coaliciones; mientras que Roe plantea que el aprendizaje se genera a partir de la aceptación de la ambigüedad y la polarización.

Autores como Roe y Fischer se ubican dentro de los posestructuralistas representantes del giro argumentativo en la política pública, ambos ubicados desde la visión socioconstruccionista. Sin embargo, se identifica una variante a nivel metodológico, dado que en el caso de Fischer el énfasis está en el análisis del discurso, donde es central el papel del poder ejercido a través de este; en tantoque, en Roe, el punto de atención está en el análisis literario, que permite otorgar una mayor relevancia a la asimetría de los argumentos con el objetivo de rescatar el discurso marginado. Por otra parte, Fischer (2003) en su capítulo “Citizens and Experts: Democratizing Policy Deliberation” establece el papel que debe desempeñar el profesional experto como facilitador del aprendizaje público y el empoderamiento de los ciudadanos, con el fin de “capacitarlos” desde el poder comunicativo para la toma de decisiones. Aspecto que se citó como una limitante en la propuesta de Roe.


Retos por desarrollar

Se hace evidente que el análisis microsocial no es suficiente para explicar las relaciones de poder que se tejen en la política; por lo tanto, este debe articularse con el análisis macrosocial en pro de develar grandes relaciones.

Para el caso colombiano

Con el ánimo de realizar un ejercicio práctico, se revisó el trabajo de Juan Camilo Gonzáles-Galvis, Diana Esperanza Rivera-Rodríguez, María Andrea García-Ruiz y Raúl Murillo, titulado Naturaleza de un debate: la regulación del tabaquismo. Preliminares para un cambio social (2007). A partir de este insumo, se identificó la controversia, las narrativas y las contranarrativas presentadas durante la formulación de la política sobre el control del tabaco en Colombia (tabla 1). Según García-Ruiz, Rivera-Rodríguez, Marín-Valencia, González-Galvis y Murillo (2009), desde el año de 1993 el Congreso de la República ha recibido 19 proyectos legislativos relacionados con el control del tabaco. Durante el periodo 2004-2006, posterior a la firma del convenio marco para el control de tabaco, promovido en el año 2006 por la Organización Mundial de la Salud (OMS) se intensificó en Colombia el debate sobre los aspectos que debería contemplar la regulación para el control de tabaco (proyecto Ley 235 de 2004).

Los actores que son presentados por Gonzáles et al. (2007) se resumen así: el legislativo tiene la Cámara y el Congreso; el ejecutivo está en cabeza del Ministerio de la Protección Social y el Ministerio de Agricultura; los representantes de las instituciones de salud están en cabeza del Instituto Nacional de Cancerología-Empresa Social del Estado (ESE)5, la Liga contra el Cáncer6 y los representantes de la industria tabacalera nacional e internacional. La controversia se resume en la necesidad de regular el control del tabaco, los defensores de este planteamiento sostienen que las medidas regulatorias son acciones de prevención de las enfermedades asociadas al consumo del mismo y los opositores argumentan que las medidas regulatorias van en contravía de uno de los principales renglones de la economía colombiana.


Tal y como lo identifica Gonzáles et al. (2007), alrededor de la controversia central se generan dos controversias adicionales: por una parte, sobre los contenidos del proyecto 235 de 2004, donde, al parecer, hay un acuerdo entre las instituciones de salud sobre la importancia de las medidas más restrictivas para el control del tabaco (tabla 2); sin embargo, algunos ponentes del proyecto de ley afirman que es importante tener así sea un acuerdo con mínimas restricciones, en vez de no tener nada; y, por otra parte, la segunda controversia refleja el favorecimiento del proyecto de ley a la industria trasnacional sobre la industria nacional (tabla 3).

TABLA 1. LAS PRINCIPALES NARRATIVAS FRENTE A LA NECESIDAD DE REGULACIÓN









	Actor

	Narrativa

	Contranarrativa




	Senado

	“Nadie defiende el consumo de cigarrillo. Pero hay una verdad mayor (más importante): la oferta y la demanda. Senador Álvaro González”

	 




	Ministerio de Agricultura

	El tabaco es el segundo cultivo en generación de empleos, después de las flores. El tabaco representa 200 jornales por hectárea, lo que equivale a un empleo por hectárea (…) el tabaco es un gran generador de empleo, para las familias campesinas del sector rural deprimido (…). El precio en Estados Unidos es el doble que el nuestro (…) por eso estamos pidiendo cupo de 25 000 toneladas.

	 




	Liga contra el Cáncer

	El tabaco como generador de muerte, el tabaco pone en Colombia tantos muertos como Armero.

	El Ministerio de Agricultura presenta unas cifras parciales, presenta inclusive una serie de promedios y no datos agregados acerca de cuál es el volumen y las ganancias del tabaco.




	Instituto Nacional de Cancerología. ESE

	 

	No se puede aumentar el cultivo de tabaco a costa de la vida de la gente. El tabaco se convirtió en un problema de Salud Pública.




	Ministerio de la Protección Social

	No es cierta la puesta en balanza donde el Congreso y el Gobierno están impelidos a escoger entre la salud (20 000 muertes causadas por enfermedades asociadas al tabaco), o la economía (20 000 familias cultivadoras de tabaco). No se puede en esos términos, pues así saldría mal librada cualquier decisión que tome el Gobierno.

	 






FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.  

TABLA 2. NARRATIVAS RELACIONADAS CON LOS CONTENIDOS DEL PROYECTO DE LEY 235 DE 2004









	Actor

	Narrativa

	Contranarrativa




	Liga contra el Cáncer

	El proyecto 235 de 2004, está por debajo del convenio marco para el control del tabaco de la oms.

	 




	Instituto Nacional de Cancerología. ESE

	 

	Hay que trabajar los entornos libres de humo, aumentar las tasas impositivas, minimizar la producción de tabaco, realizar acciones anticontrabando y hacer advertencias sanitarias en los paquetes y comunicaciones. El ideal, sería tomar medidas altamente restrictivas, como las sugiere la oms, no obstante, es preferible tener algún tipo de legislación a no tenerla, como sucede ahora.





FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.  


TABLA 3. NARRATIVAS FRENTE A LOS INTERESES DE LA INDUSTRIA NACIONAL VS. TRANSNACIONAL









	Actor

	Narrativa

	Contranarrativa




	Industria transnacional

	Refieren que como mecanismo de autorregulación se retiran de los medios de televisión y radio, porque creen que de manera discriminada estos alcanzan a los menores de edad.

	 




	Industria nacional

	 

	Las transnacionales poseen dispositivos propagandísticos que empiezan desde la Fórmula 1, hasta muy variadas maneras de colocar la marca protegida por el manto imperial norteamericano ante los ojos de todos los consumidores de nuestra nación y del mundo. De tal magnitud es la propaganda de las transnacionales, que podría darse el lujo de suprimir buena parte sus promociones propagandísticas, sin que eso afecte su participación en el mercado.






FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA.  

Es necesario aclarar que, una vez establecidas las narrativas y contranarrativas, el paso a seguir es la ubicación de lo que Roe denomina como las no-historias, para la construcción de la meta-narrativa; de esta forma, se espera que aquel que toma la decisión tenga una visión más amplia de la problemática y pueda realizar una mejor elección. Es de advertir que la identificación de las no-historias implica un trabajo de campo que sobrepasa el objetivo de este ejercicio. Solo para satisfacer la curiosidad del lector, se informa que en junio de 2009 Colombia aprobó la Ley 1135 que se refiere al control del uso del tabaco.
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METODOLOGÍAS PARA LA INVESTIGACIÓN EN POLÍTICAS PÚBLICAS

Introducción

La actividad gubernamental que se adelanta a través de las políticas públicas abarca un amplio espectro de la actuación humana que se condensa en programas y proyectos con objetivos precisos que impactan poblaciones específicas. Las políticas objeto de interés de un Gobierno son amplias y variadas, pueden ir desde la construcción de infraestructura en una ciudad hasta las leyes que limitan actividades individuales, como fumar en sitios públicos, pasando por el sistema de salud pública y la política macroeconómica.


A esta diversidad de temas presente en la agenda de los gobiernos se ha llegado a través de la adopción de las distintas etapas que hacen parte de la construcción de una política pública que identifica el problema, formula la política, la implementa y luego evalúa sus resultados. La retroalimentación constante de este ciclo dependerá de los resultados de la evaluación y la reformulación o actualización del problema.

La tarea del analista de políticas públicas exige una comprensión de la realidad y del contexto social, político y económico en el que se desenvuelven todas y cada una de las etapas del ciclo de la política pública. Aquella que tenga un papel en el proceso de formular, ejecutar y evaluar las políticas públicas entrará en contacto con diversos actores e instituciones, y deberá entender sus intereses y conocer la dinámica de su participación.

Por otra parte, será de mucha utilidad para el analista de políticas públicas conocer los aspectos técnicos del problema objeto de análisis, pues ello, junto con el contexto y la política como tal, facilitará la comprensión integral de la intervención del Gobierno sobre grupos específicos o amplios de la población.

El objetivo y el interés del analista de políticas públicas influye en el enfoque que adopte para adelantar su tarea. El interés académico de un analista seguramente buscará entender los procesos que caracterizan el desarrollo de las políticas públicas, desde perspectivas positivas o normativas. Dependiendo del tipo de perspectiva que se adopte, así serán las preguntas que se formulen. En el caso de un analista positivo, es factible que las inquietudes que este se plantee giren alrededor de los problemas que requieren ser atendidos, la identificación de los actores que toman las decisiones, los resultados alcanzados y si se cumplieron los objetivos formulados.

En el caso de un analista normativo, el interés seguramente será el de mejorar los mecanismos para que las políticas públicas sean más justas, eficientes, eficaces y con un mayor impacto social. Las preguntas que este se formulará van dirigidas a indagar por qué no funcionó la política pública y cuáles serían las reformas que permitirían cumplir los objetivos deseados.

También, el analista académico puede tener una perspectiva teórica cuyo interés está en el desarrollo de modelos que contribuyan a predecir el comportamiento o los resultados de algún aspecto relacionado con las políticas públicas. Por ejemplo, cómo influye la estructura de poder en la distribución del ingreso cuando se adopta una política pública, o la condicionalidad de los patrones culturales en la adopción de una política pública.

Los analistas académicos prestan un apoyo importante a los demás actores que hacen parte o se interesan en las políticas públicas, o en un componente del ciclo que generalmente es el de la formulación de la política a partir de la identificación de las necesidades o problemas que se quieren resolver.


Para adelantar el análisis integral de las políticas públicas, el analista cuenta con técnicas cuantitativas y cualitativas que le ayudan a definir un problema, demostrar su impacto y presentar soluciones potenciales. Los problemas de política son impactados por numerosas variables, incluyendo las intervenciones de política y los factores contextuales, como se mencionó anteriormente. Ello requiere, a menudo, de sofisticados métodos que permitan valorar cómo identificar estos impactos.

Los métodos cuantitativos ayudan a demostrar si existe una relación entre el diseño de una política y su resultado; verificar si la relación puede ser aplicada a escenarios similares; evaluar las magnitudes de los efectos de las políticas en los factores sociales, económicos y políticos; y encontrar mejores alternativas de política. El uso de tales métodos forma parte del conocimiento científico, con el cual los análisis de política reclaman relevancia. Técnicas tales como la modelación, la cuantificación de inputs y outputs, la estadística descriptiva, la inferencia estadística, la investigación de operaciones, el análisis de costo-beneficio y el análisis de riesgo-beneficio son frecuentemente usadas en estudios académicos sobre políticas públicas.

El uso de los métodos cualitativos en la investigación de la política pública se ha adelantado en el campo de la etnografía, participantes observadores para estudiar la experiencia de los legisladores, ejecutores, miembros de la comunidad y otras partes interesadas. Otros basan los estudios cualitativos en entrevistas a profundidad con varios actores de la política. Estos métodos cualitativos tienen procedimientos regularizados, aunque esos son diferentes de aquellos usados en otras formas de investigación. Estos métodos tienen una gran historia de exploración filosófica y argumentación que soporta las demandas a nivel conceptual.

Si bien entre los métodos cuantitativos y cualitativos ha existido una especie de rivalidad al interior de las ciencias sociales, lo cierto es que cada uno corresponde a distintas áreas del saber. Mientras la sociología y la antropología utilizan los métodos cualitativos, la economía utiliza los cuantitativos. Los estudios políticos, dependiendo de la escuela, utilizarán preferiblemente uno u otro. En las políticas públicas seguramente la utilización de uno u otro método dependerá de la formación e interés del analista académico.

En este capítulo se presenta, precisamente, ese menú de opciones que conforman los métodos en el análisis de las políticas públicas (APP). En la primera parte, se muestran los métodos cuantitativos, haciendo especial referencia a las técnicas cuantitativas que permiten definir un problema, demostrar su impacto y presentar soluciones potenciales. En la segunda parte, se presentan los métodos cualitativos positivistas. En la tercera parte se mencionan los métodos cualitativos interpretativos. Finalmente, la cuarta parte de este documento presenta unas breves conclusiones.


Métodos cuantitativos para el APP

Los textos de Yang (2007), y Miller y Robbins (2007) presentan la aplicación de los métodos cuantitativos de las ciencias sociales a las políticas públicas. El primer texto hace un recorrido histórico sobre los orígenes de la evaluación cuantitativa y se remonta a Harold Lasswell (1951), quien imaginó una disciplina basada en el conocimiento de la ciencia social y en sus métodos para analizar los cambios políticos y las decisiones hechas para democratizar la sociedad. En este sentido, Lasswell propone que la ciencia política debe valerse de métodos analíticos para modelar dinámicas y resolver problemas políticos.

Durante la Segunda Guerra Mundial, los métodos cuantitativos fueron utilizados desde una perspectiva puramente economicista para asignar recursos al sector Defensa. La investigación de operaciones fue la técnica más utilizada para estos propósitos militares. Posteriormente, esta fue usada en la administración empresarial para el manejo de inventarios, la fijación de metas de producción y la valoración de la confiabilidad de los equipos, minimizando especialmente el riesgo de inversión.

Los años 60 fueron la edad de oro para el análisis de sistemas y el análisis de políticas desde la perspectiva cuantitativa. En estos años los documentos profesionales y las conferencias estuvieron dirigidos a los procedimientos del análisis cuantitativo, tales como la programación lineal, las cadenas de Markov, la programación dinámica, la teoría de juegos, los modelos estocásticos, el análisis bayesiano, la cuasi-linealización y la teoría de sistemas. Una razón que explica este auge de los métodos cuantitativos es el hecho de que los economistas asumieron el APP.

El uso de la planeación, de la programación y de los sistemas presupuestales (PPBS) fue la característica principal del análisis de política en los años 60. El Gobierno del presidente Kennedy utilizó no solo el método del PPBS, sino también el análisis de costo-beneficio, operación, y sistemas de investigación y programación lineal. El presidente Johnson requirió que todas las agencias federales prepararan documentos de planeación y análisis de problemas públicos, para que sus recomendaciones pasaran luego a la Oficina de Presupuesto. El PPBS consistió en tres tipos principales de reporte:

• Memorando del programa, que compara los costos y la efectividad de mayores programas alternativos y describe la estrategia de la agencia.

• Estudios analíticos especiales en asuntos corrientes y de largo plazo.


• Programas y planes financieros que resumen los productos, costos y necesidades de financiamiento de la agencia en un período de cinco años.

En las décadas de los 60 y los 80, se modificó el uso de los métodos cuantitativos en el APP, toda vez que el presidente Nixon abolió el sistema del PPBS porque esa técnica cuantitativa no sirvió para tratar de manera efectiva muchos problemas sociales complejos, pues estos no podían ser representados con un modelo científico racional. Las ciencias sociales positivas arrojaron otras técnicas como el análisis costo-beneficio, extensivamente usado para cuantificar los costos y los beneficios de las soluciones políticas y poder, así, proponer soluciones que maximicen el beneficio neto.

Durante estas dos décadas se fortaleció significativamente la capacidad analítica, debido a la mayor demanda de analistas de política con fuertes habilidades en computación y avanzados modelos en economía.

En los 90, el análisis cuantitativo de política se volvió más común e informado, apoyado en softwares estadísticos como el SPSS, el SAS y el STATA, lo que facilitó el uso de métodos cuantitativos para tratar con complejos modelos y grandes bases de datos. Esos softwares pueden organizar voluminosas estadísticas y permitir su uso para transformar las variables y estimar modelos. En ese orden de ideas, fue posible que, a partir de muestras de grandes poblaciones, se observara un fenómeno o problema, se plantearan hipótesis, se compararan fuentes de variación del fenómeno y se tomaran decisiones alrededor de la aceptación o el rechazo de la hipótesis.

En la tabla 1 se presentan brevemente algunas de las metodologías que fueron utilizadas con mayor frecuencia por los métodos cuantitativos de la investigación en ciencias sociales.

TABLA 1. METODOLOGÍAS PARA EL ANÁLISIS

CUANTITATIVO EN POLÍTICA PÚBLICA








	Herramienta

	Descripción




	Análisis univariado y bivariado

	El resumen de estadísticas descriptivas o univariadas es un cuerpo de datos organizados para ser entendidos más fácilmente. Los analistas de política algunas veces usan tablas y gráficas para mapear los datos y tener un sentido general de ellos. Los histogramas y los gráficos de barras ayudan a demostrar las diferencias entre subgrupos. Los porcentajes pueden ser calculados para mostrar las proporciones, que son algunas veces difíciles de interpretar.




	 

	Las medidas de tendencia central indican el valor típico del dato. La media es el promedio aritmético; la mediana es la observación media de un rango ordenado de datos; la moda es el valor más frecuente del tamaño de una muestra. El valor relativo de la media, la mediana y la moda le informa al analista político la forma de la distribución de la muestra. La elección de una medida apropiada depende no solo de la distribución, sino también del nivel de medida y el propósito del analista. El test del análisis bivariado muestra el análisis estadístico de una variable en relación con otra variable. Esto ayuda a mostrar la existencia, la significancia estadística, la dirección y la fortaleza de la relación. El procedimiento depende del nivel de medida de las variables dependiente e independiente. La técnica de regresión lineal, o la regresión por mínimos cuadrados ordinarios, se hace para encontrar la mejor función lineal para describir una relación que pueda minimizar el cuadrado de los errores.




	Análisis de varianza (anova)

	El anova es una técnica que explica la variación de una variable dependiente métrica basándose en un set de variables independientes no métricas (categórica). El anova ayuda a determinar si muestras de dos o más grupos provienen de poblaciones con iguales medias. Esta es una herramienta primaria para analizar muestras experimentales. El anova analiza varianzas dentro de grupos y entre grupos. Para utilizar el anova, los datos tienen que satisfacer los supuestos de linealidad, normalidad (la variable dependiente tiene distribución normal) e igualdad en la varianza para todos los grupos tratados.




	Análisis de regresión múltiple

	El análisis de regresión múltiple examina las relaciones entre una variable dependiente y una serie de variables independientes. La forma general es: Y =a + β1X1 + β2X2 + β3X3 +… + βnXn + £ a es la constante de la regresión y representa el valor de Y cuando todas las variables independientes tienen valor de cero. β es el coeficiente de la regresión que indica las relaciones entre X y Y, es controlada por todas las otras variables independientes. £ es el término de error que incorpora todos los efectos acumulados en Y de los factores no incluidos en el modelo. La regresión puede ser usada para predecir el valor de Y a partir de algún valor dado de X. Los residuos o distancias entre el valor predicho y el valor observado de Y lleva a una medida de R2. El análisis de regresión y las técnicas versátiles de dependencia son los más ampliamente usados en el análisis de política para los propósitos de predicción o explicaciones. Para valorar si el modelo satisface los supuestos del análisis de regresión, tales como la existencia, la linealidad, la homocedasticidad, la independencia de residuos y la normalidad, el principal método de diagnóstico es valorar el residuo.




	Series de tiempo

	El análisis de series de tiempo identifica los patrones de cambio a través del tiempo para explicar los fenómenos y predecir el futuro con base en la existencia de patrones históricos. Este instrumento habilita a los analistas de políticas públicas para examinar una variable, tal como la tasa de desempleo y el crecimiento económico sobre espacios iguales de intervalos en el tiempo, tales como los meses o los años. En general, el análisis de series de tiempo puede servir para tres propósitos: el análisis de tendencia y pronóstico, el análisis causal, y el análisis de programas y políticas públicas. La interrupción de las series de tiempo es útil, porque la introducción de un programa o política producirá una pausa en la tendencia de la serie de tiempo para ciertas variables afectadas por el programa o la política. Los analistas necesitan tener suficientes datos del preprograma para establecer una tendencia preprograma, y conocer el momento exacto de la introducción del programa y el supuesto exacto de cómo el programa afectará la tendencia a largo plazo. El análisis de una serie de tiempo tiene seis pasos básicos: primero, graficar los datos; segundo, examinar la gráfica y determinar si existen fluctuaciones de corto plazo; tercero, si el dato muestra una tendencia cíclica, determinar la longitud de la tendencia de corto plazo y filtrar la tendencia; cuarto, determinar si existe una relación; quinto, usar la regresión lineal para estimar la relación entre el tiempo y la variable que está siendo analizada; sexto, hacer un pronóstico usando la ecuación de regresiones.




	Análisis de eventos históricos (EHA, por sus siglas en inglés)

	El análisis de eventos históricos es usado para explicar por qué ciertas unidades de análisis (individuales, organizaciones, Estados, etc.) son experiencias más interesantes que otras. Esta es una subzona especializada del análisis de series de tiempo. Los datos del EHA miden el número, el tiempo, la secuencia y los cambios de una variable de interés. El EHA puede ser una forma de estudio de panel, en el cual los periodos de las observaciones no son arbitrariamente espaciados, pero son medidos, en cambio, tomando el estado de una secuencia de eventos. La variable dependiente es cualitativa y toma valores de entre cero y uno, pero la variable independiente puede tomar algún número real. El concepto clave del EHA incluye un set de riesgos (set de unidades de análisis que tiene todavía la experiencia de un evento particular), una función de sobrevivencia (la declinación del riesgo sobre el tiempo) y la tasa de riesgo (tasa a la cual un evento particular ocurre en un momento particular). El EHA asume que es posible predecir la variable dependiente dentro de ciertos tiempos.




	Análisis de factor

	El análisis de factor es una técnica interdependiente en la cual todas las variables son consideradas simultáneamente y los factores son creados para explicar la variable set. El análisis de factores tiene tres propósitos básicos: identificar el factor estructural que subyace a las variables, lograr una reducción de datos y poner a prueba las relaciones entre las variables. El análisis de factor está basado en los supuestos fundamentales que subyacen a los factores, los cuales son más pequeños en número que el número de variables observadas y son responsables por la covariación entre las variables observadas. Hay dos tipos de análisis de factor: el exploratorio y el confirmatorio. El análisis del factor confirmatorio es usado junto con el análisis de path para los modelos de ecuaciones estructurales. Si los casos están siendo agrupados por el análisis de factor exploratorio, entonces, estos se convierten en Q métodos de análisis de clústeres.




	Teoría de juegos

	La teoría de juegos es un enfoque matemático que ayuda a tomar decisiones individuales empleando juegos y paradigmas de la interacción para hacer decisiones racionales. Un juego es una interacción entre agentes que es gobernada por un set de reglas, que especifica los posibles movimientos para cada participante y que presenta un set de resultados para cada posible combinación de movimientos. Un juego de “pura estrategia” consiste en las siguientes etapas: unos jugadores (personas u organizaciones) que eligen entre una lista de opciones de estrategia disponibles; en cada estado del juego, los jugadores eligen su curso de acción a partir de un set de posibles decisiones; y las acciones llevan a ciertos resultados y consecuencias. Esto asume que los jugadores tienen preferencias fijas para los resultados. Los supuestos de la teoría de juegos son: la acción individual es instrumentalmente racional; el conocimiento común de racionalidad se sostiene para todos los jugadores; los jugadores tendrán la misma inferencia de cómo el juego debe ser jugado; los jugadores conocen las reglas del juego; y sus motivos son independientes de las reglas, las preferencias fijas y la transitividad.






FUENTE: ELABORACIÓN PROPIA A PARTIR DE YANG (2007).

Análisis costo-beneficio: una mención especial

El análisis costo-beneficio se refiere a la recopilación y organización de datos relevantes para decidir una intervención gubernamental cuando los mercados fallan, a través de proyectos públicos, programas, reglamentos o regímenes. Este tipo de análisis son una forma de investigación relativa a la evaluación, bien para continuar o interrumpir un programa, estrategia, técnica o mejora, o para asignar recursos entre programas que compiten.


Los criterios de evaluación varían de acuerdo con la eficacia del desempeño de un programa en función de los objetivos especificados, la eficiencia en la maximización del valor o la reducción al mínimo de los costos, mediante el análisis de la productividad y la adecuación del programa en la medida en que se elimina el problema.

El criterio de beneficio neto es una señal adecuada sobre la intervención del Gobierno, porque los beneficios de la intervención son mayores que sus costos.

Este tipo de análisis inicial se presentó desde una perspectiva pragmática, siendo la construcción de la teoría un desarrollo posterior. Los créditos intelectuales para los pioneros de este tipo de análisis residen en Persky, Jules Dupuit y Jean-Baptiste Say.

Las ideas de Jules Dupuit encuentran un sitio en las finanzas públicas y en el suministro de servicios públicos por parte del Gobierno. Generalmente, el problema consiste en decidir cuántos y qué tipo de bienes serán provistos cuando la racionalidad del mercado no sea confiable o deseable. Los hacedores de política pública necesitan algunos mecanismos que les permitan decidir sobre esas preguntas. Los mecanismos son cuatro, a saber:

• Confiabilidad económica básica o eficiencia económica: existe cuando los beneficios de un programa público exceden sus costos.

• Criterio de Pareto: este criterio formaliza la definición de la eficiencia económica para favorecer esos proyectos o políticas en los que por lo menos una persona mejora y el resto no empeora.

• Criterio de Kaldor: se basa en un principio de “compensación” según el cual, si un cambio en la distribución de la renta le permite a los que ganan compensar a los que pierden, el resultado será un incremento del producto y, por tanto, del bienestar general.

• Voto: alternativa para los beneficios que no se pueden cuantificar ni medir, en este caso se usa la votación. La sumatoria de los juicios individuales se traduce en el bienestar público.

Con el análisis costo-beneficio se busca optimizar el uso de recursos que generalmente son escasos. No obstante, el análisis costo-beneficio limita las decisiones del Gobierno y frecuentemente se usa para justificar decisiones ya tomadas. Este análisis tiende a negar las consecuencias distributivas de una elección. El método sistemáticamente subvalúa los proyectos que igualan la distribución de la riqueza y sobrevalúa los proyectos que exacerban la inequidad económica. En la terminología de Kaldor, el método debería permitir que los ganadores compensaran a los perdedores, de tal suerte que nadie perdiera, pero el método desafortunadamente no garantiza esto.


Si bien el análisis costo-beneficio se puede considerar como una técnica para identificar políticas económicamente eficientes, dentro de los muchos métodos cuantitativos que existen, este en particular no puede sustituir la toma de decisiones políticas, mucho menos cuando las variables introducidas por la democracia y la política misma son imposibles de medir. No en vano se ha culpado a este método de perjudicar el sistema político. Algunos argumentan que las decisiones públicas orientadas por el efecto neto del costo frente al beneficio no pueden ser superiores ni reemplazar a las ideas o acuerdos políticos que definen la distribución de recursos. Tal argumento puede crear una pérdida de confianza en el Gobierno, porque subvierte el orden democrático.

La democratización del APP: los años 90

La década de los 90 marca un hito muy importante para los métodos de investigación en política pública, ya que en ella se acentúa el enfrentamiento por la viabilidad entre los métodos cuantitativos y los cualitativos, entre el control estadístico y el experimental, y entre la validez interna y externa. Este enfrentamiento se asimiló con la disputa entre el positivismo y el pospositivismo.

La metodología positivista defiende una separación analítica entre hechos y valores, dado que las consideraciones normativas son trasladadas al terreno de lo técnico; por tanto, esta corriente enfatiza en los diseños de investigación empírica, en los modelos causales, en la planificación científica y en la cuantificación de los resultados. La crítica a esta postura vendrá dada por el hecho de que motiva una separación entre el objeto de estudio y el investigador, y, por tanto, entre los hechos y los valores.

En respuesta a lo anterior, el pospositivismo propone un compromiso entre el conocimiento científico y la interpretación, la filosofía del conocimiento en relación con las normas y los valores, involucrando a la teoría con la participación democrática (Yang, 2007).

Métodos cualitativos-positivistas

Dvora Yanow (2007) asume la terminología métodos cualitativos positivistas, para identificar aquellas aproximaciones metodológicas que buscan combinar elementos tanto cuantitativos como cualitativos en políticas públicas. Según Yanow, bajo la presión de alcanzar los estándares de confiabilidad, derivados de las metodologías cuantitativas, algunos investigadores se valen de herramientas como el NU*DIST, el Atlas. ti, la Lexicometría o la Q-Metodología para procesar palabras y frases de entrevistas, documentos o incluso observaciones realizadas en el trabajo de campo.


Concretamente, la profesora Yanow hace énfasis en el uso y análisis del lenguaje como una herramienta de análisis cualitativo, y plantea que en la actualidad se hace referencia, más que a métodos cualitativos, a “métodos cualitativos interpretativos” (Yanow, 2007, p. 405).

Basada en la premisa “hay que tomarse el lenguaje seriamente” (Yanow, 2007, p. 405), la profesora Yanow explica que el giro interpretativo que han tomado los métodos cualitativos se debe a cambios en términos conceptuales y metodológicos.

Partiendo de esta visión, podemos ubicar el análisis narrativo como una herramienta de APP que busca descubrir narraciones conflictivas que denoten diferentes posiciones o perspectivas sobre un mismo tema. En este sentido, el analista busca confrontarlas y determinar cómo su diferencia explica diferentes visiones de un mismo problema.

Así pues, los investigadores que utilizan la técnica narrativa para analizar políticas públicas evitan favorecer una sobre otra, o identificar una como verdadera o creíble. Por el contrario, el analista narrativo expone las diferentes narrativas, encontrando a veces, eso sí, narrativas dominantes, mas no por ello más valiosas o acertadas que otras.

El análisis narrativo y la Q-Metodología

La Q-Metodología se presenta como una herramienta de análisis cualitativo-positivista, ya que mezcla de manera interesante elementos de las dos corrientes. A través de la Q-Metodología es posible construir una metanarrativa, y contribuir con la comprensión y el análisis de problemáticas de política pública. Esta técnica es especialmente adecuada para descubrir posiciones que están realmente en poder de los participantes y sus interrelaciones, por lo que es importante para la democracia deliberativa.

En este sentido, la Q-Metodología condensa la variación de puntos de vista, opiniones e ideas dentro de un set subyacente de definición de problemas. Usando un análisis factorial, el método identifica factores, los cuales son un clúster de declaraciones que se correlacionan con las clases de algunas de las respuestas. Esos clústeres pueden ser interpretados como una narrativa de la política (Van Eeten, 2007).

En este orden de ideas, cabe mencionar la investigación realizada por Van Eeten (2007), la cual consistió en analizar dos problemas relacionados con la política de transporte en los Países Bajos. El autor, basándose en periódicos, declaraciones, estudios y análisis específicos sobre el tema, recopiló 200 afirmaciones claves, que luego de entrevistas con actores influyentes se redujeron a 155. Entrevistas posteriores se encargaron de asegurar que dentro de las afirmaciones escogidas no quedara por fuera ningún tema de interés para los actores.


Una vez realizado este proceso, y luego de la aplicación de una prueba, los actores seleccionados (todos vinculados directa o indirectamente con los temas en cuestión) jerarquizaban las diferentes afirmaciones para aplicarles una herramienta estadística, como parte de la Q-Metodología. Esto les permitió a los ejecutores del ejercicio extraer cuatro diferentes narrativas sobre el tema. Así, fue posible construir una metanarrativa que implicaba que las decisiones sobre política de transporte deberían tomarse de manera descentralizada y no centralizada, como se estaba llevando a cabo, y que, en general, no habían producido los resultados esperados. Al mismo tiempo, se señalaron otras problemáticas inherentes al problema que requerían otro tipo de análisis y evaluación.

Métodos cualitativos interpretativos

La vida humana tiene sentido según el contexto dentro del cual se desenvuelve, por lo que depende de cada individuo, de sus experiencias y de sus vivencias. Desde esta perspectiva, el investigador no puede “salirse” de su objeto de estudio. Los analistas interpretativos no tienen la necesidad de convertir las palabras en números para analizarlas. Por el contrario, deben mantenerse cercanos a la caracterización de los datos que encuentran para buscar significados y fuentes de significados.

Los analistas interpretativos son ontológicamente constructivistas (versus realistas) y epistemológicamente interpretativistas (versus objetivistas). Este tipo de análisis hace énfasis en la capacidad reflexiva de los investigadores frente a los contextos que determinan sus objetos de estudio: la familia, la personalidad, el nivel educativo, y otras experiencias y vivencias que “moldean”, por decirlo de alguna manera, el objeto de estudio.

En términos del APP, Dvora Yanow (2007) resalta la importancia de las diferentes interpretaciones que se le pueden dar a una misma realidad. En este sentido, pocas veces se cuestiona el porqué de estas interpretaciones, lo cual constituye en sí una tarea para el investigador.

Los datos utilizados por los investigadores que siguen la corriente interpretativa se pueden obtener de tres maneras diferentes: (a) observando, mirando detalles del día a día para entender a los actores y conocer su propio marco de referencia —relaciones que muchas veces no se hacen explicitas al observador corriente—, por otra parte, también se pueden hacer observaciones “desde afuera”, no como participante, sino como observador; (b) entrevistas, dentro de esta corriente la entrevista pretende descubrir cómo el entrevistado le da sentido a sus vivencias y experiencias, lo que presupone una posición desde la fenomenología; (c) lectura de documentos, como, por ejemplo, periódicos, para tener un sentido del tiempo en el que sucedieron los acontecimientos que se pretenden investigar, y que Yanow (2007) denomina como el “sentido del tiempo” (p. 411). La lectura de documentos también permite generar un conocimiento previo a la realización de la investigación y puede “moldear” el ejercicio de observación.


Métodos de análisis de información cualitativa

De acuerdo con Yanow (2007), existen múltiples métodos para manejar información cualitativa y analizarla. En su artículo “Quantitative Methods for Policy Analysis”, esta investigadora expone cinco métodos:

1. Análisis crítico de valores. Se refiere al análisis de las categorías y del lenguaje que “modelan” el asunto de estudio. El objetivo consiste en encontrar los valores.

2. Análisis de historias. Hace alusión a una combinación entre escribir directamente un diario y hacer entrevistas.

3. Análisis narrativo. A diferencia del análisis anterior, que se fija en los actores individuales, este tipo de análisis se basa en el hilo argumentativo de varios actores.

4. Análisis dramatúrgico. Este tipo de análisis se fundamenta en los roles asumidos por los actores involucrados en una política.

5. Análisis Categórico. Usa el lenguaje de la “deconstrucción”.

Conclusiones

Los métodos cuantitativos y cualitativos tradicionalmente han sido usados por áreas especializadas de las ciencias sociales, como la economía para los primeros y la sociología y antropología para los segundos. Ambos métodos resultan útiles cuando se trata de hacer el APP, como quiera que un analista académico de políticas públicas requiere un conocimiento del contexto en que se desenvuelven las distintas etapas del ciclo de la política pública, así como de los aspectos técnicos de la política que específicamente esté analizando.

Un buen APP debería utilizar ambos métodos de manera complementaria. El análisis cuantitativo permitirá evaluar si en la ejecución de la política se cumplió o no con los objetivos propuestos en su formulación; el nivel de eficiencia con el que se alcanzó el objetivo, es decir, si los recursos fueron optimizados para lograr el máximo resultado; el grado de eficacia o capacidad de la política para lograr el efecto deseado; y el impacto, o la duración a través del tiempo, de los beneficios de la política.


Si bien las cifras derivadas de un análisis cuantitativo arrojan un orden de magnitud sobre el desempeño de la política pública, eso no sería un análisis completo si no se ubican esos resultados en el contexto específico en el que se ejecutó la política. Comprender el por qué se llegaron a los resultados de un análisis cuantitativo implica un análisis cualitativo interpretativo que permita realizar un examen más completo. Consideraciones como cuáles son y cómo se fueron desempeñado los roles de los individuos y sus intereses particulares en los resultados finales de una política pública provienen de un análisis cualitativo en un contexto determinado. Así mismo, es posible que, haciendo un uso combinado del análisis cuantitativo con el cualitativo-interpretativo, se lleguen a utilizar herramientas como la Q-Metodología para generar una narrativa de la política pública analizada estadísticamente.
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COMENTARIOS FINALES. LOS AVANCES EN EL ANÁLISIS DE POLÍTICAS PÚBLICAS: DE LA ADOPCIÓN A LA ADAPTACIÓN

Estos comentarios finales se dieron en el marco del seminario “Teorías y métodos para el análisis de las políticas públicas” realizado en el mes de junio de 2010, en las instalaciones de la Universidad Nacional, a instancias del grupo de investigación Análisis de las Políticas Públicas y de la Gestión pública (APPGP) y del Doctorado en Estudios Políticos y Relaciones Internacionales de la misma universidad, bajo la orientación del profesor André-Noël Roth. Asistir a este evento permitió tener una visión integral de los distintos enfoques y de las tendencias representativas de la emergente disciplina del Análisis de Políticas Públicas (APP) en Colombia y de lo que, sin duda, fue el encuentro de una comunidad científica que empieza a hacerse cada vez más visible.

Sin pretender resumir las distintas ponencias presentadas, estos comentarios buscan remarcar aquellos aspectos que consideramos dan cuenta de una línea de evolución del APP, en una perspectiva de adaptación de un discurso elaborado en contextos históricos, culturales e institucionales diferentes, cuyos supuestos de funcionamiento difieren de las realidades latinoamericanas.


La perspectiva de Lasswell

Los procesos de formación de políticas públicas (PFP) parten del hecho de que, en las democracias contemporáneas, los ciudadanos eligen gobernantes que tomarán decisiones que se harán cargo de sus preferencias. En ese sentido, el PFP es un mecanismo en el que confluyen expectativas individuales con el objetivo de alcanzar consensos sobre diversos valores públicos, en el interior de determinadas instituciones y movilizando diversos recursos. En la perspectiva de Lasswell, el circuito de la definición de una política pública lo componen individuos, como actores racionales, que se organizan en actores colectivos y se mueven bajo la lógica de ciertos valores, en el contexto de determinadas instituciones, con el fin de maxi-mizar las preferencias generales. En ese orden de ideas, el PFP es la manera como las sociedades pasan de las preferencias individuales a las preferencias colectivas, esto es, de la racionalidad individual a la racionalidad colectiva.

El APP es una respuesta a las crisis políticas y a los problemas prácticos de la sociedad porque busca recomponer los consensos necesarios para hacer posible la convivencia. Desde esta perspectiva, el PFP es más que un recurso técnico para el proceso de toma de decisiones, es el reflejo de los consensos básicos de una sociedad alrededor de cómo movilizar recursos y asignar valores. Esto implica que la política pública, más allá de su componente técnico, tiene un alto grado de significación política y no puede reducirse al voluntarismo gubernamental que entiende las políticas públicas como las decisiones de los órganos competentes para resolver problemas. Si hablamos de políticas públicas, en éstas deben converger todos los públicos que las orientan, tanto los que pueden influir en su formación como los afectados por las decisiones que se adopten.

El modelo de Lasswell es aquel en el que el Estado reacciona a las demandas sociales, pero bajo cierta lógica lineal, dejando de lado los complejos procesos de interacción entre los distintos actores, y los procesos administrativos que restringen la acción pública y la movilización social, más allá del momento inicial de la definición de los inputs.

En el mismo sentido, el modelo no da respuesta al problema del comportamiento de los actores colectivos y, en la medida en que el proceso decisional tiene cierta neutralidad axiológica, no refleja los conflictos que subyacen a los procesos sociales y políticos. Sin embargo, la perspectiva de Lasswell y de los llamados padres fundadores de la disciplina, como Simon o Lindblom, sigue siendo útil —con sus limitaciones para entender cómo el trazado de una política pública es el resultado de la interacción entre la sociedad y el Estado—.


La perspectiva de Sabatier y el ACF

Los trabajos de Paul Sabatier, posteriormente con Jenkins Smith, constituyen una respuesta a las limitaciones del enfoque secuencial de política pública. A partir de una serie de trabajos empíricos sobre políticas públicas específicas, la pregunta inicial que orienta los trabajos de Sabatier está relacionada con el cambio en las políticas públicas bajo el entendido de que una decisión de política pública no se da de una sola vez y para siempre. La respuesta de Sabatier, a diferencia de la de Lasswell que trataba de explicar por qué se adopta tal política, por qué se incorpora tal problema en la agenda, por qué se asignan tales recursos y por qué predominan tales valores, tiene que ver con los resultados de la coordinación estratégica de los actores individuales que se organizan alrededor de coaliciones. La diferencia radica en que en el modelo de Lasswell esa interacción podía deducirse de la observación de una serie de etapas —el ciclo de la política—, mientras que, en el enfoque del Advocacy Coalition Framework (ACF), es necesario incorporar la información técnica que demanda un proceso de decisión y las posiciones estratégicas de los actores que desean influir en el resultado final.

El modelo del ACF supone que los procesos de políticas públicas trascienden el período de los Gobiernos, la unidad de análisis trasciende al sistema de gobierno y es necesario ubicarla en la perspectiva de Easton, en el sistema político. El resultado de un proceso decisional debe reflejar la visión del problema que tienen los distintos actores, estatales y no estatales; dicha visión está determinada por la ideología, los sistemas de creencias, los intereses y la información. El APP es una combinación de saberes técnicos, uso de información relevante y negociaciones estratégicas de distintos actores sobre el problema público y las distintas formas de enfrentarlo.

El modelo de Sabatier ha sido cuestionado por suponer el consenso y eludir el conflicto, y por darle más importancia a los procesos de negociación que se dan entre quienes tienen la posibilidad y aquellos que tienen la capacidad de realizar coaliciones, esto es, los grupos de interés y las elites, en detrimento de otros actores sociales con menor empoderamiento


La perspectiva neoinstitucional

Las instituciones siguen siendo el marco referencial de los PFP y, en la perspectiva de Elinor Ostrom, son mecanismos de restricción de las interacciones humanas. Esto indica que el resultado final de una política pública no obedece solamente a un voluntarismo gubernamental, sino al resultado de complejas interacciones estratégicas entre distintos actores, donde el actor gubernamental seguramente orienta el proceso. En ese sentido, una política pública también es un espacio de disputa política entre distintos actores y el producto final, los outputs en la tradición de Easton, los cuales reflejan el mayor o menor consenso que existe en una sociedad alrededor de la decisión y la forma de abordar un problema público.


La perspectiva de la lucha contra la pobreza, por solo citar un ejemplo, no siempre se da en una dirección, porque en su definición, en su medición y en las estrategias para erradicarla confluyen distintos discursos de actores estatales, no estatales e incluso internacionales. De la misma manera en la que las instituciones generan restricciones a las conductas de actores individuales y colectivos, también ofrecen oportunidades de actuación con una mayor legitimidad. El aporte de Ostrom radica en identificar que una cosa son los procesos de maximización de bienestar de los individuos —el individualismo metodológico— y otra cosa ocurre cuando esto se da en el contexto de organizaciones o de actores colectivos. El proceso de toma decisiones en la acción pública se sustenta más en el segundo que en el primero y, en esa medida, los procesos de observación y análisis deben empezar por dilucidar el comportamiento de los actores colectivos.

De todos modos, no es claro que la propuesta del Análisis del Desarrollo Institucional de Ostrom y de un sector del neoinstitucionalismo pueda entenderse directamente como una herramienta del análisis de política pública, si bien el punto de convergencia que hay que afinar en futuras investigaciones está en entender que las instituciones son el conjunto de procedimientos formales e informales que estructuran la acción pública y, por ende, los PFP que siempre están sometidos a las asimetrías de la información entre los distintos actores. Estos son escenarios de complejidad creciente que implican que no siempre se tiene la información necesaria para tomar la mejor decisión, aquella que optimice las expectativas de todos los actores.


El enfoque francés de políticas públicas

Bruno Jobert y Pierre Muller han sido considerados como los padres fundadores del enfoque francés de políticas públicas, quizás como contrapeso al enfoque anglosajón de Lasswell, Lindblom, Simon, Jones, Dye, Lowi, entre otros. En la perspectiva de Muller, llama la atención su propuesta de entender la acción pública como un proceso de marcos de interpretación del mundo a partir de los cuales, tanto los actores públicos como los actores privados, desarrollan estrategias para definir el contenido de las políticas públicas desde sus percepciones de la realidad y de la visión que tengan de los problemas.

El referencial de política pública es un aporte significativo al proceso de evolución del APP, en la medida en que atribuye al proceso de formación de las políticas un sentido más allá de lo estrictamente instrumental, viéndolo como un vector de gobernabilidad y de construcción de cohesión social. Esta idea queda bien sintetizada en la expresión de Muller, según la cual, cada vez más, hacer política es hacer políticas públicas.


El enfoque de redes de política

El enfoque de red busca trascender los enfoques centrados en los elementos formales del proceso político administrativo. Si bien existen unas estructuras políticas, sociales e institucionales que determinan la acción individual y colectiva, el enfoque de red parte del hecho de que estas estructuras están en permanente transformación, debido a los procesos de negociación y cambio por parte de los actores que las componen. Estas son estructuras abiertas y flexibles que se están adaptando a las distintas realidades sociales.

El enfoque de red ofrece una lectura menos jerarquizada de la realidad social y, en esa medida, atribuye al proceso de formación de políticas la posibilidad de que otros actores distintos de los que hacen parte del proceso formal puedan hacer valer sus puntos de vista. En este enfoque, el propio Estado y el sistema político son vistos como el resultado de una serie compleja de redes de actores, y el papel del analista y del hacedor de políticas es la decodificación de estos individuos y de los distintos espacios en los que ellos se ubican para hacer valer sus puntos de vista.

El enfoque de redes abre la perspectiva de la participación de actores sociales en los procesos de formación de las políticas y tiene un componente de inclusión social que permite resignificar la acción pública.


El giro argumentativo en las políticas públicas

De la mano de los trabajos de Majone y Frank Fischer, se introduce en el APP la discusión sobre los procesos de formación de políticas como procesos de argumentación.

El analista de políticas es un artesano de argumentos. El enfoque argumentativo tiene un fundamento de racionalidad comunicativa (Habermas), para entender la acción pública y salir del eficientismo que parece haberse tomado el APP de la mano de los enfoques economicistas que reducen los complejos procesos de decisión a modelos, donde toda acción humana puede ser representada en un valor. El giro argumentativo implica entender que todo proceso de formación de una política es, ante todo, un proceso de argumentación. En una perspectiva de investigación, es necesario trabajar el vínculo entre democracia deliberativa y enfoque argumentativo, entendiendo que la argumentación ayuda a construir legitimidad y consensos. Según lo visto durante el seminario, el enfoque retórico de Majone considera los procesos de argumentación como herramientas mediante las cuales el analista de políticas públicas recomienda distintas opciones de política, que trascienden los estrechos márgenes de la eficiencia económica, como quiera que indaga también por su viabilidad política y su aceptación social.


La perspectiva argumentativa restablece la dimensión política de las políticas públicas y ofrece un escenario de actuación al analista de políticas públicas que va más allá de la habilidad para desarrollar ciertos métodos de análisis. Un resultado de la aplicación de los modelos argumentativos en el APP radica en la necesidad de entender los métodos de investigación, tanto cuantitativos como cualitativos, como insumos para el análisis de complejas realidades sociales y políticas, y de comprender que la información para la decisión no descansa solo en lo que provee la ciencia estadística y econométrica, y otras disciplinas afines, sino en la inter e intra disciplinariedad que exige una visión integral. En palabras de Fischer, se debe superar el llamado fetichismo metodológico que parece haberse apoderado de los análisis de política pública.

Frank Fischer propone usar otras herramientas, como el análisis del discurso, para tratar de decodificar las distintas visiones de los actores que confluyen en un proceso de formación de una política. Hacer cosas con palabras en la tradición de Austin nos lleva a decir que el APP también es una forma de hacer políticas con palabras.


La perspectiva narrativa de Emery Roe

Toda política pública tiene una narrativa que es necesario dilucidar en un proceso de análisis. La propuesta de Roe consiste en usar las técnicas de la teoría literaria contemporánea para entender cómo es que un discurso y una visión del problema terminan prevaleciendo en una decisión de política. En todo actor, y en toda política pública, hay una narrativa, explícita o implícita, y la teoría literaria permite la reconstrucción de dicha narrativa a través de técnicas como la metanarrativa y el análisis intertextual. Esta perspectiva permite fortalecer los procesos de planeación y de elaboración de políticas públicas, en la medida en que facilita una mejor conceptualización del problema desde una mirada más social y política, y que permite develar los trasfondos ideológicos y políticos de los distintos actores. De esta manera, se pueden conocer las agendas ocultas que muchas veces dificultan los procesos de negociación.

Como pudo verse a lo largo del seminario, son muchas las perspectivas teóricas y metodológicas desarrolladas en los últimos 20 años en el APP desde que “los padres fundadores” empezaron a estructurar la disciplina en la segunda mitad del siglo xx. En Colombia, el APP ingresa inicialmente en la agenda académica a mediados de la década de los 90, en el contexto de la Constitución de 1991, pero su inserción en el discurso gubernamental todavía es incipiente, desigual y ambigua. Cada vez más entidades de la rama ejecutiva del poder público incorporan en sus procesos de decisión el enfoque de políticas públicas, pero no puede decirse lo mismo en otros niveles del Gobierno territorial, como los departamentos y los municipios, donde el APP sigue siendo poco más que ciencia ficción.


El seminario dejó ver que hoy en día se está forjando una comunidad científica pluralista del APP en distintos centros universitarios y, en la medida en que muchos de esos analistas tienen relación con entidades públicas a través de trabajos directos, difusión de sus obras o consultorías, el discurso se irá irradiando en todo el quehacer gubernamental. Para que esto rinda sus frutos en una perspectiva de buenas prácticas gubernamentales, es necesario pasar de la adopción de los discursos a su adaptación a nuestros contextos políticos, sociales e institucionales. Esto no se debe hacer con la perspectiva de volverlo a inventar todo, en una suerte de chauvinismo académico, sino con la perspectiva de entender que los diferentes elementos que subyacen al APP —esto es, el Estado, el sistema político, la sociedad civil y los grupos de interés— son distintos en cada realidad en la que pretendan usarse. No es lo mismo el proceso de formación de políticas públicas en un país donde el Estado tiene pleno control del territorio, donde los partidos políticos son sólidos y coherentes, donde la sociedad civil cuenta con una cultura política de participación y donde los grupos de interés han resignificado lo público, que allí donde todos estos factores están en un proceso de reconfiguración y consolidación. El desafío del analista es entender esta realidad y ajustar sus modelos teóricos y sus metodologías de análisis a estas exigencias. El seminario que se realizó en la Universidad Nacional de Colombia dio buena cuenta de este esfuerzo que hemos querido sintetizar de la manera más sencilla posible.
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